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Prólogo 


Con  la  publicación  de  la  presente  Compilación,  el  Partido  de  la  Re¬ 
volución  Democrática  refrenda  su  compromiso  con  los  pueblos  in¬ 
dígenas  de  México.  Desde  los  documentos  fundacionales  de  nuestro 
partido  y  en  nuestra  Declaración  de  Principios,  «el  PRD  reconoce  que 
los  pueblos  indígenas  son  iguales  a  todos  los  demás  y  reconoce,  al 
mismo  tiempo,  el  derecho  de  todos  los  pueblos  a  ser  diferentes  y  a  ser 
respetados  como  tales».  En  el  PRD  pugnamos  para  que  «se  apliquen 
los  derechos  establecidos  en  normas  y  convenios  internacionales»  que 
protegen  sus  derechos  fundamentales  como  pueblos  indígenas. 

Congruente  con  lo  anterior,  externo  mi  reconocimiento  en  la  publi¬ 
cación  de  la  presente  Compilación  sobre  Tratados  Internacionales  y 
Jurisprudencia  Nacional  sobre  Derechos  Indígenas  en  México.  Invito 
a  los  pueblos  indígenas  del  país  y  a  la  sociedad  nacional  a  que  co¬ 
nozcan  estos  documentos  básicos  para  la  protección  de  sus  derechos 
constitucionales. 

El  libro  contiene  no  sólo  los  Convenios  y  Tratados  internacio¬ 
nales  del  sistema  de  las  Naciones  Unidas,  también  incluye  diversos 
instrumentos  del  ámbito  de  la  Organización  de  los  Estados  America¬ 
nos  (OEA).  En  este  andamiaje  jurídico  es  insoslayable  la  inclusión  de 
diversos  artículos  de  nuestra  Carta  Magna.  Los  textos  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  de  la  Nación  (SCIN)  y  del  Tribunal  Electoral  del  Po¬ 
der  Judicial  de  la  Federación,  hacen  de  la  Compilación  una  guía  para 
la  defensa  de  los  derechos  indígenas. 

Reiteramos  que,  en  el  PRD,  los  pueblos  indígenas  deben  ser  una 
prioridad  en  la  agenda  nacional.  Mis  mejores  augurios  para  la  difusión 
de  la  Compilación,  que  debe  convertirse  en  una  herramienta  teórica 
para  la  acción. 


Ángel  Ávila  Romero 

Secretario  General  del  PRD 

Ciudad  de  México,  diciembre  de  2017. 
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Presentación 


La  presente  Compilación  contiene  doce  documentos  básicos  sobre  los 
“Tratados  internacionales  y  la  jurisprudencia  que  protege  los  derechos 
de  los  pueblos  indígenas”.  Los  dos  primeros  documentos  tienen  un  al¬ 
cance  universal  y  las  premisas  del  documento  tercero  y  cuarto,  tienen 
aplicación  en  el  ámbito  continental.  Las  disposiciones  del  apartado 
quinto  al  décimo  segundo  se  enfocan  a  la  experiencia  mexicana.  En 
la  presente  Compilación,  tanto  las  disposiciones  internacionales  como 
las  continentales  tienen  a  México  como  su  principal  entorno  de  análi¬ 
sis  y  de  reflexión  nacional. 

En  América  Latina,  México  fue  el  primer  país  de  ratificar  el  Con¬ 
venio  N°  169.  A  nivel  mundial,  Noruega  fue  el  primer  país  que  suscri¬ 
bió  este  instrumento  jurídico  internacional.  El  Convenio  fue  aprobado 
por  la  Cámara  de  Senadores  el  11  de  julio  de  1990  y  fue  ratificado  por 
el  presidente  de  la  República  el  13  de  agosto  de  1990.  En  México, 
desde  hace  28  años,  las  disposiciones  del  Convenio  N°  169  de  la  OIT 
tienen  vigencia,  y  su  observancia  es  de  carácter  obligatorio  para  el 
Estado  mexicano. 

El  13  de  septiembre  del  2007,  la  Asamblea  General  de  la  Organi¬ 
zación  de  las  Naciones  Unidas  (ONU)  aprobó  la  Declaración  de  las 
Naciones  Unidas  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos  Indígenas  (Decla¬ 
ración).  Tanto  en  los  apartados,  capítulos  y  el  articulado  del  Convenio 
N°  169  de  la  OIT  y  la  normad vidad  de  la  Declaración,  se  establecen 
las  normas  mínimas  para  proteger  los  derechos  de  los  pueblos  indíge¬ 
nas,  en  sus  diversas  esferas,  ámbitos  y  niveles  de  acción. 

En  México  y  el  mundo,  tanto  el  Convenio  N°  169  de  la  OIT,  como 
la  Declaración,  son  dos  de  los  principales  instrumentos  jurídicos  inter¬ 
nacionales  que  protegen  y  amparan  los  derechos  fundamentales  de  los 
pueblos  indígenas.  Esa  la  razón  fundamental  de  su  inclusión  en  esta 
Compilación.  Ambos  documentos  son  una  guía  para  la  defensa  y  una 
fuente  de  inspiración  y  aspiración  de  los  derechos  indígenas  del  país. 

La  presente  Compilación  incluye  dos  documentos  del  sistema  in¬ 
teramericano  para  la  protección  de  los  derechos  humanos  y  los  dere- 
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chos  indígenas.  La  Convención  Americana  sobre  Derechos  Humanos 
y  la  Declaración  Americana  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos  Indíge¬ 
nas,  reafirman  varios  temas  relevantes  como  el  derecho  a  la  consulta 
en  temas  de  interés  de  los  pueblos  indígenas.  En  el  ámbito  continental, 
la  Corte  Interamericana  ha  determinado  la  obligación  de  los  Estados 
nacionales  de  consultar  a  los  pueblos  indígenas,  siempre  que  sus  de¬ 
rechos  se  vean  afectados  o  violados.  La  Corte  ha  establecido  que  el 
principio  y  la  obligación  de  cumplir  con  el  derecho  a  la  consulta  indí¬ 
gena  ha  generado  un  desarrollo  legislativo  y  jurisprudencial  en  varios 
países  del  continente,  incluyendo  diversas  experiencias  de  México. 

México  dio  un  avance  legislativo  con  la  reforma  del  artículo  pri¬ 
mero  Constitucional.  La  modificación  de  este  artículo  en  el  2011,  en 
nuestro  país,  estableció  un  nuevo  paradigma  en  materia  de  derecho 
constitucional,  derechos  humanos  y  derechos  indígenas.  El  primer  pá¬ 
rrafo  del  artículo  primero  eleva  a  rango  constitucional  la  obligación 
del  Estado  mexicano  de  cumplir  con  los  tratados  internacionales  de 
los  que  nuestro  país  es  parte. 

El  artículo  2o  Constitucional  es  la  columna  vertebral  de  los  de¬ 
rechos  de  los  pueblos  indígenas  de  México.  Su  análisis  debe  ser  a 
la  luz  del  Convenio  169  de  la  OIT,  de  la  Declaración  y  de  los  dos 
instrumentos  del  sistema  interamericano.  El  “bloque  constitucional 
mexicano”  en  materia  de  derechos  indígenas  debe  tomar  como  base  la 
legislación  nacional  y  su  desarrollo  progresivo  en  la  materia.  De  allí 
la  importancia  de  incluir  en  esta  Compilación  el  artículo  Io  y  2°  de  la 
Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos. 

En  la  parte  nacional,  también  incluimos  la  ley  “General  de  Dere¬ 
chos  Lingüísticos”,  porque  puede  servir  como  base  para  la  promoción 
de  los  derechos  lingüísticos  de  los  pueblos  indígenas  en  los  Congresos 
locales.  También  servirá  como  referencia  para  su  aplicación  en  otros 
países  de  la  región. 

El  poder  judicial  de  nuestro  país  tiene  avances  considerables  en  la 
protección  de  los  derechos  constitucionales  de  los  pueblos  y  comuni¬ 
dades  indígenas.  Hemos  incluido  dos  artículos  publicados  original¬ 
mente  en  el  “Protocolo  para  Defensoras  y  Defensores  de  los  Derechos 
Político-Electorales  de  los  Pueblos  y  Comunidades  Indígenas”. 

En  el  “Derecho  a  la  Libre  Determinación”  se  explica  que  una  “ver¬ 
tiente  específica  del  derecho  a  la  autonomía  es  el  derecho  de  auto¬ 
gobierno”.  En  el  apartado  del  “Derecho  a  la  Consulta”,  señalan  que 
constituye  una  garantía  de  la  participación  de  los  pueblos  y  comuni¬ 
dades  indígenas  en  las  decisiones  que  les  afectan  o  que  puedan  llegar 
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a  afectarlos,  y  cuyo  respeto  pleno  es  crucial  para  lograr  una  protección 
efectiva  de  sus  derechos  fundamentales. 

En  el  artículo  “Juzgar  con  perspectiva  intercultural”,  señala  que,  en 
los  casos  relacionados  con  el  derecho  electoral  indígena,  los  órganos 
y  autoridades  en  la  materia  deben  realizar  sus  decisiones  desde  una 
perspectiva  intercultural  en  el  cual  se  reconozca  el  pluralismo  jurídi¬ 
co.  En  materia  electoral,  los  juzgadores  deben  valorar  la  designación 
de  intérpretes  y  realizar  la  traducción  de  las  actuaciones,  tomando  en 
cuenta  la  lengua  indígena  de  la  comunidad. 

Los  “Derechos  de  las  personas,  comunidades  y  pueblos  indíge¬ 
nas”,  publicado  en  el  “Protocolo”  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de 
la  Nación,  hace  un  importante  reconocimiento  del  valor  jurídico  de  los 
instrumentos  internacionales  de  derechos  humanos  como  el  Convenio 
N°  169  de  la  OIT,  la  Declaración  de  las  Naciones  Unidas  sobre  los 
derechos  de  los  pueblos  indígenas,  la  Convención  Americana  sobre 
Derechos  humanos  y  otras  jurisprudencias  conexas. 

Es  de  alta  relevancia  la  valoración  de  James  Anaya,  ex  Relator  Es¬ 
pecial  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos  Indígenas  de  la  ONU.  “Este 
Protocolo  representa  un  importante  esfuerzo  para  emprender  las  re¬ 
formas  necesarias  dentro  del  sistema  de  administración  de  justicia  a 
nivel  nacional  con  el  fin  de  garantizar  el  acceso  a  la  justicia  por  parte 
de  los  pueblos  indígenas  del  país  y  el  respeto  a  sus  derechos  humanos 
conforme  a  los  estándares  internacionales.  Los  derechos  y  principios 
expuestos  en  el  Protocolo  deben  ser  acatados  tanto  por  los  operadores 
de  justicia  a  nivel  federal  como  a  nivel  estatal”. 

Bajo  este  enfoque  de  las  reformas  necesarias  que  deben  empren¬ 
derse  para  alcanzar  la  justicia  a  nivel  federal,  he  incluido  la  “Normati- 
vidad  aplicable  para  la  consulta  a  pueblos  y  comunidades  indígenas”, 
del  Instituto  Nacional  Electoral  y  el  “Sistema  de  Consulta  Indígena”, 
elaborada  por  la  Comisión  Nacional  para  el  Desarrollo  de  los  Pueblos 
Indígenas. 

La  presente  Compilación  aspira  a  convertirse  en  una  guía  para 
defender  los  derechos  constitucionales  de  los  pueblos  indígenas  de 
México.  Contiene  el  andamiaje  constitucional  nacional  y  su  conexión 
con  la  jurisprudencia  internacional. 

En  México  hay  avances  considerables  en  el  reconocimiento  cons¬ 
titucional  de  los  derechos  indígenas;  sin  embargo,  la  dinámica  cam¬ 
biante  del  mundo  indígena  y  la  adopción  de  nuevos  instrumentos  in¬ 
ternacionales,  obliga  hacer  la  armonización  legislativa  para  responder 
a  la  emergencia  de  demandas  de  los  pueblos  indígenas. 
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Ojalá  la  Compilación  amplíe  el  camino  hacia  la  armonización  le¬ 
gislativa.  Espero  que  los  pueblos  indígenas  lo  usen  para  defender  sus 
derechos  constitucionales  y  que  el  Estado  mexicano  cumpla  lo  que 
la  legislación  nacional  e  internacional  mandata  para  salvaguardar  los 
derechos  indígenas  de  México. 


Marcos  Matías  Alonso 


Chilpancingo,  Guerrero,  diciembre  de  2017. 


I.  CONVENIO  N°  169  DE  LA  ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL  DEL  TRABAJO  SOBRE 
PUEBLOS  INDÍGENAS  Y  TRIBALES  EN  PAÍSES 
INDEPENDIENTES1 


La  Conferencia  General  de  la  Organización  Internacional  del  Tra¬ 
bajo: 

Convocada  en  Ginebra  por  el  Consejo  de  Administración  de  la 
Oficina  Internacional  del  Trabajo  y  congregada  en  dicha  ciudad  el  7 
de  junio  de  1989,  en  su  septuagésima  sexta  reunión; 

Observando  las  normas  internacionales  enunciadas  en  el  Convenio 
y  en  la  Recomendación  sobre  poblaciones  indígenas  y  tribuales,  1957; 

Recordando  los  términos  de  la  Declaración  Universal  de  Derechos 
Humanos,  del  Pacto  Internacional  de  Derechos  Económicos,  Sociales 
y  Culturales,  del  Pacto  Internacional  de  Derechos  Civiles  y  Políticos, 
y  de  los  numerosos  instrumentos  internacionales  sobre  la  prevención 
de  la  discriminación; 

Considerando  que  la  evolución  del  derecho  internacional  desde 
1957  y  los  cambios  sobrevenidos  en  la  situación  de  los  pueblos  in¬ 
dígenas  y  tribales  en  todas  las  regiones  del  mundo  hacen  aconsejable 
adoptar  nuevas  normas  internacionales  en  la  materia,  a  fin  de  eliminar 
la  orientación  hacia  la  asimilación  de  las  normas  anteriores; 

Reconociendo  las  aspiraciones  de  esos  pueblos  a  asumir  el  control 
de  sus  propias  instituciones  y  formas  de  vida  y  de  su  desarrollo  econó¬ 
mico  y  a  mantener  y  fortalecer  sus  identidades,  lenguas  y  religiones, 
dentro  del  marco  de  los  Estados  en  que  viven; 

Observando  que  en  muchas  partes  del  mundo  esos  pueblos  no  pue¬ 
den  gozar  de  los  derechos  humanos  fundamentales  en  el  mismo  grado 


1 .  Adoptado  el  27  de  junio  de  1 989  por  la  Conferencia  General  de  la  Organización  Internacional 
del  Trabajo  en  su  septuagésima  sexta  reunión. 

Fuente  a  consultar: 

http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100JNSTRUMENT_ 

ID:312314 
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que  el  resto  de  la  población  de  los  Estados  en  que  viven  y  que  sus 
leyes,  valores,  costumbres  y  perspectivas  han  sufrido  a  menudo  una 
erosión; 

Recordando  la  particular  contribución  de  los  pueblos  indígenas  y 
tribales  a  la  diversidad  cultural,  a  la  armonía  social  y  ecológica  de  la 
humanidad  y  a  la  cooperación  y  comprensión  internacionales; 

Observando  que  las  disposiciones  que  siguen  han  sido  establecidas 
con  la  colaboración  de  las  Naciones  Unidas,  de  la  Organización  de  las 
Naciones  Unidas  para  la  Agricultura  y  la  Alimentación,  de  la  Organi¬ 
zación  de  las  Naciones  Unidas  para  la  Educación,  la  Ciencia  y  la  Cul¬ 
tura  y  de  la  Organización  Mundial  de  la  Salud,  así  como  del  Instituto 
Indigenista  Interamericano,  a  los  niveles  apropiados  y  en  sus  esferas 
respectivas,  y  que  se  tiene  el  propósito  de  continuar  esa  colaboración  a 
fin  de  promover  y  asegurar  la  aplicación  de  estas  disposiciones; 

Después  de  haber  decidido  adoptar  diversas  proposiciones  sobre  la 
revisión  parcial  del  Convenio  sobre  poblaciones  indígenas  y  tribuales, 
1957  (núm.  107),  cuestión  que  constituye  el  cuarto  punto  del  orden  del 
día  de  la  reunión,  y 

Después  de  haber  decidido  que  dichas  proposiciones  revistan  la 
forma  de  un  convenio  internacional  que  revise  el  Convenio  sobre  po¬ 
blaciones  indígenas  y  tribuales,  1957, 

Adopta,  con  fecha  veintisiete  de  junio  de  mil  novecientos  ochenta 
y  nueve,  el  siguiente  Convenio,  que  podrá  ser  citado  como  el  Conve¬ 
nio  sobre  pueblos  indígenas  y  tribales,  1989: 


PARTE  I.  POLÍTICA  GENERAL 


Artículo  1 

1.  El  presente  Convenio  se  aplica: 

a)  a  los  pueblos  tribales  en  países  independientes,  cuyas  condi¬ 
ciones  sociales,  culturales  y  económicas  les  distingan  de  otros 
sectores  de  la  colectividad  nacional,  y  que  estén  regidos  total  o 
parcialmente  por  sus  propias  costumbres  o  tradiciones  o  por  una 
legislación  especial; 

b)  a  los  pueblos  en  países  independientes,  considerados  indígenas 
por  el  hecho  de  descender  de  poblaciones  que  habitaban  en  el 
país  o  en  una  región  geográfica  a  la  que  pertenece  el  país  en  la 
época  de  la  conquista  o  la  colonización  o  del  establecimiento  de 
las  actuales  fronteras  estatales  y  que,  cualquiera  que  sea  su  situa- 
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ción  jurídica,  conservan  todas  sus  propias  instituciones  sociales, 
económicas,  culturales  y  políticas,  o  parte  de  ellas 

2.  La  conciencia  de  su  identidad  indígena  o  tribal  deberá  considerarse 
un  criterio  fundamental  para  determinar  los  grupos  a  los  que  se 
aplican  las  disposiciones  del  presente  Convenio. 

3.  La  utilización  del  término  "pueblos"  en  este  Convenio  no  deberá 
interpretarse  en  el  sentido  de  que  tenga  implicación  alguna  en  lo 
que  atañe  a  los  derechos  que  pueda  conferirse  a  dicho  término  en  el 
derecho  internacional. 

Artículo  2 

1.  Los  gobiernos  deberán  asumir  la  responsabilidad  de  desarrollar,  con 
la  participación  de  los  pueblos  interesados,  una  acción  coordinada 
y  sistemática  con  miras  a  proteger  los  derechos  de  esos  pueblos  y  a 
garantizar  el  respeto  de  su  integridad. 

2.  Esta  acción  deberá  incluir  medidas: 

a)  que  aseguren  a  los  miembros  de  dichos  pueblos  gozar,  en  pie 
de  igualdad,  de  los  derechos  y  oportunidades  que  la  legislación 
nacional  otorga  a  los  demás  miembros  de  la  población; 

b)  que  promuevan  la  plena  efectividad  de  los  derechos  sociales, 
económicos  y  culturales  de  esos  pueblos,  respetando  su  identi¬ 
dad  social  y  cultural,  sus  costumbres  y  tradiciones,  y  sus  insti¬ 
tuciones; 

c)  que  ayuden  a  los  miembros  de  los  pueblos  interesados  a  eliminar  las 
diferencias  socioeconómicas  que  puedan  existir  entre  los  miembros 
indígenas  y  los  demás  miembros  de  la  comunidad  nacional,  de  una 
manera  compatible  con  sus  aspiraciones  y  formas  de  vida. 

Artículo  3 

1.  Los  pueblos  indígenas  y  tribales  deberán  gozar  plenamente  de  los 
derechos  humanos  y  libertades  fundamentales,  sin  obstáculos  ni 
discriminación.  Las  disposiciones  de  este  Convenio  se  aplicarán 
sin  discriminación  a  los  hombres  y  mujeres  de  esos  pueblos. 

2.  No  deberá  emplearse  ninguna  forma  de  fuerza  o  de  coerción  que 
viole  los  derechos  humanos  y  las  libertades  fundamentales  de  los 
pueblos  interesados,  incluidos  los  derechos  contenidos  en  el  pre¬ 
sente  Convenio. 

Artículo  4 

1.  Deberán  adoptarse  las  medidas  especiales  que  se  precisen  para  sal- 
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vaguardar  las  personas,  las  instituciones,  los  bienes,  el  trabajo,  las 
culturas  y  el  medio  ambiente  de  los  pueblos  interesados. 

2.  Tales  medidas  especiales  no  deberán  ser  contrarias  a  los  deseos  ex¬ 
presados  libremente  por  los  pueblos  interesados. 

3.  El  goce  sin  discriminación  de  los  derechos  generales  de  ciudada¬ 
nía  no  deberá  sufrir  menoscabo  alguno  como  consecuencia  de  tales 
medidas  especiales. 

Artículo  5 

Al  aplicar  las  disposiciones  del  presente  Convenio: 

a)  deberán  reconocerse  y  protegerse  los  valores  y  prácticas  socia¬ 
les,  culturales,  religiosos  y  espirituales  propios  de  dichos  pue¬ 
blos  y  deberá  tomarse  debidamente  en  consideración  la  índole 
de  los  problemas  que  se  les  plantean  tanto  colectiva  como  indi¬ 
vidualmente; 

b)  deberá  respetarse  la  integridad  de  los  valores,  prácticas  e  institu¬ 
ciones  de  esos  pueblos; 

c)  deberán  adoptarse,  con  la  participación  y  cooperación  de  los  pue¬ 
blos  interesados,  medidas  encaminadas  a  allanar  las  dificultades 
que  experimenten  dichos  pueblos  al  afrontar  nuevas  condiciones 
de  vida  y  de  trabajo. 

Artículo  6 

1.  Al  aplicar  las  disposiciones  del  presente  Convenio,  los  gobiernos 
deberán: 

a)  consultar  a  los  pueblos  interesados,  mediante  procedimientos 
apropiados  y  en  particular  a  través  de  sus  instituciones  represen¬ 
tativas,  cada  vez  que  se  prevean  medidas  legislativas  o  adminis¬ 
trativas  susceptibles  de  afectarles  directamente; 

b)  establecer  los  medios  a  través  de  los  cuales  los  pueblos  intere¬ 
sados  puedan  participar  libremente,  por  lo  menos  en  la  misma 
medida  que  otros  sectores  de  la  población,  y  a  todos  los  niveles 
en  la  adopción  de  decisiones  en  instituciones  electivas  y  organis¬ 
mos  administrativos  y  de  otra  índole  responsables  de  políticas  y 
programas  que  les  conciernan; 

c)  establecer  los  medios  para  el  pleno  desarrollo  de  las  instituciones 
e  iniciativas  de  esos  pueblos,  y  en  los  casos  apropiados  propor¬ 
cionar  los  recursos  necesarios  para  este  fin. 

2.  Las  consultas  llevadas  a  cabo  en  aplicación  de  este  Convenio  debe¬ 
rán  efectuarse  de  buena  fe  y  de  una  manera  apropiada  a  las  circuns- 
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tancias,  con  la  finalidad  de  llegar  a  un  acuerdo  o  lograr  el  consenti¬ 
miento  acerca  de  las  medidas  propuestas. 

Artículo  7 

1.  Los  pueblos  interesados  deberán  tener  el  derecho  de  decidir  sus 
propias  prioridades  en  lo  que  atañe  al  proceso  de  desarrollo,  en  la 
medida  en  que  éste  afecte  a  sus  vidas,  creencias,  instituciones  y 
bienestar  espiritual  y  a  las  tierras  que  ocupan  o  utilizan  de  alguna 
manera,  y  de  controlar,  en  la  medida  de  lo  posible,  su  propio  de¬ 
sarrollo  económico,  social  y  cultural.  Además,  dichos  pueblos  de¬ 
berán  participar  en  la  formulación,  aplicación  y  evaluación  de  los 
planes  y  programas  de  desarrollo  nacional  y  regional  susceptibles 
de  afectarles  directamente. 

2.  El  mejoramiento  de  las  condiciones  de  vida  y  de  trabajo  y  del  nivel 
de  salud  y  educación  de  los  pueblos  interesados,  con  su  participa¬ 
ción  y  cooperación,  deberá  ser  prioritario  en  los  planes  de  desarro¬ 
llo  económico  global  de  las  regiones  donde  habitan.  Los  proyectos 
especiales  de  desarrollo  para  estas  regiones  deberán  también  elabo¬ 
rarse  de  modo  que  promuevan  dicho  mejoramiento. 

3.  Los  gobiernos  deberán  velar  por  que,  siempre  que  haya  lugar,  se 
efectúen  estudios,  en  cooperación  con  los  pueblos  interesados,  a 
fin  de  evaluar  la  incidencia  social,  espiritual  y  cultural  y  sobre  el 
medioambiente  que  las  actividades  de  desarrollo  previstas  puedan 
tener  sobre  esos  pueblos.  Los  resultados  de  estos  estudios  deberán 
ser  considerados  como  criterios  fundamentales  para  la  ejecución  de 
las  actividades  mencionadas. 

4.  Los  gobiernos  deberán  tomar  medidas,  en  cooperación  con  los  pue¬ 
blos  interesados,  para  proteger  y  preservar  el  medio  ambiente  de 
los  territorios  que  habitan. 

Artículo  8 

1.  Al  aplicar  la  legislación  nacional  a  los  pueblos  interesados  deberán 
tomarse  debidamente  en  consideración  sus  costumbres  o  su  dere¬ 
cho  consuetudinario. 

2.  Dichos  pueblos  deberán  tener  el  derecho  de  conservar  sus  costum¬ 
bres  e  instituciones  propias,  siempre  que  éstas  no  sean  incompati¬ 
bles  con  los  derechos  fundamentales  definidos  por  el  sistema  ju¬ 
rídico  nacional  ni  con  los  derechos  humanos  internacionalmente 
reconocidos.  Siempre  que  sea  necesario,  deberán  establecerse  pro¬ 
cedimientos  para  solucionar  los  conflictos  que  puedan  surgir  en  la 
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aplicación  de  este  principio. 

3.  La  aplicación  de  los  párrafos  1  y  2  de  este  artículo  no  deberá  im¬ 
pedir  a  los  miembros  de  dichos  pueblos  ejercer  los  derechos  reco¬ 
nocidos  a  todos  los  ciudadanos  del  país  y  asumir  las  obligaciones 
correspondientes. 

Artículo  9 

1.  En  la  medida  en  que  ello  sea  compatible  con  el  sistema  jurídico 
nacional  y  con  los  derechos  humanos  internacionalmente  recono¬ 
cidos,  deberán  respetarse  los  métodos  a  los  que  los  pueblos  inte¬ 
resados  recurren  tradicionalmente  para  la  represión  de  los  delitos 
cometidos  por  sus  miembros. 

2.  Las  autoridades  y  los  tribunales  llamados  a  pronunciarse  sobre 
cuestiones  penales  deberán  tener  en  cuenta  las  costumbres  de  di¬ 
chos  pueblos  en  la  materia. 

Artículo  10 

1.  Cuando  se  impongan  sanciones  penales  previstas  por  la  legislación 
general  a  miembros  de  dichos  pueblos  deberán  tenerse  en  cuenta 
sus  características  económicas,  sociales  y  culturales. 

2.  Deberá  darse  la  preferencia  a  tipos  de  sanción  distintos  del  encar¬ 
celamiento. 

Artículo  11 

La  ley  deberá  prohibir  y  sancionar  la  imposición  a  miembros  de  los 
pueblos  interesados  de  servicios  personales  obligatorios  de  cualquier 
índole,  remunerados  o  no,  excepto  en  los  casos  previstos  por  la  ley 
para  todos  los  ciudadanos. 

Artículo  12 

Los  pueblos  interesados  deberán  tener  protección  contra  la  violación 
de  sus  derechos,  y  poder  iniciar  procedimientos  legales,  sea  perso¬ 
nalmente  o  bien  por  conducto  de  sus  organismos  representativos, 
para  asegurar  el  respeto  efectivo  de  tales  derechos.  Deberán  tomarse 
medidas  para  garantizar  que  los  miembros  de  dichos  pueblos  puedan 
comprender  y  hacerse  comprender  en  procedimientos  legales,  facili¬ 
tándoles,  si  fuere  necesario,  intérpretes  u  otros  medios  eficaces. 

PARTE  II.  TIERRAS 

Artículo  13 
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1.  Al  aplicar  las  disposiciones  de  esta  parte  del  Convenio,  los  gobier¬ 
nos  deberán  respetar  la  importancia  especial  que  para  las  culturas 
y  valores  espirituales  de  los  pueblos  interesados  reviste  su  relación 
con  las  tierras  o  territorios,  o  con  ambos,  según  los  casos,  que  ocu¬ 
pan  o  utilizan  de  alguna  otra  manera,  y  en  particular  los  aspectos 
colectivos  de  esa  relación. 

2.  La  utilización  del  término  "tierras"  en  los  artículos  15  y  16  deberá 
incluir  el  concepto  de  territorios,  lo  que  cubre  la  totalidad  del  hábi¬ 
tat  de  las  regiones  que  los  pueblos  interesados  ocupan  o  utilizan  de 
alguna  otra  manera. 

Artículo  14 

1.  Deberá  reconocerse  a  los  pueblos  interesados  el  derecho  de  propie¬ 
dad  y  de  posesión  sobre  las  tierras  que  tradicionalmente  ocupan. 
Además,  en  los  casos  apropiados,  deberán  tomarse  medidas  para 
salvaguardar  el  derecho  de  los  pueblos  interesados  a  utilizar  tierras 
que  no  estén  exclusivamente  ocupadas  por  ellos,  pero  a  las  que 
hayan  tenido  tradicionalmente  acceso  para  sus  actividades  tradicio¬ 
nales  y  de  subsistencia.  A  este  respecto,  deberá  prestarse  particular 
atención  a  la  situación  de  los  pueblos  nómadas  y  de  los  agricultores 
itinerantes. 

2.  Los  gobiernos  deberán  tomar  las  medidas  que  sean  necesarias  para 
determinar  las  tierras  que  los  pueblos  interesados  ocupan  tradicio¬ 
nalmente  y  garantizar  la  protección  efectiva  de  sus  derechos  de 
propiedad  y  posesión. 

3.  Deberán  instituirse  procedimientos  adecuados  en  el  marco  del  siste¬ 
ma  jurídico  nacional  para  solucionar  las  reivindicaciones  de  tierras 
formuladas  por  los  pueblos  interesados. 

Artículo  15 

1.  Los  derechos  de  los  pueblos  interesados  a  los  recursos  naturales 
existentes  en  sus  tierras  deberán  protegerse  especialmente.  Estos 
derechos  comprenden  el  derecho  de  esos  pueblos  a  participar  en 
la  utilización,  administración  y  conservación  de  dichos  recursos. 

2.  En  caso  de  que  pertenezca  al  Estado  la  propiedad  de  los  minerales  o 
de  los  recursos  del  subsuelo,  o  tenga  derechos  sobre  otros  recursos 
existentes  en  las  tierras,  los  gobiernos  deberán  establecer  o  mante¬ 
ner  procedimientos  con  miras  a  consultar  a  los  pueblos  interesados, 
a  fin  de  determinar  si  los  intereses  de  esos  pueblos  serían  perjudi¬ 
cados,  y  en  qué  medida,  antes  de  emprender  o  autorizar  cualquier 
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programa  de  prospección  o  explotación  de  los  recursos  existentes 
en  sus  tierras.  Los  pueblos  interesados  deberán  participar  siempre 
que  sea  posible  en  los  beneficios  que  reporten  tales  actividades,  y 
percibir  una  indemnización  equitativa  por  cualquier  daño  que  pue¬ 
dan  sufrir  como  resultado  de  esas  actividades. 

Artículo  16 

1.  A  reserva  de  lo  dispuesto  en  los  párrafos  siguientes  de  este  artículo, 
los  pueblos  interesados  no  deberán  ser  trasladados  de  las  tierras 
que  ocupan. 

2.  Cuando  excepcionalmente  el  traslado  y  la  reubicación  de  esos  pue¬ 
blos  se  consideren  necesarios,  sólo  deberán  efectuarse  con  su  con¬ 
sentimiento,  dado  libremente  y  con  pleno  conocimiento  de  causa. 
Cuando  no  pueda  obtenerse  su  consentimiento,  el  traslado  y  la  reu¬ 
bicación  sólo  deberá  tener  lugar  al  término  de  procedimientos  ade¬ 
cuados  establecidos  por  la  legislación  nacional,  incluidas  encuestas 
públicas,  cuando  haya  lugar,  en  que  los  pueblos  interesados  tengan 
la  posibilidad  de  estar  efectivamente  representados. 

3.  Siempre  que  sea  posible,  estos  pueblos  deberán  tener  el  derecho 
de  regresar  a  sus  tierras  tradicionales  en  cuanto  dejen  de  existir  las 
causas  que  motivaron  su  traslado  y  reubicación. 

4.  Cuando  el  retorno  no  sea  posible,  tal  como  se  determine  por  acuer¬ 
do  o,  en  ausencia  de  tales  acuerdos,  por  medio  de  procedimien¬ 
tos  adecuados,  dichos  pueblos  deberán  recibir,  en  todos  los  casos 
posibles,  tierras  cuya  calidad  y  cuyo  estatuto  jurídico  sean  por  lo 
menos  iguales  a  los  de  las  tierras  que  ocupaban  anteriormente,  y 
que  les  permitan  subvenir  a  sus  necesidades  y  garantizar  su  desa¬ 
rrollo  futuro.  Cuando  los  pueblos  interesados  prefieran  recibir  una 
indemnización  en  dinero  o  en  especie,  deberá  concedérseles  dicha 
indemnización,  con  las  garantías  apropiadas. 

5.  Deberá  indemnizarse  plenamente  a  las  personas  trasladadas  y  reu¬ 
bicadas  por  cualquier  pérdida  o  daño  que  hayan  sufrido  como  con¬ 
secuencia  de  su  desplazamiento. 

Artículo  17 

1.  Deberán  respetarse  las  modalidades  de  transmisión  de  los  derechos 
sobre  la  tierra  entre  los  miembros  de  los  pueblos  interesados  esta¬ 
blecidas  por  dichos  pueblos. 

2.  Deberá  consultarse  a  los  pueblos  interesados  siempre  que  se  con¬ 
sidere  su  capacidad  de  enajenar  sus  tierras  o  de  transmitir  de  otra 
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forma  sus  derechos  sobre  estas  tierras  fuera  de  su  comunidad. 

3.  Deberá  impedirse  que  personas  extrañas  a  esos  pueblos  puedan 
aprovecharse  de  las  costumbres  de  esos  pueblos  o  de  su  descono¬ 
cimiento  de  las  leyes  por  parte  de  sus  miembros  para  arrogarse  la 
propiedad,  la  posesión  o  el  uso  de  las  tierras  pertenecientes  a  ellos. 

Artículo  18 

La  ley  deberá  prever  sanciones  apropiadas  contra  toda  intrusión  no 
autorizada  en  las  tierras  de  los  pueblos  interesados  o  todo  uso  no  au¬ 
torizado  de  las  mismas  por  personas  ajenas  a  ellos,  y  los  gobiernos 
deberán  tomar  medidas  para  impedir  tales  infracciones. 

Artículo  19 

Los  programas  agrarios  nacionales  deberán  garantizar  a  los  pueblos 
interesados  condiciones  equivalentes  a  las  que  disfruten  otros  sectores 
de  la  población,  a  los  efectos  de: 

a)  la  asignación  de  tierras  adicionales  a  dichos  pueblos  cuando  las 
tierras  de  que  dispongan  sean  insuficientes  para  garantizarles  los 
elementos  de  una  existencia  normal  o  para  hacer  frente  a  su  po¬ 
sible  crecimiento  numérico; 

b)  el  otorgamiento  de  los  medios  necesarios  para  el  desarrollo  de 
las  tierras  que  dichos  pueblos  ya  poseen. 


PARTE  III.  CONTRATACIÓN  Y  CONDICIONES  DE 
EMPLEO 


Artículo  20 

1.  Los  gobiernos  deberán  adoptar,  en  el  marco  de  su  legislación  nacio¬ 
nal  y  en  cooperación  con  los  pueblos  interesados,  medidas  especia¬ 
les  para  garantizar  a  los  trabajadores  pertenecientes  a  esos  pueblos 
una  protección  eficaz  en  materia  de  contratación  y  condiciones  de 
empleo,  en  la  medida  en  que  no  estén  protegidos  eficazmente  por  la 
legislación  aplicable  a  los  trabajadores  en  general. 

2.  Los  gobiernos  deberán  hacer  cuanto  esté  en  su  poder  por  evitar 
cualquier  discriminación  entre  los  trabajadores  pertenecientes  a  los 
pueblos  interesados  y  los  demás  trabajadores,  especialmente  en  lo 
relativo  a: 

a)  acceso  al  empleo,  incluidos  los  empleos  calificados  y  las  medi¬ 
das  de  promoción  y  de  ascenso; 
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b)  remuneración  igual  por  trabajo  de  igual  valor; 

c)  asistencia  médica  y  social,  seguridad  e  higiene  en  el  trabajo,  to¬ 
das  las  prestaciones  de  seguridad  social  y  demás  prestaciones 
derivadas  del  empleo,  así  como  la  vivienda; 

d)  derecho  de  asociación,  derecho  a  dedicarse  libremente  a  todas  las  ac¬ 
tividades  sindicales  para  fines  lícitos,  y  derecho  a  concluir  convenios 
colectivos  con  empleadores  o  con  organizaciones  de  empleadores. 

3.  Las  medidas  adoptadas  deberán  en  particular  garantizar  que: 

a)  los  trabajadores  pertenecientes  a  los  pueblos  interesados,  inclui¬ 
dos  los  trabajadores  estacionales,  eventuales  y  migrantes  em¬ 
pleados  en  la  agricultura  o  en  otras  actividades,  así  como  los 
empleados  por  contratistas  de  mano  de  obra,  gocen  de  la  protec¬ 
ción  que  confieren  la  legislación  y  la  práctica  nacionales  a  otros 
trabajadores  de  estas  categorías  en  los  mismos  sectores,  y  sean 
plenamente  informados  de  sus  derechos  con  arreglo  a  la  legisla¬ 
ción  laboral  y  de  los  recursos  de  que  disponen; 

b)  los  trabajadores  pertenecientes  a  estos  pueblos  no  estén  someti¬ 
dos  a  condiciones  de  trabajo  peligrosas  para  su  salud,  en  particu¬ 
lar  como  consecuencia  de  su  exposición  a  plaguicidas  o  a  otras 
sustancias  tóxicas; 

c)  los  trabajadores  pertenecientes  a  estos  pueblos  no  estén  sujetos  a 
sistemas  de  contratación  coercitivos,  incluidas  todas  las  formas 
de  servidumbre  por  deudas; 

d)  los  trabajadores  pertenecientes  a  estos  pueblos  gocen  de  igual¬ 
dad  de  oportunidades  y  de  trato  para  hombres  y  mujeres  en  el 
empleo  y  de  protección  contra  el  hostigamiento  sexual. 

4.  Deberá  prestarse  especial  atención  a  la  creación  de  servicios  ade¬ 
cuados  de  inspección  del  trabajo  en  las  regiones  donde  ejerzan  ac¬ 
tividades  asalariadas  trabajadores  pertenecientes  a  los  pueblos  inte¬ 
resados,  a  fin  de  garantizar  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  de 
esta  parte  del  presente  Convenio. 


PARTE  IV.  FORMACIÓN  PROFESIONAL,  ARTESANÍA  E 
INDUSTRIAS  RURALES 


Artículo  21 

Los  miembros  de  los  pueblos  interesados  deberán  poder  disponer  de 
medios  de  formación  profesional  por  lo  menos  iguales  a  los  de  los 
demás  ciudadanos. 
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Artículo  22 

1.  Deberán  tomarse  medidas  para  promover  la  participación  volunta¬ 
ria  de  miembros  de  los  pueblos  interesados  en  programas  de  forma¬ 
ción  profesional  de  aplicación  general. 

2.  Cuando  los  programas  de  formación  profesional  de  aplicación  ge¬ 
neral  existentes  no  respondan  a  las  necesidades  especiales  de  los 
pueblos  interesados,  los  gobiernos  deberán  asegurar,  con  la  partici¬ 
pación  de  dichos  pueblos,  que  se  pongan  a  su  disposición  progra¬ 
mas  y  medios  especiales  de  formación. 

3.  Estos  programas  especiales  de  formación  deberán  basarse  en  el  en¬ 
torno  económico,  las  condiciones  sociales  y  culturales  y  las  nece¬ 
sidades  concretas  de  los  pueblos  interesados.  Todo  estudio  a  este 
respecto  deberá  realizarse  en  cooperación  con  esos  pueblos,  los 
cuales  deberán  ser  consultados  sobre  la  organización  y  el  funciona¬ 
miento  de  tales  programas.  Cuando  sea  posible,  esos  pueblos  debe¬ 
rán  asumir  progresivamente  la  responsabilidad  de  la  organización 
y  el  funcionamiento  de  tales  programas  especiales  de  formación,  si 
así  lo  deciden. 

Artículo  23 

1.  La  artesanía,  las  industrias  rurales  y  comunitarias  y  las  actividades 
tradicionales  y  relacionadas  con  la  economía  de  subsistencia  de  los 
pueblos  interesados,  como  la  caza,  la  pesca,  la  caza  con  trampas  y 
la  recolección,  deberán  reconocerse  como  factores  importantes  del 
mantenimiento  de  su  cultura  y  de  su  autosuficiencia  y  desarrollo 
económicos.  Con  la  participación  de  esos  pueblos,  y  siempre  que 
haya  lugar,  los  gobiernos  deberán  velar  por  que  se  fortalezcan  y 
fomenten  dichas  actividades. 

2.  A  petición  de  los  pueblos  interesados,  deberá  facilitárseles,  cuando 
sea  posible,  una  asistencia  técnica  y  financiera  apropiada  que  tenga 
en  cuenta  las  técnicas  tradicionales  y  las  características  culturales 
de  esos  pueblos  y  la  importancia  de  un  desarrollo  sostenido  y  equi¬ 
tativo. 


PARTE  V.  SEGURIDAD  SOCIAL  Y  SALUD 
Artículo  24 

Los  regímenes  de  seguridad  social  deberán  extenderse  progresivamen¬ 
te  a  los  pueblos  interesados  y  aplicárseles  sin  discriminación  alguna. 
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Artículo  25 

1.  Los  gobiernos  deberán  velar  por  que  se  pongan  a  disposición  de  los 
pueblos  interesados  servicios  de  salud  adecuados  o  proporcionar 
a  dichos  pueblos  los  medios  que  les  permitan  organizar  y  prestar 
tales  servicios  bajo  su  propia  responsabilidad  y  control,  a  fin  de  que 
puedan  gozar  del  máximo  nivel  posible  de  salud  física  y  mental. 

2.  Los  servicios  de  salud  deberán  organizarse,  en  la  medida  de  lo 
posible,  a  nivel  comunitario.  Estos  servicios  deberán  planearse  y 
administrarse  en  cooperación  con  los  pueblos  interesados  y  tener 
en  cuenta  sus  condiciones  económicas,  geográficas,  sociales  y  cul¬ 
turales,  así  como  sus  métodos  de  prevención,  prácticas  curativas  y 
medicamentos  tradicionales. 

3.  El  sistema  de  asistencia  sanitaria  deberá  dar  la  preferencia  a  la  for¬ 
mación  y  al  empleo  de  personal  sanitario  de  la  comunidad  local  y 
centrarse  en  los  cuidados  primarios  de  salud,  manteniendo  al  mis¬ 
mo  tiempo  estrechos  vínculos  con  los  demás  niveles  de  asistencia 
sanitaria. 

4.  La  prestación  de  tales  servicios  de  salud  deberá  coordinarse  con  las  de¬ 
más  medidas  sociales,  económicas  y  culturales  que  se  tomen  en  el  país. 


PARTE  VI.  EDUCACIÓN  Y  MEDIOS  DE  COMUNICACIÓN 
Artículo  26 

Deberán  adoptarse  medidas  para  garantizar  a  los  miembros  de  los  pue¬ 
blos  interesados  la  posibilidad  de  adquirir  una  educación  a  todos  los 
niveles,  por  lo  menos  en  pie  de  igualdad  con  el  resto  de  la  comunidad 
nacional. 

Artículo  27 

1.  Los  programas  y  los  servicios  de  educación  destinados  a  los  pue¬ 
blos  interesados  deberán  desarrollarse  y  aplicarse  en  cooperación 
con  éstos  a  fin  de  responder  a  sus  necesidades  particulares,  y  debe¬ 
rán  abarcar  su  historia,  sus  conocimientos  y  técnicas,  sus  sistemas 
de  valores  y  todas  sus  demás  aspiraciones  sociales,  económicas  y 
culturales. 

2.  La  autoridad  competente  deberá  asegurar  la  formación  de  miembros 
de  estos  pueblos  y  su  participación  en  la  formulación  y  ejecución 
de  programas  de  educación,  con  miras  a  transferir  progresivamente 
a  dichos  pueblos  la  responsabilidad  de  la  realización  de  esos  pro¬ 
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gramas,  cuando  haya  lugar. 

3.  Además,  los  gobiernos  deberán  reconocer  el  derecho  de  esos 
pueblos  a  crear  sus  propias  instituciones  y  medios  de  educación, 
siempre  que  tales  instituciones  satisfagan  las  normas  mínimas  es¬ 
tablecidas  por  la  autoridad  competente  en  consulta  con  esos  pue¬ 
blos.  Deberán  facilitárseles  recursos  apropiados  con  tal  fin. 

Artículo  28 

1.  Siempre  que  sea  viable,  deberá  enseñarse  a  los  niños  de  los  pueblos 
interesados  a  leer  y  a  escribir  en  su  propia  lengua  indígena  o  en  la 
lengua  que  más  comúnmente  se  hable  en  el  grupo  a  que  pertenez¬ 
can.  Cuando  ello  no  sea  viable,  las  autoridades  competentes  debe¬ 
rán  celebrar  consultas  con  esos  pueblos  con  miras  a  la  adopción  de 
medidas  que  permitan  alcanzar  este  objetivo. 

2.  Deberán  tomarse  medidas  adecuadas  para  asegurar  que  esos  pue¬ 
blos  tengan  la  oportunidad  de  llegar  a  dominar  la  lengua  nacional  o 
una  de  las  lenguas  oficiales  del  país. 

3.  Deberán  adoptarse  disposiciones  para  preservar  las  lenguas  indíge¬ 
nas  de  los  pueblos  interesados  y  promover  el  desarrollo  y  la  prác¬ 
tica  de  las  mismas. 

Artículo  29 

Un  objetivo  de  la  educación  de  los  niños  de  los  pueblos  interesados 

deberá  ser  impartirles  conocimientos  generales  y  aptitudes  que  les 

ayuden  a  participar  plenamente  y  en  pie  de  igualdad  en  la  vida  de  su 

propia  comunidad  y  en  la  de  la  comunidad  nacional. 

Artículo  30 

1.  Los  gobiernos  deberán  adoptar  medidas  acordes  a  las  tradiciones 
y  culturas  de  los  pueblos  interesados,  a  fin  de  darles  a  conocer  sus 
derechos  y  obligaciones,  especialmente  en  lo  que  atañe  al  traba¬ 
jo,  a  las  posibilidades  económicas,  a  las  cuestiones  de  educación 
y  salud,  a  los  servicios  sociales  y  a  los  derechos  dimanantes  del 
presente  Convenio. 

2.  A  tal  fin,  deberá  recurrirse,  si  fuere  necesario,  a  traducciones  escri¬ 
tas  y  a  la  utilización  de  los  medios  de  comunicación  de  masas  en  las 
lenguas  de  dichos  pueblos. 

Artículo  31 

Deberán  adoptarse  medidas  de  carácter  educativo  en  todos  los  sec- 
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tores  de  la  comunidad  nacional,  y  especialmente  en  los  que  estén  en 
contacto  más  directo  con  los  pueblos  interesados,  con  objeto  de  elimi¬ 
nar  los  prejuicios  que  pudieran  tener  con  respecto  a  esos  pueblos.  A  tal 
fin,  deberán  hacerse  esfuerzos  por  asegurar  que  los  libros  de  historia  y 
demás  material  didáctico  ofrezcan  una  descripción  equitativa,  exacta 
e  instructiva  de  las  sociedades  y  culturas  de  los  pueblos  interesados. 


PARTE  VII.  CONTACTOS  Y  COOPERACIÓN  A  TRAVÉS  DE 
LAS  FRONTERAS 


Artículo  32 

Los  gobiernos  deberán  tomar  medidas  apropiadas,  incluso  por  medio 
de  acuerdos  internacionales,  para  facilitar  los  contactos  y  la  coopera¬ 
ción  entre  pueblos  indígenas  y  tribales  a  través  de  las  fronteras,  inclui¬ 
das  las  actividades  en  las  esferas  económica,  social,  cultural,  espiritual 
y  del  medio  ambiente. 


PARTE  VIII.  ADMINISTRACIÓN 


Artículo  33 

1.  La  autoridad  gubernamental  responsable  de  las  cuestiones  que 
abarca  el  presente  Convenio  deberá  asegurarse  de  que  existen 
instituciones  u  otros  mecanismos  apropiados  para  administrar  los 
programas  que  afecten  a  los  pueblos  interesados,  y  de  que  tales 
instituciones  o  mecanismos  disponen  de  los  medios  necesarios  para 
el  cabal  desempeño  de  sus  funciones. 

2.  Tales  programas  deberán  incluir: 

a)  la  planificación,  coordinación,  ejecución  y  evaluación,  en  coope¬ 
ración  con  los  pueblos  interesados,  de  las  medidas  previstas  en 
el  presente  Convenio; 

b)  la  proposición  de  medidas  legislativas  y  de  otra  índole  a  las  auto¬ 
ridades  competentes  y  el  control  de  la  aplicación  de  las  medidas 
adoptadas  en  cooperación  con  los  pueblos  interesados. 

PARTE  IX.  DISPOSICIONES  GENERALES 

Artículo  34 

La  naturaleza  y  el  alcance  de  las  medidas  que  se  adopten  para  dar 
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efecto  al  presente  Convenio  deberán  determinarse  con  flexibilidad, 
teniendo  en  cuenta  las  condiciones  propias  de  cada  país. 


Artículo  35 

La  aplicación  de  las  disposiciones  del  presente  Convenio  no  deberá 
menoscabar  los  derechos  y  las  ventajas  garantizados  a  los  pueblos  in¬ 
teresados  en  virtud  de  otros  convenios  y  recomendaciones,  instrumen¬ 
tos  internacionales,  tratados,  o  leyes,  laudos,  costumbres  o  acuerdos 
nacionales. 


PARTE  X.  DISPOSICIONES  FINALES 


Artículo  36 

Este  Convenio  revisa  el  Convenio  sobre  poblaciones  indígenas  y  tri¬ 
buales,  1957. 

Artículo  37 

Las  ratificaciones  formales  del  presente  Convenio  serán  comunicadas, 

para  su  registro,  al  Director  General  de  la  Oficina  Internacional  del 

Trabajo. 

Artículo  38 

1.  Este  Convenio  obligará  únicamente  a  aquellos  Miembros  de  la  Or¬ 
ganización  Internacional  del  Trabajo  cuyas  ratificaciones  haya  re¬ 
gistrado  el  Director  General. 

2.  Entrará  en  vigor  doce  meses  después  de  la  fecha  en  que  las  ratifi¬ 
caciones  de  dos  Miembros  hayan  sido  registradas  por  el  Director 
General. 

3.  Desde  dicho  momento,  este  Convenio  entrará  en  vigor,  para  cada 
Miembro,  doce  meses  después  de  la  fecha  en  que  haya  sido  regis¬ 
trada  su  ratificación. 

Artículo  39 

1.  Todo  Miembro  que  haya  ratificado  este  Convenio  podrá  denunciar¬ 
lo  a  la  expiración  de  un  período  de  diez  años,  a  partir  de  la  fecha  en 
que  se  haya  puesto  inicialmente  en  vigor,  mediante  un  acta  comuni¬ 
cada,  para  su  registro,  al  Director  General  de  la  Oficina  Internacio¬ 
nal  del  Trabajo.  La  denuncia  no  surtirá  efecto  hasta  un  año  después 
de  la  fecha  en  que  se  haya  registrado. 

2.  Todo  Miembro  que  haya  ratificado  este  Convenio  y  que,  en  el  plazo 
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de  un  año  después  de  la  expiración  del  período  de  diez  años  men¬ 
cionado  en  el  párrafo  precedente,  no  haga  uso  del  derecho  de  de¬ 
nuncia  previsto  en  este  artículo,  quedará  obligado  durante  un  nuevo 
período  de  diez  años,  y  en  lo  sucesivo  podrá  denunciar  este  Conve¬ 
nio  a  la  expiración  de  cada  período  de  diez  años,  en  las  condiciones 
previstas  en  este  artículo. 

Artículo  40 

1.  El  Director  General  de  la  Oficina  Internacional  del  Trabajo  notifica¬ 
rá  a  todos  los  Miembros  de  la  Organización  Internacional  del  Tra¬ 
bajo  el  registro  de  cuantas  ratificaciones,  declaraciones  y  denuncias 
le  comuniquen  los  Miembros  de  la  Organización. 

2.  Al  notificar  a  los  Miembros  de  la  Organización  el  registro  de  la 
segunda  ratificación  que  le  haya  sido  comunicada,  el  Director  Ge¬ 
neral  llamará  la  atención  de  los  Miembros  de  la  Organización  sobre 
la  fecha  en  que  entrará  en  vigor  el  presente  Convenio. 

Artículo  41 

El  Director  General  de  la  Oficina  Internacional  del  Trabajo  comuni¬ 
cará  al  Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas,  a  los  efectos  del 
registro  y  de  conformidad  con  el  Artículo  102  de  la  Carta  de  las  Nacio¬ 
nes  Unidas,  una  información  completa  sobre  todas  las  ratificaciones, 
declaraciones  y  actas  de  denuncia  que  haya  registrado  de  acuerdo  con 
los  artículos  precedentes. 

Artículo  42 

Cada  vez  que  lo  estime  necesario,  el  Consejo  de  Administración  de 
la  Oficina  Internacional  del  Trabajo  presentará  a  la  Conferencia  una 
memoria  sobre  la  aplicación  del  Convenio,  y  considerará  la  conve¬ 
niencia  de  incluir  en  el  orden  del  día  de  la  Conferencia  la  cuestión  de 
su  revisión  total  o  parcial. 

Artículo  43 

1.  En  caso  de  que  la  Conferencia  adopte  un  nuevo  convenio  que  im¬ 
plique  una  revisión  total  o  parcial  del  presente,  y  a  menos  que  el 
nuevo  convenio  contenga  disposiciones  en  contrario: 
a)  la  ratificación,  por  un  Miembro,  del  nuevo  convenio  revisor  im¬ 
plicará,  ipso  jure,  la  denuncia  inmediata  de  este  Convenio,  no 
obstante  las  disposiciones  contenidas  en  el  artículo  39,  siempre 
que  el  nuevo  convenio  revisor  haya  entrado  en  vigor; 
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b)  a  partir  de  la  fecha  en  que  entre  en  vigor  el  nuevo  convenio  revi¬ 
sor,  el  presente  Convenio  cesará  de  estar  abierto  a  la  ratificación 
por  los  Miembros. 

2.  Este  Convenio  continuará  en  vigor  en  todo  caso,  en  su  forma  y 
contenido  actuales,  para  los  Miembros  que  lo  hayan  ratificado  y  no 
ratifiquen  el  convenio  revisor. 

Artículo  44 

Las  versiones  inglesa  y  francesa  del  texto  de  este  Convenio  son  igual¬ 
mente  auténticas. 


23 


II.  DECLARACION  DE  LAS  NACIONES 
UNIDAS  SOBRE  LOS  DÍ^IECHOS  DE  LOS 
PUEBLOS  INDIGENAS2 

La  Asamblea  General, 

Guiada  por  los  propósitos  y  principios  de  la  Carta  de  las  Naciones 
Unidas  y  la  buena  fe  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraí¬ 
das  por  los  Estados  de  conformidad  con  la  Carta, 

Afirmando  que  los  pueblos  indígenas  son  iguales  a  todos  los  de¬ 
más  pueblos  y  reconociendo  al  mismo  tiempo  el  derecho  de  todos  los 
pueblos  a  ser  diferentes,  a  considerarse  a  sí  mismos  diferentes  y  a  ser 
respetados  como  tales, 

Afirmando  también  que  todos  los  pueblos  contribuyen  a  la  diver¬ 
sidad  y  riqueza  de  las  civilizaciones  y  culturas,  que  constituyen  el 
patrimonio  común  de  la  humanidad, 

Afirmando  además  que  todas  las  doctrinas,  políticas  y  prácticas  ba¬ 
sadas  en  la  superioridad  de  determinados  pueblos  o  personas  o  que  la 
propugnan  aduciendo  razones  de  origen  nacional  o  diferencias  raciales, 
religiosas,  étnicas  o  culturales  son  racistas,  científicamente  falsas,  jurí¬ 
dicamente  inválidas,  moralmente  condenables  y  socialmente  injustas, 
Reafirmando  que,  en  el  ejercicio  de  sus  derechos,  los  pueblos  indí¬ 
genas  deben  estar  libres  de  toda  forma  de  discriminación. 

Preocupada  por  el  hecho  de  que  los  pueblos  indígenas  hayan  sufri¬ 
do  injusticias  históricas  como  resultado,  entre  otras  cosas,  de  la  colo¬ 
nización  y  enajenación  de  sus  tierras,  territorios  y  recursos,  lo  que  les 
ha  impedido  ejercer,  en  particular,  su  derecho  al  desarrollo  de  confor¬ 
midad  con  sus  propias  necesidades  e  intereses, 

Consciente  de  la  urgente  necesidad  de  respetar  y  promover  los 
derechos  intrínsecos  de  los  pueblos  indígenas,  que  derivan  de  sus  es¬ 
tructuras  políticas,  económicas  y  sociales  y  de  sus  culturas,  de  sus 
tradiciones  espirituales,  de  su  historia  y  de  su  filosofía,  especialmente 
los  derechos  a  sus  tierras,  territorios  y  recursos, 


1 .  Resolución  aprobada  por  la  Asamblea  General,  13  de  septiembre  de  2007. 
Fuente  a  consultar:  http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/DRIPS_es.pdf 
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Consciente  también  de  la  urgente  necesidad  de  respetar  y  pro¬ 
mover  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas  afirmados  en  tratados, 
acuerdos  y  otros  arreglos  constructivos  con  los  Estados, 

Celebrando  que  los  pueblos  indígenas  se  estén  organizando  para 
promover  su  desarrollo  político,  económico,  social  y  cultural  y  para 
poner  fin  a  todas  las  formas  de  discriminación  y  opresión  dondequiera 
que  ocurran. 

Convencida  de  que  el  control  por  los  pueblos  indígenas  de  los 
acontecimientos  que  los  afecten  a  ellos  y  a  sus  tierras,  territorios  y 
recursos  les  permitirá  mantener  y  reforzar  sus  instituciones,  culturas  y 
tradiciones  y  promover  su  desarrollo  de  acuerdo  con  sus  aspiraciones 
y  necesidades, 

Considerando  que  el  respeto  de  los  conocimientos,  las  culturas  y 
las  prácticas  tradicionales  indígenas  contribuye  al  desarrollo  sosteni- 
ble  y  equitativo  y  a  la  ordenación  adecuada  del  medio  ambiente, 
Destacando  la  contribución  de  la  desmilitarización  de  las  tierras  y 
territorios  de  los  pueblos  indígenas  a  la  paz,  el  progreso  y  el  desarrollo 
económicos  y  sociales,  la  comprensión  y  las  relaciones  de  amistad 
entre  las  naciones  y  los  pueblos  del  mundo, 

Reconociendo  en  particular  el  derecho  de  las  familias  y  comunida¬ 
des  indígenas  a  seguir  compartiendo  la  responsabilidad  por  la  crianza, 
la  formación,  la  educación  y  el  bienestar  de  sus  hijos,  en  observancia 
de  los  derechos  del  niño. 

Considerando  que  los  derechos  afirmados  en  los  tratados,  acuerdos 
y  otros  arreglos  constructivos  entre  los  Estados  y  los  pueblos  indíge¬ 
nas  son,  en  algunas  situaciones,  asuntos  de  preocupación,  interés  y 
responsabilidad  internacional,  y  tienen  carácter  internacional. 

Considerando  también  que  los  tratados,  acuerdos  y  demás  arreglos 
constructivos,  y  las  relaciones  que  éstos  representan,  sirven  de  base 
para  el  fortalecimiento  de  la  asociación  entre  los  pueblos  indígenas  y 
los  Estados, 

Reconociendo  que  la  Carta  de  las  Naciones  Unidas,  el  Pacto  Inter¬ 
nacional  de  Derechos  Económicos,  Sociales  y  Culturales  y  el  Pacto 
Internacional  de  Derechos  Civiles  y  Políticos,  así  como  la  Declaración 
y  el  Programa  de  Acción  de  Viena  afirman  la  importancia  fundamental 
del  derecho  de  todos  los  pueblos  a  la  libre  determinación,  en  virtud  del 
cual  éstos  determinan  libremente  su  condición  política  y  persiguen 
libremente  su  desarrollo  económico,  social  y  cultural. 

Teniendo  presente  que  nada  de  lo  contenido  en  la  presente  Decla¬ 
ración  podrá  utilizarse  para  negar  a  ningún  pueblo  su  derecho  a  la  libre 


26 


determinación,  ejercido  de  conformidad  con  el  derecho  internacional, 
Convencida  de  que  el  reconocimiento  de  los  derechos  de  los  pue¬ 
blos  indígenas  en  la  presente  Declaración  fomentará  relaciones  armo¬ 
niosas  y  de  cooperación  entre  los  Estados  y  los  pueblos  indígenas, 
basadas  en  los  principios  de  la  justicia,  la  democracia,  el  respeto  de  los 
derechos  humanos,  la  no  discriminación  y  la  buena  fe, 

Alentando  a  los  Estados  a  que  cumplan  y  apliquen  eficazmente 
todas  sus  obligaciones  para  con  los  pueblos  indígenas  dimanantes  de 
los  instrumentos  internacionales,  en  particular  las  relativas  a  los  dere¬ 
chos  humanos,  en  consulta  y  cooperación  con  los  pueblos  interesados, 
Subrayando  que  corresponde  a  las  Naciones  Unidas  desempeñar 
un  papel  importante  y  continuo  de  promoción  y  protección  de  los  de¬ 
rechos  de  los  pueblos  indígenas, 

Considerando  que  la  presente  Declaración  constituye  un  nuevo 
paso  importante  hacia  el  reconocimiento,  la  promoción  y  la  protec¬ 
ción  de  los  derechos  y  las  libertades  de  los  pueblos  indígenas  y  en 
el  desarrollo  de  actividades  pertinentes  del  sistema  de  las  Naciones 
Unidas  en  esta  esfera, 

Reconociendo  y  reafirmando  que  las  personas  indígenas  tienen  de¬ 
recho  sin  discriminación  a  todos  los  derechos  humanos  reconocidos 
en  el  derecho  internacional,  y  que  los  pueblos  indígenas  poseen  dere¬ 
chos  colectivos  que  son  indispensables  para  su  existencia,  bienestar  y 
desarrollo  integral  como  pueblos, 

Reconociendo  que  la  situación  de  los  pueblos  indígenas  varía  se¬ 
gún  las  regiones  y  los  países  y  que  se  debe  tener  en  cuenta  la  significa¬ 
ción  de  las  particularidades  nacionales  y  regionales  y  de  las  diversas 
tradiciones  históricas  y  culturales, 

Proclama  solemnemente  la  Declaración  de  las  Naciones  Unidas 
sobre  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas,  cuyo  texto  figura  a  con¬ 
tinuación,  como  ideal  común  que  debe  perseguirse  en  un  espíritu  de 
solidaridad  y  respeto  mutuo: 

Artículo  1 

Los  indígenas  tienen  derecho,  como  pueblos  o  como  personas,  al  dis¬ 
frute  pleno  de  todos  los  derechos  humanos  y  las  libertades  fundamen¬ 
tales  reconocidos  por  la  Carta  de  las  Naciones  Unidas,  la  Declaración 
Universal  de  Derechos  Humanos  y  la  normativa  internacional  de  los 
derechos  humanos. 

Artículo  2 

Los  pueblos  y  las  personas  indígenas  son  libres  e  iguales  a  todos  los 


27 


demás  pueblos  y  personas  y  tienen  derecho  a  no  ser  objeto  de  ningún 
tipo  de  discriminación  en  el  ejercicio  de  sus  derechos,  en  particular  la 
fundada  en  su  origen  o  identidad  indígenas. 

Artículo  3 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  la  libre  determinación.  En 
virtud  de  ese  derecho  determinan  libremente  su  condición  política  y 
persiguen  libremente  su  desarrollo  económico,  social  y  cultural. 

Artículo  4 

Los  pueblos  indígenas,  en  ejercicio  de  su  derecho  de  libre  determina¬ 
ción,  tienen  derecho  a  la  autonomía  o  al  autogobierno  en  las  cuestio¬ 
nes  relacionadas  con  sus  asuntos  internos  y  locales,  así  como  a  dispo¬ 
ner  de  los  medios  para  financiar  sus  funciones  autónomas. 

Artículo  5 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  conservar  y  reforzar  sus  pro¬ 
pias  instituciones  políticas,  jurídicas,  económicas,  sociales  y  cultura¬ 
les,  manteniendo  a  la  vez  su  derecho  a  participar  plenamente,  si  lo 
desean,  en  la  vida  política,  económica,  social  y  cultural  del  Estado. 

Artículo  6 

Toda  persona  indígena  tiene  derecho  a  una  nacionalidad. 

Artículo  7 

1.  Las  personas  indígenas  tienen  derecho  a  la  vida,  la  integridad  física 
y  mental,  la  libertad  y  la  seguridad  de  la  persona. 

2.  Los  pueblos  indígenas  tienen  el  derecho  colectivo  de  vivir  en  liber¬ 
tad,  paz  y  seguridad  como  pueblos  distintos  y  no  serán  sometidos  a 
ningún  acto  de  genocidio  ni  a  ningún  otro  acto  de  violencia,  inclui¬ 
do  el  traslado  forzado  de  niños  del  grupo  a  otro  grupo. 

Artículo  8 

1.  Los  pueblos  y  las  personas  indígenas  tienen  derecho  a  no  sufrir  la 
asimilación  forzada  o  la  destrucción  de  su  cultura. 

2.  Los  Estados  establecerán  mecanismos  eficaces  para  la  prevención 
y  el  resarcimiento  de: 

a)  Todo  acto  que  tenga  por  objeto  o  consecuencia  privar  a  los  pue¬ 
blos  y  las  personas  indígenas  de  su  integridad  como  pueblos  dis¬ 
tintos  o  de  sus  valores  culturales  o  su  identidad  étnica; 
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b)  Todo  acto  que  tenga  por  objeto  o  consecuencia  enajenarles  sus 
tierras,  territorios  o  recursos; 

c)  Toda  forma  de  traslado  forzado  de  población  que  tenga  por  ob¬ 
jeto  o  consecuencia  la  violación  o  el  menoscabo  de  cualquiera 
de  sus  derechos; 

d)  Toda  forma  de  asimilación  o  integración  forzada; 

e)  Toda  forma  de  propaganda  que  tenga  como  fin  promover  o  inci¬ 
tar  a  la  discriminación  racial  o  étnica  dirigida  contra  ellos. 

Artículo  9 

Los  pueblos  y  las  personas  indígenas  tienen  derecho  a  pertenecer  a 
una  comunidad  o  nación  indígena,  de  conformidad  con  las  tradiciones 
y  costumbres  de  la  comunidad  o  nación  de  que  se  trate.  No  puede 
resultar  ninguna  discriminación  de  ningún  tipo  del  ejercicio  de  ese 
derecho. 

Artículo  10 

Los  pueblos  indígenas  no  serán  desplazados  por  la  fuerza  de  sus  tie¬ 
rras  o  territorios.  No  se  procederá  a  ningún  traslado  sin  el  consenti¬ 
miento  libre,  previo  e  informado  de  los  pueblos  indígenas  interesados, 
ni  sin  un  acuerdo  previo  sobre  una  indemnización  justa  y  equitativa  y, 
siempre  que  sea  posible,  la  opción  del  regreso. 

Artículo  11 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  practicar  y  revitalizar  sus 
tradiciones  y  costumbres  culturales.  Ello  incluye  el  derecho  a  man¬ 
tener,  proteger  y  desarrollar  las  manifestaciones  pasadas,  presentes 
y  futuras  de  sus  culturas,  como  lugares  arqueológicos  e  históricos, 
utensilios,  diseños,  ceremonias,  tecnologías,  artes  visuales  e  inter¬ 
pretativas  y  literaturas. 

2.  Los  Estados  proporcionarán  reparación  por  medio  de  mecanismos 
eficaces,  que  podrán  incluir  la  restitución,  establecidos  conjunta¬ 
mente  con  los  pueblos  indígenas,  respecto  de  los  bienes  culturales, 
intelectuales,  religiosos  y  espirituales  de  que  hayan  sido  privados 
sin  su  consentimiento  libre,  previo  e  informado  o  en  violación  de 
sus  leyes,  tradiciones  y  costumbres. 

Artículo  12 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  manifestar,  practicar,  desa¬ 
rrollar  y  enseñar  sus  tradiciones,  costumbres  y  ceremonias  espiri- 
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tuales  y  religiosas;  a  mantener  y  proteger  sus  lugares  religiosos  y 
culturales  y  a  acceder  a  ellos  privadamente;  a  utilizar  y  controlar 
sus  objetos  de  culto,  y  a  obtener  la  repatriación  de  sus  restos  hu¬ 
manos. 

2.  Los  Estados  procurarán  facilitar  el  acceso  y/o  la  repatriación  de 
objetos  de  culto  y  de  restos  humanos  que  posean  mediante  meca¬ 
nismos  justos,  transparentes  y  eficaces  establecidos  conjuntamente 
con  los  pueblos  indígenas  interesados. 

Artículo  13 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  revitalizar,  utilizar,  fomen¬ 
tar  y  transmitir  a  las  generaciones  futuras  sus  historias,  idiomas, 
tradiciones  orales,  filosofías,  sistemas  de  escritura  y  literaturas,  y 
a  atribuir  nombres  a  sus  comunidades,  lugares  y  personas  y  man¬ 
tenerlos. 

2.  Los  Estados  adoptarán  medidas  eficaces  para  garantizar  la  protección 
de  ese  derecho  y  también  para  asegurar  que  los  pueblos  indígenas 
puedan  entender  y  hacerse  entender  en  las  actuaciones  políticas,  jurí¬ 
dicas  y  administrativas,  proporcionando  para  ello,  cuando  sea  nece¬ 
sario,  servicios  de  interpretación  u  otros  medios  adecuados. 

Artículo  14 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  establecer  y  controlar  sus 
sistemas  e  instituciones  docentes  que  impartan  educación  en  sus 
propios  idiomas,  en  consonancia  con  sus  métodos  culturales  de  en¬ 
señanza  y  aprendizaje. 

2.  Las  personas  indígenas,  en  particular  los  niños  indígenas,  tienen 
derecho  a  todos  los  niveles  y  formas  de  educación  del  Estado  sin 
discriminación. 

3.  Los  Estados  adoptarán  medidas  eficaces,  junto  con  los  pueblos  in¬ 
dígenas,  para  que  las  personas  indígenas,  en  particular  los  niños, 
incluidos  los  que  viven  fuera  de  sus  comunidades,  tengan  acceso, 
cuando  sea  posible,  a  la  educación  en  su  propia  cultura  y  en  su 
propio  idioma. 

Artículo  15 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  que  la  dignidad  y  diver¬ 
sidad  de  sus  culturas,  tradiciones,  historias  y  aspiraciones  queden 
debidamente  reflejadas  en  la  educación  pública  y  los  medios  de 
información  públicos. 
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2.  Los  Estados  adoptarán  medidas  eficaces,  en  consulta  y  cooperación 
con  los  pueblos  indígenas  interesados,  para  combatir  los  prejuicios 
y  eliminar  la  discriminación  y  promover  la  tolerancia,  la  compren¬ 
sión  y  las  buenas  relaciones  entre  los  pueblos  indígenas  y  todos  los 
demás  sectores  de  la  sociedad. 

Artículo  16 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  establecer  sus  propios  me¬ 
dios  de  información  en  sus  propios  idiomas  y  a  acceder  a  todos 
los  demás  medios  de  información  no  indígenas  sin  discriminación 
alguna. 

2.  Los  Estados  adoptarán  medidas  eficaces  para  asegurar  que  los  me¬ 
dios  de  información  públicos  reflejen  debidamente  la  diversidad 
cultural  indígena.  Los  Estados,  sin  perjuicio  de  la  obligación  de 
asegurar  plenamente  la  libertad  de  expresión,  deberán  alentar  a  los 
medios  de  comunicación  privados  a  reflejar  debidamente  la  diver¬ 
sidad  cultural  indígena. 

Artículo  17 

1.  Las  personas  y  los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  disfrutar  ple¬ 
namente  de  todos  los  derechos  establecidos  en  el  derecho  laboral 
internacional  y  nacional  aplicable. 

2.  Los  Estados,  en  consulta  y  cooperación  con  los  pueblos  indígenas, 
tomarán  medidas  específicas  para  proteger  a  los  niños  indígenas 
contra  la  explotación  económica  y  contra  todo  trabajo  que  pueda 
resultar  peligroso  o  interferir  en  la  educación  del  niño,  o  que  pueda 
ser  perjudicial  para  la  salud  o  el  desarrollo  físico,  mental,  espiritual, 
moral  o  social  del  niño,  teniendo  en  cuenta  su  especial  vulnerabili¬ 
dad  y  la  importancia  de  la  educación  para  el  pleno  ejercicio  de  sus 
derechos. 

3.  Las  personas  indígenas  tienen  derecho  a  no  ser  sometidas  a  con¬ 
diciones  discriminatorias  de  trabajo,  entre  otras  cosas,  empleo  o 
salario. 

Artículo  18 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  participar  en  la  adopción  de 
decisiones  en  las  cuestiones  que  afecten  a  sus  derechos,  por  conducto 
de  representantes  elegidos  por  ellos  de  conformidad  con  sus  propios 
procedimientos,  así  como  a  mantener  y  desarrollar  sus  propias  institu¬ 
ciones  de  adopción  de  decisiones. 
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Artículo  19 

Los  Estados  celebrarán  consultas  y  cooperarán  de  buena  fe  con  los 
pueblos  indígenas  interesados  por  medio  de  sus  instituciones  repre¬ 
sentativas  antes  de  adoptar  y  aplicar  medidas  legislativas  o  adminis¬ 
trativas  que  los  afecten,  a  fin  de  obtener  su  consentimiento  libre,  pre¬ 
vio  e  informado. 

Artículo  20 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  mantener  y  desarrollar  sus 
sistemas  o  instituciones  políticas,  económicas  y  sociales,  a  que  se 
les  asegure  el  disfrute  de  sus  propios  medios  de  subsistencia  y  desa¬ 
rrollo  y  a  dedicarse  libremente  a  todas  sus  actividades  económicas 
tradicionales  y  de  otro  tipo. 

2.  Los  pueblos  indígenas  desposeídos  de  sus  medios  de  subsistencia  y 
desarrollo  tienen  derecho  a  una  reparación  justa  y  equitativa. 

Artículo  21 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho,  sin  discriminación  alguna, 
al  mejoramiento  de  sus  condiciones  económicas  y  sociales,  entre 
otras  esferas,  en  la  educación,  el  empleo,  la  capacitación  y  el  rea¬ 
diestramiento  profesionales,  la  vivienda,  el  saneamiento,  la  salud  y 
la  seguridad  social. 

2.  Los  Estados  adoptarán  medidas  eficaces  y,  cuando  proceda,  medi¬ 
das  especiales  para  asegurar  el  mejoramiento  continuo  de  sus  con¬ 
diciones  económicas  y  sociales.  Se  prestará  particular  atención  a 
los  derechos  y  necesidades  especiales  de  los  ancianos,  las  mujeres, 
los  jóvenes,  los  niños  y  las  personas  con  discapacidad  indígenas. 

Artículo  22 

1.  Se  prestará  particular  atención  a  los  derechos  y  necesidades  espe¬ 
ciales  de  los  ancianos,  las  mujeres,  los  jóvenes,  los  niños  y  las  per¬ 
sonas  con  discapacidad  indígenas  en  la  aplicación  de  la  presente 
Declaración. 

2.  Los  Estados  adoptarán  medidas,  junto  con  los  pueblos  indígenas, 
para  asegurar  que  las  mujeres  y  los  niños  indígenas  gocen  de  pro¬ 
tección  y  garantías  plenas  contra  todas  las  formas  de  violencia  y 
discriminación. 

Artículo  23 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  determinar  y  a  elaborar  prio- 
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ridades  y  estrategias  para  el  ejercicio  de  su  derecho  al  desarrollo.  En 
particular,  los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  participar  activa¬ 
mente  en  la  elaboración  y  determinación  de  los  programas  de  salud, 
vivienda  y  demás  programas  económicos  y  sociales  que  les  concier¬ 
nan  y,  en  lo  posible,  a  administrar  esos  programas  mediante  sus  pro¬ 
pias  instituciones. 

Artículo  24 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  sus  propias  medicinas  tra¬ 
dicionales  y  a  mantener  sus  prácticas  de  salud,  incluida  la  conser¬ 
vación  de  sus  plantas  medicinales,  animales  y  minerales  de  interés 
vital.  Las  personas  indígenas  también  tienen  derecho  de  acceso, 
sin  discriminación  alguna,  a  todos  los  servicios  sociales  y  de  salud. 

2.  Las  personas  indígenas  tienen  derecho  a  disfrutar  por  igual  del  nivel 
más  alto  posible  de  salud  física  y  mental.  Los  Estados  tomarán  las 
medidas  que  sean  necesarias  para  lograr  progresivamente  la  plena 
realización  de  este  derecho. 

Artículo  25 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  mantener  y  fortalecer  su  pro¬ 
pia  relación  espiritual  con  las  tierras,  territorios,  aguas,  mares  costeros 
y  otros  recursos  que  tradicionalmente  han  poseído  u  ocupado  y  utili¬ 
zado  de  otra  forma  y  asumir  las  responsabilidades  que  a  ese  respecto 
les  incumben  para  con  las  generaciones  venideras. 

Artículo  26 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  las  tierras,  territorios  y  re¬ 
cursos  que  tradicionalmente  han  poseído,  ocupado  o  de  otra  forma 
utilizado  o  adquirido. 

2.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  poseer,  utilizar,  desarrollar 
y  controlar  las  tierras,  territorios  y  recursos  que  poseen  en  razón 
de  la  propiedad  tradicional  u  otra  forma  tradicional  de  ocupación  o 
utilización,  así  como  aquellos  que  hayan  adquirido  de  otra  forma. 

3.  Los  Estados  asegurarán  el  reconocimiento  y  protección  jurídicos  de 
esas  tierras,  territorios  y  recursos.  Dicho  reconocimiento  respetará 
debidamente  las  costumbres,  las  tradiciones  y  los  sistemas  de  te¬ 
nencia  de  la  tierra  de  los  pueblos  indígenas  de  que  se  trate. 

Artículo  27 

Los  Estados  establecerán  y  aplicarán,  conjuntamente  con  los  pueblos 
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indígenas  interesados,  un  proceso  equitativo,  independiente,  impar¬ 
cial,  abierto  y  transparente,  en  el  que  se  reconozcan  debidamente  las 
leyes,  tradiciones,  costumbres  y  sistemas  de  tenencia  de  la  tierra  de 
los  pueblos  indígenas,  para  reconocer  y  adjudicar  los  derechos  de  los 
pueblos  indígenas  en  relación  con  sus  tierras,  territorios  y  recursos, 
comprendidos  aquellos  que  tradicionalmente  han  poseído  u  ocupado 
o  utilizado  de  otra  forma.  Los  pueblos  indígenas  tendrán  derecho  a 
participar  en  este  proceso. 

Artículo  28 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  la  reparación,  por  medios 
que  pueden  incluir  la  restitución  o,  cuando  ello  no  sea  posible,  una 
indemnización  justa,  imparcial  y  equitativa,  por  las  tierras,  los  terri¬ 
torios  y  los  recursos  que  tradicionalmente  hayan  poseído  u  ocupado 
o  utilizado  de  otra  forma  y  que  hayan  sido  confiscados,  tomados, 
ocupados,  utilizados  o  dañados  sin  su  consentimiento  libre,  previo 
e  informado. 

2.  Salvo  que  los  pueblos  interesados  hayan  convenido  libremente  en 
otra  cosa,  la  indemnización  consistirá  en  tierras,  territorios  y  re¬ 
cursos  de  igual  calidad,  extensión  y  condición  jurídica  o  en  una 
indemnización  monetaria  u  otra  reparación  adecuada. 

Artículo  29 

1 .  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  la  conservación  y  protec¬ 
ción  del  medio  ambiente  y  de  la  capacidad  productiva  de  sus  tierras 
o  territorios  y  recursos.  Los  Estados  deberán  establecer  y  ejecutar 
programas  de  asistencia  a  los  pueblos  indígenas  para  asegurar  esa 
conservación  y  protección,  sin  discriminación  alguna. 

2.  Los  Estados  adoptarán  medidas  eficaces  para  garantizar  que  no  se 
almacenen  ni  eliminen  materiales  peligrosos  en  las  tierras  o  terri¬ 
torios  de  los  pueblos  indígenas  sin  su  consentimiento  libre,  previo 
e  informado. 

3.  Los  Estados  también  adoptarán  medidas  eficaces  para  garantizar, 
según  sea  necesario,  que  se  apliquen  debidamente  programas  de 
control,  mantenimiento  y  restablecimiento  de  la  salud  de  los  pue¬ 
blos  indígenas  afectados  por  esos  materiales,  programas  que  serán 
elaborados  y  ejecutados  por  esos  pueblos. 

Artículo  30 

1.  No  se  desarrollarán  actividades  militares  en  las  tierras  o  territorios 


34 


de  los  pueblos  indígenas,  a  menos  que  lo  justifique  una  razón  de 
interés  público  pertinente  o  que  se  haya  acordado  libremente  con 
los  pueblos  indígenas  interesados,  o  que  éstos  lo  hayan  solicitado. 

2.  Los  Estados  celebrarán  consultas  eficaces  con  los  pueblos  indíge¬ 
nas  interesados,  por  los  procedimientos  apropiados  y  en  particular 
por  medio  de  sus  instituciones  representativas,  antes  de  utilizar  sus 
tierras  o  territorios  para  actividades  militares. 

Artículo  31 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  mantener,  controlar,  pro¬ 
teger  y  desarrollar  su  patrimonio  cultural,  sus  conocimientos  tra¬ 
dicionales,  sus  expresiones  culturales  tradicionales  y  las  manifes¬ 
taciones  de  sus  ciencias,  tecnologías  y  culturas,  comprendidos  los 
recursos  humanos  y  genéticos,  las  semillas,  las  medicinas,  el  cono¬ 
cimiento  de  las  propiedades  de  la  fauna  y  la  flora,  las  tradiciones 
orales,  las  literaturas,  los  diseños,  los  deportes  y  juegos  tradiciona¬ 
les,  y  las  artes  visuales  e  interpretativas.  También  tienen  derecho  a 
mantener,  controlar,  proteger  y  desarrollar  su  propiedad  intelectual 
de  dicho  patrimonio  cultural,  sus  conocimientos  tradicionales  y  sus 
expresiones  culturales  tradicionales. 

2.  Conjuntamente  con  los  pueblos  indígenas,  los  Estados  adoptarán 
medidas  eficaces  para  reconocer  y  proteger  el  ejercicio  de  estos 
derechos. 

Artículo  32 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  determinar  y  elaborar  las 
prioridades  y  estrategias  para  el  desarrollo  o  la  utilización  de  sus 
tierras  o  territorios  y  otros  recursos. 

2.  Los  Estados  celebrarán  consultas  y  cooperarán  de  buena  fe  con  los 
pueblos  indígenas  interesados  por  conducto  de  sus  propias  insti¬ 
tuciones  representativas  a  fin  de  obtener  su  consentimiento  libre  e 
informado  antes  de  aprobar  cualquier  proyecto  que  afecte  a  sus  tie¬ 
rras  o  territorios  y  otros  recursos,  particularmente  en  relación  con 
el  desarrollo,  la  utilización  o  la  explotación  de  recursos  minerales, 
hídricos  o  de  otro  tipo. 

3.  Los  Estados  establecerán  mecanismos  eficaces  para  la  reparación 
justa  y  equitativa  por  esas  actividades,  y  se  adoptarán  medidas  ade¬ 
cuadas  para  mitigar  las  consecuencias  nocivas  de  orden  ambiental, 
económico,  social,  cultural  o  espiritual. 
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Artículo  33 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  determinar  su  propia  iden¬ 
tidad  o  pertenencia  conforme  a  sus  costumbres  y  tradiciones.  Ello 
no  menoscaba  el  derecho  de  las  personas  indígenas  a  obtener  la 
ciudadanía  de  los  Estados  en  que  viven. 

2.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  determinar  las  estructuras 
y  a  elegir  la  composición  de  sus  instituciones  de  conformidad  con 
sus  propios  procedimientos. 

Artículo  34 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  promover,  desarrollar  y  man¬ 
tener  sus  estructuras  institucionales  y  sus  propias  costumbres,  espi¬ 
ritualidad,  tradiciones,  procedimientos,  prácticas  y,  cuando  existan, 
costumbres  o  sistemas  jurídicos,  de  conformidad  con  las  normas  in¬ 
ternacionales  de  derechos  humanos. 

Artículo  35 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  determinar  las  responsabilida¬ 
des  de  los  individuos  para  con  sus  comunidades. 

Artículo  36 

1.  Los  pueblos  indígenas,  en  particular  los  que  están  divididos  por 
fronteras  internacionales,  tienen  derecho  a  mantener  y  desarrollar 
los  contactos,  las  relaciones  y  la  cooperación,  incluidas  las  activi¬ 
dades  de  carácter  espiritual,  cultural,  político,  económico  y  social, 
con  sus  propios  miembros,  así  como  con  otros  pueblos  a  través  de 
las  fronteras. 

2.  Los  Estados,  en  consulta  y  cooperación  con  los  pueblos  indígenas, 
adoptarán  medidas  eficaces  para  facilitar  el  ejercicio  y  garantizar  la 
aplicación  de  este  derecho. 

Artículo  37 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  que  los  tratados,  acuerdos 
y  otros  arreglos  constructivos  concertados  con  los  Estados  o  sus 
sucesores  sean  reconocidos,  observados  y  aplicados  y  a  que  los 
Estados  acaten  y  respeten  esos  tratados,  acuerdos  y  otros  arreglos 
constructivos. 

2.  Nada  de  lo  señalado  en  la  presente  Declaración  se  interpretará  en  el  sen¬ 
tido  de  que  menoscaba  o  suprime  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas 
que  figuren  en  tratados,  acuerdos  y  otros  arreglos  constructivos. 
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Artículo  38 

Los  Estados,  en  consulta  y  cooperación  con  los  pueblos  indígenas, 
adoptarán  las  medidas  apropiadas,  incluidas  medidas  legislativas, 
para  alcanzar  los  fines  de  la  presente  Declaración. 

Artículo  39 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  la  asistencia  financiera  y  téc¬ 
nica  de  los  Estados  y  por  conducto  de  la  cooperación  internacional 
para  el  disfrute  de  los  derechos  enunciados  en  la  presente  Declaración. 

Artículo  40 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  procedimientos  equitativos 
y  justos  para  el  arreglo  de  controversias  con  los  Estados  u  otras  par¬ 
tes,  y  a  una  pronta  decisión  sobre  esas  controversias,  así  como  a  una 
reparación  efectiva  de  toda  lesión  de  sus  derechos  individuales  y  co¬ 
lectivos.  En  esas  decisiones  se  tendrán  debidamente  en  consideración 
las  costumbres,  las  tradiciones,  las  normas  y  los  sistemas  jurídicos 
de  los  pueblos  indígenas  interesados  y  las  normas  internacionales  de 
derechos  humanos. 

Artículo  41 

Los  órganos  y  organismos  especializados  del  sistema  de  las  Nacio¬ 
nes  Unidas  y  otras  organizaciones  intergubernamentales  contribuirán 
a  la  plena  realización  de  las  disposiciones  de  la  presente  Declaración 
mediante  la  movilización,  entre  otras  cosas,  de  la  cooperación  finan¬ 
ciera  y  la  asistencia  técnica.  Se  establecerán  los  medios  de  asegurar 
la  participación  de  los  pueblos  indígenas  en  relación  con  los  asuntos 
que  les  conciernan. 

Artículo  42 

Las  Naciones  Unidas,  sus  órganos,  incluido  el  Foro  Permanente  para 
las  Cuestiones  Indígenas,  y  los  organismos  especializados,  en  parti¬ 
cular  a  nivel  local,  así  como  los  Estados,  promoverán  el  respeto  y 
la  plena  aplicación  de  las  disposiciones  de  la  presente  Declaración  y 
velarán  por  la  eficacia  de  la  presente  Declaración. 

Artículo  43 

Los  derechos  reconocidos  en  la  presente  Declaración  constituyen  las 
normas  mínimas  para  la  supervivencia,  la  dignidad  y  el  bienestar  de 
los  pueblos  indígenas  del  mundo. 
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Artículo  44 

Todos  los  derechos  y  las  libertades  reconocidos  en  la  presente  Decla¬ 
ración  se  garantizan  por  igual  al  hombre  y  a  la  mujer  indígena. 

Artículo  45 

Nada  de  lo  contenido  en  la  presente  Declaración  se  interpretará  en 

el  sentido  de  que  menoscaba  o  suprime  los  derechos  que  los  pueblos 

indígenas  tienen  en  la  actualidad  o  puedan  adquirir  en  el  futuro. 

Artículo  46 

1.  Nada  de  lo  señalado  en  la  presente  Declaración  se  interpretará  en  el 
sentido  de  que  confiere  a  un  Estado,  pueblo,  grupo  o  persona  dere¬ 
cho  alguno  a  participar  en  una  actividad  o  realizar  un  acto  contrario 
a  la  Carta  de  las  Naciones  Unidas,  ni  se  entenderá  en  el  sentido  de 
que  autoriza  o  fomenta  acción  alguna  encaminada  a  quebrantar  o 
menoscabar,  total  o  parcialmente,  la  integridad  territorial  o  la  uni¬ 
dad  política  de  Estados  soberanos  e  independientes. 

2.  En  el  ejercicio  de  los  derechos  enunciados  en  la  presente  Decla¬ 
ración,  se  respetarán  los  derechos  humanos  y  las  libertades  fun¬ 
damentales  de  todos.  El  ejercicio  de  los  derechos  establecidos  en 
la  presente  Declaración  estará  sujeto  exclusivamente  a  las  limita¬ 
ciones  determinadas  por  la  ley  y  con  arreglo  a  las  obligaciones  in¬ 
ternacionales  en  materia  de  derechos  humanos.  Esas  limitaciones 
no  serán  discriminatorias  y  serán  sólo  las  estrictamente  necesarias 
para  garantizar  el  reconocimiento  y  respeto  debidos  a  los  derechos 
y  las  libertades  de  los  demás  y  para  satisfacer  las  justas  y  más  apre¬ 
miantes  necesidades  de  una  sociedad  democrática. 

3.  Las  disposiciones  enunciadas  en  la  presente  Declaración  se  inter¬ 
pretarán  con  arreglo  a  los  principios  de  la  justicia,  la  democracia,  el 
respeto  de  los  derechos  humanos,  la  igualdad,  la  no  discriminación, 
la  buena  administración  pública  y  la  buena  fe. 
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III.  CONVENCION  AMERICANA  SOBRE 
DERECHOS  HUMANOS3 


Preámbulo 

Los  Estados  Americanos  signatarios  de  la  presente  Convención, 

Reafirmando  su  propósito  de  consolidar  en  este  Continente,  dentro 
del  cuadro  de  las  instituciones  democráticas,  un  régimen  de  libertad 
personal  y  de  justicia  social,  fundado  en  el  respeto  de  los  derechos 
esenciales  del  hombre; 

Reconociendo  que  los  derechos  esenciales  del  hombre  no  nacen 
del  hecho  de  ser  nacional  de  determinado  Estado,  sino  que  tienen 
como  fundamento  los  atributos  de  la  persona  humana,  razón  por  la 
cual  justifican  una  protección  internacional,  de  naturaleza  convencio¬ 
nal  coadyuvante  o  complementaria  de  la  que  ofrece  el  derecho  interno 
de  los  Estados  americanos; 

Considerando  que  estos  principios  han  sido  consagrados  en  la  Car¬ 
ta  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos,  en  la  Declaración 
Americana  de  los  Derechos  y  Deberes  del  Hombre  y  en  la  Declara¬ 
ción  Universal  de  los  Derechos  Humanos  que  han  sido  reafirmados  y 
desarrollados  en  otros  instrumentos  internacionales,  tanto  de  ámbito 
universal  como  regional; 

Reiterando  que,  con  arreglo  a  la  Declaración  Universal  de  los  De¬ 
rechos  Humanos,  sólo  puede  realizarse  el  ideal  del  ser  humano  libre, 
exento  del  temor  y  de  la  miseria,  si  se  crean  condiciones  que  permitan 
a  cada  persona  gozar  de  sus  derechos  económicos,  sociales  y  cultura¬ 
les,  tanto  como  de  sus  derechos  civiles  y  políticos,  y 

Considerando  que  la  Tercera  Conferencia  Interamericana  Extraor¬ 
dinaria  (Buenos  Aires,  1967)  aprobó  la  incorporación  a  la  propia  Carta 


3.  San  José,  Costa  Rica  7  al  22  de  noviembre  de  1969, 

Fuente  de  consulta: 

http://www.oas.org/dll/esp/tratados_B-32_Convenclon_Americana_sobre_Derechos_Humanos. 

pdf 
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de  la  Organización  de  normas  más  amplias  sobre  derechos  económi¬ 
cos,  sociales  y  educacionales  y  resolvió  que  una  convención  interame¬ 
ricana  sobre  derechos  humanos  determinara  la  estructura,  competen¬ 
cia  y  procedimiento  de  los  órganos  encargados  de  esa  materia, 

Han  convenido  en  lo  siguiente: 

Artículo  Io 

Obligación  de  Respetar  los  Derechos 

1.  Los  Estados  Partes  en  esta  Convención  se  comprometen  a  respetar 
los  derechos  y  libertades  reconocidos  en  ella  y  a  garantizar  su  libre 
y  pleno  ejercicio  a  toda  persona  que  esté  sujeta  a  su  jurisdicción, 
sin  discriminación  alguna  por  motivos  de  raza,  color,  sexo,  idioma, 
religión,  opiniones  políticas  o  de  cualquier  otra  índole,  origen  na¬ 
cional  o  social,  posición  económica,  nacimiento  o  cualquier  otra 
condición  social. 

2.  Para  los  efectos  de  esta  Convención,  persona  es  todo  ser  humano. 

Artículo  2o 

Deber  de  Adoptar  Disposiciones  de  Derecho  Interno 

Si  el  ejercicio  de  los  derechos  y  libertades  mencionados  en  el  artículo 
1  no  estuviere  ya  garantizado  por  disposiciones  legislativas  o  de  otro 
carácter,  los  Estados  Partes  se  comprometen  a  adoptar,  con  arreglo 
a  sus  procedimientos  constitucionales  y  a  las  disposiciones  de  esta 
Convención,  las  medidas  legislativas  o  de  otro  carácter  que  fueren 
necesarias  para  hacer  efectivos  tales  derechos  y  libertades. 

Capítulo  II  -  Derechos  Civiles  y  Políticos 


Artículo  3o 

Derecho  al  Reconocimiento  de  la  Personalidad  Jurídica 

Toda  persona  tiene  derecho  al  reconocimiento  de  su  personalidad  ju¬ 
rídica. 

Artículo  4o 
Derecho  a  la  Vida 

1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  que  se  respete  su  vida.  Este  derecho 
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estará  protegido  por  la  ley  y,  en  general,  a  partir  del  momento  de 
la  concepción.  Nadie  puede  ser  privado  de  la  vida  arbitrariamente. 

2.  En  los  países  que  no  han  abolido  la  pena  de  muerte,  ésta  sólo  podrá 
imponerse  por  los  delitos  más  graves,  en  cumplimiento  de  senten¬ 
cia  ejecutoriada  de  tribunal  competente  y  de  conformidad  con  una 
ley  que  establezca  tal  pena,  dictada  con  anterioridad  a  la  comisión 
del  delito.  Tampoco  se  extenderá  su  aplicación  a  delitos  a  los  cuales 
no  se  la  aplique  actualmente. 

3.  No  se  restablecerá  la  pena  de  muerte  en  los  Estados  que  la  han 
abolido. 

4.  En  ningún  caso  se  puede  aplicar  la  pena  de  muerte  por  delitos  polí¬ 
ticos  ni  comunes  conexos  con  los  políticos. 

5.  No  se  impondrá  la  pena  de  muerte  a  personas  que,  en  el  momen¬ 
to  de  la  comisión  del  delito,  tuvieren  menos  de  dieciocho  años  de 
edad  o  más  de  setenta,  ni  se  le  aplicará  a  las  mujeres  en  estado  de 
gravidez. 

6.  Toda  persona  condenada  a  muerte  tiene  derecho  a  solicitar  la  am¬ 
nistía,  el  indulto  o  la  conmutación  de  la  pena,  los  cuales  podrán 
ser  concedidos  en  todos  los  casos.  No  se  puede  aplicar  la  pena  de 
muerte  mientras  la  solicitud  esté  pendiente  de  decisión  ante  auto¬ 
ridad  competente. 

Artículo  5o 

Derecho  a  la  Integridad  Personal 

1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  que  se  respete  su  integridad  física, 
psíquica  y  moral. 

2.  Nadie  debe  ser  sometido  a  torturas  ni  a  penas  o  tratos  crueles,  inhu¬ 
manos  o  degradantes.  Toda  persona  privada  de  libertad  será  tratada 
con  el  respeto  debido  a  la  dignidad  inherente  al  ser  humano. 

3.  La  pena  no  puede  trascender  de  la  persona  del  delincuente. 

4.  Los  procesados  deben  estar  separados  de  los  condenados,  salvo  en 
circunstancias  excepcionales,  y  serán  sometidos  a  un  tratamiento 
adecuado  a  su  condición  de  personas  no  condenadas. 

5.  Cuando  los  menores  puedan  ser  procesados,  deben  ser  separados  de 

los  adultos  y  llevados  ante  tribunales  especializados,  con  la  mayor 
celeridad  posible,  para  su  tratamiento. 

6.  Las  penas  privativas  de  la  libertad  tendrán  como  finalidad  esencial 
la  reforma  y  la  readaptación  social  de  los  condenados. 
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Artículo  6o 

Prohibición  de  la  Esclavitud  y  Servidumbre 

1.  Nadie  puede  ser  sometido  a  esclavitud  o  servidumbre,  y  tanto  éstas, 
como  la  trata  de  esclavos  y  la  trata  de  mujeres  están  prohibidas  en 
todas  sus  formas. 

2.  Nadie  debe  ser  constreñido  a  ejecutar  un  trabajo  forzoso  u  obli¬ 
gatorio.  En  los  países  donde  ciertos  delitos  tengan  señalada  pena 
privativa  de  la  libertad  acompañada  de  trabajos  forzosos,  esta  dis¬ 
posición  no  podrá  ser  interpretada  en  el  sentido  de  que  prohíbe  el 
cumplimiento  de  dicha  pena  impuesta  por  juez  o  tribunal  compe¬ 
tente.  El  trabajo  forzoso  no  debe  afectar  a  la  dignidad  ni  a  la  capa¬ 
cidad  física  e  intelectual  del  recluido. 

3.  No  constituyen  trabajo  forzoso  u  obligatorio,  para  los  efectos  de 
este  artículo: 

a.  los  trabajos  o  servicios  que  se  exijan  normalmente  de  una  perso¬ 
na  recluida  en  cumplimiento  de  una  sentencia  o  resolución  for¬ 
mal  dictada  por  la  autoridad  judicial  competente.  Tales  trabajos 
o  servicios  deberán  realizarse  bajo  la  vigilancia  y  control  de  las 
autoridades  públicas,  y  los  individuos  que  los  efectúen  no  serán 
puestos  a  disposición  de  particulares,  compañías  o  personas  ju¬ 
rídicas  de  carácter  privado; 

b.  el  servicio  militar  y,  en  los  países  donde  se  admite  exención  por 
razones  de  conciencia,  el  servicio  nacional  que  la  ley  establezca 
en  lugar  de  aquél; 

c.  el  servicio  impuesto  en  casos  de  peligro  o  calamidad  que  amena¬ 
ce  la  existencia  o  el  bienestar  de  la  comunidad,  y 

d.  el  trabajo  o  servicio  que  forme  parte  de  las  obligaciones  cívicas 
normales. 

Artículo  7o 

Derecho  a  la  Libertad  Personal 

1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  libertad  y  a  la  seguridad  personales. 

2. Nadie  puede  ser  privado  de  su  libertad  física,  salvo  por  las  causas  y 

en  las  condiciones  fijadas  de  antemano  por  las  Constituciones  Polí¬ 
ticas  de  los  Estados  Partes  o  por  las  leyes  dictadas  conforme  a  ellas. 

3.  Nadie  puede  ser  sometido  a  detención  o  encarcelamiento  arbitrarios. 

4.  Toda  persona  detenida  o  retenida  debe  ser  informada  de  las  razones 
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de  su  detención  y  notificada,  sin  demora,  del  cargo  o  cargos  formu¬ 
lados  contra  ella. 

5.  Toda  persona  detenida  o  retenida  debe  ser  llevada,  sin  demora,  ante 
un  juez  u  otro  funcionario  autorizado  por  la  ley  para  ejercer  fun¬ 
ciones  judiciales  y  tendrá  derecho  a  ser  juzgada  dentro  de  un  plazo 
razonable  o  a  ser  puesta  en  libertad,  sin  perjuicio  de  que  continúe 
el  proceso.  Su  libertad  podrá  estar  condicionada  a  garantías  que 
aseguren  su  comparecencia  en  el  juicio. 

6.  Toda  persona  privada  de  libertad  tiene  derecho  a  recurrir  ante  un 
juez  o  tribunal  competente,  a  fin  de  que  éste  decida,  sin  demora, 
sobre  la  legalidad  de  su  arresto  o  detención  y  ordene  su  libertad 
si  el  arresto  o  la  detención  fueran  ilegales.  En  los  Estados  Partes 
cuyas  leyes  prevén  que  toda  persona  que  se  viera  amenazada  de  ser 
privada  de  su  libertad  tiene  derecho  a  recurrir  a  un  juez  o  tribunal 
competente  a  fin  de  que  éste  decida  sobre  la  legalidad  de  tal  amena¬ 
za,  dicho  recurso  no  puede  ser  restringido  ni  abolido.  Los  recursos 
podrán  interponerse  por  sí  o  por  otra  persona. 

7.  Nadie  será  detenido  por  deudas.  Este  principio  no  limita  los  manda¬ 
tos  de  autoridad  judicial  competente  dictados  por  incumplimientos 
de  deberes  alimentarios. 

Artículo  8o 

Garantías  Judiciales 

1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  ser  oída,  con  las  debidas  garantías  y 
dentro  de  un  plazo  razonable,  por  un  juez  o  tribunal  competente, 
independiente  e  imparcial,  establecido  con  anterioridad  por  la  ley, 
en  la  sustanciación  de  cualquier  acusación  penal  formulada  contra 
ella,  o  para  la  determinación  de  sus  derechos  y  obligaciones  de  or¬ 
den  civil,  laboral,  fiscal  o  de  cualquier  otro  carácter. 

2.  Toda  persona  inculpada  de  delito  tiene  derecho  a  que  se  presuma 
su  inocencia  mientras  no  se  establezca  legalmente  su  culpabilidad. 
Durante  el  proceso,  toda  persona  tiene  derecho,  en  plena  igualdad, 
a  las  siguientes  garantías  mínimas: 

a)  derecho  del  inculpado  de  ser  asistido  gratuitamente  por  el  tra¬ 
ductor  o  intérprete,  si  no  comprende  o  no  habla  el  idioma  del 
juzgado  o  tribunal; 

b)  comunicación  previa  y  detallada  al  inculpado  de  la  acusación 
formulada; 
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c)  concesión  al  inculpado  del  tiempo  y  de  los  medios  adecuados 
para  la  preparación  de  su  defensa; 

d)  derecho  del  inculpado  de  defenderse  personalmente  o  de  ser 
asistido  por  un  defensor  de  su  elección  y  de  comunicarse  libre  y 
privadamente  con  su  defensor; 

e)  derecho  irrenunciable  de  ser  asistido  por  un  defensor  proporcio¬ 
nado  por  el  Estado,  remunerado  o  no  según  la  legislación  inter¬ 
na,  si  el  inculpado  no  se  defendiere  por  sí  mismo  ni  nombrare 
defensor  dentro  del  plazo  establecido  por  la  ley; 

f)  derecho  de  la  defensa  de  interrogar  a  los  testigos  presentes  en  el 
tribunal  y  de  obtener  la  comparecencia,  como  testigos  o  peritos, 
de  otras  personas  que  puedan  arrojar  luz  sobre  los  hechos; 

g)  derecho  a  no  ser  obligado  a  declarar  contra  sí  mismo  ni  a  decla¬ 
rarse  culpable,  y 

h)  derecho  de  recurrir  del  fallo  ante  juez  o  tribunal  superior. 

3.  La  confesión  del  inculpado  solamente  es  válida  si  es  hecha  sin  coac¬ 
ción  de  ninguna  naturaleza. 

4.  El  inculpado  absuelto  por  una  sentencia  firme  no  podrá  ser  someti¬ 
do  a  nuevo  juicio  por  los  mismos  hechos. 

5.  El  proceso  penal  debe  ser  público,  salvo  en  lo  que  sea  necesario 
para  preservar  los  intereses  de  la  justicia. 

Artículo  9o 

Principio  de  Legalidad  y  de  Retroactividad 

Nadie  puede  ser  condenado  por  acciones  u  omisiones  que  en  el  mo¬ 
mento  de  cometerse  no  fueran  delictivos  según  el  derecho  aplicable. 
Tampoco  se  puede  imponer  pena  más  grave  que  la  aplicable  en  el 
momento  de  la  comisión  del  delito.  Si  con  posterioridad  a  la  comisión 
del  delito  la  ley  dispone  la  imposición  de  una  pena  más  leve,  el  delin¬ 
cuente  se  beneficiará  de  ello. 

Artículo  10° 

Derecho  a  Indemnización 

Toda  persona  tiene  derecho  a  ser  indemnizada  conforme  a  la  ley  en 
caso  de  haber  sido  condenada  en  sentencia  firme  por  error  judicial. 

Artículo  11° 

Protección  de  la  Honra  y  de  la  Dignidad 
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1.  Toda  persona  tiene  derecho  al  respeto  de  su  honra  y  al  reconoci¬ 
miento  de  su  dignidad. 

2.  Nadie  puede  ser  objeto  de  injerencias  arbitrarias  o  abusivas  en  su 
vida  privada,  en  la  de  su  familia,  en  su  domicilio  o  en  su  correspon¬ 
dencia,  ni  de  ataques  ilegales  a  su  honra  o  reputación. 

3.  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  protección  de  la  ley  contra  esas 
injerencias  o  esos  ataques. 

Artículo  12° 

Libertad  de  Conciencia  y  de  Religión 

1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  libertad  de  conciencia  y  de  reli¬ 
gión.  Este  derecho  implica  la  libertad  de  conservar  su  religión  o  sus 
creencias,  o  de  cambiar  de  religión  o  de  creencias,  así  como  la  li¬ 
bertad  de  profesar  y  divulgar  su  religión  o  sus  creencias,  individual 
o  colectivamente,  tanto  en  público  como  en  privado. 

2.  Nadie  puede  ser  objeto  de  medidas  restrictivas  que  puedan  menos¬ 
cabar  la  libertad  de  conservar  su  religión  o  sus  creencias  o  de  cam¬ 
biar  de  religión  o  de  creencias. 

3.  La  libertad  de  manifestar  la  propia  religión  y  las  propias  creencias 
está  sujeta  únicamente  a  las  limitaciones  prescritas  por  la  ley  y  que 
sean  necesarias  para  proteger  la  seguridad,  el  orden,  la  salud  o  la 
moral  públicos  o  los  derechos  o  libertades  de  los  demás. 

4.  Los  padres,  y  en  su  caso  los  tutores,  tienen  derecho  a  que  sus  hijos  o 
pupilos  reciban  la  educación  religiosa  y  moral  que  esté  de  acuerdo 
con  sus  propias  convicciones. 

Artículo  13° 

Libertad  de  Pensamiento  y  de  Expresión 

1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  libertad  de  pensamiento  y  de  ex¬ 
presión.  Este  derecho  comprende  la  libertad  de  buscar,  recibir  y 
difundir  informaciones  e  ideas  de  toda  índole,  sin  consideración  de 
fronteras,  ya  sea  oralmente,  por  escrito  o  en  forma  impresa  o  artís¬ 
tica,  o  por  cualquier  otro  procedimiento  de  su  elección. 

2.  El  ejercicio  del  derecho  previsto  en  el  inciso  precedente  no  puede 
estar  sujeto  a  previa  censura  sino  a  responsabilidades  ulteriores, 
las  que  deben  estar  expresamente  fijadas  por  la  ley  y  ser  necesarias 
para  asegurar: 

a)  el  respeto  a  los  derechos  o  a  la  reputación  de  los  demás,  o 
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b)  la  protección  de  la  seguridad  nacional,  el  orden  público  o  la  sa¬ 
lud  o  la  moral  públicas. 

3.  No  se  puede  restringir  el  derecho  de  expresión  por  vías  o  medios  in¬ 
directos,  tales  como  el  abuso  de  controles  oficiales  o  particulares  de 
papel  para  periódicos,  de  frecuencias  radioeléctricas,  o  de  enseres 
y  aparatos  usados  en  la  difusión  de  información  o  por  cualesquiera 
otros  medios  encaminados  a  impedir  la  comunicación  y  la  circula¬ 
ción  de  ideas  y  opiniones. 

4.  Los  espectáculos  públicos  pueden  ser  sometidos  por  la  ley  a  censura 
previa  con  el  exclusivo  objeto  de  regular  el  acceso  a  ellos  para  la 
protección  moral  de  la  infancia  y  la  adolescencia,  sin  perjuicio  de 
lo  establecido  en  el  inciso  2. 

5.  Estará  prohibida  por  la  ley  toda  propaganda  en  favor  de  la  guerra 
y  toda  apología  del  odio  nacional,  racial  o  religioso  que  constitu¬ 
yan  incitaciones  a  la  violencia  o  cualquier  otra  acción  ilegal  similar 
contra  cualquier  persona  o  grupo  de  personas,  por  ningún  motivo, 
inclusive  los  de  raza,  color,  religión,  idioma  u  origen  nacional. 

Artículo  14° 

Derecho  de  Rectificación  o  Respuesta 

1.  Toda  persona  afectada  por  informaciones  inexactas  o  agraviantes 
emitidas  en  su  perjuicio  a  través  de  medios  de  difusión  legalmente 
reglamentada  y  que  se  dirijan  al  público  en  general,  tiene  derecho  a 
efectuar  por  el  mismo  órgano  de  difusión  su  rectificación  o  respues¬ 
ta  en  las  condiciones  que  establezca  la  ley. 

2.  En  ningún  caso  la  rectificación  o  la  respuesta  eximirán  de  las  otras 
responsabilidades  legales  en  que  se  hubiese  incurrido. 

3.  Para  la  efectiva  protección  de  la  honra  y  la  reputación,  toda  publica¬ 
ción  o  empresa  periodística,  cinematográfica,  de  radio  o  televisión 
tendrá  una  persona  responsable  que  no  esté  protegida  por  inmuni¬ 
dades  ni  disponga  de  fuero  especial. 

Artículo  15° 

Derecho  de  Reunión 

Se  reconoce  el  derecho  de  reunión  pacífica  y  sin  armas.  El  ejercicio  de 
tal  derecho  sólo  puede  estar  sujeto  a  las  restricciones  previstas  por  la 
ley,  que  sean  necesarias  en  una  sociedad  democrática,  en  interés  de  la 
seguridad  nacional,  de  la  seguridad  o  del  orden  públicos,  o  para  proteger 
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la  salud  o  la  moral  públicas  o  los  derechos  o  libertades  de  los  demás. 

Artículo  16° 

Libertad  de  Asociación 

1.  Todas  las  personas  tienen  derecho  a  asociarse  libremente  con  fines 
ideológicos,  religiosos,  políticos,  económicos,  laborales,  sociales, 
culturales,  deportivos  o  de  cualquiera  otra  índole. 

2.  El  ejercicio  de  tal  derecho  sólo  puede  estar  sujeto  a  las  restricciones 
previstas  por  la  ley  que  sean  necesarias  en  una  sociedad  democráti¬ 
ca,  en  interés  de  la  seguridad  nacional,  de  la  seguridad  o  del  orden 
públicos,  o  para  proteger  la  salud  o  la  moral  públicas  o  los  derechos 
y  libertades  de  los  demás. 

3.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  impide  la  imposición  de  restriccio¬ 
nes  legales,  y  aun  la  privación  del  ejercicio  del  derecho  de  asocia¬ 
ción,  a  los  miembros  de  las  fuerzas  armadas  y  de  la  policía. 

Artículo  17° 

Protección  a  la  Familia 

1.  La  familia  es  el  elemento  natural  y  fundamental  de  la  sociedad  y 
debe  ser  protegida  por  la  sociedad  y  el  Estado. 

2.  Se  reconoce  el  derecho  del  hombre  y  la  mujer  a  contraer  matrimonio 
y  a  fundar  una  familia  si  tienen  la  edad  y  las  condiciones  requeridas 
para  ello  por  las  leyes  internas,  en  la  medida  en  que  éstas  no  afecten 
al  principio  de  no  discriminación  establecido  en  esta  Convención. 

3.  El  matrimonio  no  puede  celebrarse  sin  el  libre  y  pleno  consenti¬ 
miento  de  los  contrayentes. 

4.  Los  Estados  Partes  deben  tomar  medidas  apropiadas  para  asegurar 
la  igualdad  de  derechos  y  la  adecuada  equivalencia  de  responsabi¬ 
lidades  de  los  cónyuges  en  cuanto  al  matrimonio,  durante  el  matri¬ 
monio  y  en  caso  de  disolución  del  mismo.  En  caso  de  disolución, 
se  adoptarán  disposiciones  que  aseguren  la  protección  necesaria  de 
los  hijos,  sobre  la  base  única  del  interés  y  conveniencia  de  ellos. 

5.  La  ley  debe  reconocer  iguales  derechos  tanto  a  los  hijos  nacidos 
fuera  de  matrimonio  como  a  los  nacidos  dentro  del  mismo. 

Artículo  18° 

Derecho  al  Nombre 
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Toda  persona  tiene  derecho  a  un  nombre  propio  y  a  los  apellidos  de 
sus  padres  o  al  de  uno  de  ellos.  La  ley  reglamentará  la  forma  de  ase¬ 
gurar  este  derecho  para  todos,  mediante  nombres  supuestos,  si  fuere 
necesario. 

Artículo  19° 

Derechos  del  Niño 

Todo  niño  tiene  derecho  a  las  medidas  de  protección  que  su  condición 
de  menor  requiere  por  parte  de  su  familia,  de  la  sociedad  y  del  Estado. 

Artículo  20° 

Derecho  a  la  Nacionalidad 

1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  una  nacionalidad. 

2.  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  nacionalidad  del  Estado  en  cuyo 
territorio  nació  si  no  tiene  derecho  a  otra. 

3.  A  nadie  se  privará  arbitrariamente  de  su  nacionalidad  ni  del  derecho 
a  cambiarla. 

Artículo  21° 

Derecho  a  la  Propiedad  Privada 

1.  Toda  persona  tiene  derecho  al  uso  y  goce  de  sus  bienes.  La  ley  pue¬ 
de  subordinar  tal  uso  y  goce  al  interés  social. 

2.  Ninguna  persona  puede  ser  privada  de  sus  bienes,  excepto  mediante 
el  pago  de  indemnización  justa,  por  razones  de  utilidad  pública  o 
de  interés  social  y  en  los  casos  y  según  las  formas  establecidas  por 
la  ley. 

3.  Tanto  la  usura  como  cualquier  otra  forma  de  explotación  del  hom¬ 
bre  por  el  hombre,  debe  ser  prohibida  por  la  ley. 

Artículo  22° 

Derecho  de  Circulación  y  de  Residencia 

1.  Toda  persona  que  se  halle  legalmente  en  el  territorio  de  un  Estado 
tiene  derecho  a  circular  por  el  mismo  y,  a  residir  en  él  con  sujeción 
a  las  disposiciones  legales. 

2.  Toda  persona  tiene  derecho  a  salir  libremente  de  cualquier  país, 
inclusive  del  propio. 


48 


3.  El  ejercicio  de  los  derechos  anteriores  no  puede  ser  restringido  sino 
en  virtud  de  una  ley,  en  la  medida  indispensable  en  una  sociedad 
democrática,  para  prevenir  infracciones  penales  o  para  proteger  la 
seguridad  nacional,  la  seguridad  o  el  orden  públicos,  la  moral  o  la 
salud  públicas  o  los  derechos  y  libertades  de  los  demás. 

4.  El  ejercicio  de  los  derechos  reconocidos  en  el  inciso  1  puede  asi¬ 
mismo  ser  restringido  por  la  ley,  en  zonas  determinadas,  por  razo¬ 
nes  de  interés  público. 

5.  Nadie  puede  ser  expulsado  del  territorio  del  Estado  del  cual  es  na¬ 
cional,  ni  ser  privado  del  derecho  a  ingresar  en  el  mismo. 

6.  El  extranjero  que  se  halle  legalmente  en  el  territorio  de  un  Estado 
parte  en  la  presente  Convención,  sólo  podrá  ser  expulsado  de  él  en 
cumplimiento  de  una  decisión  adoptada  conforme  a  la  ley. 

7.  Toda  persona  tiene  el  derecho  de  buscar  y  recibir  asilo  en  territorio 
extranjero  en  caso  de  persecución  por  delitos  políticos  o  comunes 
conexos  con  los  políticos  y  de  acuerdo  con  la  legislación  de  cada 
Estado  y  los  convenios  internacionales. 

8.  En  ningún  caso  el  extranjero  puede  ser  expulsado  o  devuelto  a  otro 
país,  sea  o  no  de  origen,  donde  su  derecho  a  la  vida  o  a  la  libertad 
personal  está  en  riesgo  de  violación  a  causa  de  raza,  nacionalidad, 
religión,  condición  social  o  de  sus  opiniones  políticas. 

9.  Es  prohibida  la  expulsión  colectiva  de  extranjeros. 

Artículo  23° 

Derechos  Políticos 

1.  Todos  los  ciudadanos  deben  gozar  de  los  siguientes  derechos  y 
oportunidades: 

a)  de  participar  en  la  dirección  de  los  asuntos  públicos,  directamen¬ 
te  o  por  medio  de  representantes  libremente  elegidos; 

b)  de  votar  y  ser  elegidos  en  elecciones  periódicas  auténticas,  rea¬ 
lizadas  por  sufragio  universal  e  igual  y  por  voto  secreto  que  ga¬ 
rantice  la  libre  expresión  de  la  voluntad  de  los  electores,  y 

c)  de  tener  acceso,  en  condiciones  generales  de  igualdad,  a  las  fun¬ 
ciones  públicas  de  su  país. 

2.  La  ley  puede  reglamentar  el  ejercicio  de  los  derechos  y  oportunida¬ 
des  a  que  se  refiere  el  inciso  anterior,  exclusivamente  por  razones 
de  edad,  nacionalidad,  residencia,  idioma,  instrucción,  capacidad 
civil  o  mental,  o  condena,  por  juez  competente,  en  proceso  penal. 
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Artículo  24° 

Igualdad  ante  la  Ley 

Todas  las  personas  son  iguales  ante  la  ley.  En  consecuencia,  tienen 
derecho,  sin  discriminación,  a  igual  protección  de  la  ley. 

Artículo  25° 

Protección  Judicial 

1 .  Toda  persona  tiene  derecho  a  un  recurso  sencillo  y  rápido  o  a  cual¬ 
quier  otro  recurso  efectivo  ante  los  jueces  o  tribunales  competentes, 
que  la  ampare  contra  actos  que  violen  sus  derechos  fundamentales 
reconocidos  por  la  Constitución,  la  ley  o  la  presente  Convención, 
aun  cuando  tal  violación  sea  cometida  por  personas  que  actúen  en 
ejercicio  de  sus  funciones  oficiales. 

2.  Los  Estados  Partes  se  comprometen: 

a)  a  garantizar  que  la  autoridad  competente  prevista  por  el  sistema 
legal  del  Estado  decidirá  sobre  los  derechos  de  toda  persona  que 
interponga  tal  recurso; 

b)  a  desarrollar  las  posibilidades  de  recurso  judicial,  y 

c)  a  garantizar  el  cumplimiento,  por  las  autoridades  competentes, 
de  toda  decisión  en  que  se  haya  estimado  procedente  el  recurso. 

Capítulo  III  -  Derechos  Económicos,  Sociales  y  Culturales 

Artículo  26° 

Desarrollo  Progresivo 

Los  Estados  Partes  se  comprometen  a  adoptar  providencias,  tanto  a 
nivel  interno  como  mediante  la  cooperación  internacional,  especial¬ 
mente  económica  y  técnica,  para  lograr  progresivamente  la  plena 
efectividad  de  los  derechos  que  se  derivan  de  las  normas  económicas, 
sociales  y  sobre  educación,  ciencia  y  cultura,  contenidas  en  la  Carta 
de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos,  reformada  por  el  Pro¬ 
tocolo  de  Buenos  Aires,  en  la  medida  de  los  recursos  disponibles,  por 
vía  legislativa  u  otros  medios  apropiados. 


Capítulo  IV  -  Suspensión  de  Garantías,  Interpretación  y  Aplicación 
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Artículo  27° 

Suspensión  de  Garantías 

1.  En  caso  de  guerra,  de  peligro  público  o  de  otra  emergencia  que 
amenace  la  independencia  o  seguridad  del  Estado  parte,  éste  po¬ 
drá  adoptar  disposiciones  que,  en  la  medida  y  por  el  tiempo  estric¬ 
tamente  limitados  a  las  exigencias  de  la  situación,  suspendan  las 
obligaciones  contraídas  en  virtud  de  esta  Convención,  siempre  que 
tales  disposiciones  no  sean  incompatibles  con  las  demás  obligacio¬ 
nes  que  les  impone  el  derecho  internacional  y  no  entrañen  discri¬ 
minación  alguna  fundada  en  motivos  de  raza,  color,  sexo,  idioma, 
religión  u  origen  social. 

2.  La  disposición  precedente  no  autoriza  la  suspensión  de  los  derechos 
determinados  en  los  siguientes  artículos: 

4.  (Derecho  al  Reconocimiento  de  la  Personalidad  Jurídica); 

5.  (Derecho  a  la  Vida); 

6.  (Derecho  a  la  Integridad  Personal); 

7.  (Prohibición  de  la  Esclavitud  y  Servidumbre); 

9.  (Principio  de  Legalidad  y  de  Retroactividad); 

12.  (Libertad  de  Conciencia  y  de  Religión); 

17.  (Protección  a  la  Familia); 

18.  (Derecho  al  Nombre); 

19.  (Derechos  del  Niño); 

20.  (Derecho  a  la  Nacionalidad),  y 

23.  (Derechos  Políticos),  ni  de  las  garantías  judiciales  indispensa¬ 
bles  para  la  protección  de  tales  derechos. 

3. Todo  Estado  Parte  que  haga  uso  del  derecho  de  suspensión  debe¬ 

rá  informar  inmediatamente  a  los  demás  Estados  Partes  en  la  pre¬ 
sente  Convención,  por  conducto  del  Secretario  General  de  la  Or¬ 
ganización  de  los  Estados  Americanos,  de  las  disposiciones  cuya 
aplicación  haya  suspendido,  de  los  motivos  que  hayan  suscitado 
la  suspensión  y  de  la  fecha  en  que  haya  dado  por  terminada  tal 
suspensión. 

Artículo  28° 

Cláusula  Federal 

1.  Cuando  se  trate  de  un  Estado  parte  constituido  como  Estado  Fe¬ 
deral,  el  gobierno  nacional  de  dicho  Estado  parte  cumplirá  todas 
las  disposiciones  de  la  presente  Convención  relacionadas  con  las 
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materias  sobre  las  que  ejerce  jurisdicción  legislativa  y  judicial. 

2.  Con  respecto  a  las  disposiciones  relativas  a  las  materias  que  corres¬ 
ponden  a  la  jurisdicción  de  las  entidades  componentes  de  la  fede¬ 
ración,  el  gobierno  nacional  debe  tomar  de  inmediato  las  medidas 
pertinentes,  conforme  a  su  constitución  y  sus  leyes,  a  fin  de  que  las 
autoridades  competentes  de  dichas  entidades  puedan  adoptar  las 
disposiciones  del  caso  para  el  cumplimiento  de  esta  Convención. 

3.  Cuando  dos  o  más  Estados  Partes  acuerden  integrar  entre  sí  una 
federación  u  otra  clase  de  asociación,  cuidarán  de  que  el  pacto  co¬ 
munitario  correspondiente  contenga  las  disposiciones  necesarias 
para  que  continúen  haciéndose  efectivas  en  el  nuevo  Estado  así  or¬ 
ganizado,  las  normas  de  la  presente  Convención. 

Artículo  29° 

Normas  de  Interpretación 

Ninguna  disposición  de  la  presente  Convención  puede  ser  interpretada 
en  el  sentido  de: 

a)  permitir  a  alguno  de  los  Estados  Partes,  grupo  o  persona,  supri¬ 
mir  el  goce  y  ejercicio  de  los  derechos  y  libertades  reconocidos 
en  la  Convención  o  limitarlos  en  mayor  medida  que  la  prevista 
en  ella; 

b)  limitar  el  goce  y  ejercicio  de  cualquier  derecho  o  libertad  que 
pueda  estar  reconocido  de  acuerdo  con  las  leyes  de  cualquiera 
de  los  Estados  Partes  o  de  acuerdo  con  otra  convención  en  que 
sea  parte  uno  de  dichos  Estados; 

c)  excluir  otros  derechos  y  garantías  que  son  inherentes  al  ser  hu¬ 
mano  o  que  se  derivan  de  la  forma  democrática  representativa 
de  gobierno,  y 

d)  excluir  o  limitar  el  efecto  que  puedan  producir  la  Declaración 
Americana  de  Derechos  y  Deberes  del  Hombre  y  otros  actos 
internacionales  de  la  misma  naturaleza. 

Artículo  30° 

Alcance  de  las  Restricciones 

Las  restricciones  permitidas,  de  acuerdo  con  esta  Convención,  al  goce 
y  ejercicio  de  los  derechos  y  libertades  reconocidas  en  la  misma,  no 
pueden  ser  aplicadas  sino  conforme  a  leyes  que  se  dictaren  por  razones 
de  interés  general  y  con  el  propósito  para  el  cual  han  sido  establecidas. 
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Artículo  31° 

Reconocimiento  de  Otros  Derechos 


Podrán  ser  incluidos  en  el  régimen  de  protección  de  esta  Convención 
otros  derechos  y  libertades  que  sean  reconocidos  de  acuerdo  con  los 
procedimientos  establecidos  en  los  artículos  76  y  77. 

Capítulo  V  -  Deberes  de  las  Personas 


Artículo  32° 

Correlación  entre  Deberes  y  Derechos 

1.  Toda  persona  tiene  deberes  para  con  la  familia,  la  comunidad  y  la 
humanidad. 

2.  Los  derechos  de  cada  persona  están  limitados  por  los  derechos  de 
los  demás,  por  la  seguridad  de  todos  y  por  las  justas  exigencias  del 
bien  común,  en  una  sociedad  democrática. 


Parte  II  -  Medios  de  la  Protección 

Capítulo  VI  -  De  los  Órganos  Competentes 
Artículo  33° 

Son  competentes  para  conocer  de  los  asuntos  relacionados  con  el 
cumplimiento  de  los  compromisos  contraídos  por  los  Estados  Partes 
en  esta  Convención: 

a)  la  Comisión  Interamericana  de  Derechos  Humanos,  llamada  en 
adelante  la  Comisión,  y 

b)  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos,  llamada  en  ade¬ 
lante  la  Corte. 

Capítulo  VII  -  La  Comisión  Interamericana  de  Derechos  Humanos 
Sección  lo  Organización 
Artículo  34° 
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La  Comisión  Interamericana  de  Derechos  Humanos  se  compondrá  de 
siete  miembros,  que  deberán  ser  personas  de  alta  autoridad  moral  y 
reconocida  versación  en  materia  de  derechos  humanos. 

Artículo  35° 

La  Comisión  representa  a  todos  los  miembros  que  integran  la  Organi¬ 
zación  de  los  Estados  Americanos. 

Artículo  36° 

1.  Los  Miembros  de  la  Comisión  serán  elegidos  a  título  personal  por 
la  Asamblea  General  de  la  Organización  de  una  lista  de  candidatos 
propuestos  por  los  gobiernos  de  los  Estados  miembros. 

2.  Cada  uno  de  dichos  gobiernos  puede  proponer  hasta  tres  candida¬ 
tos,  nacionales  del  Estado  que  los  proponga  o  de  cualquier  otro 
Estado  miembro  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos. 
Cuando  se  proponga  una  terna,  por  lo  menos  uno  de  los  candidatos 
deberá  ser  nacional  de  un  Estado  distinto  del  proponente. 

Artículo  37° 

1.  Los  miembros  de  la  Comisión  serán  elegidos  por  cuatro  años  y 
sólo  podrán  ser  reelegidos  una  vez,  pero  el  mandato  de  tres  de  los 
miembros  designados  en  la  primera  elección  expirará  al  cabo  de 
dos  años.  Inmediatamente  después  de  dicha  elección  se  determi¬ 
narán  por  sorteo  en  la  Asamblea  General  los  nombres  de  estos  tres 
miembros. 

2.  No  puede  formar  parte  de  la  Comisión  más  de  un  nacional  de  un 
mismo  Estado. 

Artículo  38° 

Las  vacantes  que  ocurrieren  en  la  Comisión,  que  no  se  deban  a  ex¬ 
piración  normal  del  mandato,  se  llenarán  por  el  Consejo  Permanente 
de  la  Organización  de  acuerdo  con  lo  que  disponga  el  Estatuto  de  la 
Comisión. 

Artículo  39° 
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La  Comisión  preparará  su  Estatuto,  lo  someterá  a  la  aprobación  de  la 
Asamblea  General,  y  dictará  su  propio  Reglamento. 

Artículo  40° 

Los  servicios  de  Secretaría  de  la  Comisión  deben  ser  desempeñados 
por  la  unidad  funcional  especializada  que  forma  parte  de  la  Secretaría 
General  de  la  Organización  y  debe  disponer  de  los  recursos  necesarios 
para  cumplir  las  tareas  que  le  sean  encomendadas  por  la  Comisión. 

Sección  2.  Funciones 

Artículo  41° 

La  Comisión  tiene  la  función  principal  de  promover  la  observancia  y 
la  defensa  de  los  derechos  humanos,  y  en  el  ejercicio  de  su  mandato 
tiene  las  siguientes  funciones  y  atribuciones: 

a)  estimular  la  conciencia  de  los  derechos  humanos  en  los  pueblos 
de  América; 

b)  formular  recomendaciones,  cuando  lo  estime  conveniente,  a  los 
gobiernos  de  los  Estados  miembros  para  que  adopten  medidas 
progresivas  en  favor  de  los  derechos  humanos  dentro  del  marco 
de  sus  leyes  internas  y  sus  preceptos  constitucionales,  al  igual 
que  disposiciones  apropiadas  para  fomentar  el  debido  respeto  a 
esos  derechos; 

c)  preparar  los  estudios  e  informes  que  considere  convenientes  para 
el  desempeño  de  sus  funciones; 

d)  solicitar  de  los  gobiernos  de  los  Estados  miembros  que  le  pro¬ 
porcionen  informes  sobre  las  medidas  que  adopten  en  materia  de 
derechos  humanos; 

e)  atender  las  consultas  que,  por  medio  de  la  Secretaría  General 
de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos,  le  formulen  los 
Estados  miembros  en  cuestiones  relacionadas  con  los  derechos 
humanos  y,  dentro  de  sus  posibilidades,  les  prestará  el  asesora- 
miento  que  éstos  le  soliciten; 

f)  actuar  respecto  de  las  peticiones  y  otras  comunicaciones  en  ejer¬ 
cicio  de  su  autoridad  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los 
artículos  44  al  51  de  esta  Convención,  y 

g)  rendir  un  informe  anual  a  la  Asamblea  General  de  la  Organiza¬ 
ción  de  los  Estados  Americanos. 
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Artículo  42' 


Los  Estados  Partes  deben  remitir  a  la  Comisión  copia  de  los  infor¬ 
mes  y  estudios  que  en  sus  respectivos  campos  someten  anualmente 
a  las  Comisiones  Ejecutivas  del  Consejo  Interamericano  Económico 
y  Social  y  del  Consejo  Interamericano  para  la  Educación,  la  Ciencia 
y  la  Cultura,  a  fin  de  que  aquella  vele  porque  se  promuevan  los  dere¬ 
chos  derivados  de  las  normas  económicas,  sociales  y  sobre  educación, 
ciencia  y  cultura,  contenidas  en  la  Carta  de  la  Organización  de  los 
Estados  Americanos,  reformada  por  el  Protocolo  de  Buenos  Aires. 

Artículo  43° 

Los  Estados  Partes  se  obligan  a  proporcionar  a  la  Comi¬ 
sión  las  informaciones  que  ésta  les  solicite  sobre  la  mane¬ 
ra  en  que  su  derecho  interno  asegura  la  aplicación  efectiva 
de  cualesquiera  disposiciones  de  esta  Convención. 

Sección  3.  Competencia 

Artículo  44° 

Cualquier  persona  o  grupo  de  personas,  o  entidad  no  gubernamental 
legalmente  reconocida  en  uno  o  más  Estados  miembros  de  la  Organi¬ 
zación,  puede  presentar  a  la  Comisión  peticiones  que  contengan  de¬ 
nuncias  o  quejas  de  violación  de  esta  Convención  por  un  Estado  parte. 

Artículo  45° 

1.  Todo  Estado  parte  puede,  en  el  momento  del  depósito  de  su  instru¬ 
mento  de  ratificación  o  adhesión  de  esta  Convención,  o  en  cual¬ 
quier  momento  posterior,  declarar  que  reconoce  la  competencia  de 
la  Comisión  para  recibir  y  examinar  las  comunicaciones  en  que  un 
Estado  parte  alegue  que  otro  Estado  parte  ha  incurrido  en  viola¬ 
ciones  de  los  derechos  humanos  establecidos  en  esta  Convención. 

2.  Las  comunicaciones  hechas  en  virtud  del  presente  artículo  sólo  se 
pueden  admitir  y  examinar  si  son  presentadas  por  un  Estado  parte 
que  haya  hecho  una  declaración  por  la  cual  reconozca  la  referida 
competencia  de  la  Comisión.  La  Comisión  no  admitirá  ninguna 
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comunicación  contra  un  Estado  parte  que  no  haya  hecho  tal  decla¬ 
ración. 

3.  Las  declaraciones  sobre  reconocimiento  de  competencia  pueden 
hacerse  para  que  ésta  rija  por  tiempo  indefinido,  por  un  período 
determinado  o  para  casos  específicos. 

4.  Las  declaraciones  se  depositarán  en  la  Secretaría  General  de  la  Or¬ 
ganización  de  los  Estados  Americanos,  la  que  transmitirá  copia  de 
las  mismas  a  los  Estados  miembros  de  dicha  Organización. 

Artículo  46° 

1.  Para  que  una  petición  o  comunicación  presentada  conforme  a  los 
artículos  44  ó  45  sea  admitida  por  la  Comisión,  se  requerirá: 

a)  que  se  hayan  interpuesto  y  agotado  los  recursos  de  jurisdicción  in¬ 
terna,  conforme  a  los  principios  del  Derecho  Internacional  general¬ 
mente  reconocidos; 

b)  que  sea  presentada  dentro  del  plazo  de  seis  meses,  a  partir  de  la 
fecha  en  que  el  presunto  lesionado  en  sus  derechos  haya  sido  noti¬ 
ficado  de  la  decisión  definitiva; 

c)  que  la  materia  de  la  petición  o  comunicación  no  esté  pendiente  de 
otro  procedimiento  de  arreglo  internacional,  y 

d)  que  en  el  caso  del  artículo  44  la  petición  contenga  el  nombre,  la  na¬ 
cionalidad,  la  profesión,  el  domicilio  y  la  firma  de  la  persona  o  per¬ 
sonas  o  del  representante  legal  de  la  entidad  que  somete  la  petición. 

2.  Las  disposiciones  de  los  incisos  1.a.  y  l.b.  del  presente  artículo  no 
se  aplicarán  cuando: 

a)  no  exista  en  la  legislación  interna  del  Estado  de  que  se  trata  el 
debido  proceso  legal  para  la  protección  del  derecho  o  derechos 
que  se  alega  han  sido  violados; 

b)  no  se  haya  permitido  al  presunto  lesionado  en  sus  derechos  el 
acceso  a  los  recursos  de  la  jurisdicción  interna,  o  haya  sido  im¬ 
pedido  de  agotarlos,  y 

c)  haya  retardo  injustificado  en  la  decisión  sobre  los  mencionados 
recursos. 

Artículo  47° 

La  Comisión  declarará  inadmisible  toda  petición  o  comunicación  pre¬ 
sentada  de  acuerdo  con  los  artículos  44  ó  45  cuando: 

a)  falte  alguno  de  los  requisitos  indicados  en  el  artículo  46; 
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b)  no  exponga  hechos  que  caractericen  una  violación  de  los  derechos 

garantizados  por  esta  Convención; 

c)  resulte  de  la  exposición  del  propio  peticionario  o  del  Estado  ma¬ 
nifiestamente  infundada  la  petición  o  comunicación  o  sea  evi¬ 
dente  su  total  improcedencia,  y 

d)  sea  sustancialmente  la  reproducción  de  petición  o  comunicación 
anterior  ya  examinada  por  la  Comisión  u  otro  organismo  inter¬ 
nacional. 

Sección  4.  Procedimiento 
Artículo  48° 

1.  La  Comisión,  al  recibir  una  petición  o  comunicación  en  la  que 
se  alegue  la  violación  de  cualquiera  de  los  derechos  que  consagra  esta 
Convención,  procederá  en  los  siguientes  términos: 

a)  si  reconoce  la  admisibilidad  de  la  petición  o  comunicación  soli¬ 
citará  informaciones  al  Gobierno  del  Estado  al  cual  pertenezca 
la  autoridad  señalada  como  responsable  de  la  violación  alegada, 
transcribiendo  las  partes  pertinentes  de  la  petición  o  comunica¬ 
ción.  Dichas  informaciones  deben  ser  enviadas  dentro  de  un  pla¬ 
zo  razonable,  fijado  por  la  Comisión  al  considerar  las  circuns¬ 
tancias  de  cada  caso; 

b)  recibidas  las  informaciones  o  transcurrido  el  plazo  fijado  sin  que 
sean  recibidas,  verificará  si  existen  o  subsisten  los  motivos  de 
la  petición  o  comunicación.  De  no  existir  o  subsistir,  mandará 
archivar  el  expediente; 

c)  podrá  también  declarar  la  inadmisibilidad  o  la  improcedencia  de 
la  petición  o  comunicación,  sobre  la  base  de  una  información  o 
prueba  sobrevivientes; 

d)  si  el  expediente  no  se  ha  archivado  y  con  el  fin  de  comprobar 
los  hechos,  la  Comisión  realizará,  con  conocimiento  de  las  par¬ 
tes,  un  examen  del  asunto  planteado  en  la  petición  o  comuni¬ 
cación.  Si  fuere  necesario  y  conveniente,  la  Comisión  realizará 
una  investigación  para  cuyo  eficaz  cumplimiento  solicitará,  y 
los  Estados  interesados  le  proporcionarán,  todas  las  facilidades 
necesarias; 

e)  podrá  pedir  a  los  Estados  interesados  cualquier  información  per¬ 
tinente  y  recibirá,  si  así  se  le  solicita,  las  exposiciones  verbales  o 
escritas  que  presenten  los  interesados; 
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f)  se  pondrá  a  disposición  de  las  partes  interesadas,  a  fin  de  llegar 
a  una  solución  amistosa  del  asunto  fundada  en  el  respeto  a  los 
derechos  humanos  reconocidos  en  esta  Convención. 

2.  Sin  embargo,  en  casos  graves  y  urgentes,  puede  realizarse  una  in¬ 
vestigación  previo  consentimiento  del  Estado  en  cuyo  territorio  se 
alegue  haberse  cometido  la  violación,  tan  sólo  con  la  presentación 
de  una  petición  o  comunicación  que  reúna  todos  los  requisitos  for¬ 
males  de  admisibilidad. 

Artículo  49° 

Si  se  ha  llegado  a  una  solución  amistosa  con  arreglo  a  las  disposi¬ 
ciones  del  inciso  l.f.  del  artículo  48  la  Comisión  redactará  un  infor¬ 
me  que  será  transmitido  al  peticionario  y  a  los  Estados  Partes  en  esta 
Convención  y  comunicado  después,  para  su  publicación,  al  Secretario 
General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.  Este  informe 
contendrá  una  breve  exposición  de  los  hechos  y  de  la  solución  logra¬ 
da.  Si  cualquiera  de  las  partes  en  el  caso  lo  solicitan,  se  les  suministra¬ 
rá  la  más  amplia  información  posible. 

Artículo  50° 

1.  De  no  llegarse  a  una  solución,  y  dentro  del  plazo  que  fije  el  Estatuto 
de  la  Comisión,  ésta  redactará  un  informe  en  el  que  expondrá  los 
hechos  y  sus  conclusiones.  Si  el  informe  no  representa,  en  todo 
o  en  parte,  la  opinión  unánime  de  los  miembros  de  la  Comisión, 
cualquiera  de  ellos  podrá  agregar  a  dicho  informe  su  opinión  por 
separado.  También  se  agregarán  al  informe  las  exposiciones  verba¬ 
les  o  escritas  que  hayan  hecho  los  interesados  en  virtud  del  inciso 
l.e.  del  artículo  48. 

2.  El  informe  será  transmitido  a  los  Estados  interesados,  quienes  no 
estarán  facultados  para  publicarlo. 

3.  Al  transmitir  el  informe,  la  Comisión  puede  formular  las  proposi¬ 
ciones  y  recomendaciones  que  juzgue  adecuadas. 

Artículo  51° 

1.  Si  en  el  plazo  de  tres  meses,  a  partir  de  la  remisión  a  los  Estados 
interesados  del  informe  de  la  Comisión,  el  asunto  no  ha  sido  solu¬ 
cionado  o  sometido  a  la  decisión  de  la  Corte  por  la  Comisión  o  por 
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el  Estado  interesado,  aceptando  su  competencia,  la  Comisión  podrá 
emitir,  por  mayoría  absoluta  de  votos  de  sus  miembros,  su  opinión 
y  conclusiones  sobre  la  cuestión  sometida  a  su  consideración. 

2.  La  Comisión  hará  las  recomendaciones  pertinentes  y  fijará  un  plazo 
dentro  del  cual  el  Estado  debe  tomar  las  medidas  que  le  competan 
para  remediar  la  situación  examinada. 

3.  Transcurrido  el  período  fijado,  la  Comisión  decidirá,  por  la  mayoría 
absoluta  de  votos  de  sus  miembros,  si  el  Estado  ha  tomado  o  no 
medidas  adecuadas  y  si  publica  o  no  su  informe. 

Capítulo  VIII  -  La  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos 

Sección  1.  Organización 

Artículo  52° 

1.  La  Corte  se  compondrá  de  siete  jueces,  nacionales  de  los  Estados 
miembros  de  la  Organización,  elegidos  a  título  personal  entre  ju¬ 
ristas  de  la  más  alta  autoridad  moral,  de  reconocida  competencia 
en  materia  de  derechos  humanos,  que  reúnan  las  condiciones  re¬ 
queridas  para  el  ejercicio  de  las  más  elevadas  funciones  judiciales 
conforme  a  la  ley  del  país  del  cual  sean  nacionales  o  del  Estado  que 
los  proponga  como  candidatos. 

2.  No  debe  haber  dos  jueces  de  la  misma  nacionalidad. 

Artículo  53° 

1.  Los  jueces  de  la  Corte  serán  elegidos,  en  votación  secreta  y  por  ma¬ 
yoría  absoluta  de  votos  de  los  Estados  Partes  en  la  Convención,  en 
la  Asamblea  General  de  la  Organización,  de  una  lista  de  candidatos 
propuestos  por  esos  mismos  Estados. 

2.  Cada  uno  de  los  Estados  Partes  puede  proponer  hasta  tres  candi¬ 
datos,  nacionales  del  Estado  que  los  propone  o  de  cualquier  otro 
Estado  miembro  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos. 
Cuando  se  proponga  una  terna,  por  lo  menos  uno  de  los  candidatos 
deberá  ser  nacional  de  un  Estado  distinto  del  proponente. 

Artículo  54° 

1.  Los  jueces  de  la  Corte  serán  elegidos  para  un  período  de  seis  años 
y  sólo  podrán  ser  reelegidos  una  vez.  El  mandato  de  tres  de  los 
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jueces  designados  en  la  primera  elección,  expirará  al  cabo  de  tres 
años.  Inmediatamente  después  de  dicha  elección,  se  determinarán 
por  sorteo  en  la  Asamblea  General  los  nombres  de  estos  tres  jueces. 

2.  El  juez  elegido  para  reemplazar  a  otro  cuyo  mandato  no  ha  expira¬ 
do,  completará  el  período  de  éste. 

3.  Los  jueces  permanecerán  en  funciones  hasta  el  término  de  su  man¬ 
dato.  Sin  embargo,  seguirán  conociendo  de  los  casos  a  que  ya  se 
hubieran  abocado  y  que  se  encuentren  en  estado  de  sentencia,  a 
cuyos  efectos  no  serán  sustituidos  por  los  nuevos  jueces  elegidos. 

Artículo  55° 

1.  El  juez  que  sea  nacional  de  alguno  de  los  Estados  Partes  en  el  caso 
sometido  a  la  Corte,  conservará  su  derecho  a  conocer  del  mismo. 

2.  Si  uno  de  los  jueces  llamados  a  conocer  del  caso  fuere  de  la  nacio¬ 
nalidad  de  uno  de  los  Estados  Partes,  otro  Estado  parte  en  el  caso 
podrá  designar  a  una  persona  de  su  elección  para  que  integre  la 
Corte  en  calidad  de  juez  ad  hoc. 

3.  Si  entre  los  jueces  llamados  a  conocer  del  caso  ninguno  fuere  de  la 
nacionalidad  de  los  Estados  Partes,  cada  uno  de  éstos  podrá  desig¬ 
nar  un  juez  ad  hoc. 

4.  El  juez  ad  hoc  debe  reunir  las  calidades  señaladas  en  el  artículo  52. 

5.  Si  varios  Estados  Partes  en  la  Convención  tuvieren  un  mismo  inte¬ 
rés  en  el  caso,  se  considerarán  como  una  sola  parte  para  los  fines  de 
las  disposiciones  precedentes.  En  caso  de  duda,  la  Corte  decidirá. 

Artículo  56° 

El  quorum  para  las  deliberaciones  de  la  Corte  es  de  cinco  jueces. 

Artículo  57° 

La  Comisión  comparecerá  en  todos  los  casos  ante  la  Corte. 

Artículo  58 

1.  La  Corte  tendrá  su  sede  en  el  lugar  que  determinen,  en  la  Asamblea 
General  de  la  Organización,  los  Estados  Partes  en  la  Convención, 
pero  podrá  celebrar  reuniones  en  el  territorio  de  cualquier  Esta¬ 
do  miembro  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos  en  que 


61 


lo  considere  conveniente  por  mayoría  de  sus  miembros  y  previa 
aquiescencia  del  Estado  respectivo.  Los  Estados  Partes  en  la  Con¬ 
vención  pueden,  en  la  Asamblea  General  por  dos  tercios  de  sus 
votos,  cambiar  la  sede  de  la  Corte. 

2.  La  Corte  designará  a  su  Secretario. 

3.  El  Secretario  residirá  en  la  sede  de  la  Corte  y  deberá  asistir  a  las 
reuniones  que  ella  celebre  fuera  de  la  misma. 

Artículo  59° 

La  Secretaría  de  la  Corte  será  establecida  por  ésta  y  funcionará  bajo 
la  dirección  del  Secretario  de  la  Corte,  de  acuerdo  con  las  normas 
administrativas  de  la  Secretaría  General  de  la  Organización  en  todo  lo 
que  no  sea  incompatible  con  la  independencia  de  la  Corte.  Sus  funcio¬ 
narios  serán  nombrados  por  el  Secretario  General  de  la  Organización, 
en  consulta  con  el  Secretario  de  la  Corte. 

Artículo  60° 

La  Corte  preparará  su  Estatuto  y  lo  someterá  a  la  aprobación  de  la 
Asamblea  General,  y  dictará  su  Reglamento. 

Sección  2.  Competencia  y  Funciones 

Artículo  61° 

1.  Sólo  los  Estados  Partes  y  la  Comisión  tienen  derecho  a  someter  un 
caso  a  la  decisión  de  la  Corte. 

2.  Para  que  la  Corte  pueda  conocer  de  cualquier  caso,  es  necesario  que 
sean  agotados  los  procedimientos  previstos  en  los  artículos  48  a  50. 

Artículo  62° 

1.  Todo  Estado  parte  puede,  en  el  momento  del  depósito  de  su  instru¬ 
mento  de  ratificación  o  adhesión  de  esta  Convención,  o  en  cual¬ 
quier  momento  posterior,  declarar  que  reconoce  como  obligatoria 
de  pleno  derecho  y  sin  convención  especial,  la  competencia  de  la 
Corte  sobre  todos  los  casos  relativos  a  la  interpretación  o  aplica¬ 
ción  de  esta  Convención. 
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2.  La  declaración  puede  ser  hecha  incondicionalmente,  o  bajo  con¬ 
dición  de  reciprocidad,  por  un  plazo  determinado  o  para  casos  es¬ 
pecíficos.  Deberá  ser  presentada  al  Secretario  General  de  la  Orga¬ 
nización,  quien  transmitirá  copias  de  la  misma  a  los  otros  Estados 
miembros  de  la  Organización  y  al  Secretario  de  la  Corte. 

3.  La  Corte  tiene  competencia  para  conocer  de  cualquier  caso  relativo 
a  la  interpretación  y  aplicación  de  las  disposiciones  de  esta  Con¬ 
vención  que  le  sea  sometido,  siempre  que  los  Estados  Partes  en  el 
caso  hayan  reconocido  o  reconozcan  dicha  competencia,  ora  por 
declaración  especial,  como  se  indica  en  los  incisos  anteriores,  ora 
por  convención  especial. 

Artículo  63° 

1.  Cuando  decida  que  hubo  violación  de  un  derecho  o  libertad  pro¬ 
tegidos  en  esta  Convención,  la  Corte  dispondrá  que  se  garantice 
al  lesionado  en  el  goce  de  su  derecho  o  libertad  conculcados.  Dis¬ 
pondrá,  asimismo,  si  ello  fuera  procedente,  que  se  reparen  las  con¬ 
secuencias  de  la  medida  o  situación  que  ha  configurado  la  vulne¬ 
ración  de  esos  derechos  y  el  pago  de  una  justa  indemnización  a  la 
parte  lesionada. 

2.  En  casos  de  extrema  gravedad  y  urgencia,  y  cuando  se  haga  necesa¬ 
rio  evitar  daños  irreparables  a  las  personas,  la  Corte,  en  los  asuntos 
que  esté  conociendo,  podrá  tomar  las  medidas  provisionales  que 
considere  pertinentes.  Si  se  tratare  de  asuntos  que  aún  no  estén  so¬ 
metidos  a  su  conocimiento,  podrá  actuar  a  solicitud  de  la  Comisión. 

Artículo  64° 

1.  Los  Estados  miembros  de  la  Organización  podrán  consultar  a  la 
Corte  acerca  de  la  interpretación  de  esta  Convención  o  de  otros 
tratados  concernientes  a  la  protección  de  los  derechos  humanos  en 
los  Estados  americanos.  Asimismo,  podrán  consultarla,  en  lo  que 
les  compete,  los  órganos  enumerados  en  el  capítulo  X  de  la  Carta 
de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos,  reformada  por  el 
Protocolo  de  Buenos  Aires. 

2.  La  Corte,  a  solicitud  de  un  Estado  miembro  de  la  Organización,  po¬ 
drá  darle  opiniones  acerca  de  la  compatibilidad  entre  cualquiera  de 
sus  leyes  internas  y  los  mencionados  instrumentos  internacionales. 
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Artículo  65' 


La  Corte  someterá  a  la  consideración  de  la  Asamblea  General  de  la 
Organización  en  cada  período  ordinario  de  sesiones  un  informe  sobre 
su  labor  en  el  año  anterior.  De  manera  especial  y  con  las  recomenda¬ 
ciones  pertinentes,  señalará  los  casos  en  que  un  Estado  no  haya  dado 
cumplimiento  a  sus  fallos. 

Sección  3.  Procedimiento 

Artículo  66° 

1.  El  fallo  de  la  Corte  será  motivado. 

2.  Si  el  fallo  no  expresare  en  todo  o  en  parte  la  opinión  unánime  de  los 
jueces,  cualquiera  de  éstos  tendrá  derecho  a  que  se  agregue  al  fallo 
su  opinión  disidente  o  individual. 

Artículo  67° 

El  fallo  de  la  Corte  será  definitivo  e  inapelable.  En  caso  de  desacuerdo 
sobre  el  sentido  o  alcance  del  fallo,  la  Corte  lo  interpretará  a  solicitud  de 
cualquiera  de  las  partes,  siempre  que  dicha  solicitud  se  presente  dentro 
de  los  noventa  días  a  partir  de  la  fecha  de  la  notificación  del  fallo. 

Artículo  68° 

1.  Los  Estados  Partes  en  la  Convención  se  comprometen  a  cumplir  la 
decisión  de  la  Corte  en  todo  caso  en  que  sean  partes. 

2.  La  parte  del  fallo  que  disponga  indemnización  compensatoria  se 
podrá  ejecutar  en  el  respectivo  país  por  el  procedimiento  interno 
vigente  para  la  ejecución  de  sentencias  contra  el  Estado. 

Artículo  69° 

El  fallo  de  la  Corte  será  notificado  a  las  partes  en  el  caso  y  transmitido 
a  los  Estados  partes  en  la  Convención. 


Capitulo  IX  -  Disposiciones  Comunes 


64 


Artículo  70' 


1.  Los  jueces  de  la  Corte  y  los  miembros  de  la  Comisión  gozan,  desde 
el  momento  de  su  elección  y  mientras  dure  su  mandato,  de  las  in¬ 
munidades  reconocidas  a  los  agentes  diplomáticos  por  el  derecho 
internacional.  Durante  el  ejercicio  de  sus  cargos  gozan,  además,  de 
los  privilegios  diplomáticos  necesarios  para  el  desempeño  de  sus 
funciones. 

2.  No  podrá  exigirse  responsabilidad  en  ningún  tiempo  a  los  jueces  de 
la  Corte  ni  a  los  miembros  de  la  Comisión  por  votos  y  opiniones 
emitidos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Artículo  71° 

Son  incompatibles  los  cargos  de  juez  de  la  Corte  o  miembros  de  la 
Comisión  con  otras  actividades  que  pudieren  afectar  su  independencia 
o  imparcialidad  conforme  a  lo  que  se  determine  en  los  respectivos 
Estatutos. 

Artículo  72° 

Los  jueces  de  la  Corte  y  los  miembros  de  la  Comisión  percibirán  emo¬ 
lumentos  y  gastos  de  viaje  en  la  forma  y  condiciones  que  determinen 
sus  Estatutos,  teniendo  en  cuenta  la  importancia  e  independencia  de  sus 
funciones.  Tales  emolumentos  y  gastos  de  viaje  serán  fijados  en  el  pro- 
grama-presupuesto  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos,  el 
que  debe  incluir,  además,  los  gastos  de  la  Corte  y  de  su  Secretaría.  A 
estos  efectos,  la  Corte  elaborará  su  propio  proyecto  de  presupuesto  y  lo 
someterá  a  la  aprobación  de  la  Asamblea  General,  por  conducto  de  la 
Secretaría  General.  Esta  última  no  podrá  introducirle  modificaciones. 

Artículo  73° 

Solamente  a  solicitud  de  la  Comisión  o  de  la  Corte,  según  el  caso, 
corresponde  a  la  Asamblea  General  de  la  Organización  resolver  sobre 
las  sanciones  aplicables  a  los  miembros  de  la  Comisión  o  jueces  de  la 
Corte  que  hubiesen  incurrido  en  las  causales  previstas  en  los  respec¬ 
tivos  Estatutos.  Para  dictar  una  resolución  se  requerirá  una  mayoría 
de  los  dos  tercios  de  los  votos  de  los  Estados  miembros  de  la  Organi¬ 
zación  en  el  caso  de  los  miembros  de  la  Comisión  y,  además,  de  los 
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dos  tercios  de  los  votos  de  los  Estados  Partes  en  la  Convención,  si  se 
tratare  de  jueces  de  la  Corte. 

Parte  III  -  Disposiciones  Generales  y  Transitorias 

Capítulo  X  -  Firma,  Ratificación,  Reserva,  Enmienda,  Protocolo 
y  Denuncia 

Artículo  74° 

1.  Esta  Convención  queda  abierta  a  la  firma  y  a  la  ratificación  o  ad¬ 
hesión  de  todo  Estado  miembro  de  la  Organización  de  los  Estados 
Americanos. 

2.  La  ratificación  de  esta  Convención  o  la  adhesión  a  la  misma  se  efec¬ 
tuará  mediante  el  depósito  de  un  instrumento  de  ratificación  o  de 
adhesión  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados 
Americanos.  Tan  pronto  como  once  Estados  hayan  depositado  sus 
respectivos  instrumentos  de  ratificación  o  de  adhesión,  la  Conven¬ 
ción  entrará  en  vigor.  Respecto  a  todo  otro  Estado  que  la  ratifique 
o  adhiera  a  ella  ulteriormente,  la  Convención  entrará  en  vigor  en  la 
fecha  del  depósito  de  su  instrumento  de  ratificación  o  de  adhesión. 

3.  El  Secretario  General  informará  a  todos  los  Estados  miembros  de  la 
Organización  de  la  entrada  en  vigor  de  la  Convención. 

Artículo  75° 

Esta  Convención  sólo  puede  ser  objeto  de  reservas  conforme  a  las  dis¬ 
posiciones  de  la  Convención  de  Viena  sobre  Derecho  de  los  Tratados, 
suscrita  el  23  de  mayo  de  1969. 

Artículo  76° 

1.  Cualquier  Estado  parte  directamente  y  la  Comisión  o  la  Corte  por 
conducto  del  Secretario  General,  pueden  someter  a  la  Asamblea 
General,  para  lo  que  estime  conveniente,  una  propuesta  de  enmien¬ 
da  a  esta  Convención. 

2.  Las  enmiendas  entrarán  en  vigor  para  los  Estados  ratificantes  de  las 
mismas  en  la  fecha  en  que  se  haya  depositado  el  respectivo  instru¬ 
mento  de  ratificación  que  corresponda  al  número  de  los  dos  tercios 
de  los  Estados  Partes  en  esta  Convención.  En  cuanto  al  resto  de  los 
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Estados  Partes,  entrarán  en  vigor  en  la  fecha  en  que  depositen  sus 
respectivos  instrumentos  de  ratificación. 

Artículo  77° 

1.  De  acuerdo  con  la  facultad  establecida  en  el  artículo  31,  cualquier 
Estado  parte  y  la  Comisión  podrán  someter  a  la  consideración  de 
los  Estados  Partes  reunidos  con  ocasión  de  la  Asamblea  General, 
proyectos  de  protocolos  adicionales  a  esta  Convención,  con  la  fina¬ 
lidad  de  incluir  progresivamente  en  el  régimen  de  protección  de  la 
misma  otros  derechos  y  libertades. 

2.  Cada  protocolo  debe  fijar  las  modalidades  de  su  entrada  en  vigor,  y 
se  aplicará  sólo  entre  los  Estados  Partes  en  el  mismo. 

Artículo  78° 

1.  Los  Estados  Partes  podrán  denunciar  esta  Convención  después  de  la 
expiración  de  un  plazo  de  cinco  años  a  partir  de  la  fecha  de  entrada 
en  vigor  de  la  misma  y  mediante  un  preaviso  de  un  año,  notificando 
al  Secretario  General  de  la  Organización,  quien  debe  informar  a  las 
otras  partes. 

2.  Dicha  denuncia  no  tendrá  por  efecto  desligar  al  Estado  parte  in¬ 
teresado  de  las  obligaciones  contenidas  en  esta  Convención  en  lo 
que  concierne  a  todo  hecho  que,  pudiendo  constituir  una  violación 
de  esas  obligaciones,  haya  sido  cumplido  por  él  anteriormente  a  la 
fecha  en  la  cual  la  denuncia  produce  efecto. 

Capítulo  XI  -  Disposiciones  Transitorias 
Sección  1.  Comisión  Interamericana  de  Derechos  Humanos 
Artículo  79° 

Al  entrar  en  vigor  esta  Convención,  el  Secretario  General  pedirá  por 
escrito  a  cada  Estado  Miembro  de  la  Organización  que  presente,  den¬ 
tro  de  un  plazo  de  noventa  días,  sus  candidatos  para  miembros  de  la 
Comisión  Interamericana  de  Derechos  Humanos.  El  Secretario  Gene¬ 
ral  preparará  una  lista  por  orden  alfabético  de  los  candidatos  presen¬ 
tados  y  la  comunicará  a  los  Estados  miembros  de  la  Organización  al 
menos  treinta  días  antes  de  la  próxima  Asamblea  General. 
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Artículo  80' 


La  elección  de  miembros  de  la  Comisión  se  hará  de  entre  los  candida¬ 
tos  que  figuren  en  la  lista  a  que  se  refiere  el  artículo  79,  por  votación 
secreta  de  la  Asamblea  General  y  se  declararán  elegidos  los  candida¬ 
tos  que  obtengan  mayor  número  de  votos  y  la  mayoría  absoluta  de  los 
votos  de  los  representantes  de  los  Estados  miembros.  Si  para  elegir  a 
todos  los  miembros  de  la  Comisión  resultare  necesario  efectuar  varias 
votaciones,  se  eliminará  sucesivamente,  en  la  forma  que  determine 
la  Asamblea  General,  a  los  candidatos  que  reciban  menor  número  de 
votos. 

Sección  2.  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos 
Artículo  81° 

Al  entrar  en  vigor  esta  Convención,  el  Secretario  General  pedirá  por 
escrito  a  cada  Estado  parte  que  presente,  dentro  de  un  plazo  de  no¬ 
venta  días,  sus  candidatos  para  jueces  de  la  Corte  Interamericana  de 
Derechos  Humanos.  El  Secretario  General  preparará  una  lista  por  or¬ 
den  alfabético  de  los  candidatos  presentados  y  la  comunicará  a  los 
Estados  Partes  por  lo  menos  treinta  días  antes  de  la  próxima  Asamblea 
General. 

Artículo  82° 

La  elección  de  jueces  de  la  Corte  se  hará  de  entre  los  candidatos  que 
figuren  en  la  lista  a  que  se  refiere  el  artículo  81,  por  votación  secreta 
de  los  Estados  Partes  en  la  Asamblea  General  y  se  declararán  elegidos 
los  candidatos  que  obtengan  mayor  número  de  votos  y  la  mayoría  ab¬ 
soluta  de  los  votos  de  los  representantes  de  los  Estados  Partes.  Si  para 
elegir  a  todos  los  jueces  de  la  Corte  resultare  necesario  efectuar  varias 
votaciones,  se  eliminarán  sucesivamente,  en  la  forma  que  determinen 
los  Estados  Partes,  a  los  candidatos  que  reciban  menor  número  de 
votos. 
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IV.  DECLARACIÓN  AMERICANA  SOBRE 
LOS  DERECHOS  DE  LOS  PUEBLOS 
INDÍGENAS4 

LAASAMBLEA  GENERAL, 

RECORDANDO  el  contenido  de  la  resolución  AG/RES.  2867 
(XLIV-O/14),  “Proyecto  de  Declaración  Americana  sobre  los  dere¬ 
chos  de  los  pueblos  indígenas”,  así  como  todas  las  resoluciones  ante¬ 
riores  relativas  a  este  tema; 

RECORDANDO  igualmente  la  “Declaración  sobre  los  derechos 
de  los  pueblos  indígenas  en  las  Américas”,  documento  AG/DEC.  79 
(XLIV-O/14),  que  reafirma  como  una  prioridad  de  la  Organización  de 
los  Estados  Americanos  avanzar  en  la  promoción  y  protección  efecti¬ 
va  de  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas  de  las  Américas; 

RECONOCIENDO  el  valioso  apoyo  al  proceso  en  el  seno  del 
“Grupo  de  Trabajo  Encargado  de  Elaborar  un  Proyecto  de  Declaración 
Americana  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos  Indígenas”  por  parte  de 
los  Estados  Miembros,  los  Estados  Observadores,  los  órganos,  orga¬ 
nismos  y  entidades  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos; 

RECONOCIENDO  también  la  importante  participación  de  los 
pueblos  indígenas  de  las  Américas  en  el  proceso  de  elaboración  de 
esta  Declaración 

TENIENDO  EN  CUENTA  el  significativo  aporte  de  los  pueblos 
indígenas  de  las  Américas  para  la  humanidad, 

RESUELVE: 

Aprobar  la  siguiente  Declaración  Americana  sobre  los  derechos  de 
los  pueblos  indígenas:5,6 

5.  Aprobada  en  la  tercera  sesión  plenaria,  celebrada  el  15  de  junio  de  2016 
Fuente  a  consultar:  http://www.oas.org/es/sadye/documentos/res-2888-16-es.pdf 
Estados  Unidos  desea  reiterar  su  compromiso  para  atender  los  apremiantes  problemas  que 
atañen  a  los  pueblos  Indígenas  en  el  continente,  incluido  el  combate  a  la  discriminación  social 
deque  son  objeto,... 

6.  Canadá  reitera  su  compromiso  con  una  renovada  relación  con  sus  pueblos  indígenas  fun¬ 
damentada  en  el  reconocimiento  de  derechos,  el  respeto,  la  cooperación  y  la  colaboración. 
Canadá  está  ahora... 
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DECLARACIÓN  AMERICANA  SOBRE  LOS  DERECHOS  DE 
LOS  PUEBLOS  INDÍGENAS7 


Preámbulo 

Los  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos 
(en  adelante  los  Estados) 

RECONOCIENDO: 

Que  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas  constituyen  un  aspecto 
fundamental  y  de  trascendencia  histórica  para  el  presente  y  el  futuro 
de  las  Américas; 

La  importante  presencia  de  pueblos  indígenas  en  las  Américas,  y 
su  inmensa  contribución  al  desarrollo,  pluralidad  y  diversidad  cultu¬ 
ral  de  nuestras  sociedades  y  reiterando  nuestro  compromiso  con  su 
bienestar  económico  y  social,  así  como  la  obligación  a  respetar  sus 
derechos  y  su  identidad  cultural;  y 

La  importancia  que  tiene  para  la  humanidad  la  existencia  de  los 
pueblos  y  las  culturas  indígenas  de  las  Américas; 

REAFIRMANDO  que  los  pueblos  indígenas  son  sociedades  ori¬ 
ginarias,  diversas  y  con  identidad  propia  que  forman  parte  integral  de 
las  Américas; 

PREOCUPADOS  por  el  hecho  de  que  los  pueblos  indígenas  han 
sufrido  injusticias  históricas  como  resultado,  entre  otras  cosas,  de  la 
colonización  y  de  haber  sido  desposeídos  de  sus  tierras,  territorios  y 
recursos,  lo  que  les  ha  impedido  ejercer,  en  particular,  su  derecho  al 
desarrollo  de  conformidad  con  sus  propias  necesidades  e  intereses; 

RECONOCIENDO  la  urgente  necesidad  de  respetar  y  promover 
los  derechos  intrínsecos  de  los  pueblos  indígenas,  que  derivan  de  sus 
estructuras  políticas,  económicas  y  sociales  y  de  sus  culturas,  de  sus 
tradiciones  espirituales,  de  su  historia  y  de  su  filosofía,  especialmente 
los  derechos  a  sus  tierras,  territorios  y  recursos; 

RECONOCIENDO  ASIMISMO  que  el  respeto  de  los  conoci¬ 
mientos,  las  culturas  y  las  prácticas  tradicionales  indígenas  contribuye 
al  desarrollo  sostenible  y  equitativo  y  a  la  ordenación  adecuada  del 
medio  ambiente; 

TENIENDO  PRESENTE  los  avances  logrados  en  el  ámbito  inter¬ 
nacional  en  el  reconocimiento  de  los  derechos  de  los  pueblos  indíge- 


7.  Aprobada  en  la  segunda  sesión  plenaria,  celebrada  el  14  de  junio  de  2016. 
Fuente  a  consultar:  http://www.oas.org/es/sadye/documentos/res-2888-16-es.pdf 
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ñas,  y  en  particular,  el  Convenio  169  de  la  OIT  y  la  Declaración  de  la 
Naciones  Unidas  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos  Indígenas; 

TENIENDO  PRESENTE  TAMBIÉN  los  progresos  nacionales 
constitucionales,  legislativos  y  jurisprudenciales  alcanzados  en  las 
Américas  para  garantizar,  promover  y  proteger  los  derechos  de  los 
pueblos  indígenas,  así  como  la  voluntad  política  de  los  Estados  de 
seguir  avanzando  en  el  reconocimiento  de  los  derechos  de  los  pueblos 
indígenas  de  las  Américas; 

RECORDANDO  los  compromisos  asumidos  por  los  Estados 
miembros  para  garantizar,  promover  y  proteger  los  derechos  e  institu¬ 
ciones  de  los  pueblos  indígenas,  incluyendo  aquellos  asumidos  en  la 
Tercera  y  Cuarta  Cumbre  de  las  Américas; 

RECORDANDO  ADEMÁS  la  universalidad,  indivisibilidad  e  in¬ 
terdependencia  de  los  derechos  humanos  reconocidos  por  el  derecho 
internacional. 

CONVENCIDOS  que  el  reconocimiento  de  los  derechos  de  los 
pueblos  indígenas  en  la  presente  Declaración  fomentará  las  relaciones 
armoniosas  y  de  cooperación  entre  los  Estados  y  los  pueblos  indíge¬ 
nas,  basadas  en  los  principios  de  la  justicia,  la  democracia,  el  respeto 
de  los  derechos  humanos,  la  no  discriminación  y  la  buena  fe; 

CONSIDERANDO  la  importancia  de  eliminar  todas  las  formas  de 
discriminación  que  puedan  afectar  a  los  pueblos  indígenas  y  teniendo 
en  cuenta  la  responsabilidad  de  los  Estados  para  combatirlas; 

ALENTANDO  a  los  Estados  a  que  respeten  y  cumplan  eficazmen¬ 
te  todas  sus  obligaciones  para  con  los  pueblos  indígenas  dimanantes 
de  los  instrumentos  internacionales,  en  particular  las  relativas  a  los 
derechos  humanos,  en  consulta  y  cooperación  con  los  pueblos  inte¬ 
resados; 

DECLARAN: 

SECCIÓN  PRIMERA:  Pueblos  Indígenas.  Ámbito  de  aplicación 

y  alcances 


Artículo  I. 

1.  La  Declaración  Americana  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos  Indí¬ 
genas  se  aplica  a  los  pueblos  indígenas  de  las  Américas. 

2.  La  autoidentificación  como  pueblos  indígenas  será  un  criterio  fun¬ 
damental  para  determinar  a  quienes  se  aplica  la  presente  Declara- 
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ción.  Los  Estados  respetarán  el  derecho  a  dicha  autoidentificación 
como  indígena  en  forma  individual  o  colectiva,  conforme  a  las 
prácticas  e  instituciones  propias  de  cada  pueblo  indígena. 

Artículo  II. 

Los  Estados  reconocen  y  respetan  el  carácter  pluricultural  y  multi- 
lingüe  de  los  pueblos  indígenas,  quienes  forman  parte  integral  de  sus 
sociedades. 

Artículo  III. 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  la  libre  determinación.  En 
virtud  de  ese  derecho  determinan  libremente  su  condición  política  y 
persiguen  libremente  su  desarrollo  económico,  social  y  cultural. 

Artículo  IV. 

Nada  de  lo  contenido  en  la  presente  Declaración  se  interpretará  en  el 
sentido  de  que  confiere  a  un  Estado,  pueblo,  grupo  o  persona  derecho 
alguno  a  participar  en  una  actividad  o  realizar  un  acto  contrarios  a  la 
Carta  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos  y  a  la  Carta  de 
las  Naciones  Unidas,  ni  se  entenderá  en  el  sentido  de  que  autoriza  o 
alienta  acción  alguna  encaminada  a  quebrantar  o  menoscabar,  total  o 
parcialmente,  la  integridad  territorial  o  la  unidad  política  de  Estados 
soberanos  e  independientes. 

SECCIÓN  SEGUNDA:  Derechos  Humanos  y  Derechos 
Colectivos 


Artículo  V. 

Plena  vigencia  de  los  derechos  humanos. 

Los  pueblos  y  las  personas  indígenas  tienen  derecho  al  goce  pleno  de 
todos  los  derechos  humanos  y  libertades  fundamentales,  reconocidos  en 
la  Carta  de  las  Naciones  Unidas,  la  Carta  de  la  Organización  de  los  Esta¬ 
dos  Americanos  y  en  el  derecho  internacional  de  los  derechos  humanos. 

Artículo  VI. 

Derechos  colectivos 
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Los  pueblos  indígenas  tienen  derechos  colectivos  indispensables  para 
su  existencia,  bienestar  y  desarrollo  integral  como  pueblos.  En  este 
sentido,  los  Estados  reconocen  y  respetan,  el  derecho  de  los  pueblos 
indígenas  a  su  actuar  colectivo;  a  sus  sistemas  o  instituciones  jurídi¬ 
cos,  sociales,  políticos  y  económicos;  a  sus  propias  culturas;  a  profe¬ 
sar  y  practicar  sus  creencias  espirituales;  a  usar  sus  propias  lenguas  e 
idiomas;  y  a  sus  tierras,  territorios  y  recursos.  Los  Estados  promove¬ 
rán  con  la  participación  plena  y  efectiva  de  los  pueblos  indígenas  la 
coexistencia  armónica  de  los  derechos  y  sistemas  de  los  grupos  pobla- 
cionales  y  culturas. 

Artículo  VII. 

Igualdad  de  género 

1.  Las  mujeres  indígenas  tienen  el  derecho  al  reconocimiento,  pro¬ 
tección  y  goce  de  todos  los  derechos  humanos  y  libertades  funda¬ 
mentales  contenidos  en  el  derecho  internacional,  libres  de  todas  las 
formas  de  discriminación. 

2.  Los  Estados  reconocen  que  la  violencia  contra  las  personas  y  los 
pueblos  indígenas,  particularmente  las  mujeres,  impide  o  anula  el 
goce  de  todos  los  derechos  humanos  y  libertades  fundamentales. 

3.  Los  Estados  adoptarán  las  medidas  necesarias,  en  conjunto  con  los 
pueblos  indígenas,  para  prevenir  y  erradicar  todas  las  formas  de 
violencia  y  discriminación,  en  particular  contra  las  mujeres,  las  ni¬ 
ñas  y  los  niños  indígenas. 

Artículo  VIII. 

Derecho  a  pertenecer  a  pueblos  indígenas 

Las  personas  y  comunidades  indígenas  tienen  el  derecho  de  pertene¬ 
cer  a  uno  o  varios  pueblos  indígenas,  de  acuerdo  con  la  identidad, 
tradiciones,  cosñimbres  y  sistemas  de  pertenencia  de  cada  pueblo.  Del 
ejercicio  de  ese  derecho  no  puede  resultar  discriminación  de  ningún 
tipo. 

Artículo  IX. 

Personalidad  jurídica 

Los  Estados  reconocerán  plenamente  la  personalidad  jurídica  de  los 
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pueblos  indígenas,  respetando  las  formas  de  organización  indígenas 
y  promoviendo  el  ejercicio  pleno  de  los  derechos  reconocidos  en  esta 
Declaración. 

Artículo  X. 

Rechazo  a  la  asimilación 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  mantener,  expresar  y  desa¬ 
rrollar  libremente  su  identidad  cultural  en  todos  sus  aspectos,  libre 
de  todo  intento  externo  de  asimilación. 

2.  Los  Estados  no  deberán  desarrollar,  adoptar,  apoyar  o  favorecer 
política  alguna  de  asimilación  de  los  pueblos  indígenas  ni  de  des¬ 
trucción  de  sus  culturas. 

Artículo  XI. 

Protección  contra  el  genocidio 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  no  ser  objeto  de  forma  alguna 
de  genocidio  o  intento  de  exterminio. 

Artículo  XII. 

Garantías  contra  el  racismo,  la  discriminación  racial,  la  xenofobia 
y  otras  formas  conexas  de  intolerancia. 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  no  ser  objeto  de  racismo,  dis¬ 
criminación  racial,  xenofobia  ni  otras  formas  conexas  de  intolerancia. 
Los  Estados  adoptarán  las  medidas  preventivas  y  correctivas  necesa¬ 
rias  para  la  plena  y  efectiva  protección  de  este  derecho. 

SECCIÓN  TERCERA:  Identidad  cultural 
Artículo  XIII. 

Derecho  a  la  identidad  e  integridad  cultural 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  su  propia  identidad  e  in¬ 
tegridad  cultural  y  a  su  patrimonio  cultural,  tangible  e  intangible, 
incluyendo  el  histórico  y  ancestral,  así  como  a  la  protección,  pre¬ 
servación,  mantenimiento  y  desarrollo  de  dicho  patrimonio  cultural 
para  su  continuidad  colectiva  y  la  de  sus  miembros,  y  para  transmi¬ 
tirlo  a  las  generaciones  futuras. 
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2.  Los  Estados  proporcionarán  reparación  por  medio  de  mecanismos 
eficaces,  que  podrán  incluir  la  restitución,  establecidos  conjunta¬ 
mente  con  los  pueblos  indígenas,  respecto  de  los  bienes  culturales, 
intelectuales,  religiosos  y  espirituales  de  que  hayan  sido  privados 
sin  su  consentimiento  libre,  previo  e  informado  o  en  violación  de 
sus  leyes,  tradiciones  y  costumbres. 

3.  Los  Pueblos  Indígenas  tienen  derecho  a  que  se  reconozcan  y  respe¬ 
ten  todas  sus  formas  de  vida,  cosmovisiones,  espiritualidad,  usos  y 
costumbres,  normas  y  tradiciones,  formas  de  organización  social, 
económica  y  política,  formas  de  transmisión  del  conocimiento,  ins¬ 
tituciones,  prácticas,  creencias,  valores,  indumentaria  y  lenguas, 
reconociendo  su  interrelación,  tal  como  se  establece  en  esta  De¬ 
claración. 

Artículo  XIV. 

Sistemas  de  conocimientos,  lenguaje  y  comunicación 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  el  derecho  a  preservar,  usar,  desa¬ 
rrollar,  revitalizar  y  transmitir  a  generaciones  futuras  sus  propias 
historias,  lenguas,  tradiciones  orales,  filosofías,  sistemas  de  conoci¬ 
mientos,  escritura  y  literatura;  y  a  designar  y  mantener  sus  propios 
nombres  para  sus  comunidades,  individuos  y  lugares. 

2.  Los  Estados  deberán  adoptar  medidas  adecuadas  y  eficaces  para 
proteger  el  ejercicio  de  este  derecho  con  la  participación  plena  y 
efectiva  de  los  pueblos  indígenas. 

3.  Los  pueblos  indígenas,  tienen  derecho  a  promover  y  desarrollar  to¬ 
dos  sus  sistemas  y  medios  de  comunicación,  incluidos  sus  propios 
programas  de  radio  y  televisión,  y  acceder  en  pie  de  igualdad  a  to¬ 
dos  los  demás  medios  de  comunicación  e  información.  Los  Estados 
tomarán  medidas  para  promover  la  transmisión  de  programas  de  ra¬ 
dio  y  televisión  en  lengua  indígena,  particularmente  en  regiones  de 
presencia  indígena.  Los  Estados  apoyarán  y  facilitarán  la  creación 
de  radioemisoras  y  televisoras  indígenas,  así  como  otros  medios  de 
información  y  comunicación. 

4.  Los  Estados,  en  conjunto  con  los  pueblos  indígenas,  realizarán 
esfuerzos  para  que  dichos  pueblos  puedan  comprender  y  hacerse 
comprender  en  sus  propias  lenguas  en  procesos  administrativos, 
políticos  y  judiciales,  facilitándoles,  si  fuere  necesario,  intérpretes 
u  otros  medios  eficaces. 
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Artículo  XV. 

Educación 

1.  Los  pueblos  y  personas  indígenas,  en  particular  los  niños  y  niñas  in¬ 
dígenas,  tienen  derecho  a  todos  los  niveles  y  formas  de  educación, 
sin  discriminación. 

2.  Los  Estados  y  los  pueblos  indígenas,  en  concordancia  con  el  princi¬ 
pio  de  igualdad  de  oportunidades,  promoverán  la  reducción  de  las 
disparidades  en  la  educación  entre  los  pueblos  indígenas  y  los  no 
indígenas. 

3.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  establecer  y  controlar  sus 
sistemas  e  instituciones  docentes  que  impartan  educación  en  sus 
propios  idiomas,  en  consonancia  con  sus  métodos  culturales  de  en¬ 
señanza  y  aprendizaje. 

4.  Los  Estados,  en  conjunto  con  los  pueblos  indígenas,  adoptarán  me¬ 
didas  eficaces  para  que  las  personas  indígenas,  en  particular  los 
niños  y  niñas,  que  viven  fuera  de  sus  comunidades  puedan  tener 
acceso  a  la  educación  en  sus  propias  lenguas  y  culturas. 

5.  Los  Estados  promoverán  relaciones  interculturales  armónicas,  ase¬ 
gurando  en  los  sistemas  educativos  estatales  curricula  con  conte¬ 
nidos  que  reflejen  la  naturaleza  pluricultural  y  multilingiie  de  sus 
sociedades  y  que  impulsen  el  respeto  y  el  conocimiento  de  las  di¬ 
versas  culturas  indígenas.  Los  Estados,  en  conjunto  con  los  pue¬ 
blos  indígenas,  impulsarán  la  educación  intercultural  que  refleje  las 
cosmovisiones,  historias,  lenguas,  conocimientos,  valores,  cultu¬ 
ras,  prácticas  y  formas  de  vida  de  dichos  pueblos. 

6.  Los  Estados,  conjuntamente  con  los  pueblos  indígenas,  deberán  to¬ 
mar  medidas  necesarias  y  eficaces  para  el  ejercicio  y  cumplimiento 
de  estos  derechos. 

Artículo  XVI. 

Espiritualidad  indígena 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  ejercer  libremente  su  propia 
espiritualidad  y  creencias  y,  en  virtud  de  ello,  a  practicar,  desarro¬ 
llar,  transmitir  y  enseñar  sus  tradiciones,  costumbres  y  ceremonias, 
y  a  realizarlas  tanto  en  público  como  en  privado,  individual  y  co¬ 
lectivamente. 

2.  Ningún  pueblo  o  persona  indígena  deberá  ser  sujeto  a  presiones  o 
imposiciones,  o  a  cualquier  otro  tipo  de  medidas  coercitivas  que 
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afecten  o  limiten  su  derecho  a  ejercer  libremente  su  espiritualidad 
y  creencias  indígenas. 

3.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  preservar,  proteger  y  acce¬ 
der  a  sus  sitios  sagrados,  incluidos  sus  lugares  de  sepultura,  a  usar 
y  controlar  sus  reliquias  y  objetos  sagrados  y  a  recuperar  sus  restos 
humanos. 

4.  Los  Estados,  en  conjunto  con  los  pueblos  indígenas,  adoptarán  me¬ 
didas  eficaces  para  promover  el  respeto  a  la  espiritualidad  y  creen¬ 
cias  indígenas  y,  proteger  la  integridad  de  los  símbolos,  prácticas, 
ceremonias,  expresiones  y  formas  espirituales  de  los  pueblos  indí¬ 
genas,  de  conformidad  con  el  derecho  internacional. 

Artículo  XVII. 

Familia  indígena 

1.  La  familia  es  el  elemento  natural  y  fundamental  de  la  sociedad.  Los 
pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  preservar,  mantener  y  promover 
sus  propios  sistemas  de  familia.  Los  Estados  reconocerán,  respeta¬ 
rán  y  protegerán  las  distintas  formas  indígenas  de  familia,  en  parti¬ 
cular  la  familia  extensa,  así  como  sus  formas  de  unión  matrimonial, 
de  filiación,  descendencia  y  de  nombre  familiar.  En  todos  los  casos, 
se  reconocerá  y  respetará  la  equidad  de  género  y  generacional. 

2.  En  asuntos  relativos  a  la  custodia,  adopción,  ruptura  del  vínculo 
familia,  y  en  asuntos  similares,  el  interés  superior  del  niño  debe¬ 
rá  ser  de  consideración  primaria.  En  la  determinación  del  interés 
superior  del  niño,  las  cortes  y  otras  instituciones  relevantes  debe¬ 
rán  tener  presente  el  derecho  de  todo  niño  indígena,  en  común  con 
miembros  de  su  pueblo,  a  disfrutar  de  su  propia  cultura,  a  profesar 
y  a  practicar  su  propia  religión  o  a  hablar  su  propia  lengua,  y  en  ese 
sentido,  deberá  considerarse  el  derecho  indígena  del  pueblo  corres¬ 
pondiente,  y  su  punto  de  vista,  derechos  e  intereses,  incluyendo  las 
posiciones  de  los  individuos,  la  familia,  y  la  comunidad. 

Artículo  XVIII. 

Salud 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  en  forma  colectiva  e  indivi¬ 
dual  al  disfrute  del  más  alto  nivel  posible  de  salud  física,  mental  y 
espiritual. 

2.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  sus  propios  sistemas  y  prác- 
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ticas  de  salud,  así  como  al  uso  y  la  protección  de  las  plantas,  ani¬ 
males,  minerales  de  interés  vital,  y  otros  recursos  naturales  de  uso 
medicinal  en  sus  tierras  y  territorios  ancestrales. 

3.  Los  Estados  tomarán  medidas  para  prevenir  y  prohibir  que  los  pue¬ 
blos  y  las  personas  indígenas  sean  objeto  de  programas  de  investi¬ 
gación,  experimentación  biológica  o  médica,  así  como  la  esteriliza¬ 
ción  sin  su  consentimiento  previo  libre  e  informado.  Asimismo,  los 
pueblos  y  las  personas  indígenas  tienen  derecho,  según  sea  el  caso, 
al  acceso  a  sus  propios  datos,  expedientes  médicos  y  documentos 
de  investigación  conducidos  por  personas  e  instituciones  públicas 
o  privadas. 

4.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  utilizar,  sin  discriminación 
alguna,  todas  las  instituciones  y  servicios  de  salud  y  atención  mé¬ 
dica  accesibles  a  la  población  en  general.  Los  Estados  en  consulta 
y  coordinación  con  los  pueblos  indígenas  promoverán  sistemas  o 
prácticas  interculturales  en  los  servicios  médicos  y  sanitarios  que 
se  provean  en  las  comunidades  indígenas,  incluyendo  la  formación 
de  técnicos  y  profesionales  indígenas  de  salud. 

5.  Los  Estados  garantizarán  el  ejercicio  efectivo  de  los  derechos  con¬ 
tenidos  en  este  artículo. 

Artículo  XIX. 

Derecho  a  la  protección  del  medio  ambiente  sano 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  vivir  en  armonía  con  la 
naturaleza  y  a  un  ambiente  sano,  seguro  y  sustentable,  condiciones 
esenciales  para  el  pleno  goce  del  derecho  a  la  vida,  a  su  espirituali¬ 
dad,  cosmovisión  y  al  bienestar  colectivo. 

2.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  conservar,  restaurar  y  pro¬ 
teger  el  medio  ambiente  y  al  manejo  sustentable  de  sus  tierras,  te¬ 
rritorios  y  recursos. 

3.  Los  pueblos  indígenas  tienen  el  derecho  de  ser  protegidos  contra  la 
introducción,  abandono,  dispersión,  tránsito,  uso  indiscriminado  o 
depósito  de  cualquier  material  peligroso  que  pueda  afectar  negati¬ 
vamente  a  las  comunidades,  tierras,  territorios  y  recursos  indígenas 

4.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  la  conservación  y  protec¬ 
ción  del  medio  ambiente  y  de  la  capacidad  productiva  de  sus  tierras 
o  territorios  y  recursos.  Los  Estados  deberán  establecer  y  ejecutar 
programas  de  asistencia  a  los  pueblos  indígenas  para  asegurar  esa 
conservación  y  protección,  sin  discriminación. 


78 


SECCIÓN  CUARTA:  Derechos  Organizativos  y  Políticos 


Artículo  XX. 

Derechos  de  asociación,  reunión,  libertad  de  expresión  y  pensa¬ 
miento 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  los  derechos  de  asociación,  reunión, 
organización  y  expresión,  y  a  ejercerlos  sin  interferencias  y  de 
acuerdo  a  su  cosmovisión,  Ínter  alia,  sus  valores,  sus  usos,  sus  cos¬ 
tumbres,  sus  tradiciones  ancestrales,  sus  creencias,  su  espirituali¬ 
dad  y  otras  prácticas  culturales. 

2.  Los  pueblos  indígenas  tienen  el  derecho  a  reunirse  en  sus  sitios  y 
espacios  sagrados  y  ceremoniales.  Para  tal  fin,  tendrán  libre  acceso, 
y  uso  de  los  mismos. 

3.  Los  pueblos  indígenas,  en  particular  aquellos  que  están  divididos 
por  fronteras  internacionales,  tienen  derecho  a  transitar,  mantener, 
desarrollar  contactos,  relaciones  y  cooperación  directa,  incluidas 
las  actividades  de  carácter  espiritual,  cultural,  político,  económico 
y  social,  con  sus  miembros  y  con  otros  pueblos. 

4.  Los  Estados  adoptarán,  en  consulta  y  cooperación  con  los  pueblos 
indígenas,  medidas  efectivas  para  facilitar  el  ejercicio  y  asegurar  la 
aplicación  de  estos  derechos. 

Artículo  XXI. 

Derecho  a  la  autonomía  o  al  autogobierno 

1.  Los  pueblos  indígenas,  en  ejercicio  de  su  derecho  a  la  libre  de¬ 
terminación,  tienen  derecho  a  la  autonomía  o  al  autogobierno  en 
las  cuestiones  relacionadas  con  sus  asuntos  internos  y  locales,  así 
como  a  disponer  de  medios  para  financiar  sus  funciones  autónomas. 

2.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  mantener  y  desarrollar  sus 
propias  instituciones  indígenas  de  decisión.  También  tienen  el  de¬ 
recho  de  participar  en  la  adopción  de  decisiones  en  las  cuestiones 
que  afecten  sus  derechos.  Pueden  hacerlo  directamente  o  a  través 
de  sus  representantes,  de  acuerdo  a  sus  propias  normas,  procedi¬ 
mientos  y  tradiciones.  Asimismo,  tienen  el  derecho  a  la  igualdad 
de  oportunidades  para  acceder  y  participar  plena  y  efectivamente 
como  pueblos  en  todas  las  instituciones  y  foros  nacionales,  inclu¬ 
yendo  los  cuerpos  deliberantes. 
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Artículo  XXII. 

Derecho  y  jurisdicción  indígena 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  promover,  desarrollar  y 
mantener  sus  estructuras  institucionales  y  sus  propias  costumbres, 
espiritualidad,  tradiciones,  procedimientos,  prácticas  y,  cuando 
existan,  costumbres  o  sistemas  jurídicos,  de  conformidad  con  las 
normas  internacionales  de  derechos  humanos. 

2.  El  derecho  y  los  sistemas  jurídicos  indígenas  deben  ser  reconocidos 
y  respetados  por  el  orden  jurídico  nacional,  regional  e  internacional. 

3.  Los  asuntos  referidos  a  personas  indígenas  o  a  sus  derechos  o  in¬ 
tereses  en  la  jurisdicción  de  cada  Estado,  serán  conducidos  de  ma¬ 
nera  tal  de  proveer  el  derecho  a  los  indígenas  de  plena  representa¬ 
ción  con  dignidad  e  igualdad  ante  la  ley.  En  consecuencia,  tienen 
derecho  sin  discriminación,  a  igual  protección  y  beneficio  de  la  ley, 
incluso,  al  uso  de  intérpretes  lingüísticos  y  culturales. 

4.  Los  Estados  tomarán  medidas  eficaces,  en  conjunto  con  los  pueblos 
indígenas,  para  asegurar  la  implementación  de  este  artículo. 

Artículo  XXIII. 

Participación  de  los  pueblos  indígenas  y  aportes  de  los  sistemas 

legales  y  organizativos  indígenas 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  la  participación  plena  y 
efectiva,  por  conducto  de  representantes  elegidos  por  ellos  de 
conformidad  con  sus  propias  instituciones,  en  la  adopción  de  de¬ 
cisiones  en  las  cuestionen  que  afecten  sus  derechos  y  que  tengan 
relación  con  la  elaboración  y  ejecución  de  leyes,  políticas  públicas, 
programas,  planes  y  acciones  relacionadas  con  los  asuntos  indíge¬ 
nas. 

2.  Los  Estados  celebrarán  consultas  y  cooperarán  de  buena  fe  con  los 
pueblos  indígenas  interesados  por  medio  de  sus  instituciones  repre¬ 
sentativas  antes  de  adoptar  y  aplicar  medidas  legislativas  o  admi¬ 
nistrativas  que  los  afecten,  a  fin  de  obtener  su  consentimiento  libre, 
previo  e  informado.  [3]/ 

Artículo  XXIV. 

Tratados,  acuerdos  y  otros  arreglos  constructivos 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  al  reconocimiento,  observan- 
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cia  y  aplicación  de  los  tratados,  acuerdos  y  otros  arreglos  construc¬ 
tivos  concertados  con  los  Estados,  y  sus  sucesores,  de  conformidad 
con  su  verdadero  espíritu  e  intención,  de  buena  fe  y  hacer  que  los 
mismos  sean  respetados  y  acatados  por  los  Estados.  Los  Estados 
darán  debida  consideración  al  entendimiento  que  los  pueblos  indí¬ 
genas  han  otorgado  a  los  tratados,  acuerdos  y  otros  arreglos  cons¬ 
tructivos. 

2.  Cuando  las  controversias  no  puedan  ser  resueltas  entre  las  partes 
en  relación  a  dichos  tratados,  acuerdos  y  otros  arreglos  construc¬ 
tivos,  estas  serán  sometidas  a  los  órganos  competentes,  incluidos 
los  órganos  regionales  e  internacionales,  por  los  Estados  o  Pueblos 
Indígenas  interesados. 

3.  Nada  de  lo  contenido  en  la  presente  Declaración  se  interpretará  en 
el  sentido  que  menoscaba  o  suprime  los  derechos  de  los  pueblos 
indígenas  que  figuren  en  tratados,  acuerdos  y  otros  arreglos  cons¬ 
tructivos. 

SECCIÓN  QUINTA:  Derechos  Sociales,  Económicos  y  de 
Propiedad 


Artículo  XXV. 

Formas  tradicionales  de  propiedad  y  supervivencia  cultural.  De¬ 
recho  a  tierras,  territorios  y  recursos 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  mantener  y  fortalecer  su 
propia  relación  espiritual,  cultural  y  material  con  sus  tierras,  territo¬ 
rios  y  recursos,  y  a  asumir  sus  responsabilidades  para  conservarlos 
para  ellos  mismos  y  para  las  generaciones  venideras. 

2.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  las  tierras,  territorios  y  re¬ 
cursos  que  tradicionalmente  han  poseído,  ocupado  o  utilizado  o 
adquirido. 

3.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  poseer,  utilizar,  desarrollar 
y  controlar  las  tierras,  territorios  y  recursos  que  poseen  en  razón 
de  la  propiedad  tradicional  u  otro  tipo  tradicional  de  ocupación  o 
utilización,  así  como  aquellos  que  hayan  adquirido  de  otra  forma. 

4.  Los  Estados  asegurarán  el  reconocimiento  y  protección  jurídicos  de 
esas  tierras,  territorios  y  recursos.  Dicho  reconocimiento  respetará 
debidamente  las  costumbres,  las  tradiciones  y  los  sistemas  de  te¬ 
nencia  de  la  tierra  de  los  pueblos  indígenas  de  que  se  trate. 

5.  Los  pueblos  indígenas  tienen  el  derecho  al  reconocimiento  legal 
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de  las  modalidades  y  formas  diversas  y  particulares  de  propiedad, 
posesión  o  dominio  de  sus  tierras,  territorios  y  recursos  de  acuerdo 
con  el  ordenamiento  jurídico  de  cada  Estado  y  los  instrumentos 
internacionales  pertinentes.  Los  Estados  establecerán  los  regíme¬ 
nes  especiales  apropiados  para  este  reconocimiento  y  su  efectiva 
demarcación  o  titulación. 

Artículo  XXVI. 

Pueblos  indígenas  en  aislamiento  voluntario  o  en  contacto  inicial 

1.  Los  pueblos  indígenas  en  aislamiento  voluntario  o  en  contacto  ini¬ 
cial,  tienen  derecho  a  permanecer  en  dicha  condición  y  de  vivir 
libremente  y  de  acuerdo  a  sus  culturas. 

2.  Los  Estados  adoptarán  políticas  y  medidas  adecuadas,  con  cono¬ 
cimiento  y  participación  de  los  pueblos  y  las  organizaciones  in¬ 
dígenas,  para  reconocer,  respetar  y  proteger  las  tierras,  territorios, 
medio  ambiente  y  culturas  de  estos  pueblos,  así  como  su  vida  e 
integridad  individual  y  colectiva. 

Artículo  XXVII. 

Derechos  laborales 

1.  Los  pueblos  y  las  personas  indígenas  tienen  los  derechos  y  las  ga¬ 
rantías  reconocidas  por  la  ley  laboral  nacional  y  la  ley  laboral  inter¬ 
nacional.  Los  Estados  adoptarán  todas  las  medidas  especiales  para 
prevenir,  sancionar  y  reparar  la  discriminación  de  que  sean  objeto 
los  pueblos  y  las  personas  indígenas. 

2.  Los  Estados,  en  conjunto  con  los  pueblos  indígenas,  deberán  adop¬ 
tar  medidas  inmediatas  y  eficaces  para  eliminar  prácticas  laborales 
de  explotación  con  respecto  a  los  pueblos  indígenas,  en  particular, 
las  niñas,  los  niños,  las  mujeres  y  los  ancianos  indígenas. 

3.  En  caso  que  los  pueblos  indígenas  no  estén  protegidos  eficazmente 

por  las  leyes  aplicables  a  los  trabajadores  en  general,  los  Estados, 
en  conjunto  con  los  pueblos  indígenas,  tomarán  todas  las  medidas 
que  puedan  ser  necesarias  a  fin  de: 

a)  proteger  a  trabajadores  y  empleados  indígenas  en  materias  de 
contratación  bajo  condiciones  de  empleo  justas  e  igualitarias, 
tanto  en  los  sistemas  de  trabajo  formales  como  informales; 

b)  establecer,  aplicar  o  mejorar  la  inspección  del  trabajo  y  la  apli- 
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cación  de  normas  con  particular  atención,  Ínter  alia,  a  regiones, 
empresas  o  actividades  laborales  en  las  que  tomen  parte  trabaja¬ 
dores  o  empleados  indígenas; 

c)  establecer,  aplicar,  o  hacer  cumplir  las  leyes  de  manera  que  tanto 
trabajadoras  y  trabajadores  indígenas: 

i.  gocen  de  igualdad  de  oportunidades  y  de  trato  en  todos  los 
términos,  condiciones  y  beneficios  de  empleo,  incluyendo 
formación  y  capacitación,  bajo  la  legislación  nacional  y  el 
derecho  internacional; 

ii.  gocen  del  derecho  de  asociación,  del  derecho  a  establecer  or¬ 
ganizaciones  sindicales  y  a  participar  en  actividades  sindica¬ 
les  y  el  derecho  a  negociar  en  forma  colectiva  con  empleado¬ 
res  a  través  de  representantes  de  su  elección  u  organizaciones 
de  trabajadores,  incluidas  sus  autoridades  tradicionales; 

iii.  a  que  no  estén  sujetos  a  discriminación  o  acoso  por  razones 
de,  Ínter  alia,  raza,  sexo,  origen  o  identidad  indígena; 

iv.  a  que  no  estén  sujetos  a  sistemas  de  contratación  coercitivos, 
incluidas  la  servidumbre  por  deudas  o  toda  otra  forma  de  tra¬ 
bajo  forzado  u  obligatorio,  así  tenga  este  arreglo  laboral  su 
origen  en  la  ley,  en  la  costumbre  o  en  un  arreglo  individual  o 
colectivo,  en  cuyo  caso  el  arreglo  laboral  será  absolutamente 
nulo  y  sin  valor; 

v.  a  que  no  estén  forzados  a  condiciones  de  trabajo  peligrosas 
para  su  salud  y  seguridad  personal;  y  que  estén  protegidos  de 
trabajos  que  no  cumplen  con  las  normas  de  salud  ocupacional 
y  de  seguridad;  y 

vi.  a  que  reciban  protección  legal  plena  y  efectiva,  sin  discri¬ 
minación,  cuando  presten  sus  servicios  como  trabajadores 
estacionales,  eventuales  o  migrantes,  así  como  cuando  estén 
contratados  por  empleadores  de  manera  que  reciban  los  bene¬ 
ficios  de  la  legislación  y  la  práctica  nacionales,  los  que  deben 
ser  acordes  con  el  derecho  y  las  normas  internacionales  de 
derechos  humanos  para  esta  categoría  de  trabajadores; 

d.  asegurar  que  los  trabajadores  indígenas  y  sus  empleadores  estén 
informados  acerca  de  los  derechos  de  los  trabajadores  indígenas 
según  las  normas  nacionales  y  el  derecho  internacional  y  normas 
indígenas,  y  de  los  recursos  y  acciones  de  que  dispongan  para 
proteger  esos  derechos. 

4.  Los  Estados  adoptarán  medidas  para  promover  el  empleo  de  las 
personas  indígenas. 
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Artículo  XXVIII. 

Protección  del  Patrimonio  Cultural  y  de  la  Propiedad  Intelectual 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  al  pleno  reconocimiento  y 
respeto  a  la  propiedad,  dominio,  posesión,  control,  desarrollo  y 
protección  de  su  patrimonio  cultural  material  e  inmaterial,  y  propie¬ 
dad  intelectual,  incluyendo  la  naturaleza  colectiva  de  los  mismos, 
transmitido  a  través  de  los  milenios,  de  generación  en  generación. 

2.  La  propiedad  intelectual  colectiva  de  los  pueblos  indígenas  com¬ 
prende,  Ínter  alia,  los  conocimientos  y  expresiones  culturales 
tradicionales  entre  los  cuales  se  encuentran  los  conocimientos 
tradicionales  asociados  a  los  recursos  genéticos,  los  diseños  y  pro¬ 
cedimientos  ancestrales,  las  manifestaciones  culturales,  artísticas, 
espirituales,  tecnológicas  y  científicas,  el  patrimonio  cultural  mate¬ 
rial  e  inmaterial,  así  como  los  conocimientos  y  desarrollos  propios 
relacionados  con  la  biodiversidad  y  la  utilidad  y  cualidades  de  se¬ 
millas,  las  plantas  medicinales,  la  flora  y  la  fauna. 

3.  Los  Estados,  con  la  participación  plena  y  efectiva  de  los  pueblos 
indígenas,  adoptarán  las  medidas  necesarias  para  que  los  acuerdos 
y  regímenes  nacionales  o  internacionales  provean  el  reconocimien¬ 
to  y  la  protección  adecuada  del  patrimonio  cultural  y  la  propiedad 
intelectual  asociada  a  dicho  patrimonio  de  los  pueblos  indígenas. 
En  la  adopción  de  estas  medidas,  se  realizarán  consultas  encami¬ 
nadas  a  obtener  el  consentimiento  libre,  previo,  e  informado  de  los 
pueblos  indígenas. 

Artículo  XXIX. 

Derecho  al  desarrollo 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  mantener  y  determinar  sus 
propias  prioridades  en  lo  relacionado  con  su  desarrollo  político, 
económico,  social  y  cultural,  de  conformidad  con  su  propia  cosmo- 
visión.  Asimismo,  tienen  el  derecho  a  que  se  les  garantice  el  disfru¬ 
te  de  sus  propios  medios  de  subsistencia  y  desarrollo  y  a  dedicarse 
libremente  a  todas  sus  actividades  económicas. 

2.  Este  derecho  incluye  la  elaboración  de  las  políticas,  planes,  progra¬ 
mas  y  estrategias  para  el  ejercicio  de  su  derecho  al  desarrollo  y  la 
implementación  de  acuerdo  a  su  organización  política  y  social,  nor¬ 
mas  y  procedimientos,  sus  propias  cosmovisiones  e  instituciones. 

3.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  participar  activamente  en  la 
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elaboración  y  determinación  de  los  programas  de  desarrollo  que  les 
conciernan  y,  en  lo  posible,  administrar  esos  programas  mediante 
sus  propias  instituciones. 

4.  Los  Estados  celebrarán  consultas  y  cooperarán  de  buena  fe  con  los 
pueblos  indígenas  interesados  por  conducto  de  sus  propias  insti¬ 
tuciones  representativas  a  fin  de  obtener  su  consentimiento  libre  e 
informado  antes  de  aprobar  cualquier  proyecto  que  afecte  a  sus  tie¬ 
rras  o  territorios  y  otros  recursos,  particularmente  en  relación  con 
el  desarrollo,  la  utilización  o  la  explotación  de  recursos  minerales, 
hídricos  o  de  otro  tipo.8 

5.  Los  pueblos  indígenas  tienen  el  derecho  a  medidas  eficaces  para  mi¬ 
tigar  los  impactos  adversos  ecológicos,  económicos,  sociales,  cul¬ 
turales  o  espirituales  por  la  ejecución  de  los  proyectos  de  desarrollo 
que  afecten  sus  derechos.  Los  pueblos  indígenas  que  han  sido  des¬ 
poseídos  de  sus  propios  medios  de  subsistencia  y  desarrollo  tienen 
derecho  a  la  restitución  y,  cuando  no  sea  posible,  a  la  indemniza¬ 
ción  justa  y  equitativa.  Esto  incluye  el  derecho  a  la  compensación 
por  cualquier  perjuicio  que  se  les  haya  causado  por  la  ejecución  de 
planes,  programas  o  proyectos  del  Estado,  de  organismos  financie¬ 
ros  internacionales  o  de  empresas  privadas. 

Artículo  XXX. 

Derecho  a  la  paz,  a  la  seguridad  y  a  la  protección 

1.  Los  pueblos  indígenas  tienen  el  derecho  a  la  paz  y  a  la  seguridad. 

2.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  al  reconocimiento  y  respeto 
de  sus  propias  instituciones  para  el  mantenimiento  de  su  organiza¬ 
ción  y  control  de  sus  comunidades  y  pueblos 

3.  Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  protección  y  seguridad  en 
situaciones  o  períodos  de  conflicto  armado  interno  o  internacional 
conforme  al  derecho  internacional  humanitario. 

4. Los  Estados,  en  cumplimiento  de  los  acuerdos  internacionales  de  los 

cuales  son  parte,  en  particular  el  derecho  internacional  humanitario 
y  el  derecho  internacional  de  los  derechos  humanos  incluyendo  el 
Cuarto  Convenio  de  Ginebra  de  1949  relativo  a  la  protección  de¬ 
bida  a  las  personas  civiles  en  tiempo  de  guerra,  y  el  Protocolo  II 
de  1977  relativo  a  la  protección  de  las  víctimas  de  los  conflictos 


8.  El  Estado  de  Colombia  se  aparta  del  consenso  respecto  del  artículo  XXIX,  numeral  4  de  la 
Declaración  de  los  Pueblos  indígenas  de  la  OEA,  que  se  refiere  a  las  consultas  para  obtener ... 
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amados  sin  carácter  internacional,  en  caso  de  conflictos  amados 
tomarán  medidas  adecuadas  para  proteger  los  derechos  humanos, 
instituciones,  tierras,  territorios  y  recursos  de  los  pueblos  indígenas 
y  sus  comunidades.  Asimismo,  los  Estados: 

a)  No  reclutarán  a  niños,  niñas  y  adolescentes  indígenas  en  las  fuer¬ 
zas  armadas  en  ninguna  circunstancia; 

b)  Tomarán  medidas  de  reparación  efectiva  y  proporcionarán  los 
recursos  necesarios  para  las  mismas,  conjuntamente  con  los  pue¬ 
blos  indígenas  afectados,  por  los  perjuicios  o  daños  ocasionados 
por  un  conflicto  armado. 

c)  Tomarán  medidas  especiales  y  efectivas  En  colaboración  con  los 
pueblos  indígenas  para  garantizar  que  las  mujeres,  niños  y  niñas 
indígenas  vivan  libres  de  toda  forma  de  violencia,  especialmente 
sexual  y  garantizarán  el  derecho  de  acceso  a  la  justicia,  la  protec¬ 
ción  y  reparación  efectiva  de  los  daños  causados  a  las  víctimas. 

5.  No  se  desarrollarán  actividades  militares  en  las  tierras  o  territorios 
de  los  pueblos  indígenas,  a  menos  que  lo  justifique  una  razón  de 
interés  público  pertinente  o  que  se  haya  acordado  libremente  con 
los  pueblos  indígenas  interesados,  o  que  éstos  lo  hayan  solicitado.9 

SECCIÓN  SEXTA:  Provisiones  generales 

Artículo  XXXI 

1.  Los  Estados  garantizarán  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles,  po¬ 
líticos,  económicos,  sociales,  culturales  de  los  pueblos  indígenas, 
así  como  su  derecho  a  mantener  su  identidad  cultural,  espiritual  y 
tradición  religiosa,  cosmovisión,  valores  y  a  la  protección  de  sus 
lugares  sagrados  y  de  culto  y  de  todos  los  derechos  humanos  con¬ 
tenidos  en  la  presente  Declaración. 

2.  Los  Estados  promoverán,  con  la  participación  plena  y  efectiva  de 
los  pueblos  indígenas,  la  adopción  de  las  medidas  legislativas  y  de 
otra  índole,  que  fueran  necesarias  para  hacer  efectivos  los  derechos 
reconocidos  en  esta  Declaración. 

Artículo  XXXII 

Todos  los  derechos  y  libertades  reconocidos  en  la  presente  Declara- 


9.  El  Estado  de  Colombia  se  aparta  del  consenso  respecto  del  artículo  XXX,  numeral  5  de  la  Decla¬ 
ración  de  los  Pueblos  Indígenas  de  la  OEA,  considerando  que  conforme  al  mandato  contenido. . . 
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ción  se  garantizarán  por  igual  a  las  mujeres  y  los  hombres  indígenas. 

Artículo  XXXIII 

Los  pueblos  y  personas  indígenas  tienen  derecho  a  recursos  efecti¬ 
vos  e  idóneos,  incluyendo  los  recursos  judiciales  expeditos,  para  la 
reparación  de  toda  violación  de  sus  derechos  colectivos  e  individua¬ 
les.  Los  Estados,  con  la  participación  plena  y  efectiva  de  los  pueblos 
indígenas,  proveerán  los  mecanismos  necesarios  para  el  ejercicio  de 
este  derecho. 

Artículo  XXXIV 

En  caso  de  conflictos  y  controversias  con  los  pueblos  indígenas,  los 
Estados  proveerán,  con  la  participación  plena  y  efectiva  de  dichos 
pueblos,  mecanismos  y  procedimientos  justos,  equitativos  y  eficaces 
para  la  pronta  resolución  de  los  mismos.  A  estos  fines,  se  dará  la  de¬ 
bida  consideración  y  el  reconocimiento  a  las  costumbres,  las  tradi¬ 
ciones,  las  normas  o  los  sistemas  jurídicos  de  los  pueblos  indígenas 
interesados. 

Artículo  XXXV 

Nada  en  esta  Declaración  puede  ser  interpretado  en  el  sentido  de  li¬ 
mitar,  restringir  o  negar  en  manera  alguna  los  derechos  humanos,  o 
en  el  sentido  de  autorizar  acción  alguna  que  no  esté  de  acuerdo  con  el 
derecho  internacional  de  los  derechos  humanos. 

Artículo  XXXVI 

En  el  ejercicio  de  los  derechos  enunciados  en  la  presente  Declaración, 
se  respetarán  los  derechos  humanos  y  las  libertades  fundamentales  de 
todos.  El  ejercicio  de  los  derechos  establecidos  en  la  presente  Declara¬ 
ción  estará  sujeto  exclusivamente  a  las  limitaciones  determinadas  por 
la  ley  y  con  arreglo  a  las  obligaciones  internacionales  en  materia  de 
derechos  humanos.  Esas  limitaciones  no  serán  discriminatorias  y  se¬ 
rán  sólo  las  estrictamente  necesarias  para  garantizar  el  reconocimiento 
y  respeto  debidos  a  los  derechos  y  las  libertades  de  los  demás  y  para 
satisfacer  las  justas  y  más  apremiantes  necesidades  de  una  sociedad 
democrática. 
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Las  disposiciones  enunciadas  en  la  presente  Declaración  se  inter¬ 
pretarán  con  arreglo  a  los  principios  de  la  justicia,  la  democracia,  el 
respeto  de  los  derechos  humanos,  la  igualdad,  la  no  discriminación,  la 
buena  gobernanza  y  la  buena  fe. 

Artículo  XXXVII 

Los  pueblos  indígenas  tienen  derecho  a  recibir  asistencia  financiera  y 
técnica  de  los  Estados  y  por  conducto  de  la  cooperación  internacional 
para  el  disfrute  de  los  derechos  enunciados  en  la  presente  declaración. 

Artículo  XXXVIII 

La  Organización  de  los  Estados  Americanos,  sus  órganos,  organismos 
y  entidades  tomarán  las  medidas  necesarias  para  promover  el  pleno 
respeto,  la  protección  y  la  aplicación  de  las  disposiciones  contenidas 
en  esta  Declaración  y  velarán  por  su  eficacia. 

Artículo  XXXIX 

La  naturaleza  y  el  alcance  de  las  medidas  que  deberán  ser  tomadas 
para  dar  cumplimiento  a  la  presente  Declaración,  serán  determinadas 
de  acuerdo  con  el  espíritu  y  propósito  de  la  misma. 

Artículo  XL 

Ninguna  disposición  de  la  presente  Declaración  se  interpretará  en  el 
sentido  de  que  limite  o  menoscabe  los  derechos  que  los  pueblos  indí¬ 
genas  gozan  en  la  actualidad  o  que  puedan  adquirir  en  el  futuro. 

Artículo  XLI 

Los  derechos  reconocidos  en  esta  Declaración  y  la  Declaración  de  las 
Naciones  Unidas  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos  Indígenas  consti¬ 
tuyen  las  normas  mínimas  para  la  supervivencia,  dignidad  y  bienestar 
de  los  pueblos  indígenas  de  las  Américas. 
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V.  ARTÍCULO  Io  CONSTITUCIONAL  Y 
LOS  TRATADOS  INTERNACIONALES10 

Artículo  lo.  Constitucional 

En  los  Estados  Unidos  Mexicanos  todas  las  personas  gozarán  de  los 
derechos  humanos  reconocidos  en  esta  Constitución  y  en  los  tratados 
internacionales  de  los  que  el  Estado  Mexicano  sea  parte,  así  como  de 
las  garantías  para  su  protección,  cuyo  ejercicio  no  podrá  restringirse  ni 
suspenderse,  salvo  en  los  casos  y  bajo  las  condiciones  que  esta  Cons¬ 
titución  establece. 

Párrafo  reformado  DOF  10-06-2011 

Las  normas  relativas  a  los  derechos  humanos  se  interpretarán  de  con¬ 
formidad  con  esta  Constitución  y  con  los  tratados  internacionales  de 
la  materia  favoreciendo  en  todo  tiempo  a  las  personas  la  protección 
más  amplia. 

Párrafo  adicionado  DOF  10-06-2011 

Todas  las  autoridades,  en  el  ámbito  de  sus  competencias,  tienen  la 
obligación  de  promover,  respetar,  proteger  y  garantizar  los  derechos 
humanos  de  conformidad  con  los  principios  de  universalidad,  inter¬ 
dependencia,  indivisibilidad  y  progresividad.  En  consecuencia,  el  Es¬ 
tado  deberá  prevenir,  investigar,  sancionar  y  reparar  las  violaciones  a 
los  derechos  humanos,  en  los  términos  que  establezca  la  ley. 

Párrafo  adicionado  DOF  10-06-2011 

Está  prohibida  la  esclavitud  en  los  Estados  Unidos  Mexicanos.  Los 
esclavos  del  extranjero  que  entren  al  territorio  nacional  alcanzarán, 
por  este  solo  hecho,  su  libertad  y  la  protección  de  las  leyes. 

Queda  prohibida  toda  discriminación  motivada  por  origen  étnico 
o  nacional,  el  género,  la  edad,  las  discapacidades,  la  condición  social. 


10.  Última  reforma  publicada  DOF  15-09-2017 

Fuente  a  consultar:  http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_150917.pdf 
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las  condiciones  de  salud,  la  religión,  las  opiniones,  las  preferencias 
sexuales,  el  estado  civil  o  cualquier  otra  que  atente  contra  la  dignidad 
humana  y  tenga  por  objeto  anular  o  menoscabar  los  derechos  y  liber¬ 
tades  de  las  personas. 

Párrafo  reformado  DOF  04-12-2006,  10-06-2011. 

Artículo  reformado  DOF  14-08-2001. 
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VI.  ARTICULO  2o  CONSTITUCIONAL  Y 
LOS  PUEBLOS  INDIGENAS 

Artículo  2o.  Constitucional. 

La  Nación  tiene  una  composición  pluricultural  sustentada  original¬ 
mente  en  sus  pueblos  indígenas  que  son  aquellos  que  descienden  de 
poblaciones  que  habitaban  en  el  territorio  actual  del  país  al  iniciarse  la 
colonización  y  que  conservan  sus  propias  instituciones  sociales,  eco¬ 
nómicas,  culturales  y  políticas,  o  parte  de  ellas. 

La  conciencia  de  su  identidad  indígena  deberá  ser  criterio  funda¬ 
mental  para  determinar  a  quiénes  se  aplican  las  disposiciones  sobre 
pueblos  indígenas. 

Son  comunidades  integrantes  de  un  pueblo  indígena,  aquellas  que 
formen  una  unidad  social,  económica  y  cultural,  asentadas  en  un  te¬ 
rritorio  y  que  reconocen  autoridades  propias  de  acuerdo  con  sus  usos 
y  costumbres. 

El  derecho  de  los  pueblos  indígenas  a  la  libre  determinación  se 
ejercerá  en  un  marco  constitucional  de  autonomía  que  asegure  la  uni¬ 
dad  nacional.  El  reconocimiento  de  los  pueblos  y  comunidades  indí¬ 
genas  se  hará  en  las  constituciones  y  leyes  de  las  entidades  federativas, 
las  que  deberán  tomar  en  cuenta,  además  de  los  principios  generales 
establecidos  en  los  párrafos  anteriores  de  este  artículo,  criterios  etno- 
lingüísticos  y  de  asentamiento  físico. 

AjEsta  Constitución  reconoce  y  garantiza  el  derecho  de  los  pueblos 

y  las  comunidades  indígenas  a  la  libre  determinación  y,  en  conse¬ 
cuencia,  a  la  autonomía  para: 

I.  Decidir  sus  formas  internas  de  convivencia  y  organización  so¬ 
cial,  económica,  política  y  cultural. 

II.  Aplicar  sus  propios  sistemas  normativos  en  la  regulación  y  so¬ 
lución  de  sus  conflictos  internos,  sujetándose  a  los  principios 
generales  de  esta  Constitución,  respetando  las  garantías  indivi- 
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duales,  los  derechos  humanos  y,  de  manera  relevante,  la  digni¬ 
dad  e  integridad  de  las  mujeres.  La  ley  establecerá  los  casos  y 
procedimientos  de  validación  por  los  jueces  o  tribunales  corres¬ 
pondientes. 

III.  Elegir  de  acuerdo  con  sus  normas,  procedimientos  y  prácticas 
tradicionales,  a  las  autoridades  o  representantes  para  el  ejercicio 
de  sus  formas  propias  de  gobierno  interno,  garantizando  que  las 
mujeres  y  los  hombres  indígenas  disfrutarán  y  ejercerán  su  dere¬ 
cho  de  votar  y  ser  votados  en  condiciones  de  igualdad;  así  como 
a  acceder  y  desempeñar  los  cargos  públicos  y  de  elección  popular 
para  los  que  hayan  sido  electos  o  designados,  en  un  marco  que 
respete  el  pacto  federal,  la  soberanía  de  los  Estados  y  la  autono¬ 
mía  de  la  Ciudad  de  México.  En  ningún  caso  las  prácticas  comu¬ 
nitarias  podrán  limitar  los  derechos  político-electorales  de  los  y 
las  ciudadanas  en  la  elección  de  sus  autoridades  municipales. 

Fracción  reformada  DOF  22-05-2015,  29-01-2016 

IV.  Preservar  y  enriquecer  sus  lenguas,  conocimientos  y  todos  los 
elementos  que  constituyan  su  cultura  e  identidad. 

V.  Conservar  y  mejorar  el  hábitat  y  preservar  la  integridad  de  sus 
tierras  en  los  términos  establecidos  en  esta  Constitución. 

VI.  Acceder,  con  respeto  a  las  formas  y  modalidades  de  propie¬ 
dad  y  tenencia  de  la  tierra  establecidas  en  esta  Constitución  y 
a  las  leyes  de  la  materia,  así  como  a  los  derechos  adquiridos 
por  terceros  o  por  integrantes  de  la  comunidad,  al  uso  y  disfrute 
preferente  de  los  recursos  naturales  de  los  lugares  que  habitan  y 
ocupan  las  comunidades,  salvo  aquellos  que  corresponden  a  las 
áreas  estratégicas,  en  términos  de  esta  Constitución.  Para  estos 
efectos  las  comunidades  podrán  asociarse  en  términos  de  ley. 

VII.  Elegir,  en  los  municipios  con  población  indígena,  representan¬ 
tes  ante  los  ayuntamientos. 

Las  constituciones  y  leyes  de  las  entidades  federativas  reconocerán 
y  regularán  estos  derechos  en  los  municipios,  con  el  propósito 
de  fortalecer  la  participación  y  representación  política  de  con¬ 
formidad  con  sus  tradiciones  y  normas  internas. 

VIII.  Acceder  plenamente  a  la  jurisdicción  del  Estado.  Para  ga¬ 
rantizar  ese  derecho,  en  todos  los  juicios  y  procedimientos  en 
que  sean  parte,  individual  o  colectivamente,  se  deberán  tomar  en 
cuenta  sus  costumbres  y  especificidades  culturales  respetando 


92 


los  preceptos  de  esta  Constitución.  Los  indígenas  tienen  en  todo 
tiempo  el  derecho  a  ser  asistidos  por  intérpretes  y  defensores  que 
tengan  conocimiento  de  su  lengua  y  cultura. 

Las  constituciones  y  leyes  de  las  entidades  federativas  esta¬ 
blecerán  las  características  de  libre  determinación  y  autonomía 
que  mejor  expresen  las  situaciones  y  aspiraciones  de  los  pueblos 
indígenas  en  cada  entidad,  así  como  las  normas  para  el  reconoci¬ 
miento  de  las  comunidades  indígenas  como  entidades  de  interés 
público. 

B.  La  Federación,  las  entidades  federativas  y  los  Municipios,  para 
promover  la  igualdad  de  oportunidades  de  los  indígenas  y  eliminar 
cualquier  práctica  discriminatoria,  establecerán  las  instituciones  y 
determinarán  las  políticas  necesarias  para  garantizar  la  vigencia  de 
los  derechos  de  los  indígenas  y  el  desarrollo  integral  de  sus  pue¬ 
blos  y  comunidades,  las  cuales  deberán  ser  diseñadas  y  operadas 
conjuntamente  con  ellos.  Párrafo  reformado  DOF  29-01-2016 
Para  abatir  las  carencias  y  rezagos  que  afectan  a  los  pueblos  y 
comunidades  indígenas,  dichas  autoridades,  tienen  la  obligación  de: 

I.  Impulsar  el  desarrollo  regional  de  las  zonas  indígenas  con  el  pro¬ 
pósito  de  fortalecer  las  economías  locales  y  mejorar  las  condi¬ 
ciones  de  vida  de  sus  pueblos,  mediante  acciones  coordinadas 
entre  los  tres  órdenes  de  gobierno,  con  la  participación  de  las 
comunidades.  Las  autoridades  municipales  determinarán  equita¬ 
tivamente  las  asignaciones  presupuéstales  que  las  comunidades 
administrarán  directamente  para  fines  específicos. 

II.  Garantizar  e  incrementar  los  niveles  de  escolaridad,  favorecien¬ 
do  la  educación  bilingüe  e  intercultural,  la  alfabetización,  la  con¬ 
clusión  de  la  educación  básica,  la  capacitación  productiva  y  la 
educación  media  superior  y  superior.  Establecer  un  sistema  de 
becas  para  los  estudiantes  indígenas  en  todos  los  niveles.  Definir 
y  desarrollar  programas  educativos  de  contenido  regional  que 
reconozcan  la  herencia  cultural  de  sus  pueblos,  de  acuerdo  con 
las  leyes  de  la  materia  y  en  consulta  con  las  comunidades  indíge¬ 
nas.  Impulsar  el  respeto  y  conocimiento  de  las  diversas  culturas 
existentes  en  la  nación. 

III.  Asegurar  el  acceso  efectivo  a  los  servicios  de  salud  mediante  la 
ampliación  de  la  cobertura  del  sistema  nacional,  aprovechando 
debidamente  la  medicina  tradicional,  así  como  apoyar  la  nutri- 
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ción  de  los  indígenas  mediante  programas  de  alimentación,  en 
especial  para  la  población  infantil. 

IV.  Mejorar  las  condiciones  de  las  comunidades  indígenas  y  de  sus 
espacios  para  la  convivencia  y  recreación,  mediante  acciones 
que  faciliten  el  acceso  al  financiamiento  público  y  privado  para 
la  construcción  y  mejoramiento  de  vivienda,  así  como  ampliar  la 
cobertura  de  los  servicios  sociales  básicos. 

V.  Propiciar  la  incorporación  de  las  mujeres  indígenas  al  desarrollo, 
mediante  el  apoyo  a  los  proyectos  productivos,  la  protección  de 
su  salud,  el  otorgamiento  de  estímulos  para  favorecer  su  edu¬ 
cación  y  su  participación  en  la  toma  de  decisiones  relacionadas 
con  la  vida  comunitaria. 

VI.  Extender  la  red  de  comunicaciones  que  permita  la  integración 
de  las  comunidades,  mediante  la  construcción  y  ampliación  de 
vías  de  comunicación  y  telecomunicación.  Establecer  condicio¬ 
nes  para  que  los  pueblos  y  las  comunidades  indígenas  puedan 
adquirir,  operar  y  administrar  medios  de  comunicación,  en  los 
términos  que  las  leyes  de  la  materia  determinen. 

VII.  Apoyar  las  actividades  productivas  y  el  desarrollo  sustentable 
de  las  comunidades  indígenas  mediante  acciones  que  permitan 
alcanzar  la  suficiencia  de  sus  ingresos  económicos,  la  aplicación 
de  estímulos  para  las  inversiones  públicas  y  privadas  que  pro¬ 
picien  la  creación  de  empleos,  la  incorporación  de  tecnologías 
para  incrementar  su  propia  capacidad  productiva,  así  como  para 
asegurar  el  acceso  equitativo  a  los  sistemas  de  abasto  y  comer¬ 
cialización. 

VIII.  Establecer  políticas  sociales  para  proteger  a  los  migrantes 
de  los  pueblos  indígenas,  tanto  en  el  territorio  nacional  como 
en  el  extranjero,  mediante  acciones  para  garantizar  los  derechos 
laborales  de  los  jornaleros  agrícolas;  mejorar  las  condiciones  de 
salud  de  las  mujeres;  apoyar  con  programas  especiales  de  edu¬ 
cación  y  nutrición  a  niños  y  jóvenes  de  familias  migrantes;  velar 
por  el  respeto  de  sus  derechos  humanos  y  promover  la  difusión 
de  sus  culturas. 

VIII.  Consultar  a  los  pueblos  indígenas  en  la  elaboración  del  Plan 
Nacional  de  Desarrollo  y  de  los  planes  de  las  entidades  federati¬ 
vas,  de  los  Municipios  y,  cuando  proceda,  de  las  demarcaciones 
territoriales  de  la  Ciudad  de  México  y,  en  su  caso,  incorporar  las 
recomendaciones  y  propuestas  que  realicen. 

Fracción  reformada  DOF  29-01-2016 
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Para  garantizar  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  señaladas 
en  este  apartado,  la  Cámara  de  Diputados  del  Congreso  de  la  Unión, 
las  legislaturas  de  las  entidades  federativas  y  los  ayuntamientos,  en 
el  ámbito  de  sus  respectivas  competencias,  establecerán  las  partidas 
específicas  destinadas  al  cumplimiento  de  estas  obligaciones  en  los 
presupuestos  de  egresos  que  aprueben,  así  como  las  formas  y  proce¬ 
dimientos  para  que  las  comunidades  participen  en  el  ejercicio  y  vigi¬ 
lancia  de  las  mismas. 

Sin  perjuicio  de  los  derechos  aquí  establecidos  a  favor  de  los  in¬ 
dígenas,  sus  comunidades  y  pueblos,  toda  comunidad  equiparable  a 
aquellos  tendrá  en  lo  conducente  los  mismos  derechos  tal  y  como  lo 
establezca  la  ley. 

Artículo  reformado  DOF  14-08-2001 
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VIL  LEY  GENERAL  DE  DERECHOS 
LINGÜÍSTICOS  DE  LOS  PUEBLOS 
INDÍGENAS11 


VICENTE  FOX  QUESADA,  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexi¬ 
canos,  a  sus  habitantes  sabed: 


Que  el  Honorable  Congreso  de  la  Unión,  se  ha  servido  dirigirme  el 
siguiente 


DECRETO 

“EL  CONGRESO  GENERAL  DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  MEXI¬ 
CANOS,  DECRETA: 

SE  CREA  LA  LEY  GENERAL  DE  DERECHOS 
LINGÜÍSTICOS  DE  LOS  PUEBLOS  INDÍGENAS  Y 
REFORMA  LA  FRACCIÓN  IV,  DEL  ARTÍCULO  7o.  DE  LA 
LEY  GENERAL  DE  EDUCACIÓN 


ARTÍCULO  PRIMERO.  Se  crea  la  Ley  General  de  Derechos  Lin¬ 
güísticos  de  los  Pueblos  Indígenas  conforme  al  texto  siguiente. 

LEY  GENERAL  DE  DERECHOS  LINGÜÍSTICOS  DE  LOS 
PUEBLOS  INDÍGENAS 


Capítulo  I 

DISPOSICIONES  GENERALES 
ARTÍCULO  1.  La  presente  Ley  es  de  orden  público  e  interés  social. 


11.  Nueva  Ley  publicada  en  el  Diario  Oficial  de  la  Federación  el  13  de  marzo  de  2003. 
Última  reforma  publicada  DOF  17-12-2015 

Fuente  a  consultar:  http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/257_171215.pdf 
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de  observancia  general  en  los  Estados  Unidos  Mexicanos  y  tiene  por 
objeto  regular  el  reconocimiento  y  protección  de  los  derechos  lingüís¬ 
ticos,  individuales  y  colectivos  de  los  pueblos  y  comunidades  indí¬ 
genas,  así  como  la  promoción  del  uso  cotidiano  y  desarrollo  de  las 
lenguas  indígenas,  bajo  un  contexto  de  respeto  a  sus  derechos. 

Artículo  reformado  DOF 15-12-2015 

ARTÍCULO  2.  Las  lenguas  indígenas  son  aquellas  que  proceden  de 
los  pueblos  existentes  en  el  territorio  nacional  antes  del  establecimien¬ 
to  del  Estado  Mexicano,  además  de  aquellas  provenientes  de  otros 
pueblos  indoamericanos,  igualmente  preexistentes  que  se  han  arraiga¬ 
do  en  el  territorio  nacional  con  posterioridad  y  que  se  reconocen  por 
poseer  un  conjunto  ordenado  y  sistemático  de  formas  orales  funciona¬ 
les  y  simbólicas  de  comunicación. 

ARTÍCULO  3.  Las  lenguas  indígenas  son  parte  integrante  del  patri¬ 
monio  cultural  y  lingüístico  nacional.  La  diversidad  de  lenguas  indí¬ 
genas  es  una  de  las  principales  expresiones  de  la  composición  pluri- 
cultural  de  la  Nación  Mexicana. 

Artículo  reformado  DOF  15-12-2015 

ARTÍCULO  4.  Las  lenguas  indígenas  que  se  reconozcan  en  los  tér¬ 
minos  de  la  presente  Ley  y  el  español  son  lenguas  nacionales  por  su 
origen  histórico  y  tendrán  la  misma  validez,  garantizando  en  todo 
momento  los  derechos  humanos  a  la  no  discriminación  y  acceso  a  la 
justicia  de  conformidad  con  la  Constitución  Política  de  los  Estados 
Unidos  Mexicanos  y  los  tratados  internacionales  en  la  materia  de  los 
que  el  Estado  Mexicano  sea  parte. 

Artículo  reformado  DOF  15-12-2015 

ARTÍCULO  5.  El  Estado  a  través  de  sus  tres  órdenes  de  gobierno, 
-Federación,  Entidades  Federativas  y  municipios-,  en  los  ámbitos  de 
sus  respectivas  competencias,  reconocerá,  protegerá  y  promoverá  la 
preservación,  desarrollo  y  uso  de  las  lenguas  indígenas  nacionales. 

ARTÍCULO  6.  El  Estado  adoptará  e  instrumentará  las  medidas  nece¬ 
sarias  para  asegurar  que  los  medios  de  comunicación  masiva  difundan 
la  realidad  y  la  diversidad  lingüística  y  cultural  de  la  Nación  Mexi¬ 
cana.  Además,  destinará  un  porcentaje  del  tiempo  que  dispone  en  los 
medios  de  comunicación  masiva  concesionados,  de  acuerdo  a  la  legis- 
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lación  aplicable,  para  la  emisión  de  programas  en  las  diversas  lenguas 
nacionales  habladas  en  sus  áreas  de  cobertura,  y  de  programas  cultu¬ 
rales  en  los  que  se  promueva  la  literatura,  tradiciones  orales  y  el  uso 
de  las  lenguas  indígenas  nacionales  de  las  diversas  regiones  del  país. 

ARTICULO  7.  Las  lenguas  indígenas  serán  válidas,  al  igual  que  el 
español,  para  cualquier  asunto  o  trámite  de  carácter  público,  así  como 
para  acceder  plenamente  a  la  gestión,  servicios  e  información  pública. 
Al  Estado  corresponde  garantizar  el  ejercicio  de  los  derechos  previs¬ 
tos  en  este  artículo,  conforme  a  lo  siguiente: 

a) .  -  En  el  Distrito  Federal  y  las  demás  entidades  federativas  con  mu¬ 
nicipios  o  comunidades  que  hablen  lenguas  indígenas,  los  Gobier¬ 
nos  correspondientes,  en  consulta  con  las  comunidades  indígenas 
originarias  y  migrantes,  determinarán  cuáles  de  sus  dependencias 
administrativas  adoptarán  e  instrumentarán  las  medidas  para  que 
las  instancias  requeridas  puedan  atender  y  resolver  los  asuntos  que 
se  les  planteen  en  lenguas  indígenas. 

b) .  -  En  los  municipios  con  comunidades  que  hablen  lenguas  indíge¬ 
nas,  se  adoptarán  e  instrumentarán  las  medidas  a  que  se  refiere  el 
párrafo  anterior,  en  todas  sus  instancias. 

La  Federación  y  las  entidades  federativas  tendrán  disponibles  y  di¬ 
fundirán  a  través  de  textos,  medios  audiovisuales  e  informáticos:  le¬ 
yes,  reglamentos,  así  como  los  contenidos  de  los  programas,  obras, 
servicios  dirigidos  a  las  comunidades  indígenas,  en  la  lengua  de  sus 
correspondientes  beneficiarios. 

ARTICULO  8.  Ninguna  persona  podrá  ser  sujeto  a  cualquier  tipo  de 
discriminación  a  causa  o  en  virtud  de  la  lengua  que  hable. 

Capítulo  II 

DE  LOS  DERECHOS  DE  LOS  HABLANTES  DE  LENGUAS 
INDÍGENAS 

ARTÍCULO  9.  Es  derecho  de  todo  mexicano  comunicarse  en  la  len¬ 
gua  de  la  que  sea  hablante,  sin  restricciones  en  el  ámbito  público  o 
privado,  en  forma  oral  o  escrita,  en  todas  sus  actividades  sociales, 
económicas,  políticas,  culturales,  religiosas  y  cualesquiera  otras. 
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ARTÍCULO  10.  El  Estado  garantizará  el  derecho  de  los  pueblos  y 
comunidades  indígenas  el  acceso  a  la  jurisdicción  del  Estado  en  la 
lengua  indígena  nacional  de  que  sean  hablantes.  Para  garantizar  ese 
derecho,  en  todos  los  juicios  y  procedimientos  en  que  sean  parte,  indi¬ 
vidual  o  colectivamente,  se  deberán  tomar  en  cuenta  sus  costumbres  y 
especificidades  culturales  respetando  los  preceptos  de  la  Constitución 
Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos. 

Las  autoridades  federales  responsables  de  la  procuración  y  admi¬ 
nistración  de  justicia,  incluyendo  las  agrarias  y  laborales,  proveerán 
lo  necesario  a  efecto  de  que  en  los  juicios  que  realicen,  los  indígenas 
sean  asistidos  gratuitamente,  en  todo  tiempo,  por  intérpretes  y  defen¬ 
sores  que  tengan  conocimiento  de  su  lengua  indígena  y  cultura. 

En  los  términos  del  artículo  5o.,  en  las  entidades  federativas  y  en 
los  municipios  con  comunidades  que  hablen  lenguas  indígenas,  se 
adoptarán  e  instrumentarán  las  medidas  a  que  se  refiere  el  párrafo  an¬ 
terior,  en  las  instancias  que  se  requieran. 

ARTÍCULO  11.  Las  autoridades  educativas  federales  y  de  las  entida¬ 
des  federativas,  garantizarán  que  la  población  indígena  tenga  acceso 
a  la  educación  obligatoria,  bilingüe  e  intercultural,  y  adoptarán  las 
medidas  necesarias  para  que  en  el  sistema  educativo  se  asegure  el  res¬ 
peto  a  la  dignidad  e  identidad  de  las  personas,  así  como  a  la  práctica  y 
uso  de  su  lengua  indígena.  Asimismo,  en  los  niveles  medio  y  superior, 
se  fomentará  la  interculturalidad,  el  multilingüismo  y  el  respeto  a  la 
diversidad  y  los  derechos  lingüísticos. 

Artículo  reformado  DOF 15-12-2015 

ARTÍCULO  12.  La  sociedad  y  en  especial  los  habitantes  y  las  insti¬ 
tuciones  de  los  pueblos  y  las  comunidades  indígenas  serán  correspon¬ 
sables  en  la  realización  de  los  objetivos  de  esta  Ley,  y  participantes 
activos  en  el  uso  y  la  enseñanza  de  las  lenguas  en  el  ámbito  familiar, 
comunitario  y  regional  para  la  rehabilitación  lingüística. 

Capítulo  III 

DE  LA  DISTRIBUCIÓN,  CONCURRENCIA  Y  COORDINA¬ 
CIÓN  DE  COMPETENCIAS 

ARTÍCULO  13.  Corresponde  al  Estado  en  sus  distintos  órdenes  de 
gobierno  la  creación  de  instituciones  y  la  realización  de  actividades 
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en  sus  respectivos  ámbitos  de  competencia,  para  lograr  los  objetivos 

generales  de  la  presente  Ley,  y  en  particular  las  siguientes: 

I.  Incluir  dentro  de  los  planes  y  programas,  nacionales,  estatales  y  mu¬ 
nicipales  en  materia  de  educación  y  cultura  indígena  las  políticas 
y  acciones  tendientes  a  la  protección,  preservación,  promoción  y 
desarrollo  bajo  un  contexto  de  respeto  y  reconocimiento  de  las  di¬ 
versas  lenguas  indígenas  nacionales,  contando  con  la  participación 
de  los  pueblos  y  comunidades  indígenas; 

Fracción  reformada  DOF 15-12-2015 

II.  Difundir  en  las  lenguas  indígenas  nacionales  de  los  beneficiarios, 
el  contenido  de  los  programas,  obras  y  servicios  dirigidos  a  las  co¬ 
munidades  indígenas; 

III.  Difundir  a  través  de  los  medios  de  comunicación  las  lenguas  in¬ 
dígenas  nacionales  de  la  región  para  promover  su  uso  y  desarrollo; 

IV.  Incluir  en  los  programas  de  estudio  de  la  educación  básica  y  nor¬ 
mal,  el  origen  y  evolución  de  las  lenguas  indígenas  nacionales,  así 
como  de  sus  aportaciones  a  la  cultura  nacional; 

V.  Supervisar  que  en  la  educación  pública  y  privada  se  fomente  o  im- 
plemente  la  interculturalidad,  el  multilingüismo  y  el  respeto  a  la 
diversidad  lingüística  para  contribuir  a  la  preservación,  estudio  y 
desarrollo  de  las  lenguas  indígenas  nacionales  y  su  literatura; 

VI.  Garantizar  que  los  profesores  que  atiendan  la  educación  básica 
bilingüe  en  comunidades  indígenas  hablen  y  escriban  la  lengua  del 
lugar  y  conozcan  la  cultura  del  pueblo  indígena  de  que  se  trate; 

VII.  Impulsar  políticas  de  investigación,  difusión,  estudios  y  docu¬ 
mentación  sobre  las  lenguas  indígenas  nacionales  y  sus  expresio¬ 
nes  literarias; 

VIII.  Crear  bibliotecas,  hemerotecas,  centros  culturales  u  otras  insti¬ 
tuciones  depositarías  que  conserven  los  materiales  lingüísticos  en 
lenguas  indígenas  nacionales; 

IX.  Procurar  que  en  las  bibliotecas  públicas  se  reserve  un  lugar  para  la 
conservación  de  la  información  y  documentación  más  representati¬ 
va  de  la  literatura  y  lenguas  indígenas  nacionales; 

X.  Apoyar  a  las  instituciones  públicas  y  privadas,  así  como  a  las  or¬ 
ganizaciones  de  la  sociedad  civil,  legalmente  constituidas,  que 
realicen  investigaciones  etnolingüísticas,  en  todo  lo  relacionado  al 
cumplimiento  de  los  objetivos  de  esta  Ley; 

XI.  Apoyar  la  formación  y  acreditación  profesional  de  intérpretes  y 
traductores  en  lenguas  indígenas  nacionales  y  español; 
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XII.  Garantizar  que  las  instituciones,  dependencias  y  oficinas  públicas 
cuenten  con  personal  que  tenga  conocimientos  de  las  lenguas  indíge¬ 
nas  nacionales  requeridas  en  sus  respectivos  territorios; 

XIII.  Establecer  políticas,  acciones  y  vías  para  proteger  y  preservar  el 
uso  de  las  lenguas  y  culturas  nacionales  de  los  migrantes  indígenas  en 
el  territorio  nacional  y  en  el  extranjero, 

Fracción  reformada  DOF  06-04-2010 

XIV.  Propiciar  y  fomentar  que  los  hablantes  de  las  lenguas  indígenas 
nacionales  participen  en  las  políticas  que  promuevan  los  estudios  que 
se  realicen  en  los  diversos  órdenes  de  gobierno,  espacios  académicos 
y  de  investigación,  y 

Fracción  reformada  DOF  06-04-2010 

XV.  Instrumentar  las  medidas  necesarias  para  que  en  los  municipios 
indígenas  del  país,  las  señales  informativas  de  nomenclatura  oficial 
así  como  sus  topónimos,  sean  inscritos  en  español  y  en  las  lenguas 
originarias  de  uso  en  el  territorio. 

Fracción  adicionada  DOF  06-04-2010 

Capítulo  IV 

DEL  INSTITUTO  NACIONAL  DE  LENGUAS  INDÍGENAS 

ARTÍCULO  14.  Se  crea  el  Instituto  Nacional  de  Lenguas  Indígenas, 
como  organismo  descentralizado  de  la  Administración  Pública  Fede¬ 
ral,  de  servicio  público  y  social,  con  personalidad  jurídica  y  patrimo¬ 
nio  propio,  sectorizado  en  la  Secretaría  de  Cultura,  cuyo  objeto  es 
promover  el  fortalecimiento,  preservación  y  desarrollo  de  las  lenguas 
indígenas  que  se  hablan  en  el  territorio  nacional,  el  conocimiento  y 
disfrute  de  la  riqueza  cultural  de  la  Nación,  y  asesorar  a  los  tres  órde¬ 
nes  de  gobierno  para  articular  las  políticas  públicas  necesarias  en  la 
materia.  Para  el  cumplimiento  de  este  objeto,  el  Instituto  tendrá  las 
siguientes  características  y  atribuciones: 

Párrafo  reformado  DOF  1 7-12-2015 

a)  Diseñar  estrategias  e  instrumentos  para  el  desarrollo  de  las  lenguas 
indígenas  nacionales,  en  coordinación  con  los  tres  órdenes  de  go¬ 
bierno  y  los  pueblos  y  comunidades  indígenas. 

b)  Promover  programas,  proyectos  y  acciones  para  vigorizar  el  cono- 
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cimiento  de  las  culturas  y  lenguas  indígenas  nacionales. 

c)  Ampliar  el  ámbito  social  de  uso  de  las  lenguas  indígenas  nacionales 
y  promover  el  acceso  a  su  conocimiento;  estimular  la  preservación, 
conocimiento  y  aprecio  de  las  lenguas  indígenas  en  los  espacios 
públicos  y  los  medios  de  comunicación,  de  acuerdo  a  la  normativi- 
dad  en  la  materia. 

d)  Establecer  la  normatividad  y  formular  programas  para  certificar 
y  acreditar  a  técnicos,  intérpretes,  traductores  y  profesionales  bi¬ 
lingües.  Impulsar  la  formación  de  especialistas  en  la  materia,  que 
asimismo  sean  conocedores  de  la  cultura  de  que  se  trate,  vincu¬ 
lando  sus  actividades  y  programas  de  licenciatura  y  postgrado,  así 
como  a  diplomados  y  cursos  de  especialización,  actualización  y 
capacitación. 

Inciso  reformado  DOF 18-06-2010 

e)  Formular  y  realizar  proyectos  de  desarrollo  lingüístico,  literario  y 
educativo. 

f)  Elaborar  y  promover  la  producción  de  gramáticas,  la  estandariza¬ 
ción  de  escrituras  y  la  promoción  de  la  lectoescritura  en  lenguas 
indígenas  nacionales. 

g)  Realizar  y  promover  investigación  básica  y  aplicada  para  mayor 
conocimiento  de  las  lenguas  indígenas  nacionales  y  promover  su 
difusión. 

h)  Realizar  investigaciones  para  conocer  la  diversidad  de  las  lenguas 
indígenas  nacionales,  y  apoyar  al  Instituto  Nacional  de  Estadística, 
Geografía  e  Informática  a  diseñar  la  metodología  para  la  realiza¬ 
ción  del  censo  sociolingüístico  para  conocer  el  número  y  distribu¬ 
ción  de  sus  hablantes. 

i)  Actuar  como  órgano  de  consulta  y  asesoría  de  las  dependencias  y 
entidades  de  la  Administración  Pública  Federal,  así  como  de  las 
instancias  de  los  Poderes  Legislativo  y  Judicial,  de  los  gobiernos 
de  los  estados  y  de  los  municipios,  y  de  las  instituciones  y  organi¬ 
zaciones  sociales  y  privadas  en  la  materia. 

j)  Informar  sobre  la  aplicación  de  lo  que  dispone  la  Constitución,  los 
tratados  internacionales  ratificados  por  México  y  esta  Ley,  en  ma¬ 
teria  de  lenguas  indígenas,  y  expedir  a  los  tres  órdenes  de  gobierno 
las  recomendaciones  y  medidas  pertinentes  para  garantizar  su  pre¬ 
servación  y  desarrollo. 

k)  Promover  y  apoyar  la  creación  y  funcionamiento  de  institutos  en 
los  estados  y  municipios,  conforme  a  las  leyes  aplicables  de  las 
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entidades  federativas,  según  la  presencia  de  las  lenguas  indígenas 
nacionales  en  los  territorios  respectivos. 

1)  Celebrar  convenios,  con  apego  a  la  Constitución  Política  de  los 
Estados  Unidos  Mexicanos,  con  personas  físicas  o  morales  y  con 
organismos  públicos  o  privados,  nacionales,  internacionales  o  ex¬ 
tranjeros,  con  apego  a  las  actividades  propias  del  Instituto  y  a  la 
normatividad  aplicable. 

ARTICULO  15.  La  administración  del  Instituto  Nacional  de  Len¬ 
guas  Indígenas  estará  a  cargo  de  un  Consejo  Nacional,  como  órgano 
colectivo  de  gobierno,  y  un  Director  General  responsable  del  funcio¬ 
namiento  del  propio  Instituto.  El  domicilio  legal  del  Instituto  será  la 
Ciudad  de  México,  Distrito  Federal. 

ARTICULO  16.  El  Consejo  Nacional  se  integrará  con:  siete  repre¬ 
sentantes  de  la  administración  pública  federal,  tres  representantes  de 
escuelas,  instituciones  de  educación  superior  y  universidades  indíge¬ 
nas,  y  tres  representantes  de  instituciones  académicas  y  organismos 
civiles  que  se  hayan  distinguido  por  la  promoción,  preservación  y  de¬ 
fensa  del  uso  de  las  lenguas  indígenas. 

Los  representantes  de  la  Administración  Pública  Federal  son  los 
siguientes: 

1) .-  El  Secretario  de  Cultura,  quien  lo  presidirá  en  su  carácter  de  titular 
de  la  coordinadora  de  sector,  con  fundamento  en  lo  establecido  en 
la  Ley  Federal  de  Entidades  Paraestatales. 

Inciso  reformado  DOF 1 7-12-2015 

2) .-  Un  representante  de  la  Secretaría  de  Hacienda  y  Crédito  Público 
con  el  nivel  de  Subsecretario. 

3) .-  Un  representante  de  la  Secretaría  de  Desarrollo  Social. 

4) .-  Un  representante  de  la  Secretaría  de  Comunicaciones  y  Trans¬ 
portes. 

5) .-  Un  representante  de  la  Secretaría  de  Educación  Pública. 

Inciso  reformado  DOF  1 7-12-2015 

6) .-  Un  representante  de  la  Comisión  Nacional  para  el  Desarrollo  de 
los  Pueblos  Indígenas. 

Inciso  reformado  DOF  15-12-2015 

7) .-  Un  representante  de  la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores. 
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El  Director  General  será  designado  por  el  Presidente  de  los  Es¬ 
tados  Unidos  Mexicanos,  a  propuesta  de  una  terna  presentada  por 
el  Consejo  Nacional  y  podrá  permanecer  en  el  cargo  por  un  periodo 
máximo  de  6  años;  preferentemente  hablante  nativo  de  alguna  lengua 
indígena;  con  experiencia  relacionada  con  alguna  de  las  actividades 
sustantivas  del  Instituto  y  gozar  de  reconocido  prestigio  profesional 
y  académico  en  la  investigación,  desarrollo,  difusión  y  uso  de  las  len¬ 
guas  indígenas. 

ARTICULO  17.  Las  reglas  de  funcionamiento  del  órgano  de  gobier¬ 
no,  la  estructura  administrativa  y  operativa,  así  como  las  facultades  y 
reglas  de  ejecución  del  órgano  de  dirección  del  instituto,  se  estable¬ 
cerán  en  el  Reglamento  Interno  del  organismo  y  que  serán  expedidas 
por  el  Consejo  Nacional. 

El  órgano  de  gobierno  se  reunirá  cada  seis  meses  de  manera  ordi¬ 
naria,  y  de  manera  extraordinaria  cuando  sea  convocado  por  su  Presi¬ 
dente;  se  integrará  por  la  mayoría  de  sus  integrantes,  y  sus  decisiones 
se  adoptarán  con  la  mayoría  de  los  presentes. 

ARTICULO  18.  Para  el  cumplimiento  de  sus  atribuciones  el  Director 
General  tendrá  las  facultades  de  dominio,  de  administración  y  para 
pleitos  y  cobranzas,  incluyendo  las  que  requieran  de  cláusula  especial, 
sin  más  limitaciones  que  las  específicas  que  le  llegue  a  imponer  en  for¬ 
ma  general  el  Estatuto  o  temporales  por  parte  del  Consejo  Nacional. 

ARTICULO  19.  El  órgano  de  vigilancia  administrativa  del  Institu¬ 
to  Nacional  de  Lenguas  Indígenas  estará  integrado  por  un  Comisario 
Público  Propietario  y  un  Suplente,  designados  por  la  Secretaría  de  la 
Función  Pública. 

Artículo  reformado  DOF  09-04-2012 

ARTÍCULO  20.  El  Consejo  Nacional  del  Instituto  Nacional  de  Len¬ 
guas  Indígenas,  previa  consulta  a  los  estudios  particulares  de  los  Ins¬ 
titutos  Nacional  de  Antropología  e  Historia  y  Nacional  de  Estadística, 
Geografía  e  Informática,  a  propuesta  conjunta  de  los  representantes 
de  los  pueblos  y  comunidades  indígenas,  y  de  las  instituciones  aca¬ 
démicas  que  formen  parte  del  propio  Consejo,  hará  el  catálogo  de  las 
lenguas  indígenas;  el  catálogo  será  publicado  en  el  Diario  Oficial  de 
la  Federación. 
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ARTÍCULO  21.  El  patrimonio  del  Instituto  Nacional  de  Lenguas  In¬ 
dígenas  se  integrará  con  los  bienes  que  enseguida  se  enumeran: 

I.  La  cantidad  que  anualmente  le  fije  como  subsidio  el  Gobierno  Fede¬ 
ral,  a  través  del  Presupuesto  de  Egresos; 

II.  Con  los  productos  que  adquiera  por  las  obras  que  realice  y  por  la 
venta  de  sus  publicaciones,  y 

III.  Los  que  adquiera  por  herencia,  legados,  donaciones  o  por  cual¬ 
quier  otro  título  de  personas  o  de  instituciones  públicas  o  privadas. 

ARTÍCULO  22.  Para  garantizar  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
y  atribuciones  señaladas  en  esta  Ley  y  conforme  a  lo  dispuesto  en  el 
penúltimo  párrafo  del  Apartado  B,  del  artículo  2o.  de  la  Constitución 
Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  en  materia  de  derechos  y 
cultura  indígena,  la  Cámara  de  Diputados  del  Congreso  de  la  Unión, 
las  Legislaturas  de  las  Entidades  Federativas  y  los  Ayuntamientos,  en 
el  ámbito  de  sus  respectivas  competencias,  establecerán  las  partidas 
específicas  en  los  presupuestos  de  egresos  que  aprueben  para  proteger, 
promover,  preservar,  usar  y  desarrollar  las  lenguas  indígenas. 

ARTÍCULO  23.  Las  relaciones  laborales  del  Instituto  Nacional  de 
Lenguas  Indígenas  y  sus  trabajadores  se  regirán  por  la  Ley  Federal  de 
los  Trabajadores  al  Servicio  del  Estado,  Reglamentaria  del  Apartado 
B  del  artículo  123  Constitucional. 

Artículo  reformado  DOF  18-06-2010 

ARTÍCULO  24.  El  Instituto  Nacional  de  Lenguas  Indígenas  y  sus  co¬ 
rrelativos  estatales  en  su  caso,  promoverán  que  las  autoridades  corres¬ 
pondientes  expidan  las  leyes  que  sancionen  y  penalicen  la  comisión 
de  cualquier  tipo  de  discriminación,  exclusión  y  explotación  de  las 
personas  hablantes  de  lenguas  indígenas  nacionales,  o  que  transgre¬ 
dan  las  disposiciones  que  establecen  derechos  a  favor  de  los  hablantes 
de  lenguas  indígenas  nacionales,  consagrados  en  esta  ley. 

ARTÍCULO  25.  Las  autoridades,  instituciones,  servidores  y  funcio¬ 
narios  públicos  que  contravengan  lo  dispuesto  en  la  presente  ley  serán 
sujetos  de  responsabilidad,  de  conformidad  con  lo  previsto  en  el  Tí¬ 
tulo  Cuarto  de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexi¬ 
canos  referente  a  la  responsabilidad  de  los  servidores  públicos  y  sus 
leyes  reglamentarias. 
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ARTÍCULO  SEGUNDO 


TRANSITORIOS 

Primero.  El  presente  Decreto  entrará  en  vigor  al  día  siguiente  de  su 
publicación  en  el  Diario  Oficial  de  la  Federación. 

Segundo.  El  Consejo  Nacional  del  Instituto  Nacional  de  Lenguas  In¬ 
dígenas  se  constituirá  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  a  la  publi¬ 
cación  de  este  Decreto  en  el  Diario  Oficial  de  la  Federación.  Para  este 
efecto,  el  Secretario  de  Educación  Pública  convocará  a  los  directores 
y  rectores  de  las  escuelas,  instituciones  de  educación  superior  y  uni¬ 
versidades  indígenas,  instituciones  académicas,  incluyendo  entre  és¬ 
tas  específicamente  al  Centro  de  Investigación  y  Estudios  Superiores 
en  Antropología  Social,  así  como  organismos  civiles  para  que  hagan 
la  propuesta  de  sus  respectivos  representantes  para  que  integren  el 
Consejo  Nacional  del  Instituto.  Recibidas  dichas  propuestas,  el  Se¬ 
cretario  de  Educación  Pública,  los  representantes  de  las  Secretarías  de 
Hacienda  y  Crédito  Público,  de  la  Secretaría  de  Desarrollo  Social,  de 
la  Secretaría  de  Comunicaciones  y  Transportes,  del  Consejo  Nacional 
para  la  Cultura  y  las  Artes,  del  Instituto  Nacional  Indigenista,  de  la 
Secretaría  de  Relaciones  Exteriores,  resolverán  sobre  la  integración 
del  primer  Consejo  Nacional  del  Instituto  que  fungirá  por  el  periodo 
de  un  año.  Concluido  este  plazo  deberá  integrarse  el  Consejo  Nacional 
en  los  términos  que  determine  el  Estatuto  que  deberá  expedirse  por 
el  primer  Consejo  Nacional  dentro  del  plazo  de  seis  meses  contado  a 
partir  de  su  instalación. 

Tercero.  El  catálogo  a  que  hace  referencia  el  artículo  20  de  la  Ley 
General  de  Derechos  Lingüísticos  de  los  Pueblos  Indígenas,  deberá 
hacerse  dentro  del  plazo  de  un  año  siguiente  a  la  fecha  en  que  quede 
constituido  el  Consejo  Nacional  del  Instituto  Nacional  de  Lenguas  In¬ 
dígenas,  conforme  al  artículo  transitorio  anterior. 

Cuarto.  El  primer  censo  sociolingüístico  deberá  estar  levantado  y  pu¬ 
blicado  dentro  del  plazo  de  dos  años  contado  a  partir  de  la  entrada  en 
vigor  de  este  Decreto.  Los  subsecuentes  se  levantarán  junto  con  el 
Censo  General  de  Población  y  Vivienda. 

Quinto.  La  Cámara  de  Diputados  del  Congreso  de  la  Unión  estable- 
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cerá  dentro  del  Presupuesto  de  Egresos  de  la  Federación,  la  partida 
correspondiente  al  Instituto  Nacional  de  Lenguas  Indígenas,  para  que 
cumpla  con  los  objetivos  establecidos  en  la  presente  ley. 

Sexto.  Los  congresos  estatales  analizarán,  de  acuerdo  con  sus  espe¬ 
cificidades  etnolingüísticas,  la  debida  adecuación  de  las  leyes  corres¬ 
pondientes  de  conformidad  con  lo  establecido  en  esta  ley. 

Séptimo.  En  relación  con  la  fracción  VI  del  artículo  13  de  la  presente 
Ley,  en  el  caso  de  que  las  autoridades  educativas  correspondientes 
no  contaran  con  el  personal  capacitado  de  manera  inmediata,  éstas 
dispondrán  de  un  plazo  de  hasta  dos  años,  a  partir  de  la  publicación 
de  la  presente  Ley,  para  formar  al  personal  necesario.  Con  el  fin  de 
cumplir  cabalmente  con  dicha  disposición,  las  normales  incluirán  la 
licenciatura  en  educación  indígena. 

Octavo.  Se  derogan  todas  las  disposiciones  que  contravengan  al  pre¬ 
sente  Decreto. 

México,  D.F.,  a  15  de  diciembre  de  2002.-  Sen.  Enrique  Jackson  Ra¬ 
mírez,  Presidente.  -  Dip.  Beatriz  Elena  Paredes  Rangel,  Presidenta. 
-  Sen.  Sara  I.  Castellanos  Cortés,  Secretario.  -  Dip.  Adela  Cerezo  Bau¬ 
tista,  Secretario.-  Rúbricas!. 

En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  la  fracción  I  del  Artículo  89  de 
la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  para  su 
debida  publicación  y  observancia,  expido  el  presente  Decreto  en  la 
Residencia  del  Poder  Ejecutivo  Federal,  en  la  Ciudad  de  México,  Dis¬ 
trito  Federal,  a  los  diez  días  del  mes  de  marzo  de  dos  mil  tres.  -  Vicen¬ 
te  Fox  Quesada.  -  Rúbrica.-  El  Secretario  de  Gobernación,  Santiago 
Creel  Miranda.-  Rúbrica. 
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VIH.  DERECHO  A  LA  LIBRE 
DETERMINACIÓN12 


De  acuerdo  con  el  artículo  2°  de  la  Constitución,  el  derecho  a  la  libre 
determinación  es  la  base  del  ejercicio  de  una  serie  de  prerrogativas 
específicas  relacionadas  con  ámbitos  de  decisión  política,  económica, 
social  y  jurídica  de  las  comunidades. 

Por  su  parte,  la  Corte  IDH  ha  afirmado  que  el  Estado  debe  adoptar 
todas  las  medidas  que  sean  necesarias  para  garantizar  su  participación,  en 
condiciones  de  igualdad,  en  la  toma  de  decisiones  sobre  asuntos  y  políticas 
públicas  que  incidan  o  puedan  incidir  en  sus  derechos  y  desarrollo. 

Del  derecho  a  la  libre  determinación  se  deduce  una  serie  de  po¬ 
deres  o  atributos  específicos,  necesarios  para  su  efectiva  realización: 

a)  Decidir  sus  formas  internas  de  organización  (CPEUM,  artículo  2o; 
artículos  7  y  8  del  Convenio  169;  artículos  5  y  20  del  Declaración 
de  las  Naciones  Unidas  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos  Indíge¬ 
nas  [DNUDPI]). 

b)  Aplicar  sus  propios  sistemas  normativos  (CPEUM,  artículo  2o; 
Convenio  169,  artículo  8;  DNUDPI,  artículo  5). 

c)  Elegir  a  sus  autoridades  (CPEUM,  artículo  2o;  Convenio  169,  artí¬ 
culos  5  y  8;  DNUDPI,  artículos  4,  5,  20  y  33),  siguiendo  sus  proce¬ 
dimientos  y  prácticas  tradicionales. 

d)  Disponer  de  recursos  para  financiar  sus  funciones  (pactos  interna¬ 
cionales  de  Derechos  Civiles  y  Políticos,  y  de  Derechos  Económi¬ 
cos,  Sociales  y  Culturales,  en  sus  preámbulos  y  artículos  primeros; 
Protocolo  de  San  Salvador,  en  su  preámbulo;  Convenio  169,  artícu¬ 
lo  6;  DNUDPI,  artículos  3,  4  y  20  y  Declaración  Americana  sobre 
los  Derechos  de  los  Pueblos  Indígenas  [DADPI],  artículo  XXIX). 


12.  Publicado  en  el  Protocolo  para  Defensoras  y  Defensores  de  los  Derechos  Político-Elec¬ 
torales  de  los  Pueblos  y  Comunidades  Indígenas.  Tribunal  Electoral  del  Poder  Judicial  de  la 
Federación,  Ciudad  de  México,  2017 

Fuente  a  consultar:  http://portales.te.gob.mx/publicaciones/sites/default/files/archivosJibros/ 
Protocolo%20para%20Defensoras%20y%20Defensores.pdf 
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e)  Determinar  sus  prioridades  y  estrategias  de  desarrollo  (CPEUM, 
artículo  2o;  Convenio  169  en  su  preámbulo  y  artículos  6  y  7;  DNU- 
DPI,  artículos  23  y  43  y  DADPI,  artículos  III,  VI,  XX,  XXIII  y 
XXIX). 

f)  Ser  consultados  antes  de  adoptar  decisiones  que  puedan  afectarlos 
(CPEUM,  artículo  2;  Convenio  169,  artículo  6;  DNUDPI,  artículo 
7,  18  y  19;  DADPI,  artículo  XXIII). 

g)  Obtener  su  consentimiento  antes  de  la  ejecución  de  proyectos  o  pla¬ 
nes  de  inversión  que  puedan  causar  un  impacto  mayor  en  su  pueblo 
(Corte  IDH,  casos  Saramaka  vs.  Surinam  y  Sarayaku  vs.  Ecuador). 

h)  Participar  plena  y  efectivamente  en  la  vida  pública  (Convención 
Americana  sobre  Derechos  Humanos  [CADH],  artículo  23,  rela¬ 
cionándolo  con  el  artículo  25  del  Pacto  Internacional  de  Derechos 
Civiles  y  Políticos  [PIDCIP],  Opinión  General  número  25  del  Co¬ 
mité  de  Derechos  Humanos  de  Naciones  Unidas;  Convenio  169, 
artículo  7  y  DADPI,  artículo  XXIII). 

El  TEPJF  ha  señalado  que  la  realización  del  derecho  a  la  autode¬ 
terminación  requiere  de  protección  de  otros  derechos,  en  especial,  el 
derecho  al  desarrollo  económico,  social  y  cultural.  En  caso  contra¬ 
rio,  “se  restringiría  su  contenido  esencial  y  se  tornarían  en  derechos 
ilusorios  carentes  de  toda  efectividad  en  la  práctica  social”  (SUP- 
JDC-1865/2015). 

El  Convenio  169  de  la  Organización  Internacional  del  Trabajo 
(OIT)  y  la  Declaración  de  Naciones  Unidas  sobre  los  Pueblos  In¬ 
dígenas  (DNUDPI)  señalan  que  los  indígenas  se  encuentran  en 
aptitud  de  ejercer  y  de  gozar  plenamente  de  todos  los  derechos 
humanos  y  las  libertades  fundamentales  reconocidos  en  el  dere¬ 
cho  internacional,  sin  ningún  tipo  de  obstáculos  o  discriminación, 
en  especial,  que  se  puedan  derivar  de  su  origen  étnico.  Este  de¬ 
recho  es  aplicable  a  hombres  y  mujeres. 

Por  ello,  los  estados  deben  adoptar  medidas  especiales  para  com¬ 
batir  los  prejuicios  y  eliminar  la  discriminación  contra  las  personas 
y  pueblos  indígenas,  así  como  para  garantizar  a  sus  miembros  el 
mismo  nivel  de  vida  y  oportunidades  a  las  que  tienen  acceso  los 
demás  miembros  de  la  sociedad.  Estas  medidas  deben  reflejar 
las  aspiraciones  de  los  pueblos  indígenas  de  proteger,  man¬ 
tener  y  desarrollar  sus  culturas,  identidades,  costumbres, 
tradiciones  e  instituciones. 
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Derecho  a  autogobierno 

Una  vertiente  específica  del  derecho  a  la  autonomía  es  el  derecho  de 
autogobierno.  De  acuerdo  con  elTEPJF  (jurisprudencia  19/2014.  CO¬ 
MUNIDADES  INDÍGENAS.  ELEMENTOS  QUE  COMPONEN  EL 
DERECHO  DE  AUTOGOBIERNO),  este  es  la  manifestación  del  de¬ 
recho  a  la  autonomía,  y  comprende  los  siguientes  elementos: 

1.  El  reconocimiento,  mantenimiento  y  defensa  de  la  autonomía  de 
los  pueblos  indígenas  para  elegir  a  sus  autoridades  o  representantes 
acorde  con  sus  usos  y  costumbres  y  respetando  los  derechos  huma¬ 
nos  de  sus  integrantes. 

2.  El  ejercicio  de  sus  formas  propias  de  gobierno  intemo,  siguiendo 
para  ello  sus  normas,  procedimientos  y  prácticas  tradicionales,  a 
efecto  de  conservar  y  reforzar  sus  instituciones  políticas  y  sociales. 

3.  La  participación  plena  en  la  vida  política  del  Estado. 

4.  La  intervención  efectiva  en  todas  las  decisiones  que  les  afecten  y 
que  son  tomadas  por  las  instituciones  estatales,  como  las  consultas 
previas  con  los  pueblos  indígenas  en  relación  con  cualquier  medida 
que  pueda  afectar  a  sus  intereses.13 

Cabe  aclarar  que  el  derecho  a  la  libre  determinación  y  autono¬ 
mía  de  los  pueblos  indígenas  no  es  absoluto,  pues  no  puede  estimarse 
como  válido  cuando  tenga  como  efecto  conculcar  otro  derecho  huma¬ 
no  establecido  por  la  propia  Constitución  o  por  un  tratado  internacio¬ 
nal  incorporado  al  derecho  nacional,  o  que  conlleve  a  la  vulneración 
de  la  dignidad  de  la  persona  humana  (SUP-REC-6/2016  y  su  acumu¬ 
lado  SUP-REC- 15/20 16).  Ejemplos  de  esto  podrían  ser  los  casos  de 
vulneración  al  principio  de  universalidad  del  voto  o  el  derecho  a  la 
participación  de  las  mujeres. 

Al  mismo  tiempo,  el  TEPJF  ha  sostenido  que  el  principio  de  maxi- 
mización  de  la  autonomía  de  los  pueblos  y  comunidades  indígenas  im¬ 
plica  también  la  minimización  de  las  restricciones  a  su  ejercicio,  por 
lo  que  toda  limitación  debe  ser  estrictamente  necesaria  y  razonable, 
para  garantizar  el  reconocimiento  y  respeto  debidos  a  los  derechos  y 


13.  Resultan  orientadores  los  siguientes  criterios:  tesis  XI 2001.  ELECCIONES.  PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES  Y  LEGALES  QUE  SE  DEBEN  OBSERVAR  PARA  QUE  CUALQUIER 
TIPO  DE  ELECCIÓN  SEA  CONSIDERADA  VÁLIDA;  jurisprudencia  37/2014.  SISTEMAS  NOR¬ 
MATIVOS  INDÍGENAS.  ELECCIONES  EFECTUADAS  BAJO  ESTE  RÉGIMEN  PUEDEN  SER 
AFECTADAS  SI  VULNERAN  EL  PRINCIPIO  DE  UNIVERSALIDAD  DEL  SUFRAGIO. 
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libertades  fundamentales  de  los  integrantes  de  dichas  comunidades, 
así  como  para  satisfacer  las  necesidades  de  una  sociedad  democrática 
y  plural,  considerando  el  contexto  específico  de  cada  comunidad,  a  fin 
de  que  no  se  impongan  restricciones  que  incidan  desproporcionada¬ 
mente  en  el  derecho  a  la  libre  determinación  de  los  pueblos  y  comu¬ 
nidades  indígenas  y  al  desarrollo  pleno  de  su  cultura  (tesis  VI///2015. 
COMUNIDADES  INDÍGENAS.  TODA  RESTRICCIÓN  DE  SU 
AUTONOMÍA  DEBE  SER  ESTRICTAMENTE  NECESARIA  Y 
RAZONABLE). 

Derecho  a  consulta 

El  derecho  a  la  consulta  constituye  una  garantía  de  la  participación  de 
los  pueblos  y  comunidades  indígenas  en  las  decisiones  que  les  afectan 
o  que  puedan  llegar  a  afectarlos,  y  cuyo  respeto  pleno  es  crucial  para 
lograr  una  protección  efectiva  de  sus  derechos  (los  artículos  2o,  apar¬ 
tado  B,  fracción  IX,  de  la  CPEUM;  6  y  7  del  Convenio  169;  19  de  la 
DNUDPI,  y  XX,  XXIII,  XVIII  y  XXIX  de  la  DADPI).  Mediante  la 
realización  de  la  consulta,  se  busca  asegurar  que  las  comunidades  se 
beneficien  de  toda  medida  administrativa  o  legislativa  que  el  Estado 
pueda  implementar,  previo  estudio  de  su  impacto  ambiental,  social  y 
cultural,  realizado  por  entidades  independientes  y  técnicamente  capa¬ 
ces,  bajo  la  supervisión  del  Estado  (Corte  IDH,  2007,  párr.  159  y  160). 
Conforme  a  los  estándares  internacionales,  la  consulta  previa  es  im¬ 
prescindible  tratándose  de: 

•  La  adopción  o  aplicación  de  leyes  o  medidas  administrativas  que  puedan 

afectar  directamente  a  las  comunidades  (Convenio  169,  artículo  6). 

•  La  aprobación  de  cualquier  proyecto  que  afecte  sus  tierras  o  territo¬ 

rios  y  otros  recursos,  particularmente  en  relación  con  el  desarrollo, 
la  utilización  o  la  explotación  de  recursos  minerales,  hídricos  o  de 
otro  tipo  (DNUDPI,  artículo  32). 

•  La  autorización  o  realización  de  cualquier  programa  de  prospección 

o  explotación  de  los  recursos  naturales  que  se  encuentren  en  las 
tierras  donde  habitan  (Convenio  169  artículo  15.2). 

•  La  utilización  de  las  tierras  o  territorios  indígenas  para  actividades 

militares  (DNUDPI,  artículo  30). 

La  Suprema  Corte  ha  señalado  que  el  derecho  a  la  consulta  previa 
procede  siempre  que  las  autoridades  tengan  a  su  cargo  la  toma  de  una 
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decisión,  sea  de  carácter  administrativo  o  legislativo,  cuyos  efectos  im¬ 
pliquen  una  afectación  directa  al  modo  de  vida  particular  de  los  pueblos 
indígenas  (Tesis  la.  CCXXXVI/2013.  COMUNIDADES  Y  PUEBLOS 
INDÍGENAS.  TODAS  LAS  AUTORIDADES,  EN  EL  ÁMBITO  DE 
SUS  ATRIBUCIONES,  ESTÁN  OBLIGADAS  A  CONSULTARLOS, 
ANTES  DE  ADOPTAR  CUALQUIER  ACCIÓN  O  MEDIDA  SUS¬ 
CEPTIBLE  DE  AFECTAR  SUS  DERECHOS  E  INTERESES). 

En  el  siguiente  cuadro  sintetizamos  algunas  de  las  características 
de  la  consulta  para  que  esta  pueda  ser  considerada  efectiva.14 


Previa 

•  Debe  tener  lugar  antes  de  aprobar  el  proyecto,  plan  ley  o  medida. 

•  Las  comunidades  que  podrían  ser  afectadas  deben  ser  involucradas  lo 
antes  posible  en  el  proceso,  lo  que  permite  por  un  tiempo  adecuado  para 
que  las  y  los  indígenas  puedan  verdaderamente  influir  en  la  adopción  de 
decisiones. 

Libre 

•  El  Estado  debe  abstenerse  de  influir  en  las  posiciones  de  los  indígenas. 

•  Debe  tener  lugar  sin  violencia,  ni  presiones  o  condicionamiento. 

Informada 

■  Sobre  la  naturaleza,  condiciones  de  ejecución  y  las  consecuencias  del 
proyecto,  plan,  ley  o  medida. 

•  Con  comunicación  constante  entre  las  partes. 

•  El  Estado  debe  aceptar  y  brindar  información  (objetiva  y  completa)  toman¬ 
do  en  cuenta  la  diversidad  lingüística  de  los  pueblos  indígenas. 

■  El  Estado  tiene  la  obligación  de  supervisar  la  realización  de  estudios  de 
Impacto  ambiental  y  social  por  parte  de  entidades  Independientes. 

Debe  ser 
considerada  un 
proceso 

•  No  es  un  momento,  es  un  continuo  diálogo  ¡ntercultural  para  encontrar 
soluciones  conjuntas  (acuerdos  o  consensos). 

•  No  se  agota  con  un  suministro  unilateral  de  información. 

•  Debe  ser  un  proceso  sistemático  y  transparente. 

Mediante 

procedimientos 

culturalmente 

adecuados 

•  De  conformidad  con  las  tradiciones  propias  de  los  pueblos  y  mediante  sus 
Instituciones  representativas. 

•  La  comunidad  es  quien  debe  señalar  al  Estado  con  quiénes  tendrá  que 
realizar  la  consulta. 

•  Considerando  circunstancias  geográficas  y  temporales  de  cada  pueblo 
Indígena. 

•  Tomar  medidas  para  que  los  indígenas  puedan  comprender  y  hacerse  com¬ 
prender  con  plazos  razonables. 

De  buena  fe 

•  Debe  generar  confianza  y  respeto  entre  las  partes 

•  No  debe  asumirse  por  alguna  de  las  partes  con  carácter  adversarial,  sino 
un  espacio  para  armonizar  intereses  diversos. 

•  El  Estado  no  puede  delegar  la  consulta  a  terceros  privados. 

Con  el  objetivo 
de  obtener  el 
consentimiento 

•  Las  opiniones  de  los  pueblos  indígenas  deben  tener  la  posibilidad  de  Influir 
en  la  decisión  final  que  se  adopte,  así  como  en  el  procedimiento  y  estrate¬ 
gias  con  las  que  se  llevará  a  cabo  tal  decisión. 

14.  Elaboración  propia  a  partir  del  Convenio  169  de  la  OIT,  la  DNUDPI,  la  DADPI  y  la  jurispruden¬ 
cia  nacional  Tesis  2a.  XXIX/2016.  PUEBLOS  Y  COMUNIDADES  INDÍGENAS.  DERECHO  A  SER 
CONSULTADOS.  REQUISITOS  ESENCIALES  PARASU  CUMPLIMIENTO;  Tesis  CCXXXVI/2013. 
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En  el  ámbito  electoral,  el  TEPJF  ha  señalado  que  la  consulta  previa 
debe  realizarse  cada  vez  que  [las  autoridades  administrativas  electora¬ 
les]  pretendan  emitir  alguna  medida  susceptible  de  afectarles  directa¬ 
mente,  con  el  objeto  de  garantizar  la  vigencia  de  sus  derechos  indíge¬ 
nas  y  el  desarrollo  integral  de  pueblos  y  comunidades  (Jurisprudencia 
37/2015.  CONSULTA  PREVIA  A  COMUNIDADES  INDÍGENAS. 
DEBE  REALIZARSE  POR  AUTORIDADES  ADMINISTRATI¬ 
VAS  ELECTORALES  DE  CUALQUIER  ORDEN  DE  GOBIERNO, 
CUANDO  EMITAN  ACTOS  SUSCEPTIBLES  DE  AFECTAR  SUS 
DERECHOS). 

Asimismo,  para  proteger  la  realización  efectiva  de  ese  derecho,  se 
establecieron  los  siguientes  criterios  a  seguir  para  el  desarrollo  de  las 
consultas. 

1.  Debe  realizarse  previamente  a  la  adopción  de  la  modalidad  suscep¬ 
tible  de  afectar  los  derechos  de  los  indígenas,  lo  que  implica  que 
los  integrantes  del  pueblo  interesado  sean  involucrados,  lo  antes 
posible,  en  el  proceso  de  decisión. 

2.  Proporcionarles  los  datos  para  que  participen  de  forma  genuina  y 
objetiva  en  la  toma  de  decisión. 

3.  La  forma  de  consultar  a  la  ciudadanía  debe  quedar  asegurada,  esto 
es,  debe  existir  constancia  de  que  la  comunidad  estuvo  suficiente¬ 
mente  informada  de  la  consulta  a  realizar. 

4.  Debe  ser  libre,  sin  injerencias  extemas,  coercitivas,  intimidatorias 
o  de  manipulación. 

5.  Debe  ser  de  buena  fe,  dentro  de  un  proceso  que  genere  confianza 
entre  los  integrantes  de  la  comunidad,  basada  en  principios  de  con¬ 
fianza  y  respeto  mutuos,  con  el  objeto  de  alcanzar  el  consenso. 

6.  Debe  ser  adecuada  y  a  través  de  las  instituciones  representativas  in¬ 
dígenas,  y  sistemática  y  transparente,  para  efecto  de  generar  la  me¬ 
nor  afectación  posible  a  sus  usos  y  costumbres,  sin  que  el  resultado 
de  la  consulta  tenga  efectos  vinculantes  (Tesis  LXXXVII/2015. 
CONSULTA  PREVIA  A  COMUNIDADES  INDÍGENAS.  RE¬ 
QUISITOS  DE  VALIDEZ  DE  LA  REALIZADA  POR  AUTORI¬ 
DAD  ADMINISTRATIVA  ELECTORAL,  CUANDO  EMITA  AC¬ 
TOS  SUSCEPTIBLES  DE  AFECTAR  SUS  DERECHOS). 
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IX.  Juzgar  con  Perspectiva  Intercultural15 


Es  necesario  reconocer  la  exigencia  de  que,  en  los  casos  relaciona¬ 
dos  con  el  derecho  electoral  indígena,  todos  los  órganos  y  autorida¬ 
des  realicen  el  estudio  con  una  perspectiva  intercultural,  haciendo 
patente  el  pluralismo  jurídico,  así  como  los  principios,  instituciones  y 
características  propias  de  los  pueblos  (Tesis  XLVIII/2016.  JUZGAR 
CON  PERSPECTIVA  INTERCULTURAL.  ELEMENTOS  PARA  SU 
APLICACIÓN  EN  MATERIA  ELECTORAL). 

En  este  sentido,  el  juzgar  con  perspectiva  intercultural  implica  co¬ 
locarse  en  un  diálogo  respetuoso  entre  culturas,  asumiendo  la  equi¬ 
valencia  de  las  perspectivas  y  cosmovisiones  que  representan.  En  la 
práctica,  envuelve  el  reconocimiento  de  la  calidad  de  indígena  a  partir 
de  la  autoadscripción  de  la  persona,  trato  igual  y  detección  de  la  nece¬ 
sidad  de  adoptar  medidas  especiales  necesarias  para  reducir  o  elimi¬ 
nar  las  condiciones  que  llevan  a  la  discriminación.  Asimismo,  implica 
privilegiar  la  maximización  de  la  autonomía  y  la  no  injerencia  en  las 
decisiones  que  les  corresponden  a  los  pueblos,  siempre  y  cuando  estas 
prácticas  respeten  la  igualdad  entre  las  personas  y  el  pacto  federal. 

Así,  las  defensoras  y  los  defensores  deben  pugnar  porque  las  au¬ 
toridades  rebasen  las  visiones  formalistas  y  respondan,  desde  un  len¬ 
guaje  de  derechos,  a  la  falta  de  acceso  de  los  indígenas  a  la  justicia, 
entre  otras  cosas,  exigiendo  que  se  provea  de  lo  necesario  para  que  la 
persona  o  personas  involucradas  comprendan  y  se  hagan  comprender 
dentro  del  juicio,  y  que,  además,  sean  consideradas  sus  condiciones, 
contextos  y  necesidades  particulares. 

Juzgar  con  la  perspectiva  intercultural  implica  respeto  y  tratamien¬ 
to  equivalente  a  los  distintos  sistemas  jurídicos,  así  como  privile¬ 
giar  la  maximización  de  la  autonomía  de  los  pueblos  y  comunida¬ 
des  indígenas. 


15.  Publicado  en  el  Protocolo  para  Defensoras  y  Defensores  de  los  Derechos  Político-Elec¬ 
torales  de  los  Pueblos  y  Comunidades  Indígenas.  Tribunal  Electoral  del  Poder  Judicial  de  la 
Federación,  Ciudad  de  México,  2017 
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Principios  generales 

El  Protocolo  de  actuación  para  quienes  imparten  justicia  en  casos  que 
involucren  derechos  de  personas,  comunidades  y  pueblos  indígenas, 
publicado  por  la  SCJN  en  2014,  señala  los  siguientes  seis  elementos 
como  los  principios  que  se  deben  seguir  en  los  casos  relacionados  con 
la  protección  de  los  derechos  de  las  personas  indígenas. 

1.  Igualdad  y  no  discriminación.  Todas  las  personas,  en  su  trato  con 
cualquier  autoridad,  no  deben  ser  discriminadas  por  su  identidad 
étnica,  idioma,  género,  aspecto,  condiciones  físicas  y  mentales,  o 
por  su  condición  social.  Asimismo,  los  juzgadores  tienen  el  deber 
de  tratar  a  las  culturas,  prácticas  y  costumbres  indígenas  como 
equivalentes  frente  a  la  cultura,  prácticas,  costumbres  e  institucio¬ 
nes  de  la  sociedad  dominante. 

2.  Autoidentiñcación.  La  definición  de  quiénes  pertenecen  a  las  co¬ 
munidades  indígenas  no  le  corresponde  al  Estado,  sino  que  es  re¬ 
sultado  del  derecho  de  autoidentificación  y  autoadscripción  de  las 
personas.  Por  ello,  la  pertenencia  a  la  comunidad  indígena  no  está 
sujeta  a  prueba. 

3.  Maximización  de  la  autonomía.  El  derecho  a  la  autonomía  de  los 
pueblos  y  comunidades  indígenas  implica  que  estos  pueden  definir, 
con  amplitud,  su  desarrollo  social  y  cultural,  así  como  ejercer  el 
control  de  sus  instituciones.  En  consecuencia,  los  juzgadores  deben 
limitar  su  intervención  en  los  asuntos  indígenas  a  lo  indispensable, 
tratando  de  respetar,  en  todo  momento,  su  autonomía. 

4.  Acceso  a  la  justicia  considerando  las  especificidades  culturales. 
Los  pueblos  y  comunidades  indígenas  tienen  derecho  a  mantener 
sus  propias  estructuras  y  prácticas  de  solución  de  conflictos.  Asi¬ 
mismo,  se  debe  respetar  su  derecho  de  acceso  a  la  justicia  del  Esta¬ 
do,  tanto  de  manera  individual  como  colectiva. 

Los  juzgadores  deben  respetar  estos  mecanismos  internos  y,  de 
ser  posible,  declinar  su  competencia  en  favor  de  las  autoridades 
propias  de  las  comunidades.  En  otros  casos,  deben  convalidar  las 
resoluciones  y  elecciones  que  realicen  las  comunidades,  siempre  y 
cuando  respeten  los  derechos  humanos. 

5.  Protección  especial  a  sus  territorios  y  recursos  naturales.  Para 
que  los  pueblos  y  comunidades  indígenas  puedan  mantener  y  de¬ 
sarrollar  sus  culturas,  es  necesario  otorgar  una  protección  especial 
a  sus  territorios  y  recursos.  Los  juzgadores  deben  reconocer  la  re- 
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lación  especial  que  guardan  las  comunidades  con  la  tierra  y  sus  re¬ 
cursos  naturales,  y  respetar  la  dimensión  colectiva  de  los  derechos 
y  su  titularidad. 

6.  Participación,  consulta  y  consentimiento  frente  a  cualquier  ac¬ 
ción  que  los  afecte.  El  derecho  a  la  libre  determinación  de  los  pue¬ 
blos  y  comunidades  indígenas  implica  el  respeto  a  su  derecho  de 
participación  en  la  toma  de  decisiones  en  todo  tipo  de  asuntos  que 
los  afecten.  Por  ello,  los  juzgadores  deben  corroborar  en  todo  caso 
que  las  decisiones  de  autoridad  analizadas  (sean  de  carácter  legis¬ 
lativo  o  administrativo)  se  hayan  tomado  garantizando  el  derecho 
a  la  participación,  la  consulta  y  el  consentimiento  libre,  previo  e 
informado. 

Estos  principios  son  orientadores  en  todos  los  casos  en  los  que  los 
órganos  de  justicia  conozcan  asuntos  relacionados  con  la  protección 
de  los  derechos  de  las  poblaciones  indígenas,  incluyendo,  por  supues¬ 
to,  la  materia  electoral. 

Medidas  especiales 

Además  de  los  principios  para  juzgar  con  la  perspectiva  intercultural, 
los  criterios  de  las  autoridades  nacionales,  así  como  los  estándares 
internacionales,  ofrecen  una  serie  de  buenas  prácticas  que  deben  ser 
implementadas  para  lograr  la  protección  más  amplia  de  los  derechos 
de  los  pueblos  y  comunidades  indígenas.  A  continuación,  se  describen 
las  prácticas  más  importantes. 

Respeto  a  la  cosmovisión 

Como  ya  se  señaló,  es  deber  de  los  juzgadores  respetar  y  otorgar  el 
trato  equivalente  a  las  culturas,  costumbres  y  prácticas  de  las  comuni¬ 
dades  indígenas.  Para  que  ello  sea  posible,  es  necesario  que  los  impar¬ 
tidores  de  justicia  y  las  personas  involucradas  en  la  protección  de  los 
derechos  de  las  comunidades  tengan  conocimientos  necesarios  para 
comprender  la  cosmovisión,  los  usos  y  costumbres,  así  como  las  re¬ 
glas  de  convivencia  y  participación  política  de  las  comunidades. 

El  deber  de  allegarse  de  la  información  y  conocimiento  necesarios 
se  puede  realizar  solicitando  los  análisis  periciales  antropológicos  y 
sociológicos,  informes  y  comparecencias  de  las  autoridades  comuni¬ 
tarias,  fuentes  bibliográficas,  visitas  in  situ,  invitar  a  las  asociaciones 
e  instituciones  a  la  formulación  de  escritos  dirigidos  al  tribunal  que 
resuelve. 

Las  y  los  defensores  pueden  sugerir  o  solicitar  que  se  incorporen 


117 


estos  elementos  en  un  juicio,  con  la  finalidad  de  brindar  a  los  órganos 
jurisdiccionales  la  información  necesaria  para  que  estos  resuelvan  con 
una  perspectiva  integral. 

Protección  más  amplia 

De  acuerdo  a  los  estándares  de  protección  de  los  derechos  humanos 
establecidos  por  la  Constitución  y  por  los  instrumentos  internaciona¬ 
les,  en  todo  caso  las  normas  deben  ser  interpretadas  por  los  órganos 
o  autoridades  favoreciendo  la  protección  más  amplia  de  la  persona. 
Es  importante  subrayar  que  la  reforma  constitucional  de  2011,  que 
fortaleció  la  tutela  de  los  derechos  humanos  en  nuestro  país,  obliga  a 
un  cambio  de  paradigma  y  a  reconocer  que,  en  el  caso  de  las  personas 
indígenas,  el  principio  pro  persona  también  puede  tener  una  clara  di¬ 
mensión  colectiva. 

La  aplicación  de  los  principios  constitucionales,  en  especial  del 
principio  pro  persona,  implica  que  las  reglas  procesales  deben  inter¬ 
pretarse  de  una  manera  amplia  y  progresiva,  pretendiendo  ampliar  y 
fortalecer  el  acceso  a  la  justicia  de  las  comunidades  y  pueblos  indíge¬ 
nas  y  sus  integrantes.  En  el  ámbito  electoral,  el  TEPJF  ha  definido  que 
“las  normas  que  imponen  cargas  procesales,  deben  interpretarse  de  la 
forma  que  resulte  más  favorable  a  las  comunidades  indígenas”  (Juris¬ 
prudencia  28/2011.  COMUNIDADES  INDÍGENAS.  LAS  NORMAS 
PROCESALES  DEBEN  INTERPRETARSE  DE  LA  FORMA  QUE 
LES  RESULTE  MÁS  FAVORABLE). 

El  principio  pro  persona  es  un  criterio  de  interpretación  que  obliga 
a  “acudirá  la  norma  más  amplia,  o  a  la  interpretación  más  extensi¬ 
va,  cuando  se  trata  de  reconocer  derechos  protegidos  e,  inversa¬ 
mente,  a  la  norma  o  a  la  interpretación  más  restringida  cuando  se 
trata  de  establecer  restricciones  permanentes  al  ejercicio  de  los 
derechos  o  su  suspensión  extraordinaria.  Este  principio  coincide 
con  el  rasgo  fundamental  del  derecho  de  los  derechos  humanos, 
esto  es,  estar  siempre  a  favor  del  hombre”  (Pinto,  1997,  163). 

Es  importante  reconocer  la  existencia  de  una  discriminación  sisté- 
mica  o  estructural  contra  algunos  grupos,  que  es  omnipresente  y  está 
fuertemente  arraigada  en  el  comportamiento  y  la  organización  de  la 
sociedad  y,  a  menudo,  implica  actos  de  discriminación  indirecta  o 
no  cuestionada.  Una  muestra  de  este  tipo  de  discriminación  es  la  que 
encontramos  en  “normas  legales,  políticas,  prácticas  o  actitudes  cul¬ 
turales  predominantes  en  el  sector  público  o  privado  que  generan  des- 
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ventajas  comparativas  para  algunos  grupos  y  privilegios  para  otros” 
(CESCR,  2009).  Es  decir,  se  trata  de  normas,  políticas,  prácticas  o 
actitudes  que,  aunque  no  establecen  una  distinción  sobre  elementos  o 
características  considerados  usualmente  como  sospechosos  (raza,  et- 
nia,  sexo,  etcétera),  de  cualquier  suerte  su  aplicación  produce  efectos 
negativos  en  un  grupo  determinado  de  personas.16 

Para  eliminar  esta  discriminación,  es  necesario  garantizar  que  las 
protecciones  jurídicas  no  se  agoten  al  considerar  las  especificidades 
culturales  indígenas,  sino  que  es  necesario  lograr  la  igualdad  material 
en  el  proceso  judicial.  Por  ello,  tratándose  de  comunidades  indígenas 
y  sus  integrantes,  deben  tomarse  en  consideración  determinadas  parti¬ 
cularidades,  obstáculos  técnicos  y  circunstancias  geográficas,  sociales 
y  culturales,  que  tradicionalmente  han  generado  en  la  población  indí¬ 
gena  una  situación  de  discriminación  jurídica  (Jurisprudencia  7/2014. 
COMUNIDADES  INDÍGENAS.  INTERPOSICIÓN  OPORTUNA 
DEL  RECURSO  DE  RECONSIDERACIÓN  CONFORME  AL  CRI¬ 
TERIO  DE  PROGRESIVIDAD). 

Un  ejemplo  de  esta  actuación  puede  consistir  en  que,  para  analizar 
la  oportunidad  en  la  presentación  de  una  demanda,  se  tomen  en  cuenta 
la  distancia  y  los  medios  de  comunicación  de  la  población  donde  se 
ubica  el  domicilio  del  actor,  en  relación  con  el  lugar  donde  se  encuen¬ 
tra  el  domicilio  de  la  autoridad  ante  la  que  se  interpone  el  recurso.  Este 
tipo  de  acciones  se  ve  reflejado  en  la  suplencia  de  la  queja,  que  se  ana¬ 
lizará  más  adelante  (véase  el  apartado  “Acceso  a  la  justicia  externa”). 

Amicus  curiae 

Amicus  curiae,  o  amigos  de  la  corte,  es  la  figura  que  describe  a  quie¬ 
nes  intervienen,  como  terceros  ajenos  al  juicio,  aunque  sí  preocupados 
por  la  temática  que  se  encuentre  debatiendo  en  el  mismo.  Normal¬ 
mente  su  objetivo  no  es  ampliar  o  modificar  los  argumentos  de  las 
partes,  sino  más  bien  ofrecer  al  juez  o  tribunal  información  técnica  o 


16.  Erwin  Chemerinsky  ofrece  el  siguiente  ejemplo  para  ilustrar  este  fenómeno:  una  legislación 
que  requiere  que  los  oficiales  de  policía  midan  al  menos  155  centímetros  y  pesen  al  menos  68 
kilos  parece  ser,  en  principio,  una  norma  relativa  solamente  a  las  características  de  estatura  y 
peso,  encaminada  a  garantizar  ciertas  condiciones  físicas  y  de  fuerza  de  los  funcionarios.  Sin 
embargo,  los  datos  estadísticos  señalan  que  el  40%  de  los  varones  cumplen  con  estas  carac¬ 
terísticas,  frente  al  2%  de  las  mujeres.  El  resultado  es  un  impacto  discriminatorio  de  esta  regla 
en  contra  de  las  mujeres  que  pretenden  incorporarse  a  las  fuerzas  policiacas  (Chemerinsky, 
2015,698). 


119 


especializada  relevante  para  la  decisión  del  asunto,  así  como  para  pre¬ 
sentar  razonamientos  en  torno  a  los  hechos  contenidos  en  la  demanda 
o  consideraciones  jurídicas  sobre  la  materia  del  proceso,  con  el  fin  de 
que  el  tribunal  cuente  con  mayores  elementos  para  un  análisis  integral 
del  contexto.  Su  utilización  puede  ser  promovida  por  las  personas  que 
tienen  un  interés  en  cómo  se  resolverá  el  litigio,  derivado  de  su  parti¬ 
cipación  en  el  mismo.  Las  opiniones  presentadas  dentro  de  esta  figura 
pueden  ser  aportadas  por  particulares,  grupos  de  individuos,  asocia¬ 
ciones  civiles  e,  incluso,  órganos  gubernamentales. 

La  Sala  Superior  del  TEPJF  ha  sostenido  que,  tratándose  de  los  me¬ 
dios  de  impugnación  en  materia  electoral,  en  que  los  litigios  se  refie¬ 
ren  a  elecciones  por  sistemas  normativos  internos,  es  posible  la  in¬ 
tervención  de  terceros  ajenos  al  juicio,  a  través  de  la  presentación  de 
escritos,  con  el  fin  de  contar  con  mayores  elementos  para  un  análisis 
integral  del  contexto  (Jurisprudencia  17/2014.  AMICUS  CURIAE. 
SU  INTERVENCIÓN  ES  PROCEDENTE  DURANTE  LA  SUSTAN- 
CIACIÓN  DE  MEDIOS  DE  IMPUGNACIÓN  RELACIONADOS 
CON  ELECCIONES  POR  SISTEMAS  NORMATIVOS  INDÍGE¬ 
NAS;  Tesis  XXXVII/2016.  AMICUS  CURIAE.  SU  CALIDAD  NO 
CAMBIA  EN  UNA  SEGUNDA  INSTANCIA  PARA  QUIENES  LA 
OSTENTAN). 

Intérpretes  y  traductores 

Uno  de  los  elementos  importantes  de  la  identidad  de  las  personas  indí¬ 
genas  es  el  uso  de  lenguaje;  inclusive,  es  prerrogativa  de  las  personas 
indígenas  hablar  su  lengua  materna  en  sus  comunicaciones  con  las 
autoridades,  incluyendo  la  participación  en  un  juicio. 

En  reconocimiento  a  la  importancia  del  lenguaje,  la  Constitución, 
en  el  artículo  2o,  señala  que  “preservar  y  enriquecer  sus  lenguas”  es 
uno  de  los  derechos  de  los  pueblos  y  comunidades.  Este  reconocimien¬ 
to  constitucional,  así  como  la  situación  particular  de  las  comunidades, 
exigen  que,  en  todos  los  juicios  en  los  que  sean  parte  sus  integrantes, 
estos  deban  contar  con  los  medios  eficaces  para  comprender  y  hacerse 
comprender.  Incluso,  la  Ley  General  de  Derechos  Lingüísticos  (art. 
9)  señala  que  todo  mexicano  puede  comunicarse  en  la  lengua  de  la 
que  sea  hablante,  sin  restricciones  en  el  ámbito  público  o  privado,  en 
forma  oral  o  escrita,  en  todas  sus  actividades  sociales,  económicas, 
políticas,  culturales,  religiosas  y  cualesquiera  otras. 

Así,  en  materia  electoral,  a  fin  de  garantizar  el  pleno  acceso  a  la 
justicia  de  las  comunidades  indígenas,  la  persona  juzgadora  debe  va- 
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lorar  la  necesidad  de  la  designación  de  un  intérprete  y  de  realizar  la 
traducción  de  las  actuaciones  efectuadas  enjuicio,  cuando  así  se  jus¬ 
tifique,  tomando  en  consideración  la  lengua  que  habla  la  comunidad. 
Este  ha  sido  el  criterio  del  TEPJF  en  diversas  sentencias  y  en  la  Juris¬ 
prudencia  32/2014,  con  el  rubro  COMUNIDADES  INDÍGENAS.  EN 
LOS  MEDIOS  DE  IMPUGNACIÓN  EL  JUZGADOR  DEBE  VALO¬ 
RAR  LA  DESIGNACIÓN  DE  UN  INTÉRPRETE  Y  LA  REALIZA¬ 
CIÓN  DE  LA  TRADUCCIÓN  RESPECTIVA. 

Las  y  los  defensores  deben  coadyuvar  a  garantizar  que  se  respete 
el  derecho  de  acceso  pleno  a  la  justicia,  debido  proceso  y  tutela  ju¬ 
dicial  efectiva,  apoyando  en  la  traducción  o  solicitando  el  apoyo  de 
intérpretes,  traductores  y  profesionales  bilingües.  Asimismo,  es  con¬ 
veniente  buscar  colaboración  con  las  instituciones  especializadas  en  el 
conocimiento  de  las  lenguas  indígenas.17 

Por  otro  lado,  además  de  garantizar  la  traducción  o  interpretación 
durante  un  juicio,  es  conveniente  realizar  traducciones  de  sentencias 
o  resúmenes  oficiales  de  estas,  para  facilitar  a  los  integrantes  de  los 
pueblos  y  comunidades  indígenas  el  conocimiento  de  las  decisiones 
de  la  autoridad  jurisdiccional. 


17.  Por  ejemplo,  el  TEPJF  ha  suscrito  un  convenio  con  el  Instituto  Nacional  de  Lenguas  Indí¬ 
genas  (INALI)  para  lograr  el  acceso  y  uso  del  Padrón  Nacional  de  Interpretes  y  Traductores  de 
Lenguas  Indígenas  (PANITLI),  y  la  colaboración  conjunta  de  la  traducción  e  interpretación  a  las 
lenguas  indígenas  nacionales  (el  convenio  fue  suscrito  en  mayo  de  2014) 
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X.  DERECHOS  DE  LAS  PERSONAS, 
COMUNIDADES  Y  PUEBLOS  INDÍGENAS18 

Reconocimiento  de  la  diversidad  cultural 

De  acuerdo  con  el  texto  constitucional  ‘7a  nación  tiene  una  composi¬ 
ción  pluricultural  sustentada  originalmente  en  sus  pueblos  indígenas 
que  son  aquellos  que  descienden  de  poblaciones  que  habitaban  en  el 
territorio  actual  del  país  al  iniciarse  la  colonización  y  que  conservan 
sus  propias  instituciones  sociales,  económicas,  culturales  y  políticas, 
o  parte  de  ellas”.  Esto  significa  que  el  Derecho  reconoce  la  diversidad 
cultural  como  parte  constitutiva  de  la  realidad  histórica  y  social  de 
esta  República  y  da  reconocimiento  jurídico  a  los  pueblos  indígenas. 

No  hay  consenso  sobre  el  número  de  pueblos  indígenas  que  exis¬ 
ten  en  México,  sin  embargo,  la  principal  forma  de  definirlos  es  a  tra¬ 
vés  del  criterio  lingüístico,  esto  a  pesar  de  que  algunas  personas  han 
dejado  de  usar  la  lengua  originaria  (dada  la  discriminación  y  racismo 
que  aún  existen  en  nuestro  país),  conservando  en  todo  o  en  parte,  sus 
instituciones  sociales,  económicas,  culturales  y  políticas. 

Las  lenguas  indígenas  que  se  hablan  en  México,  tienen  también 
un  gran  número  de  variantes  que  hacen  que  hablantes  de  una  misma 
lengua  no  se  comprendan  entre  sí  y  dada  su  localización  geográfica, 
tampoco  se  identifiquen  como  miembros  de  un  mismo  pueblo.  Así,  y 
para  citar  dos  ejemplos,  para  la  Comisión  Nacional  para  el  Desarrollo 
de  los  Pueblos  Indígenas  (CDI),  existen  62  pueblos  indígenas,  mien¬ 
tras  que  el  Instituto  Nacional  de  Lenguas  Indígenas  (INAL1)  refiere  la 
existencia  de  11  familias  lingüísticas,  68  agrupaciones  lingüísticas  y 
364  variantes  lingüísticas.19 


18.  Publicado  en  Protocolo  de  Actuación  para  quienes  imparten  Justicia  en  casos  que  involucren 
Derechos  de  Personas,  Comunidades  y  Pueblos  Indígenas,  SCJN.  Ciudad  de  México,  2014. 
Fuente  de  consulta:  https://www.sitios.scjn.gob.mx/codhap/sites/default/files/archivos/paginas/ 
nueva_version_ProtocololndigenasDig.pdf 

19.  Información  que  nos  fue  enviada  por  el  INALI  (a  través  de  Yessica  Barran  Reyes)  el  1  de 
agosto  de  2013. 
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Tampoco  son  coherentes  los  datos  relativos  a  la  cantidad  exacta  de 
personas  indígenas.  De  acuerdo  con  el  Censo  de  Población  y  Vivien¬ 
da,  en  2010  existían  6  millones  695  mil  228  hablantes  de  lengua  indí¬ 
gena,  pero  las  personas  que  en  los  hechos  se  identifican  como  indíge¬ 
nas  suman  más  del  doble,  lo  que  significa  que  en  la  actualidad  existen 
un  gran  número  de  indígenas  que  han  migrado  de  sus  comunidades  y 
que  mantienen  y  reconstruyen  su  identidad  en  centros  urbanos. 

Al  respecto,  ante  la  pregunta  sobre  la  titularidad  de  derechos  in¬ 
dígenas  de  personas  que  ya  no  viven  en  un  territorio  indígena  o  ya  no 
hablan  una  lengua  indígena,  la  ley  es  clara  al  referirse  al  principio  de 
autoidentificación  o  autoadscripción  como  criterio  fundamental  para 
definir  al  sujeto  de  derechos.  Esto  significa  que  no  corresponde  al  Es¬ 
tado  ni  a  los  especialistas  decidir  a  quién  se  aplican  los  derechos  indí¬ 
genas,  sino  que  es  facultad  de  la  persona  definirse  como  tal. 

Derecho  a  la  autoidentificación  o  autoadscripción 

De  acuerdo  con  el  artículo  2°  de  la  CPEUM  “la  conciencia  de  su 
identidad  indígena  deberá  ser  criterio  fundamental  para  determinar  a 
quiénes  se  aplican  las  disposiciones  sobre  pueblos  indígenas.”  Esto 
significa  que  es  derecho  y  responsabilidad  de  los  pueblos  y  personas 
indígenas  definir  su  pertenencia  a  estas  colectividades  y  no  una  pre¬ 
rrogativa  del  Estado20.  Consistente  con  este  principio,  el  Convenio 
169  de  la  OIT  en  su  artículo  2o,  también  señala  que  son  los  propios 
indígenas  quienes  tienen  el  derecho  de  autoidentificarse  como  tales. 21 

En  el  caso  Saramaka  Vs.  Surinam,  la  Corte  IDH  consideró  que  era 
posible  que  las  personas  que  vivían  fuera  de  la  comunidad  y  habían 
cambiado  sus  formas  de  vida  tradicional  ejercieran  los  mismos  dere- 


20.  Aunque  la  Primera  Sala  resolvió  en  el  Amparo  Directo  1/2012, 17/2012,  38/2012  y  51/2012 
que:  1)  CONCEPTO  INDÍGENA,  PREVISTO  EN  LA  CONSTITUCIÓN.  Cuando  exista  sospecha 
fundada  en  el  órgano  ministerial  o  en  el  juzgador  de  que  una  persona  pertenece  a  una  comuni¬ 
dad  indígena,  de  oficio,  deberán  ordenar  una  evaluación  sustantiva  de  la  cuestión,  adoptando 
una  postura  activa  pro-derechos,  a  fin  de  determinar  si  la  persona  sujeta  a  una  investigación 
o  proceso  tiene  la  calidad  de  indígena,  a  partir  de  la  ponderación  de  diversos  elementos:  i) 
constancias  de  la  autoridad  comunitaria,  ii)  una  prueba  pericial  antropológica,  ¡II)  testimonios, 
iv)  criterios  etnollngüísticos  y/o,  v)  cualquier  otro  medio  que  permita  acreditar  la  pertenencia, 
arraigo,  Identidad  o  sentamiento  físico  a  la  comunidad  indígena.  En  conclusión,  a  toda  persona 
sujeta  a  un  proceso  penal  quien  se  ha  auto  declarado  Indígena,  debe  procurársele  los 
derechos  que  otorga  el  articulo  2°  constitucional. 

21.  En  este  sentido  es  Improcedente  solicitar  peritajes  antropológicos  o  culturales  para 
“demostrar”  que  una  persona  es  o  no  indígena,  bastando  con  su  autoidentificación  o 
autoadscripción  para  considerarla  como  tal. 
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chos  que  los  que  habitan  dentro,  siempre  y  cuando  la  propia  comuni¬ 
dad  lo  avalara.  De  acuerdo  con  este  tribunal,  la  decisión  sobre  la  perte¬ 
nencia  étnica  corresponde  “sólo  al  Pueblo  Saramaka  de  conformidad 
con  sus  propias  costumbres,  y  no  al  Estado  o  (la)  Corte”. 22 

Derecho  a  la  libre  determinación 

Como  la  CPEUM  señala,  la  libre  determinación  de  los  pueblos  indíge¬ 
nas  se  ejerce  en  el  marco  constitucional  de  la  autonomía.  En  el  mismo 
sentido,  la  Declaración  de  Naciones  Unidas  sobre  los  Derechos  de  los 
Pueblos  Indígenas  señala  que  éstos  tienen  derecho  a  la  libre  determi¬ 
nación  y  que,  en  virtud  de  ese  derecho,  pueden  decidir  libremente  su 
condición  política  y  disponer  libremente  su  desarrollo  económico,  so¬ 
cial  y  cultural.  Por  su  parte,  el  artículo  4o  de  esta  Declaración  amplia  el 
contenido  de  este  derecho  al  señalar  que  el  ejercicio  de  su  libre  deter¬ 
minación,  se  refiere  a  la  autonomía  o  al  autogobierno  en  las  cuestiones 
relacionadas  con  sus  asuntos  internos  y  locales,  así  como  a  disponer 
de  medios  para  financiar  sus  funciones  autónomas. 

Ahora  bien,  tal  como  lo  ha  señalado  la  Primera  Sala  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  la  libre  determinación  de  los  pueblos 
indígenas  no  puede  poner  en  riesgo  la  unidad  nacional,  pero  sí  implica 
“la  posibilidad  de  elegir  libremente  su  situación  dentro  del  estado 
mexicano,  que  no  conduce  a  su  disolución,  sino  al  reconocimiento  del 
derecho  fundamental  de  los  pueblos  que  ¡o  componen  para  deter¬ 
minar  su  suerte,  siempre  y  cuando  se  preserve  la  unidad  nacional”.23 
Es  decir,  que  la  autonomía  indígena  está  acota  da  a  que  no  se  ponga 
en  riesgo  la  unidad  nacional,  pero  fuera  de  esta  situación,  tienen  el 
derecho  fundamental  de  autodeterminarse. 

Aunque  es  claro  que  el  concepto  de  libre  determinación  de  los  pue¬ 
blos  indígenas  no  tiene  los  mismos  alcances  que  recibe  en  el  derecho 
internacional  de  los  Estados,  es  importante  señalar  que  la  Carta  de  la 
Organización  de  las  Naciones  Unidas,  los  Pactos  Internacionales  de 
Derechos  Civiles  y  Políticos  así  como  el  de  Derechos  Sociales  y  Cul¬ 
turales  y  algunas  resoluciones  de  la  Asamblea  General  de  Naciones 
Unidas  le  han  dado  un  peso  muy  importante  a  este  derecho,  al  grado 
de  argumentarlo  como  base  para  el  ejercicio  de  los  derechos  humanos 


22.  Ruiz  Chiriboga,  Oswaldo  y  Gina  Donoso,  Pueblos  indígenas  y  Corte  Interamericana:  Fondo 
y  Reparaciones  (Bélgica:  2010),  versión  manuscrita,  p.  15. 

23.  Semanario  Judicial  de  la  Federación  y  su  Gaceta.  Novena  Época,  XXXI,  Tesis  Aislada:  Ia 
XVI/2010,  registro  IUS:  165288,  p.  114. 
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individuales,  es  decir,  si  no  hay  un  reconocimiento  jurídico  de  las  ins¬ 
tituciones,  normas  y  procedimientos  indígenas,  es  más  fácil  que  tanto 
el  Estado  como  las  instituciones  indígenas  transgredan  los  derechos 
humanos  de  sus  miembros. 

Derecho  al  autogobierno 

Del  anterior  derecho  a  la  libre  determinación,  expresado  como  auto¬ 
nomía,  se  derivan  otros  derechos  fundamentalmente  contenidos  en  el 
apartado  A  del  artículo  2o  de  la  CPEUM,  entre  los  que  sobresale  el 
derecho  a  definir  sus  propias  formas  de  organización  social,  económi¬ 
ca,  política  y  cultural.  Es  de  destacarse  el  derecho  a  la  organización 
política  propia,  porque  de  él  se  desprende  la  capacidad  de  definir  sus 
propias  instituciones,  que  no  necesariamente  tiene  que  corresponder 
estrictamente  con  el  resto  de  las  instituciones  del  Estado.  Asimismo, 
estos  pueblos  tienen  el  derecho  de  elegir  a  sus  autoridades  de  acuerdo 
con  sus  propios  sistemas  normativos. 

Así  lo  determinó  la  Sala  Superior  del  Tribunal  Electoral  del  Poder 
Judicial  de  la  Federación  en  el  caso  del  Municipio  de  Cherán,  Mi- 
choacán,  al  ordenar  una  consulta  en  los  términos  del  Convenio  169 
de  la  OIT,  pues  la  mayoría  de  la  población  decidió  que  quería  regirse 
bajo  su  propio  sistema  de  usos  y  costumbres24,  elegir  a  sus  autoridades 
conforme  a  ese  sistema  y  que  éstas  se  apegaran  a  un  modelo  diferente 
de  gobierno  municipal  de  acuerdo  a  su  cultura  p'urhepecha.  En  este 
caso,  el  Poder  Judicial  de  la  Federación  ordenó  al  Congreso  del  estado 
de  Michoacán  y  al  Instituto  Estatal  Electoral  de  Michoacán  convalidar 
la  elección  realizada  por  el  pueblo  de  Cherán  conforme  a  sus  propios 
sistemas  normativos. 

Derecho  a  aplicar  sus  propios  sistemas  normativos 

La  CPEUM  reconoce  la  existencia  de  sistemas  normativos  internos, 
aunque  también  los  llama  “usos  y  costumbres”,  los  cuales  resultan  ne¬ 
cesarios  para  definir  la  organización  política,  económica,  jurídica,  so¬ 
cial  y  cultural  interna,  pero  también  para  la  resolución  de  sus  conflic- 


24.  Existe  una  tendencia  internacional  a  dejar  de  usar  el  concepto  “usos  y  costumbres",  to¬ 
mado  de  la  teoría  del  derecho  como  una  fuente  y  no  como  derecho  en  sí.  Esta  perspectiva  ha 
acentuado  la  noción  de  que  los  sistemas  normativos  indígenas  no  tienen  una  categoría  jurídica 
equiparable  al  derecho  ordinario,  perspectiva  por  demás  contraria  al  espíritu  del  reconocimiento 
constitucional  y  convencional  de  estos  derechos.  16  Asunto  SUP-JDC-91 67/2011. 


126 


tos  internos  y  para  la  elección  de  sus  propias  autoridades  como  quedó 
de  manifiesto  en  el  caso  Cherán.  El  Convenio  169  de  la  OIT  también 
reconoce  la  existencia  del  derecho  consuetudinario  de  los  pueblos. 

Aunque  hay  un  uso  indistinto  de  estos  conceptos  (sistemas  norma¬ 
tivos  internos,  usos  y  costumbres  y  derecho  consuetudinario),  en  tér¬ 
minos  generales  hacen  referencia  a  lo  mismo,  es  decir,  a  la  posibilidad 
colectiva  de  los  pueblos  y  comunidades  indígenas  de  crear  “derecho” 
y  que  éste  sea  reconocido  y  respetado  por  las  instituciones  públicas, 
siempre  y  cuando  se  ejerza  respetando  los  principios  generales  de  la 
CPEUM  y  los  derechos  humanos  (la  propia  Constitución  hace  énfasis 
especial  en  el  respeto  de  los  derechos  de  las  mujeres). 

Los  sistemas  normativos  intemos  indígenas  suelen  tener  los  tres 
elementos  de  cualquier  otro  sistema:  a)  normas,  b)  instituciones,  y 
c)  procedimientos,  además  de  que  constituyen  sistemas  de  reparación 
y  de  castigo.  Una  interpretación  lógica  del  ordenamiento  nos  lleva  a 
reconocer  que,  dado  el  reconocimiento  de  estos  sistemas,  las  autorida¬ 
des  indígenas  pueden  resolver  todo  tipo  de  asuntos  internos.  Cuando 
surgen  controversias  por  la  aplicación  del  “derecho  indígena”,  no  co¬ 
rrespondería  a  la  autoridad  jurisdiccional  del  fuero  común  juzgar  de 
nuevo  o  desconocer  la  capacidad  de  juzgar  de  la  autoridad  indígena. 

Si  una  autoridad  del  fuero  común  resuelve  de  nuevo  sobre  un  caso 
ya  resuelto  por  la  autoridad  indígena,  aun  cuando  alguna  de  las  partes 
excite  a  los  tribunales  y  el  asunto  llega  en  vía  de  amparo  a  los  jueces 
federales,  ellos  tendrán  que  tomar  en  cuenta  tanto  el  derecho  de  los 
pueblos  indígenas  de  aplicar  sus  sistemas  normativos  en  la  resolución 
de  sus  conflictos  internos,  como  el  principio  non  bis  in  ídem.  Por  esta 
razón  es  necesario  que  los  tribunales  constitucionales  tengan  la  capa¬ 
cidad  de  leer  interculturalmente  el  derecho. 

Aunque  estos  casos  aún  no  están  reglamentados  en  la  mayoría  de 
las  legislaciones  estatales  y  la  definición  de  competencias  entre  auto¬ 
ridades  indígenas  y  autoridades  del  fuero  común  no  es  muy  precisa, 
al  llegar  a  los  Tribunales  Federales,  éstos  tendrán  que  pronunciarse 
sobre  la  legalidad  de  la  actuación  de  las  autoridades  indígenas.  En 
estos  casos  le  corresponderá  a  la  juzgadora  o  juzgador  verificar  tres 
cosas:  a)  un  posible  conflicto  de  competencias  con  las  autoridades  del 
Estado  o  de  otras  comunidades,  b)  que  la  autoridad  en  cuestión  haya 
aplicado  efectivamente  el  sistema  normativo  interno  de  la  comunidad, 
para  lo  cual  son  vitales  los  peritajes  antropológicos  u  otros  medios  de 
prueba  que  objetiven  el  sistema  normativo  que  con  frecuencia  es  oral 
y  no  escrito,  y  c)  que  el  sistema  cumpla  con  los  mínimos  de  respeto  a 
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los  principios  generales  de  la  Constitución  y  a  los  derechos  humanos, 
teniendo  en  estos  casos  relevancia  fundamental  el  principio  pro  per¬ 
sona,  consagrado  en  el  artículo  Io  de  la  CPEUM. 

El  objetivo  es  alinear  la  justicia  ordinaria  con  la  justicia  indígena, 
a  fin  de  generar  un  marco  normativo  que  “evite  los  solapamientos  en¬ 
tre  ambas  jurisdicciones  y  que  proporcione  algunas  reglas  básicas  de 
cómo  debe  ser  la  relación,  cuáles  son  los  límites  de  la  jurisdicción  in¬ 
dígena,  cuál  es  la  competencia  que  le  corresponde  a  cada  una  de  ellas 
y  cuál  debe  ser  la  regla  a  aplicar  si  un  asunto  o  conflicto  es  asumido 
por  una  jurisdicción  cuando  le  corresponde  a  otra”.25 

La  jurisprudencia  de  la  Corte  Constitucional  de  Colombia,  por 
ejemplo,  elaboró  los  “mínimos  contenidos  éticos”  que  la  administra¬ 
ción  de  justicia  indígena  no  puede  desconocer,  independientemente 
de  su  cultura,  pautas  o  tradiciones,  incluyendo:  1)  el  derecho  a  la  vida 
(no  a  la  pena  de  muerte);  2)  el  derecho  a  la  integridad  física  (no  a  la 
tortura);  3)  el  derecho  a  la  libertad  (no  a  la  esclavitud)  y  4)  el  derecho 
a  un  debido  proceso  (de  acuerdo  con  las  propias  reglas  establecidas  en 
la  comunidad). 

Derecho  a  acceder  plenamente  a  la  jurisdicción  del  estado 

Este  derecho  contenido  en  la  fracción  VIII  del  artículo  2o  de  la 
CPEUM  es  especialmente  relevante  para  el  Poder  Judicial  de  la  Fe¬ 
deración,  pues  establece  que  “ en  todos  los  juicios  y  procedimientos 
en  que  sean  parte,  individual  o  colectivamente,  se  deberán  tomar  en 
cuenta  sus  costumbres  y  especificidades  culturales”. 

Como  indicamos  anteriormente,  “tomar  en  cuenta”  significa,  por 
una  parte,  respetar  los  propios  sistemas  normativos  de  los  indígenas, 
lo  cual  puede  tener  como  efecto  que  el  asunto  deba  ser  tratado  por  una 
autoridad  indígena,  que  el  asunto  ya  fue  juzgado,  o  que  la  actuación 
de  un  individuo  pudo  tener  como  justificación  el  cumplimiento  de  un 
deber  o  el  ejercicio  de  un  derecho  reconocido  por  su  propio  sistema 
normativo,  no  pudiendo  exigírsele  otra  conducta,  pues,  aun  cuando  se 
tratara  de  una  conducta  antijurídica  y  punible,  debería  considerarse  el 
haber  sido  realizada  bajo  cierto  condicionamiento  cultural. 

Por  supuesto  que  la  frase  “deberá  tomar  en  cuenta”  no  puede  ser 
interpretada  como  licencia  de  impunidad  para  los  indígenas,  es  decir. 


25.  La  protección  de  los  derechos  de  los  Pueblos  Indígenas  a  través  de  un  nuevo  sistema  de 
justicia  penal,  Due  Process  of  Law  Foundation,  2012. 
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no  se  trata  de  validar  cualquier  conducta  realizada  por  un  indígena 
sino  comprender  si  ésta  se  realizó  en  apego  a  las  normas  y/o  a  la  lógica 
cultural  de  la  sociedad  particular  a  la  que  pertenece.  De  esta  forma, 
“debe  tomar  en  cuenta”  es  una  obligación,  no  una  potestad  del  juzga¬ 
dor  y  puede  redundar  en  alguna  excluyente  de  responsabilidad,  o  en 
una  atenuación  de  la  pena.  En  otras  materias  puede  significar  la  con¬ 
validación  de  actos  jurídicos  realizados  de  acuerdo  a  las  instituciones 
propias  de  la  comunidad,  como  por  ejemplo  matrimonios,  sucesiones, 
traslados  de  dominio,  trabajo  comunitario  no  remunerado,  coopera¬ 
ciones  para  fiestas,  reglas  para  la  obtención  de  derechos  políticos, 
obligaciones  derivadas  de  la  reciprocidad,  respeto  a  ciertos  principios 
religiosos  que  ordenan  la  cultura,  etc. 

Cabe  hacer  notar  que,  para  el  cumplimiento  de  esta  obligación  ju¬ 
dicial,  el  peritaje  antropológico  es  una  probanza  fundamental  que  el 
Código  Federal  de  Procedimientos  Penales  contempla,  sin  embargo,  a 
raíz  de  la  reforma  penal  los  nuevos  códigos  aprobados  en  las  entidades 
federativas  han  dejado  de  reconocer  este  medio  de  forma  explícita. 

De  acuerdo  con  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  los 
jueces  están  obligados  a  “ indagar  cuáles  son  las  costumbres  y  especi¬ 
ficidades  de  la  comunidad  a  la  que  se  vincula  que  han  podido  influir 
en  el  desarrollo  de  los  hechos  enjuiciados,  la  materialización  de  los 
elementos  objetivos  o  subjetivos  del  tipo,  los  aspectos  de  los  que  de¬ 
pende  la  culpabilidad  del  acusado,  etcétera”.16 

Es  evidente  que  algunas  de  estas  instituciones  pueden,  en  apa¬ 
riencia  o  de  hecho,  contravenir  otros  principios  constitucionales  o  de 
derechos  humanos,  particularmente  derechos  individuales.  En  estos 
casos,  será  necesario  hacer  una  ponderación  de  derechos  basada  en 
un  exhaustivo  análisis  cultural  de  los  valores  protegidos  por  la  nor¬ 
ma  indígena,  las  posibles  consecuencias  para  la  preservación  cultural, 
y  las  formas  en  que  la  cultura  indígena  puede  incorporar  derechos 
sin  poner  en  riesgo  su  continuidad  como  pueblo,  en  relación  con  lo 
anterior,  resultan  emblemáticos  diversos  casos  resueltos  por  la  Corte 
Constitucional  de  Colombia.27 


26.  Seminario  Judicial  de  la  Federación  y  su  Gaceta.  Novena  Época,  XXX,  Tesis  Aislada:  Ia 
CCXI/2009,  registro  iUS  165720,  p,  290 

27.  Ver:  Solano  González,  Edgar,  La  jurisdicción  especial  indígena  ante  la  Corte  Constitucional 
Colombiana  (2011);  Rosembert  Ariza  Santamaría,  Teoría  y  práctica  de  la  jurisdicción  especial 
indígena  en  Colombia,  en  Juan  Carlos  Martínez  et.  al,  Hacia  sistemas  jurídicos  plurales.  Re¬ 
flexiones  y  experiencias  de  coordinación  entre  el  derecho  estatal  y  el  derecho  Indígena  (Bogotá: 
Konrad  Adenauer  Stitung,  2008). 
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La  señalada  fracción  VIII  del  artículo  2°  Constitucional  también 
dispone  que  los  indígenas  tienen  en  todo  tiempo  el  derecho  a  ser 
asistidos  por  intérpretes  y  defensores  que  tengan  conocimiento  de  su 
lengua  y  cultura.  Este  reconocimiento  es  muy  relevante  por  varias  ra¬ 
zones.  En  primer  lugar,  debido  a  que  normalmente  cuando  se  habla 
de  intérpretes  se  alude  únicamente  a  personas  que  hablan  la  lengua, 
cuando  en  realidad  también  se  alude  a  defensores  culturalmente  ade¬ 
cuados,  es  decir  que  conocen  la  cosmovisión  y  cultura  de  las  personas 
indígenas.  En  segundo  lugar,  porque  contar  con  un  intérprete  y  un 
defensor  es  un  derecho  no  sólo  de  los  procesados  penales  sino  de  todo 
indígena  que  participe  en  un  juicio  ante  la  jurisdicción  del  Estado  y, 
en  tercer  lugar,  “como  abundaremos  más  adelante”  no  es  un  derecho 
exclusivo  de  indígenas  monolingües.  El  derecho  de  los  indígenas  a 
contar  con  un  intérprete  o  traductor28  para  que  puedan  comprender  y 
hacerse  comprender  dentro  del  proceso  también  está  consagrado  en  el 
artículo  12  del  Convenio  169  de  la  OIT. 

Como  en  el  derecho  procesal  penal  para  el  caso  de  indiciados,  el 
estándar  de  derecho  internacional  señala  que  durante  el  proceso  toda 
persona  acusada  de  un  delito,  y  en  particular  los  indígenas,  tienen 
derecho  en  plena  igualdad  y  como  garantía  mínima,  a  ser  asistidos 
gratuitamente  por  el  traductor  o  intérprete  si  no  comprenden  o  no 
hablan  el  idioma  del  juzgado.29  Sin  embargo,  una  interpretación  del 
máximo  tribunal  mexicano  al  resolver  el  Amparo  Directo  en  Revisión 
1624/2008  sobre  el  alcance  de  este  derecho  es  más  garantista,  pues  se¬ 
ñala  que  en  el  caso  de  los  individuos  pertenecientes  a  pueblos  indíge¬ 
nas,  esta  prerrogativa  no  es  sólo  para  las  personas  monolingües,  sino 
que  es  derecho  de  todo  indígena,  independientemente  de  su  grado  de 
comprensión  del  castellano.  Hablar  en  su  lengua  propia,  es  un  derecho 
de  todo  indígena  que  participe,  en  cualquier  carácter,  en  un  juicio  ante 
los  juzgados  y  tribunales  de  la  República  Mexicana.30 

La  ley  secundaria  desarrolla  este  derecho  señalando  que  todo 
mexicano  puede  comunicarse  en  la  lengua  de  la  que  sea  hablante,  sin 


28.  El  traductor  es  quien  transmite  un  mensaje  de  una  lengua  a  otra  de  manera  escrita,  mientras 
que  el  intérprete  tiene  la  función  de  ser  un  puente  de  comunicación  por  la  vía  oral. 

29.  Artículo  8.2  de  la  Convención  Americana  sobre  Derechos  Humanos;  artículo  1 4.3.3  Pacto  In¬ 
ternacional  de  Derechos  Civiles  y  Polítlcos.22  Semanario  Judicial  de  la  Federación  y  su  Gaceta. 
Novena  Época,  XXX,  Tesis  Aislada:  Io  CCVIII/2009,  registro  IUS:  165717,  p.  293.  23  Artículo  9, 
Ley  General  de  Derechos  Lingüísticos. 

30.  Seminarlo  Judicial  de  la  Federación  y  su  Gaceta.  Novena  Época,  XXX,  Tesis  Aislada:  1° 
CCVIII/2009,  registro  IUS:  165717,  p.  293. 23 
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restricciones  en  el  ámbito  público  o  privado,  en  forma  oral  o  escrita, 
en  todas  sus  actividades  sociales,  económicas,  políticas,  culturales, 
religiosas  y  cualesquiera  otras.31 

Debemos  insistir  en  que,  aunque  el  artículo  124-bis  del  Código 
Federal  de  Procedimientos  Penales  sigue  señalando  que  la  garantía 
del  intérprete  y  traductor  tutela  tanto  a  extranjeros  como  a  indígenas 
que  no  entiendan  correctamente  el  castellano,  en  virtud  del  control  de 
constitucionalidad  al  que  están  sometidos  las  y  los  jueces  y  la  tesis  ais¬ 
lada  antes  señalada,  el  derecho  a  traductor  o  intérprete  no  puede  estar 
condicionado  al  bajo  nivel  de  castellanización  del  procesado,  sino  que 
es  un  derecho  pleno  del  indígena.  Debe  entonces,  buscar  facilitarle  a 
la  persona  indígena  medios  eficaces  tal  como  lo  señala  el  artículo  12 
del  Convenio  169  de  la  OIT. 

Derecho  a  la  tierra,  al  territorio  y  a  sus  recursos  naturales 

El  territorio  es  clave  para  la  reproducción  material,  espiritual,  social 
y  cultural  de  un  pueblo  indígena,  y  éste  ha  sido  uno  de  los  derechos 
más  demandados  por  los  pueblos.  La  CPEUM  es  escueta  en  este  pun¬ 
to,  pues  sólo  señala  que  “/a  ley  protegerá  la  integridad  de  las  tie¬ 
rras  indígenas ”  (artículo  27,  fracción  VII)  y  en  lo  demás  subordina 
el  tema  a  la  legislación  agraria.  Sin  embargo,  a  partir  del  control  de 
convencionalidad  al  que  están  obligados  las  y  los  jueces  y  del  prin¬ 
cipio  pro  persona  consagrado  en  el  artículo  Io  de  la  Constitución,  en 
este  tema  es  de  particular  relevancia  recurrir  al  Convenio  169  de  la 
OIT  que  establece  en  su  artículo  13  que  el  gobierno  respetará  la  im¬ 
portancia  que  para  las  culturas  y  valores  espirituales  de  estos  pueblos 
reviste  su  relación  con  las  tierras  o  territorios  que  ocupen  o  usen 
de  alguna  manera,  y  define  el  concepto  de  territorio  como  la  totali¬ 
dad  del  hábitat  de  las  regiones  que  los  pueblos  interesados  ocupan  o 
utilizan  de  alguna  manera.  Podemos  ver  que  esta  definición  va  más 
allá  del  concepto  de  tierra  como  un  bien  de  mercado  ya  que  hace  re¬ 
ferencia  a  la  dimensión  vital  y  simbólica  que  tiene  ese  espacio  para  la 
reproducción  de  las  culturas. 

Ese  mismo  instrumento  de  origen  internacional  hace  referencia  a 
la  obligación  de  los  Estados  de  reconocer  los  derechos  de  propiedad 
y  posesión  sobre  las  tierras  que  tradicionalmente  ocupan,  asimismo, 
especifica  que  se  debe  salvaguardar  su  derecho  a  utilizar  las  tierras 


31 .  Artículo  9,  Ley  General  de  Derechos  Lingüísticos 
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que  no  están  exclusivamente  ocupadas  por  ellos,  pero  a  las  que  tradi¬ 
cionalmente  han  tenido  acceso  para  sus  actividades  tradicionales  y  de 
subsistencia.  En  el  mismo  sentido,  el  artículo  14  señala  que  se  deben 
“ tomar  las  medidas  necesarias  para  determinar  las  tierras  que  los 
pueblos  interesados  ocupan  tradicionalmente  y  garantizar  la  protec¬ 
ción  efectiva  de  sus  derechos  de  propiedad  y  posesión”. 

Aunque  el  derecho  agrario  en  México  tiene  procedimientos  para 
garantizar  la  propiedad  social  de  la  tierra,  no  establece  lo  mismo  que 
lo  dispuesto  por  el  Convenio  169,  dado  que  los  ejidos  y  comunida¬ 
des  agrarias  son  una  forma  de  organización  campesina  creada  por  el 
Estado  durante  el  siglo  XX,  mientras  que  el  pueblo  indígena  es  una 
forma  organizativa  ancestral  y  cuya  dinámica  política,  cultural,  social 
y  económica  tiene  especificidades  propias  sustentadas  en  sus  tierras  y 
territorios  de  ahí  que  merezca  una  protección  especial  más  allá  de  la 
perspectiva  económica  agrarista.  Debido  a  lo  anterior,  los  tribunales 
agrarios  y  las  y  los  jueces  que,  en  diferentes  niveles  jurisdicciona¬ 
les,  conozcan  de  asuntos  en  materia  administrativa  deben  ampliar  y 
adecuar  sus  perspectivas  y  la  interpretación  del  marco  jurídico  para 
salvaguardar  adecuadamente  los  derechos  a  la  tierra  y  a  los  territorios 
reconocidos  por  el  Convenio  169  de  la  OIT. 

Por  su  parte,  el  artículo  15  del  Convenio  en  mención  establece 
la  obligación  de  brindar  una  protección  especial  de  los  recursos  na¬ 
turales  que  existen  en  las  tierras  de  los  pueblos,  lo  que  implica  la 
participación  de  los  indígenas  en  la  utilización,  administración  y  con¬ 
servación  de  los  mismos.  En  los  casos  de  los  recursos  del  subsuelo, 
este  artículo  es  armónico  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  27  de  la 
CPEUM  al  considerarlos  propiedad  de  la  nación.  Sin  embargo,  el 
Convenio  señala  la  obligación  de  consultar  a  los  pueblos  interesados 
a  fin  de  determinar  si  sus  intereses  -y  derechos-  serían  perjudicados 
y  de  qué  manera  lo  serían,  antes  de  emprender  proyectos  extractivos. 
Asimismo,  se  establece  que,  en  la  medida  de  lo  posible,  los  pueblos 
deben  participar  de  los  beneficios  de  las  actividades  extractivas  y  re¬ 
cibir  una  indemnización  equitativa  por  los  daños  que  les  pudieran 
ocasionar  estas  actividades. 

El  Convenio  regula  en  su  artículo  16,  el  traslado  (excepcional)  de 
los  pueblos  respecto  de  sus  tierras  y  en  el  17  determina  que  se  deben 
respetar  las  modalidades  de  transmisión  de  derechos  sobre  la  tierra  in¬ 
dígena.  También  establece  la  disposición  de  proteger  estas  superficies 
contra  el  abuso  que,  producto  del  desconocimiento  o  de  la  buena  fe, 
puedan  hacer  personas  extrañas  con  el  fin  de  apropiárselas,  así  como 
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las  sanciones  legales  a  las  infracciones  cometidas  en  relación  con  es¬ 
tas  normas. 

La  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos  ha  desarrollado 
ampliamente  los  alcances  de  este  derecho32.  En  varias  de  sus  resolu¬ 
ciones  y  con  base  el  derecho  de  propiedad  consagrado  en  el  artículo  21 
de  la  Convención  Americana  sobre  Derechos  Humanos  (CADH),  la 
Corte  IDH  ha  desarrollado  la  importancia  que  la  propiedad  territorial 
tiene  para  los  pueblos  indígenas  como  base  fundamental  para  el  desa¬ 
rrollo  de  su  cultura,  su  vida  espiritual,  su  integridad  y  su  supervivencia 
económica.  Por  ello,  este  derecho  es  reivindicado  en  sí  mismo,  pero 
también  como  condición  para  la  realización  de  otra  serie  de  derechos 
como  los  derechos  a  una  vida  digna,  a  la  alimentación,  al  agua,  a  la 
salud,  a  la  vida,  al  honor,  a  la  dignidad,  a  la  libertad  de  culto  y  de 
conciencia,  a  la  libertad  de  asociación,  a  los  derechos  de  la  familia,  la 
libertad  de  tránsito  y  el  derecho  a  la  residencia. 

El  derecho  a  la  tierra  y  al  territorio  de  los  pueblos  indígenas  po¬ 
see  dos  componentes:  primero,  la  defensa  de  su  integridad  hacia  el 
exterior,  es  decir,  frente  a  despojos,  apropiaciones  irregulares,  des¬ 
plazamientos  forzados  o  aprovechamientos  sin  consentimiento  de  los 
pueblos;  el  segundo,  hacia  el  interior,  implica  la  posibilidad  de  la  co¬ 
lectividad  de  definir  el  uso  y  aprovechamiento  individual  o  colectivo 
y  las  modalidades  internas  de  apropiación,  traslado,  uso  y  aprovecha¬ 
miento  de  la  tierra  y  sus  recursos,  así  como  de  los  usos  simbólicos  y 
espirituales  de  ciertos  sitios.  Si  estos  principios  se  contradicen  con 
otras  normas,  por  ejemplo,  la  ley  agraria,  deben  prevalecer  las  normas 
constitucionales  y/o  convencionales.  Ahora  bien,  si  existe  una  con¬ 
tradicción  entre  dos  derechos,  no  se  puede  obtener  una  resolución  sin 
que  preceda  una  ponderación  de  ambos  a  la  luz  del  referido  principio 
pro  persona. 

Una  interpretación  garantista  de  este  derecho  debe  entender  que 
los  pueblos  indígenas  conforman  unidades  sociales  que  merecen  una 
protección  muy  amplia  de  parte  de  las  autoridades.  Tal  como  señala 


32.  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos.  Caso  Comunidad  indígena  Sawhoyamaxa  Vs. 
Paraguay.  Fondo,  Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  29  de  marzo  de  2006.  Serie  C.  No. 
146;  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos.  Caso  Comunidad  indígena  Mayagna  (Sumo) 
Awas  Tingni  vs.  Nicaragua.  Fondo,  Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  31  de  agosto  de  2001 . 
Serie  C.  No.  79;  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos.  Caso  Comunidad  Indígena  Yakye 
Axa  Vs.  Paraguay.  Fondo,  Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  17  de  junio  de  2005.  Serie  C. 
No.  125;  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos.  Caso  Masacre  Plan  de  Sánchez  Vs. 
Guatemala.  Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  19  de  noviembre  2004.  Serie  C,  No.11;  Corte 
Interamericana  de  Derechos  Humanos.  Caso  Xákmok  Kasek  Vs.  Paraguay.  Sentencia  de  2010. 
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la  Corte  Constitucional  de  Colombia,  los  pueblos  indígenas  “se  cons¬ 
tituyen  en  un  sistema  o  universo  merecedor  de  la  protección  integral 
del  Estado”33 

Derivado  del  derecho  a  la  propiedad  reconocido  por  la  Conven¬ 
ción  Americana  sobre  Derechos  Humanos  (CADH)  y  tal  como  lo  ha 
interpretado  la  Corte  IDH,  en  casos  como  Saramaka  contra  Surinam 
y  Awas  Tigni  contra  Nicaragua,  el  derecho  al  territorio  es  un  derecho 
autónomo  fundamental.  Para  la  Corte  Constitucional  de  Colombia 
dicho  derecho  “ reviste  una  importancia  esencial  para  las  culturas  y 
valores  espirituales  de  los  pueblos  aborígenes” .  En  los  debates  del 
Congreso  Constituyente  de  1991  en  ese  país,  se  señaló  que:  “sin  este 
derecho,  los  anteriores  (derechos  a  la  identidad  cultural  y  a  la  auto¬ 
nomía)  son  sólo  reconocimientos  formales.  El  grupo  étnico  requiere 
para  sobrevivir  del  territorio  en  el  cual  está  asentado,  para  desarro¬ 
llar  su  cultura.  Presupone  el  reconocimiento  al  derecho  de  propiedad 
sobre  los  territorios  tradicionales  ocupados  y  los  que  configuran  su 
hábitat ”.34 

Como  hemos  señalado,  el  derecho  al  territorio  ha  ido  evolucionan¬ 
do  en  el  Sistema  Interamericano  de  Derechos  Humanos,  a  partir  del 
derecho  a  la  propiedad  reconocido  en  la  CADH,  pero  interpretado  a  la 
luz  de  lo  reconocido  por  el  Convenio  169  de  la  OIT.  De  esta  manera 
se  ha  podido  garantizar  la  protección  de  sus  territorios,  importantes 
indemnizaciones  cuando  algún  daño  ya  no  puede  ser  resarcido  a  la 
comunidad  y  la  exigencia  de  realización  del  derecho  a  la  consulta, 
particularmente  en  el  caso  de  grandes  obras  o  proyectos  que  afectan  la 
vida  y  la  cultura  de  estos  pueblos. 

Las  industrias  extractivas  y  generadoras  de  energía  han  sido  pro¬ 
tagonistas  de  casos  emblemáticos  que  ponen  de  manifiesto  la  necesi¬ 
dad  de  llevar  a  cabo  consultas  que  salvaguarden  una  amplia  gama  de 
derechos  reconocidos  que  se  pueden  ver  conculcados  antes,  durante  y 
posteriormente  a  la  ejecución  de  estos  proyectos. 

Derecho  a  la  consulta  y  al  consentimiento  libre,  previo  e  informado 

Este  es  uno  de  los  derechos  que  ha  alcanzado  mayor  relevancia  y  de¬ 
sarrollo  en  relación  al  tema  de  los  derechos  indígenas  en  el  ámbito 


33.  Corte  Constitucional  de  Colombia,  sentencia  T-342  de  1994. 

34.  Asamblea  Nacional  Constituyente.  Ponencia  Los  Derechos  de  los  Grupos  Étnicos.  Constitu¬ 
yente  Francisco  Rojas  Birry.  Gaceta  Constitucional  No.  67.  Pág.  18,  citada  en:  Corte  Constitu¬ 
cional  de  Colombia,  sentencia  T-188  de  1993. 
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internacional,  entre  otras  razones  debido  a  las  tensiones  que  se  produ¬ 
cen  en  las  comunidades  y  pueblos  indígenas  por  la  expansión  de  los 
megaproyectos  energéticos,  mineros,  de  acuacultura  y  forestación.  No 
obstante,  en  México  ha  tenido  poco  desarrollo  tanto  a  nivel  normativo 
como  jurisprudencial. 

La  fracción  IX  del  apartado  B  del  artículo  2°  de  la  Constitución 
reconoce  el  derecho  a  una  consulta  acotada,  misma  que  en  el  Derecho 
de  fuente  internacional  tiene  dimensiones  más  amplias,  contenido  que 
hace  necesario  recurrir  al  desarrollo  que  el  derecho  ha  tenido  en  el 
Sistema  lnteramericano  de  Protección  de  los  Derechos  Humanos  a 
partir  de  lo  reconocido  por  el  Convenio  169  de  la  OIT. 

De  acuerdo  con  dicho  Convenio,  es  obligación  de  los  Estados  con¬ 
sultar  con  los  pueblos  indígenas,  de  buena  fe  y  con  el  objetivo  de 
llegar  a  un  acuerdo  u  obtener  su  consentimiento  sobre  asuntos  que  les 
afecten  en  distintos  contextos.35  El  propio  Consejo  de  Administración 
de  esa  organización  (OIT)  ha  señalado  que  el  derecho  a  la  consulta  y 
participación  “ constituye  la  piedra  angular  del  Convenio  169  de  la 
OIT  en  la  que  se  fundamentan  todas  las  disposiciones  del  mismo ”.36 
El  derecho  está  también  reconocido  en  la  DDPI37  y  es  aplicable  a  cual¬ 
quier  acción  administrativa  o  legislativa  que  pueda  tener  un  impacto 
sobre  los  derechos  o  intereses  de  los  pueblos  indígenas.  En  tal  sentido, 
la  consulta  previa  a  los  pueblos  indígenas  abarca  no  solamente  el  uso 
de  los  recursos  naturales,  sino  cualquier  medida  que  pueda  afectar 
directamente  a  estas  comunidades. 

De  acuerdo  con  el  Relator  Especial  sobre  los  Derechos  de  los  Pue¬ 
blos  Indígenas  ,  los  principios  de  consulta  y  consentimiento  represen¬ 
tan  conjuntamente  una  norma  especial  para  la  protección  del  ejercicio 
de  los  derechos  sustantivos  de  los  pueblos  indígenas  y  como  un  medio 
para  garantizar  su  observancia.  Estos  derechos  sustantivos  pudieran 
incluir  entre  otros,  los  derechos  a  la  propiedad,  la  cultura,  la  religión, 
la  salud  y  el  bienestar  físico  y  a  materializar  sus  propias  prioridades  de 
desarrollo.  La  Corte  IDH  ha  sentado  diversos  precedentes  para  definir 
los  alcances  del  derecho  a  la  consulta  en  casos  específicos.39 

Los  elementos  fundamentales  para  concretar  el  derecho  a  la  con- 


35.  Artículos  6.1 , 6.2, 15.2,  22.3,  27.3,  y  28. 

36.  Citado  en  el  Informe  del  Relator  Especial  sobre  la  situación  de  los  derechos  humanos  y  las 
libertades  fundamentales  de  los  indígenas,  James  Anaya  (Doc.  ONU  A/HRC/12/34, 15  de  julio 
de  2009),  párrafo  39. 

37.  Artículos  10,  11, 15, 17, 19,  28,  29,  30,  32,  36  y  38. 

39.  Informe  al  Consejo  de  Derechos  Humanos  A/HRC/47/21,  párrafos  40-41  y  50. 
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sulta  es  que  se  lleve  a  cabo  previamente  a  las  acciones,  que  se  dirija  a 
los  afectados  o  a  sus  representantes  legítimos,  que  se  realice  de  buena 
fe  y  a  través  de  los  medios  idóneos  para  su  desarrollo,  que  provea  de 
toda  la  información  necesaria  para  tomar  las  decisiones,  en  particular, 
la  existencia  de  estudios  imparciales  y  profesionales  de  impacto  so¬ 
cial,  cultural  y  ambiental,  que  se  busque  el  acuerdo  y,  en  ciertos  casos, 
que  sea  obligatorio  obtener  el  consentimiento  libre  e  informado  de 
las  comunidades40,  todo  lo  anterior,  a  través  de  procesos  culturalmen¬ 
te  adecuados  y  usando  las  formas  e  instituciones  que  ellos  mismos 
ocupan  para  tomar  decisiones.  La  falta  o  el  vicio  en  alguno  de  estos 
elementos  puede  ser  motivo  de  un  procedimiento  jurisdiccional. 

El  deber  de  consulta  aplica  en  cualquier  caso  en  que  una  deci¬ 
sión  “se  relaciona  con  los  intereses  o  las  condiciones  específicas  de 
determinados  pueblos  indígenas,  incluso  si  la  decisión  tiene  efectos 
más  amplios”41.  Ello  comprende  medidas  administrativas  o  legislati¬ 
vas  de  aplicación  general,  tales  como  iniciativas  de  ley  sobre  recursos 
forestales  o  pesqueros,  o  sobre  el  desarrollo  rural  o  agrario,  si  dichas 
medidas  afectan  de  manera  diferenciada  a  los  pueblos  indígenas  dadas 
sus  condiciones  y  derechos  específicos. 

Tal  como  lo  estableció  la  Corte  IDH  “adicionalmente  a  la  consulta 
que  se  requiere  siempre  que  haya  un  plan  de  desarrollo  o  inversión 
dentro  de  un  territorio  tradicional  [  ]  la  salvaguarda  de  la  participación 
efectiva  que  se  requiere  cuando  se  trate  de  grandes  planes  de  desarro¬ 
llo  o  inversión  que  puedan  tener  un  impacto  profundo  en  los  derechos 
de  propiedad  de  los  miembros  del  pueblo  [  ]  a  gran  parte  de  su  terri¬ 
torio,  debe  entenderse  como  requiriendo  adicionalmente  la  obligación 
de  obtener  el  consentimiento  libre,  previo  e  informado  del  pueblo  [  ¡ 
según  sus  costumbres  y  tradiciones.”  42 

Con  respecto  a  lo  anterior,  el  Relator  Especial  ha  precisado43  que 
“la  jurisprudencia  de  la  Corte  Interamericana  y  las  disposiciones  de  la 
Declaración  sobre  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas  evidencian 
que  el  consentimiento  sería  exigible  en  todo  caso  que  una  medida  pro¬ 
puesta  tuviese  efectos  significativos  sobre  los  derechos  de  los  pueblos 


40.  Caso  Saramaka  Vs.  Surinam;  Caso  Moiwana  Vs.  Surinam;  Corte  IDH.  Caso  Yatama  Vs. 
Nicaragua;  Caso  de  la  Comunidad  Mayagna  (Sumo)  Awas  Tlngni  Vs.  Nicaragua,  entre  otros. 

41.  A/HRC/1 2/34,  párrafo  44 

42.  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos.  Caso  del  Pueblo  Saramaka  Vs.  Surinam. 
Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  del  28  de  noviembre  de 
2007.  Serie  C.  No.172,  párr.  137. 

43.  En  su  comunicación  del  16  de  enero  de  2013  a  la  Coordinación  de  Derechos  Humanos  y 
Asesoría  a  la  Presidencia  de  la  SCJN,  en  relación  con  el  borrador  de  este  Protocolo. 
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indígenas  que  son  esenciales  para  su  supervivencia  como  tales.  Ello 
pudiera  comprender,  además  de  los  proyectos  de  inversión  o  desa¬ 
rrollo  que  afectaran  el  modo  de  vida  o  subsistencia  de  los  pueblos 
indígenas,  los  casos  que  impliquen  el  reasentamiento  o  traslados  po- 
blacionales  y  el  almacenamiento  o  desecho  de  materiales  peligrosos 
en  territorios  indígenas.44  Y,  en  caso  de  que  no  se  lograra  el  acuerdo  o 
consentimiento  al  haberse  finalizado  un  proceso  de  consulta,  el  Estado 
podría  proceder  con  una  medida  propuesta  solo  si  pudiera  garanti¬ 
zar  que  no  tuviese  impactos  significativos  sobre  los  derechos  de  estos 
pueblos,  tales  como  su  derecho  a  establecer  sus  propias  prioridades 
para  el  desarrollo  como  parte  de  su  derecho  a  la  libre  determinación, 
el  derecho  a  la  salud  y  un  medio  ambiente  sano,  el  derecho  a  la  cul¬ 
tura  y  a  la  religión  y  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas  sobre  sus 
tierras  y  recursos  naturales  de  acuerdo  a  sus  usos  y  costumbres.  En 
ningún  caso  deberían  ser  vulnerados  estos  derechos.  Aun  en  los  casos 
en  que  el  consentimiento  no  fuera  estrictamente  necesario,  el  Estado 
debe  actuar  de  manera  que  respete  y  proteja  los  derechos  humanos 
de  los  pueblos  indígenas,  lo  que  pudiera  incluir  la  aplicación  de  otras 
salvaguardas,  tales  como  el  establecimiento  de  medidas  de  mitigación 
y  compensación”. 

Derechos  económicos,  sociales  y  culturales. 

Los  pueblos  indígenas  son  titulares  de  derechos  tanto  por  su  condición 
de  pueblos  ancestrales  con  derecho  de  libre  determinación,  como  por 
ser  personas  titulares  de  derechos  que  les  permitan  mejorar  progresi¬ 
vamente  sus  condiciones  de  vida.  Dado  que  por  lo  general  los  indí¬ 
genas  viven  en  situación  de  vulnerabilidad,  la  progresiva  efectividad 
de  estos  derechos,  requiere  medidas  diferenciales  que  se  ajusten  a  sus 
circunstancias  específicas.  Además,  tal  como  lo  señala  la  observación 
general  número  3  del  Comité  de  Derechos  Económicos,  Sociales  y 
Culturales  de  la  ONU,  es  obligación  de  los  Estados  asegurar  los  ni¬ 
veles  esenciales  de  esos  derechos  y  en  caso  de  limitaciones  presu¬ 
puéstales,  dar  prioridad  a  la  protección  de  personas  en  situación  de 
vulnerabilidad. 

El  reconocimiento  de  ciertos  derechos  sociales,45  particularmente 


44.  Declaración  de  Naciones  Unidas  sobre  los  derechos  de  los  pueblos  Indígenas,  arts.  1 0  y  29.2 

45.  Apartado  B  del  artículo  2  de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos;  Con¬ 
venio  169  de  la  Organización  Internacional  del  Trabajo;  y  Declaración  de  Naciones  Unidas  sobre 
los  Derechos  de  los  Pueblos  Indígenas. 
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el  derecho  a  la  salud,  a  la  educación,  al  trabajo,  a  la  vivienda,  y  al 
desarrollo,  tiene  un  doble  contenido.  Por  una  parte,  existe  la  obliga¬ 
ción  “de  hacer”  del  Estado,  que  consiste  en  ofrecer  de  manera  especial 
estos  servicios  a  dichos  grupos  por  su  carácter  de  marginación,  pero 
además  “de  dar”,  a  los  mismos,  las  adecuaciones  culturales  que  les 
den  pertinencia  y,  justamente  garanticen  su  accesibilidad,  como  el  uso 
de  traductores,  la  cercanía  y  calidad  del  servicio,  el  uso  de  sus  propias 
instituciones  como  medio,  que  los  intermediarios  tengan  comprensión 
de  su  cultura,  etc. 

Ahora  bien,  los  pueblos  indígenas  tienen  una  visión  del  mundo 
particular,  una  cultura  que  ha  desarrollado  conocimientos  ancestrales, 
mismos  que  no  necesariamente  coinciden  con  los  conocimientos  de 
las  culturas  occidentales.  En  este  sentido,  el  otro  componente,  particu¬ 
larmente  relevante,  de  estos  derechos,  en  lo  que  se  refiere  a  educación, 
salud  y  desarrollo,  está  en  la  posibilidad  de  darse  a  sí  mismos  estos 
servicios  o  en  combinación  con  el  Estado,  a  partir  de  sus  propias  for¬ 
mas,  conocimientos  y  usos  culturales.  En  tal  sentido  este  componente 
del  derecho  obliga  al  Estado  a  actos  de  “no  hacer”  y,  en  todo  caso,  a 
subsidiar  y  coordinar  el  desarrollo  de  estos  saberes  desde  una  pers¬ 
pectiva  intercultural  para  articularlos  con  los  servicios  estándar  que 
provee  el  Estado  en  estas  materias.  Es  importante  destacar  que  no  se 
trata  de  ausentar  al  Estado  del  cumplimiento  de  sus  obligaciones  en 
materia  de  derechos  sociales,  sino  incorporar  una  perspectiva  intercul¬ 
tural  en  su  actuación. 

Lo  indígena  y  sus  implicaciones  en  un  proceso  jurídico 

Como  ya  se  ha  señalado,  los  indígenas  tienen  la  doble  condición  de 
sujetos  colectivos  con  derecho  de  libre  determinación  que  demandan 
el  respeto  del  Estado  a  sus  culturas,  instituciones  y  formas  de  vida  y, 
por  otra  parte,  son  sujetos  -normalmente  en  condiciones  de  pobreza- 
que  requieren  de  acciones  afirmativas  del  Estado  para  la  plena  realiza¬ 
ción  de  sus  derechos.  Por  ello,  la  transformación  de  las  prácticas  en  el 
ámbito  de  la  justicia  tiene  que  ir  en  ambos  sentidos. 

De  acuerdo  con  la  fracción  VIII  del  apartado  A  del  artículo  2°  de  la 
Constitución,  en  el  ámbito  de  la  justicia  estatal,  es  la  prerrogativa  de 
quienes  se  autoadscriben  como  indígenas,  que  sus  especificidades  cul¬ 
turales  y  sistemas  normativos,  costumbres  o  derecho  consuetudinario 
sean  tomados  debidamente  en  consideración  cuando  les  sea  aplicada 
la  legislación  nacional. 
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Lo  anterior,  no  quiere  decir  que  los  órganos  del  Estado  juzguen 
conforme  a  los  sistemas  normativos  indígenas,  ya  que  esto  compete  a 
las  propias  instituciones  indígenas.  Lo  que  la  fracción  VIII  refiere  es 
que  cuando  se  aplique  “ la  legislación  nacional  o  estatal''  en  un  asunto 
que  es  de  competencia  de  los  órganos  del  Estado,  deben  considerar  las 
especificidades  culturales  y  también  las  normas  indígenas.  Ello  puede 
significar  que  a  través  de  la  solicitud  de  periciales  antropológicas  u 
otros  medios  de  prueba,  como  actas  de  la  comunidad  o  consejos  de 
ancianos,  los  juzgadores  se  alleguen  de  mayor  información  para  me¬ 
jor  proveer,  que  les  permita  discernir  si  la  conducta  de  que  se  trata  se 
refiere  a  algo  mandatado  por  el  sistema  normativo  de  la  comunidad  o 
bien  es  una  conducta  antijurídica  en  cualquier  contexto. 

El  derecho  a  que  se  tomen  en  cuenta  las  prácticas  normativas  de  la 
comunidad  del  sujeto,  es  quizá  el  más  importante  ya  que  esta  consi¬ 
deración  es  de  carácter  sustantivo.  Esto  tiene  que  ver  con  el  fondo  del 
asunto  y  no  sólo  con  un  requerimiento  procesal  formal,  ya  que  tiende 
a  explicar  la  conducta  desplegada  por  un  sujeto  que  actúa  bajo  un  sis¬ 
tema  normativo  indígena  y  que  por  ello  tiene  su  propia  concepción  so¬ 
bre  lo  obligatorio,  lo  permitido  y  lo  prohibido,  como  cualquier  norma. 

Es  importante  considerar,  en  el  plano  de  la  argumentación,  que  lo 
más  delicado  del  enfoque  cultural  radica  en  evitar  reproducir  los  es¬ 
tigmas  de  discriminación  y  denigración  en  que  incurrió  el  sistema  ju¬ 
rídico  penal  aduciendo  “atraso  cultural”  y  “aislamiento  social”,  consi¬ 
deraciones  que  permanecieron  por  muchos  años  en  el  código  punitivo 
federal.  Es  fundamental  que  los  argumentos  vayan  acompañados  de 
pruebas  idóneas,  como  los  peritajes  culturales  o  jurídico-antropológi- 
cos,  que  sirven  para  ilustrar  a  las  y  los  jueces  sobre  el  contexto  cultural 
de  las  personas  o  sobre  los  sistemas  normativos  internos  que  obligan, 
facultan  o  prohíben  conductas  a  los  individuos  de  la  comunidad.  Estas 
periciales  permiten  entender  los  condicionamientos  culturales  de  las 
personas  y  las  periciales  jurídico-antropológicas  auxilian  al  juzgador 
y  a  la  juzgadora  a  comprender  cómo  las  instituciones,  los  procedi¬ 
mientos  y  las  normas  de  los  pueblos  indígenas  son  determinantes  de 
las  conductas  de  la  comunidad. 

En  síntesis,  podemos  señalar  que  las  principales  implicaciones  que 
tiene  para  todo  juzgador  un  proceso  en  donde  estén  involucrados  las 
personas  o  los  pueblos  indígenas,  tal  como  se  desarrolla  son: 

a)  Antes  de  resolver  se  deben  tomar  debidamente  en  cuenta  las 
particularidades  culturales  de  los  involucrados  para  los  distintos 
efectos  que  pudieran  tener  lugar; 
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b)  En  todos  los  juicios  es  prerrogativa  del  sujeto  indígena  hablar  en 
su  lengua  materna,  cualquiera  que  sea  su  identidad  procesal,  y 
con  ello  la  correlativa  obligación  del  Estado  de  proveer  intérpre¬ 
tes  y  traductores.  Asimismo,  en  los  juicios,  los  procesados  tienen 
derecho  a  contar  con  defensores  que  conozcan  de  su  lengua  y 
cultura; 

c)  En  caso  que  involucren  sus  tierras,  territorios  y  recursos  natu¬ 
rales,  incluso  los  que  son  propiedad  de  la  Nación,  pero  cuya 
extracción  o  explotación  implica  una  afectación  de  tierras  indí¬ 
genas,  se  deben  tomar  todas  las  medidas  de  protección  especial 
consagradas  en  los  artículos  13  a  17  del  Convenio  169  de  la  OIT, 
aun  cuando  sean  diferentes  o  complementarias  a  lo  dispuesto 
por  el  derecho  agrario  y  el  derecho  procesal  agrario; 

d)  En  todos  los  casos  en  los  que  el  fondo  del  asunto  implique  medi¬ 
das  administrativas  o  legislativas  que  afecten  o  hayan  afectado  a 
los  pueblos  indígenas,  se  les  debe  -o  debió-haber  consultado,  y 
en  ciertos  casos  se  debió  haber  llegado  al  consentimiento  libre, 
previo  e  informado. 
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XI.  Normatividad  aplicable  para  la  consulta  a 
pueblos  y  comunidades  indígenas46 

La  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  esta¬ 
blece: 

“Artículo  lo.  En  los  Estados  Unidos  Mexicanos  todas  las  personas 
gozarán  de  los  derechos  humanos  reconocidos  en  esta  Constitución 
y  en  los  tratados  internacionales  de  los  que  el  Estado  Mexicano  sea 
parte,  así  como  de  las  garantías  para  su  protección,  cuyo  ejercicio  no 
podrá  restringirse  ni  suspenderse,  salvo  en  los  casos  y  bajo  las  condi¬ 
ciones  que  esta  Constitución  establece. 

Las  normas  relativas  a  los  derechos  humanos  se  interpretarán  de 
conformidad  con  esta  Constitución  y  con  los  tratados  internacionales 
de  la  materia  favoreciendo  en  todo  tiempo  a  las  personas  la  protección 
más  amplia. 

Todas  las  autoridades,  en  el  ámbito  de  sus  competencias,  tienen 
la  obligación  de  promover,  respetar,  proteger  y  garantizar  los  dere¬ 
chos  humanos  de  conformidad  con  los  principios  de  universalidad, 
interdependencia,  indivisibilidad  y  progresividad.  En  consecuencia,  el 
Estado  deberá  prevenir,  investigar,  sancionar  y  reparar  las  violaciones 
a  los  derechos  humanos,  en  los  términos  que  establezca  la  ley. 

Está  prohibida  la  esclavitud  en  los  Estados  Unidos  Mexicanos. 
Los  esclavos  del  extranjero  que  entren  al  territorio  nacional  alcanza¬ 
rán,  por  este  solo  hecho,  su  libertad  y  la  protección  de  las  leyes. 

Queda  prohibida  toda  discriminación  motivada  por  origen  étnico 
o  nacional,  el  género,  la  edad,  las  discapacidades,  la  condición  social, 
las  condiciones  de  salud,  la  religión,  las  opiniones,  las  preferencias 
sexuales,  el  estado  civil  o  cualquier  otra  que  atente  contra  la  dignidad 
humana  y  tenga  por  objeto  anular  o  menoscabar  los  derechos  y  liber¬ 
tades  de  las  personas.” 

Artículo  2o.  La  Nación  Mexicana  es  única  e  indivisible. 

La  Nación  tiene  una  composición  pluricultural  sustentada  origi- 


46.  Publicado  en  Protocolo  para  la  Consulta  a  Pueblos  y  Comunidades  Indígenas  en  materia  de 
Distritación  Electoral.  Instituto  Nacional  Electoral.  Ciudad  de  México.  Febrero  del  2016. 
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nalmente  en  sus  pueblos  indígenas  que  son  aquellos  que  descienden 
de  poblaciones  que  habitaban  en  el  territorio  actual  del  país  al  iniciar¬ 
se  la  colonización  y  que  conservan  sus  propias  instituciones  sociales, 
económicas,  culturales  y  políticas,  o  parte  de  ellas. 

La  conciencia  de  su  identidad  indígena  deberá  ser  criterio  funda¬ 
mental  para  determinar  a  quiénes  se  aplican  las  disposiciones  sobre 
pueblos  indígenas. 

Son  comunidades  integrantes  de  un  pueblo  indígena,  aquellas  que 
formen  una  unidad  social,  económica  y  cultural,  asentada  en  un  terri¬ 
torio  y  que  reconocen  autoridades  propias  de  acuerdo  con  sus  usos  y 
costumbres. 

El  derecho  de  los  pueblos  indígenas  a  la  libre  determinación  se 
ejercerá  en  un  marco  constitucional  de  autonomía  que  asegure  la  uni¬ 
dad  nacional.  El  reconocimiento  de  los  pueblos  y  comunidades  indí¬ 
genas  se  hará  en  las  constituciones  y  leyes  de  las  entidades  federativas, 
las  que  deberán  tomar  en  cuenta,  además  de  los  principios  generales 
establecidos  en  los  párrafos  anteriores  de  este  artículo,  criterios  etno- 
lingiiísticos  y  de  asentamiento  físico. 

A.  Esta  Constitución  reconoce  y  garantiza  el  derecho  de  los  pueblos 

y  las  comunidades  indígenas  a  la  libre  determinación  y,  en  conse¬ 
cuencia,  a  la  autonomía  para: 

I.  Decidir  sus  formas  internas  de  convivencia  y  organización  so¬ 
cial,  económica,  política  y  cultural. 

II.  Aplicar  sus  propios  sistemas  normativos  en  la  regulación  y  so¬ 
lución  de  sus  conflictos  internos,  sujetándose  a  los  principios 
generales  de  esta  Constitución,  respetando  las  garantías  indivi¬ 
duales,  los  derechos  humanos  y,  de  manera  relevante,  la  digni¬ 
dad  e  integridad  de  las  mujeres.  La  ley  establecerá  los  casos  y 
procedimientos  de  validación  por  los  jueces  o  tribunales  corres¬ 
pondientes. 

III.  Elegir  de  acuerdo  con  sus  normas,  procedimientos  y  prácticas 
tradicionales,  a  las  autoridades  o  representantes  para  el  ejercicio 
de  sus  formas  propias  de  gobierno  interno,  garantizando  la  par¬ 
ticipación  de  las  mujeres  en  condiciones  de  equidad  frente  a  los 
varones,  en  un  marco  que  respete  el  pacto  federal  y  la  soberanía 
de  los  estados. 

IV.  Preservar  y  enriquecer  sus  lenguas,  conocimientos  y  todos  los 
elementos  que  constituyan  su  cultura  e  identidad. 

V.  Conservar  y  mejorar  el  hábitat  y  preservar  la  integridad  de  sus 
tierras  en  los  términos  establecidos  en  esta  Constitución. 
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VI.  Acceder,  con  respeto  a  las  formas  y  modalidades  de  propie¬ 
dad  y  tenencia  de  la  tierra  establecidas  en  esta  Constitución  y 
a  las  leyes  de  la  materia,  así  como  a  los  derechos  adquiridos 
por  terceros  o  por  integrantes  de  la  comunidad,  al  uso  y  disfrute 
preferente  de  los  recursos  naturales  de  los  lugares  que  habitan  y 
ocupan  las  comunidades,  salvo  aquellos  que  corresponden  a  las 
áreas  estratégicas,  en  términos  de  esta  Constitución.  Para  estos 
efectos  las  comunidades  podrán  asociarse  en  términos  de  ley. 

VII.  Elegir,  en  los  municipios  con  población  indígena,  representan¬ 
tes  ante  los  ayuntamientos. 

Las  constituciones  y  leyes  de  las  entidades  federativas  reconocerán 
y  regularán  estos  derechos  en  los  municipios,  con  el  propósito 
de  fortalecer  la  participación  y  representación  política  de  con¬ 
formidad  con  sus  tradiciones  y  normas  internas. 

VIII.  Acceder  plenamente  a  la  jurisdicción  del  Estado.  Para  ga¬ 
rantizar  ese  derecho,  en  todos  los  juicios  y  procedimientos  en 
que  sean  parte,  individual  o  colectivamente,  se  deberán  tomar  en 
cuenta  sus  costumbres  y  especificidades  culturales  respetando 
los  preceptos  de  esta  Constitución.  Los  indígenas  tienen  en  todo 
tiempo  el  derecho  a  ser  asistidos  por  intérpretes  y  defensores  que 
tengan  conocimiento  de  su  lengua  y  cultura. 

Las  constituciones  y  leyes  de  las  entidades  federativas  establece¬ 
rán  las  características  de  libre  determinación  y  autonomía  que  mejor 
expresen  las  situaciones  y  aspiraciones  de  los  pueblos  indígenas  en 
cada  entidad,  así  como  las  normas  para  el  reconocimiento  de  las  co¬ 
munidades  indígenas  como  entidades  de  interés  público. 

B.  La  Federación,  los  Estados  y  los  Municipios,  para  promover  la 
igualdad  de  oportunidades  de  los  indígenas  y  eliminar  cualquier 
práctica  discriminatoria,  establecerán  las  instituciones  y  determi¬ 
narán  las  políticas  necesarias  para  garantizar  la  vigencia  de  los 
derechos  de  los  indígenas  y  el  desarrollo  integral  de  sus  pueblos 
y  comunidades,  las  cuales  deberán  ser  diseñadas  y  operadas  con¬ 
juntamente  con  ellos. 

Para  abatir  las  carencias  y  rezagos  que  afectan  a  los  pueblos  y 
comunidades  indígenas,  dichas  autoridades,  tienen  la  obligación  de: 

I.  Impulsar  el  desarrollo  regional  de  las  zonas  indígenas  con  el 
propósito  de  fortalecer  las  economías  locales  y  mejorar  las  con¬ 
diciones  de  vida  de  sus  pueblos,  mediante  acciones  coordinadas 
entre  los  tres  órdenes  de  gobierno,  con  la  participación  de  las 


143 


comunidades.  Las  autoridades  municipales  determinarán  equita¬ 
tivamente  las  asignaciones  presupuéstales  que  las  comunidades 
administrarán  directamente  para  fines  específicos. 

II.  Garantizar  e  incrementar  los  niveles  de  escolaridad,  favorecien¬ 
do  la  educación  bilingüe  e  intercultural,  la  alfabetización,  la  con¬ 
clusión  de  la  educación  básica,  la  capacitación  productiva  y  la 
educación  media  superior  y  superior.  Establecer  un  sistema  de 
becas  para  los  estudiantes  indígenas  en  todos  los  niveles.  Definir 
y  desarrollar  programas  educativos  de  contenido  regional  que 
reconozcan  la  herencia  cultural  de  sus  pueblos,  de  acuerdo  con 
las  leyes  de  la  materia  y  en  consulta  con  las  comunidades  indíge¬ 
nas.  Impulsar  el  respeto  y  conocimiento  de  las  diversas  culturas 
existentes  en  la  nación. 

III.  Asegurar  el  acceso  efectivo  a  los  servicios  de  salud  mediante  la 
ampliación  de  la  cobertura  del  sistema  nacional,  aprovechando 
debidamente  la  medicina  tradicional,  así  como  apoyar  la  nutri¬ 
ción  de  los  indígenas  mediante  programas  de  alimentación,  en 
especial  para  la  población  infantil. 

IV.  Mejorar  las  condiciones  de  las  comunidades  indígenas  y  de  sus 
espacios  para  la  convivencia  y  recreación,  mediante  acciones 
que  faciliten  el  acceso  al  financiamiento  público  y  privado  para 
la  construcción  y  mejoramiento  de  vivienda,  así  como  ampliar  la 
cobertura  de  los  servicios  sociales  básicos. 

V.  Propiciar  la  incorporación  de  las  mujeres  indígenas  al  desarro¬ 
llo,  mediante  el  apoyo  a  los  proyectos  productivos,  la  protección 
de  su  salud,  el  otorgamiento  de  estímulos  para  favorecer  su  edu¬ 
cación  y  su  participación  en  la  toma  de  decisiones  relacionadas 
con  la  vida  comunitaria. 

VI.  Extender  la  red  de  comunicaciones  que  permita  la  integración 
de  las  comunidades,  mediante  la  construcción  y  ampliación  de 
vías  de  comunicación  y  telecomunicación.  Establecer  condicio¬ 
nes  para  que  los  pueblos  y  las  comunidades  indígenas  puedan 
adquirir,  operar  y  administrar  medios  de  comunicación,  en  los 
términos  que  las  leyes  de  la  materia  determinen. 

VII.  Apoyar  las  actividades  productivas  y  el  desarrollo  sustentable 
de  las  comunidades  indígenas  mediante  acciones  que  permitan 
alcanzar  la  suficiencia  de  sus  ingresos  económicos,  la  aplicación 
de  estímulos  para  las  inversiones  públicas  y  privadas  que  pro¬ 
picien  la  creación  de  empleos,  la  incorporación  de  tecnologías 
para  incrementar  su  propia  capacidad  productiva,  así  como  para 
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asegurar  el  acceso  equitativo  a  los  sistemas  de  abasto  y  comer¬ 
cialización. 

VIII.  Establecer  políticas  sociales  para  proteger  a  los  migrantes  de 
los  pueblos  indígenas,  tanto  en  el  territorio  nacional  como  en  el 
extranjero,  mediante  acciones  para  garantizar  los  derechos  la¬ 
borales  de  los  jornaleros  agrícolas;  mejorar  las  condiciones  de 
salud  de  las  mujeres;  apoyar  con  programas  especiales  de  edu¬ 
cación  y  nutrición  a  niños  y  jóvenes  de  familias  migrantes;  velar 
por  el  respeto  de  sus  derechos  humanos  y  promover  la  difusión 
de  sus  culturas. 

IX.  Consultar  a  los  pueblos  indígenas  en  la  elaboración  del  Plan 
Nacional  de  Desarrollo  y  de  los  estatales  y  municipales  y,  en  su 
caso,  incorporar  las  recomendaciones  y  propuestas  que  realicen. 

Para  garantizar  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  señaladas 
en  este  apartado,  la  Cámara  de  Diputados  del  Congreso  de  la  Unión, 
las  legislaturas  de  las  entidades  federativas  y  los  ayuntamientos,  en 
el  ámbito  de  sus  respectivas  competencias,  establecerán  las  partidas 
específicas  destinadas  al  cumplimiento  de  estas  obligaciones  en  los 
presupuestos  de  egresos  que  aprueben,  así  como  las  formas  y  proce¬ 
dimientos  para  que  las  comunidades  participen  en  el  ejercicio  y  vigi¬ 
lancia  de  las  mismas. 

Sin  perjuicio  de  los  derechos  aquí  establecidos  a  favor  de  los  in¬ 
dígenas,  sus  comunidades  y  pueblos,  toda  comunidad  equiparable  a 
aquéllos  tendrá  en  lo  conducente  los  mismos  derechos  tal  y  como  lo 
establezca  la  ley.” 

TRANSITORIOS 

[...] 

“Artículo  Tercero.-  Para  establecer  la  demarcación  territorial  de  los 
distritos  electorales  uninominales  deberá  tomarse  en  consideración, 
cuando  sea  factible,  la  ubicación  de  los  pueblos  y  comunidades  indí¬ 
genas,  a  fin  de  propiciar  su  participación  política.”47 

El  Convenio  169  de  la  Organización  Internacional  del  Trabajo  so¬ 
bre  Pueblos  Indígenas  y  Tribales  establece: 


47.  Decreto  por  el  que  se  aprueba  el  diverso  por  el  que  se  adicionan  un  segundo  y  tercer  párra¬ 
fos  al  artículo  lo.,  se  reforma  el  artículo  2o.,  se  deroga  el  párrafo  primero  del  artículo  4o.;  y  se 
adicionan  un  sexto  párrafo  al  artículo  18,  y  un  último  párrafo  a  la  fracción  tercera  del  artículo  115 
de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos.  Publicado  en  el  Diario  Oficial  de  la 
Federación  el  14  de  agosto  de  2001. 
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“Artículo.  6‘ 


1.  Al  aplicar  las  disposiciones  del  presente  Convenio,  los  gobiernos 
deberán: 

a)  consultar  a  los  pueblos  interesados,  mediante  procedimientos 
apropiados  y  en  particular  a  través  de  sus  instituciones  represen¬ 
tativas,  cada  vez  que  se  prevean  medidas  legislativas  o  adminis¬ 
trativas  susceptibles  de  afectarles  directamente; 

b)  establecer  los  medios  a  través  de  los  cuales  los  pueblos  intere¬ 
sados  puedan  participar  libremente,  por  lo  menos  en  la  misma 
medida  que  otros  sectores  de  la  población,  y  a  todos  los  niveles 
en  la  adopción  de  decisiones  en  instituciones  electivas  y  organis¬ 
mos  administrativos  y  de  otra  índole  responsables  de  políticas  y 
programas  que  les  conciernan; 

c)  establecer  los  medios  para  el  pleno  desarrollo  de  las  institucio¬ 
nes  e  iniciativas  de  esos  pueblos,  y  en  los  casos  apropiados  pro¬ 
porcionar  los  recursos  necesarios  para  este  fin. 

2.  Las  consultas  llevadas  a  cabo  en  aplicación  de  este  Convenio  debe¬ 
rán  efectuarse  de  buena  fe  y  de  una  manera  apropiada  a  las  circuns¬ 
tancias,  con  la  finalidad  de  llegar  a  un  acuerdo  o  lograr  el  consenti¬ 
miento  acerca  de  las  medidas  propuestas.” 

La  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos  estableció  en  su 
sentencia  del  27  de  junio  de  2012,  con  relación  al  caso  de  Pueblo  Indí¬ 
gena  Kichwa  de  Sarayaku  vs.  Ecuador  que,  en  relación  a  las  consultas 
que  se  pretenda  aplicar  a  los  miembros  de  comunidades  y  pueblos  in¬ 
dígenas,  se  debe  atender,  principalmente,  a  los  siguientes  parámetros: 

a)  Previa,  en  las  primeras  etapas  del  plan  o  proyecto  a  realizar, 
pues  el  hecho  de  informar  a  las  comunidades  y  pueblos  indíge¬ 
nas  de  manera  posterior  va  en  contra  de  la  esencia  del  derecho  a 
la  consulta. 

b)  Culturalmente  adecuada,  mediante  procedimientos  acordes, 
atendiendo  a  todas  las  especificidades  de  los  pueblos  y  comuni¬ 
dades  indígenas,  como  son  sus  costumbres,  tradiciones  y,  sobre 
todo,  instituciones  representativas. 

c)  Informada,  esto  es,  los  procedimientos  que  sean  implementa- 
dos  para  dar  a  conocer  los  proyectos  y  medidas,  exigen  la  provi¬ 
sión  plena  de  información  precisa  sobre  la  naturaleza  y  alcances 
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del  proyecto,  pues  sólo  a  sabiendas  de  todas  las  consecuencias 
y  riesgos  de  cualquier  naturaleza,  los  integrantes  de  pueblos  y 
comunidades  indígenas,  podrán  evaluar  la  procedencia  del  plan 
propuesto. 

d)  De  buena  fe,  con  el  objeto  de  llegar  a  un  acuerdo  basado  en  la 
libertad,  la  confianza  y  respeto  mutuo.48 

El  4  de  noviembre  de  2015,  el  Tribunal  Electoral  del  Poder  Judi¬ 
cial  de  la  Federación  notificó  al  INE  la  Jurisprudencia  37/2015  que  a 
la  letra  dice: 

CONSULTA  PREVIA  A  COMUNIDADES  INDÍGENAS.  DEBE 
REALIZARSE  POR  AUTORIDADES  ADMINISTRATIVAS 
ELECTORALES  DE  CUALQUIER  ORDEN  DE  GOBIERNO, 
CUANDO  EMITAN  ACTOS  SUSCEPTIBLES  DE  AFECTAR 
SUS  DERECHOS. 

De  la  interpretación  de  los  artículos  Io  y  2°  Apartado  B,  de  la 
Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  en  relación 
con  el  numeral  6  del  Convenio  169  de  la  Organización  Internacional 
del  Trabajo  sobre  Pueblos  Indígenas  y  Tribales  en  Países  Indepen¬ 
dientes,  se  advierte  que  la  Federación,  las  entidades  federativas  y  los 
Municipios,  para  promover  la  igualdad  de  oportunidades  de  los  indí¬ 
genas  y  eliminar  cualquier  práctica  discriminatoria,  determinarán  las 
políticas  necesarias  para  garantizar  la  vigencia  de  los  derechos  de  los 
indígenas  y  el  desarrollo  integral  de  sus  pueblos  y  comunidades,  las 
cuales  deberán  ser  diseñadas  y  operadas  conjuntamente  con  ellos. 

En  ese  sentido,  las  autoridades  administrativas  electorales  de  cual¬ 
quier  orden  de  gobierno,  tienen  el  deber  de  consultar  a  la  comunidad 
interesada,  mediante  mecanismos  eficaces  que  garanticen  su  conoci¬ 
miento,  y  por  conducto  de  sus  instituciones  representativas,  cada  vez 
que  pretendan  emitir  alguna  medida  susceptible  de  afectarles  direc¬ 
tamente,  con  el  objeto  de  garantizar  la  vigencia  de  sus  derechos  in¬ 
dígenas  y  el  desarrollo  integral  de  pueblos  y  comunidades:  sin  que  la 
opinión  que  al  efecto  se  emita  vincule  a  la  autoridad  administrativa, 
porque  se  trata  de  una  consulta  para  determinar  si  los  intereses  de  los 
pueblos  indígenas  serían  agraviados. 


48.  Tribunal  Electoral  del  Poder  Judicial  de  la  Federación:  SUP-RAP-677/2015  y  acumulados, 
23  de  octubre  de  2015. 
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La  Ley  de  la  Comisión  Nacional  para  el  Desarrollo  de  los  Pueblos 
Indígenas  establece  lo  siguiente: 

Artículo  2.  La  Comisión  tiene  como  objeto  orientar,  coordinar,  pro¬ 
mover,  apoyar,  fomentar,  dar  seguimiento  y  evaluar  los  programas, 
proyectos,  estrategias  y  acciones  públicas  para  el  desarrollo  integral  y 
sustentable  de  los  pueblos  y  comunidades  indígenas  de  conformidad 
con  el  artículo  2o.  de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos 
Mexicanos,  para  lo  que  tendrá  las  siguientes  funciones: 

I.  Ser  instancia  de  consulta  para  la  formulación,  ejecución  y  evalua¬ 
ción  de  los  planes,  programas  y  proyectos  que  las  dependencias  y 
entidades  de  la  Administración  Pública  Federal  desarrollen  en  la 
materia; 

II.  Coadyuvar  al  ejercicio  de  la  libre  determinación  y  autonomía  de  los 
pueblos  y  comunidades  indígenas  en  el  marco  de  las  disposiciones 
constitucionales; 

III.  Realizar  tareas  de  colaboración  con  las  dependencias  y  entidades 
de  la  Administración  Pública  Federal,  las  cuales  deberán  consultar 
a  la  Comisión  en  las  políticas  y  acciones  vinculadas  con  el  desarro¬ 
llo  de  los  pueblos  y  comunidades  indígenas;  de  coordinación  con 
los  gobiernos  de  las  entidades  federativas  y  de  los  municipios;  de 
interlocución  con  los  pueblos  y  comunidades  indígenas,  y  de  con- 
certación  con  los  sectores  social  y  privado; 

IV.  Proponer  y  promover  las  medidas  que  se  requieran  para  el  cum¬ 
plimiento  de  lo  dispuesto  en  el  apartado  B  del  artículo  2o.  de  la 
Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos; 

V.  Evaluar  las  políticas  públicas  y  la  aplicación  de  los  programas, 
proyectos  y  acciones  gubernamentales  que  conduzcan  al  desarrollo 
integral  de  dichos  pueblos  y  comunidades; 

VI.  Realizar  investigaciones  y  estudios  para  promover  el  desarrollo 
integral  de  los  pueblos  indígenas; 

VII.  Apoyar  los  procesos  de  reconstitución  de  los  pueblos  indígenas; 

VIII.  Coadyuvar  y,  en  su  caso,  asistir  a  los  indígenas  que  se  lo  solici¬ 
ten  en  asuntos  y  ante  autoridades  federales,  estatales  y  municipales; 

IX.  Diseñar  y  operar,  en  el  marco  del  Consejo  Consultivo  de  la  Comi¬ 
sión,  un  sistema  de  consulta  y  participación  indígenas,  establecien¬ 
do  los  procedimientos  técnicos  y  metodológicos  para  promover  la 
participación  de  las  autoridades,  representantes  y  comunidades  de 
los  pueblos  indígenas  en  la  formulación,  ejecución  y  evaluación  de 
los  planes  y  programas  de  desarrollo; 
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X.  Asesorar  y  apoyar  en  la  materia  indígena  a  las  instituciones  federa¬ 
les,  así  como  a  los  estados,  municipios  y  a  las  organizaciones  de  los 
sectores  social  y  privado  que  lo  soliciten; 

XI.  Instrumentar  y  operar  programas  y  acciones  para  el  desarrollo  de 
los  pueblos  indígenas  cuando  no  correspondan  a  las  atribuciones  de 
otras  dependencias  o  entidades  de  la  Administración  Pública  Fede¬ 
ral  o  en  colaboración,  en  su  caso,  con  las  dependencias  y  entidades 
correspondientes; 

XII.  Participar  y  formar  parte  de  organismos,  foros  e  instrumentos 
internacionales  relacionados  con  el  objeto  de  la  Comisión; 

XIII.  Desarrollar  programas  de  capacitación  para  las  dependencias  y 
entidades  de  la  Administración  Pública  Federal,  así  como  para  las 
entidades  federativas  y  municipios  que  lo  soliciten,  con  el  fin  de 
mejorar  la  atención  de  las  necesidades  de  los  pueblos  indígenas; 

XIV.  Establecer  acuerdos  y  convenios  de  coordinación  con  los  gobier¬ 
nos  de  las  entidades  federativas,  con  la  participación  que  corres¬ 
ponda  a  sus  municipios,  para  llevar  a  cabo  programas,  proyectos 
y  acciones  conjuntas  en  favor  de  los  pueblos  y  comunidades  indí¬ 
genas; 

XV.  Concertar  acciones  con  los  sectores  social  y  privado,  para  que 
coadyuven  en  la  realización  de  acciones  en  beneficio  de  los  indí¬ 
genas; 

XVI.  Establecer  las  bases  para  integrar  y  operar  un  sistema  de  in¬ 
formación  y  consulta  indígena,  que  permita  la  más  amplia  parti¬ 
cipación  de  los  pueblos,  comunidades,  autoridades  e  instituciones 
representativas  de  éstos,  en  la  definición,  formulación,  ejecución  y 
evaluación  de  los  programas,  proyectos  y  acciones  gubernamenta¬ 
les...” 

La  Ley  General  de  Derechos  Lingüísticos  de  los  Pueblos  Indíge¬ 
nas  determina: 

Artículo  4.  Las  lenguas  indígenas  que  se  reconozcan  en  los  términos 
de  la  presente  Ley  y  el  español  son  lenguas  nacionales  por  su  origen 
histórico  y  tendrán  la  misma  validez,  garantizando  en  todo  momento 
los  derechos  humanos  a  la  no  discriminación  y  acceso  a  la  justicia 
de  conformidad  con  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos 
Mexicanos  y  los  tratados  internacionales  en  la  materia  de  los  que  el 
Estado  Mexicano  sea  parte. 
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Artículo  5.  El  Estado  a  través  de  sus  tres  órdenes  de  gobierno,  -Fe¬ 
deración,  Entidades  Federativas  y  municipios-,  en  los  ámbitos  de  sus 
respectivas  competencias,  reconocerá,  protegerá  y  promoverá  la  pre¬ 
servación,  desarrollo  y  uso  de  las  lenguas  indígenas  nacionales. 

Artículo  6.  El  Estado  adoptará  e  instrumentará  las  medidas  necesarias 
para  asegurar  que  los  medios  de  comunicación  masiva  difundan  la 
realidad  y  la  diversidad  lingüística  y  cultural  de  la  Nación  Mexicana. 
Además,  destinará  un  porcentaje  del  tiempo  que  dispone  en  los  me¬ 
dios  de  comunicación  masiva  concesionados,  de  acuerdo  a  la  legisla¬ 
ción  aplicable,  para  la  emisión  de  programas  en  las  diversas  lenguas 
nacionales  habladas  en  sus  áreas  de  cobertura,  y  de  programas  cultu¬ 
rales  en  los  que  se  promueva  la  literatura,  tradiciones  orales  y  el  uso 
de  las  lenguas  indígenas  nacionales  de  las  diversas  regiones  del  país. 

Artículo  7.  Las  lenguas  indígenas  serán  válidas,  al  igual  que  el  espa¬ 
ñol,  para  cualquier  asunto  o  trámite  de  carácter  público,  así  como  para 
acceder  plenamente  a  la  gestión,  servicios  e  información  pública.  [. . .] 

Artículo  14.  Se  crea  el  Instituto  Nacional  de  Lenguas  Indígenas,  como 
organismos  descentralizado  de  la  Administración  Pública  Federal,  de 
servicios  público  y  social,  con  personalidad  jurídica  y  patrimonio  pro¬ 
pio,  sectorizado  en  la  Secretaría  de  Cultura,  cuyo  objeto  es  promover 
el  fortalecimiento,  preservación  y  desarrollo  de  las  lenguas  indígenas 
que  se  hablan  en  el  territorio  nacional,  el  conocimiento  y  disfrute  de  la 
riqueza  cultural  de  la  Nación,  y  asesorar  a  los  tres  órdenes  de  gobierno 
para  articular  las  políticas  públicas  en  la  materia.  Para  el  cumplimien¬ 
to  de  este  objeto,  el  Instituto  tendrá  las  siguientes  características  y 
atribuciones: 

a)  Diseñar  estrategias  e  instrumentos  para  el  desarrollo  de  las  len¬ 
guas  indígenas  nacionales,  en  coordinación  con  los  tres  órdenes 
de  gobierno  y  los  pueblos  y  comunidades  indígenas.  [. . .] 
d)  Establecer  la  normatividad  y  formular  programas  para  certificar 
y  acreditar  a  técnicos,  intérpretes,  traductores  y  profesionales  bi¬ 
lingües.  Impulsar  la  formación  de  especialistas  en  la  materia, 
que  asimismo  sean  conocedores  de  la  cultura  de  que  se  trate, 
vinculando  sus  actividades  y  programas  de  licenciatura,  postgra¬ 
do,  así  como  diplomados  y  cursos  de  especialización,  actualiza¬ 
ción  y  capacitación.  [. . .] 
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j)  Actuar  como  órgano  de  consulta  y  asesoría  de  las  dependencias 
y  entidades  de  la  Administración  Pública  Federal,  así  como  de 
las  instancias  de  los  Poderes  Legislativo  y  Judicial,  de  los  go¬ 
biernos  de  los  estados  y  de  los  municipios,  y  de  las  instituciones 
y  organizaciones  sociales  y  privadas  en  la  materia. 
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XII.  El  Sistema  de  Consulta  Indígena 
de  la  CDI49 

El  Consejo  Consultivo  de  la  Comisión  Nacional  para  el  Desarrollo  de 
los  Pueblos  Indígenas  diseñó  un  Sistema  de  Consulta  Indígena,  que 
se  plasmó  en  un  documento  en  septiembre  de  2005,  documento  que 
sirvió  como  base  metodológica  para  este  Protocolo. 

El  objetivo  general  del  Sistema  de  Consulta  Indígena  es: 

Establecer  los  procedimientos  metodológicos  y  técnicos  para  que 
los  pueblos  y  las  comunidades  indígenas  sean  consultadas  a  través  de 
sus  instituciones  y  agentes  representativos  en  la  formulación,  aplica¬ 
ción  y  evaluación  de  planes,  programas,  proyectos  y  acciones  guber¬ 
namentales,  que  inciden  en  sus  derechos  y  en  su  desarrollo. 

El  documento  señala  como  fuentes  que  dotan  de  fundamento  jurí¬ 
dico  al  Sistema  los  siguientes  ordenamientos  legales: 

•  Los  artículos  2  y  26  de  la  Constitución  Política  de  los  Estados 

Unidos  Mexicanos; 

•  Los  artículos  6  y  7  del  Convenio  169  sobre  Pueblos  Indígenas  y 

Tribales  en  Países  Independientes  de  la  Organización  Interna¬ 
cional  del  Trabajo  (OIT); 

•  El  artículo  2  de  la  Ley  de  la  Comisión  Nacional  para  el  Desarrollo 

de  los  Pueblos  Indígenas; 

•  Los  artículos  16  y  22  del  Estatuto  Orgánico  de  la  Comisión  Na¬ 

cional  para  el  Desarrollo  de  los  Pueblos  indígenas;  y, 

•  Los  artículos  2  y  16  del  Reglamento  Interno  del  Consejo  Con¬ 

sultivo. 


49.  Protocolo  para  la  implementación  de  consultas  a  pueblos  y  comunidades  indígenas  de  con¬ 
formidad  con  estándares  del  Convenio  169  de  la  Organización  Internacional  del  Trabajo  sobre 
Pueblos  Indígenas  y  Tribales  en  Países  Independientes,  Comisión  Nacional  para  el  Desarrollo 
de  los  Pueblos  Indígenas,  febrero,  2013. 
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El  documento  que  norma  el  Sistema  es  de  carácter  general,  como 
tal  enuncia  principios  y  guía  los  procedimientos  aplicables  a  una  am¬ 
plia  gama  de  situaciones,  en  las  cuales  la  consulta  a  los  pueblos  indí¬ 
genas,  su  participación  o  ambas,  se  consideran  necesarias. 


Principios  del  Sistema  de  Consulta 

Diversidad 

Equidad 

Permanencia 

Transparencia 

Cumplimiento  a  la  palabra 

Representatividad 

Procedimiento  general  del  Sistema 

1 .  Integración  de  información  y  definición  de  acuerdos  básicos 

2.  Diseño  y  programación  de  la  consulta 

3.  Aplicación  de  la  consulta 

4.  Reintegración  de  resultados 

5.  Seguimiento  y  evaluación  de  resultados 


Asimismo,  establece  que  las  consultas  pueden  darse  mediante 
diversas  modalidades,  dependiendo  de  una  combinación  de  factores 
como,  el  alcance  legal  de  la  obligación  de  consultar,  el  objeto  y  las 
finalidades  específicas  de  la  consulta,  los  actores  involucrados,  la  co¬ 
bertura  geográfica  y  demográfica  de  los  asuntos  de  que  se  trate,  etc. 
Consecuentemente,  plantea  que  para  cada  modalidad  se  deben  esta¬ 
blecer  las  condiciones  y  procedimientos  específicos. 

Una  modalidad  específica  de  consulta  es  la  que  se  desprende  de  las 
disposiciones  del  Convenio  169  de  la  OIT  y  de  otros  precedentes  in¬ 
ternacionales  que  configuran  el  estándar  internacional  del  derecho  a  la 
consulta  y  al  consentimiento  previo,  libre  e  informado.  Este  protocolo 
desarrolla  los  principios  y  procedimientos  específicos  para  esa  moda¬ 
lidad  de  consulta  de  conformidad  con  los  estándares  internacionales. 

Fuentes  de  derecho  internacional  sobre  el  derecho  a  la  consulta 
previa 

El  derecho  de  los  pueblos  y  las  comunidades  indígenas  a  la  consulta 
con  el  fin  de  llegar  a  acuerdos  o  lograr  el  consentimiento  libre,  previo 
e  informado,  es  uno  de  los  derechos  de  mayor  relevancia  y  desarrollo 
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a  nivel  normativo  en  el  ámbito  internacional.  Sólo  por  mencionar  un 
caso,  en  Perú  existe  una  Ley  que  en  su  artículo  tercero  indica  que  la  fi¬ 
nalidad  de  la  consulta  es  “alcanzar  un  acuerdo  o  consentimiento  entre 
el  Estado  y  los  pueblos  indígenas  u  originarios  respecto  a  las  medidas 
legislativas  o  administrativas  que  les  afecten  directamente,  a  través  de 
un  diálogo  intercultural  que  garantice  su  inclusión  en  los  procesos  de 
toma  de  decisión  del  Estado  y  la  adopción  de  medidas  respetuosas  de 
sus  derechos  colectivos.”50 

El  derecho  a  expresar  el  consentimiento  o  lograr  acuerdos  y  la 
obligación  correlativa  que  tiene  el  Estado  de  consultar  constituyen  un 
derecho  sustantivo  intrínsecamente  relacionado  con  su  derecho  a  la 
autonomía  y  libre  determinación,  lo  cual  también  se  vincula  con  la 
vigencia  de  otros  derechos,  como  el  derecho  a  la  participación  polí¬ 
tica,  el  derecho  a  preservar  y  fortalecer  sus  culturas,  lenguas  e  insti¬ 
tuciones,  el  derecho  a  mantener  sus  territorios,  así  como  el  derecho  a 
mantener  sus  territorios,  así  como  el  derecho  a  la  salud,  a  la  educación 
y  al  desarrollo,  entre  otros. 

Al  interior  del  sistema  de  Naciones  Unidas  se  habla  de  que  el  dere¬ 
cho  a  la  consulta  es  un  “derecho  angular”  para  los  pueblos  indígenas, 
por  lo  que,  para  su  debida  implementación,  es  necesario  que  se  “reali¬ 
cen  consultas  en  profundidad  con  las  instituciones  representativas  de 
los  pueblos  indígenas  y  tribales  y  que  después  se  hagan  los  esfuerzos 
necesarios,  en  la  medida  de  lo  posible,  para  encontrar  soluciones  con¬ 
juntas,  ya  que  esto  es  la  piedra  angular  del  diálogo.  También  consti¬ 
tuye  una  herramienta  importante  para  alcanzar  un  desarrollo  sosteni- 
ble.”51  Por  lo  que,  el  presente  Protocolo  se  fundamenta  en  el  contenido 
del  Alt.  6o  del  Convenio  169  de  la  OIT. 

1.  Al  aplicar  las  disposiciones  del  presente  Convenio,  los  gobiernos 
deberán: 

a)  Consultar  a  los  pueblos  interesados,  mediante  procedimientos 
apropiados  y  en  particular  a  través  de  sus  instituciones  represen¬ 
tativas,  cada  vez  que  se  prevean  medidas  legislativas  o  adminis¬ 
trativas  susceptibles  de  afectarles  directamente; 


50.  Ley  de  Derecho  a  la  Consulta  Previa  a  los  Pueblos  Indígenas  u  Originarlos  reconocido  en  el 
Convenio  169  de  la  Organización  Internacional  del  Trabajo,  Congreso  de  la  República,  Comisión 
de  Constitución  y  Reglamento,  Lima,  Perú,  2011. 

51 .  Informe  de  la  Comisión  de  Expertos  en  Aplicación  de  Convenios  y  Recomendaciones,  Con¬ 
ferencia  Internacional  del  Trabajo,  100a  reunión,  2011. 
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b)  Establecer  los  medios  a  través  de  los  cuales  los  pueblos  intere¬ 
sados  pueden  participar  libremente,  por  lo  menos  en  la  misma 
medida  que  otros  sectores  de  la  población,  y  a  todos  los  niveles 
en  la  adopción  de  decisiones  en  instituciones  electivas  y  organis¬ 
mos  administrativos  y  de  otra  índole  responsables  de  políticas  y 
programas  que  les  conciernan; 

c)  Establecer  los  medios  para  el  pleno  desarrollo  de  las  institucio¬ 
nes  e  iniciativas  de  esos  pueblos,  y  en  los  casos  apropiados  pro¬ 
porcionar  los  recursos  necesarios  para  este  fin. 

2.  Las  consultas  llevadas  a  cabo  e  aplicación  de  este  Convenio  debe¬ 
rán  efectuarse  de  buena  fe  y  de  una  manera  apropiada  a  las  circuns¬ 
tancias,  con  la  finalidad  de  llegar  a  un  acuerdo  o  lograr  el  consenti¬ 
miento  acerca  de  las  medidas  propuestas. 


La  obligación  de  los  gobiernos  de  consultar  a  los  pueblos  indíge¬ 
nas  adquiere  especial  relevancia  en  los  siguientes  casos: 

Al  prever  medidas  legislativas  o  administrativas  (artículo  6.1.a); 

Antes  de  proceder  a  la  prospección  o  explotación  de  los  recursos 
del  subsuelo  (artículo  15.2); 

Al  considerar  la  enajenación  de  las  tierras  de  pueblos  indígenas 
o  la  transmisión  de  sus  derechos  sobre  estas  tierras  a  personas 
extrañas  a  su  comunidad  (artículo  17); 

Con  anterioridad  a  la  reubicación  de  los  pueblos  indígenas,  que 
sólo  deberá  efectuarse  con  el  consentimiento  dado  libremente  y 
con  pleno  conocimiento  de  causa  (artículo  16); 

En  la  organización  y  funcionamiento  de  programas  especiales  de 
formación  profesional  (artículo  22); 

En  las  medidas  orientadas  a  enseñar  a  leer  y  escribir  a  los  niños  en 
su  propio  idioma  indígena  (artículo  28); 

La  obligación  de  consultar  a  los  pueblos  indígenas  y  permitir  su 
libre  participación  se  relaciona,  en  general,  con  la  aplicación  de 
todas  las  disposiciones  del  Convenio,  el  cual  establece  que  la  par¬ 
ticipación  se  debe  asegurar  en  todos  los  niveles  de  la  formulación. 
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implementacion  y  evaluación  de  las  medidas  y  programas  que  los 
afecten  directamente. 


El  Convenio  contiene  numerosas  referencias  al  concepto  de  par¬ 
ticipación  que  están  presentes  en  diversas  áreas  (artículos  2,  6,  7, 
15,  22,  23).  Asimismo,  existen  otros  términos  en  el  Convenio  que 
se  emplean  para  referirse  a  la  participación: 

Obligación  de  ‘‘cooperar”  con  los  pueblos  indígenas  (artículos?, 
20,  22,  25,  27  y  33); 

Obligación  de  no  tomar  medidas  contrarias  a  los  deseos  expresa¬ 
dos  libremente  por  los  pueblos  indígenas  (artículo  4); 

Obligación  de  buscar  “el  consentimiento  dado  libremente  y  con 
pleno  conocimiento  de  causa”  de  los  pueblos  indígenas  (artículo 
16); 

Derecho  de  ser  consultados  a  través  de  “instituciones  representa¬ 
tivas”  (artículo  6). 


El  Convenio  169  exige  que  se  permita  la  libre  participación  de  los 
pueblos  indígenas  en  todos  los  niveles  de  la  formulación,  implemen- 
tación  y  evaluación  de  las  medidas  y  programas  que  los  afectan  direc¬ 
tamente  y  establece  claramente  que  la  obligación  de  garantizar  que  se 
efectúen  las  consultas  adecuadas  recae  en  los  gobiernos  y  no  en  parti¬ 
culares  o  empresas  privadas.  El  Estado  es  el  responsable  de  garantizar 
que  se  tomen  las  medidas  de  consulta  y  participación  necesarias. 

El  Estado  debe  de  cumplimentar,  frente  a  los  planes  de  inversión, 
desarrollo,  exploración  o  explotación  de  recursos  naturales  en  territo¬ 
rios  indígenas,  un  triple  estándar:  consulta  y  consentimiento;  estudios 
de  impacto;  y  participación  en  los  beneficios. 

Estándares  internacionales  de  la  consulta  y  el  consentimiento 

A  la  luz  de  los  estándares  internacionales  en  materia  de  derechos  hu¬ 
manos,  la  consulta  indígena,  a  diferencia  de  la  consulta  pública,  cuen¬ 
ta  con  diversos  elementos  y  pautas  que  la  distinguen  de  otros  procesos 
e  instrumentos  de  participación  ciudadana;  de  tal  forma  que  los  re- 
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quisitos  esenciales  que  deben  estar  presentes  para  un  debido  proceso 
de  consulta  indígena  son,  de  forma  enunciativa  más  no  limitativa,  los 
siguientes: 

•  El  imperio  del  principio  de  buena  fe  durante  los  procesos. 

•La  consulta  debe  ser  sistemática  y  transparente,  con  el  objeto  de  dotar 
de  seguridad  jurídico  al  proceso  y  sus  resultados.52 

•  El  carácter  previo  de  la  consulta. 

•  El  ejercicio  libre  de  la  consulta. 

•  Información  basta  y  suficiente. 

•  El  respeto  de  la  cultura  e  identidad  de  los  pueblos  indígenas. 

•  El  reconocimiento  de  que  en  los  procesos  de  consulta  los  pueblos 

indígenas  deben  poder  fijar  sus  propias  condiciones  y  requisitos, 
exigir  que  el  proyecto  se  ajuste  a  su  concepción  de  desarrollo53  y 
que  puedan  plantear  otras  alternativas  de  desarrollo.54 

•  Respetar  sus  propias  formas  de  generar  consensos,  sus  formas  de 

desarrollar  sus  argumentos  y  la  importancia  de  los  símbolos  e  imá¬ 
genes  a  través  de  las  cuales  reflejan  sus  posiciones. 

•  Respetar  los  tiempos  y  ritmos  que  marcan  sus  propios  recursos  de 

toma  de  decisiones. 

•  La  obtención  del  consentimiento  libre,  previo  e  informado,  de  acuer¬ 

do  con  sus  costumbres  y  tradiciones  (en  sus  propias  lenguas,  de 
acuerdo  con  su  tradición  oral,  en  sus  propios  tiempos,  etcétera). 55 

Como  se  puede  observar,  la  consulta  indígena  no  debe  agotarse  en 
un  mero  trámite  formal,  sino  que  debe  concebirse  como  “un  verdadero 
instrumento  de  participación”56,  la  consulta  no  debe  entenderse  como 
un  fin,  sino  como  un  medio  para  alcanzar  un  diálogo  intercultural  en- 


52.  Los  procedimientos  y  etapas  que  la  constituyen  se  deben  caracterizar  por  ser  formales, 
sistemáticos,  replicables  y  transparentes. 

53.  Artículo  7  del  Convenio  169  de  la  OIT  y  el  artículo  23  de  la  Declaración  de  la  ONU  sobre  los 
Derechos  de  los  Pueblos  indígenas. 

54.  Principios  básicos  y  directrices  sobre  los  desalojos  y  el  desplazamiento  generados  por  el  de¬ 
sarrollo,  en:  Informe  del  Relator  Especial  sobre  una  vivienda  adecuada,  como  parte  del  derecho 
a  un  nivel  de  vida  adecuado,  Miloon  Kothari,  A/HRC/4/18,  Anexo  I,  parr.  37. 

55.  Corte  IDH,  Caso  del  Pueblos  Saramaka  vs.  Surlnam,  Excepciones  preliminares,  Fondo, 
Reparaciones  y  Costas  Sentencia  de  28  de  noviembre  de  2007.  Serle  C,  Num.  172,  parr.  133. 
También  véase:  Los  principios  de  Ecuador,  principio  5. 

56.  Informe  del  Comité  encargado  de  examinar  la  reclamación  en  la  que  se  alega  el  Incumpli¬ 
miento  por  Brasil  del  Convenio  sobre  pueblos  indígenas  y  tribales,  1 989  (núm.  1 69),  presentada 
en  virtud  del  artículo  24  de  la  Constitución  de  la  OIT  por  el  Sindicato  de  Ingenieros  del  Distrito 
Federal  (SENGE/DF) 
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tre  el  Estado  y  los  pueblos  indígenas  que  permita  garantizar  el  respeto, 
ejercicio  y  reconocimiento  de  sus  derechos  colectivos. 

La  Declaración  de  las  Naciones  Unidas  sobre  los  Derechos  de 
los  Pueblos  Indígenas,  adoptada  con  posterioridad  al  Convenio  169 
(2007),  también  se  refiere  a  los  mecanismos  de  consulta  y  participa¬ 
ción;  establece  que  el  propósito  de  las  consultas  es  alcanzar  un  con¬ 
sentimiento  libre,  previo  e  informado  (Alt  19). 


Declaración  de  la  ONU:  Artículo  19 

Los  Estados  celebrarán  consultas  y  cooperará  de  buena  fe  con 
los  pueblos  indígenas  interesados  por  medio  de  sus  instituciones 
representativas  antes  de  adoptar  y  aplicar  medidas  legislativas  o 
administrativas  que  los  afecten,  a  fin  de  obtener  su  consentimien¬ 
to  libre,  previo  e  informado. 

Según  la  opinión  de  James  Anaya,  relator  de  las  Naciones  Unidas 
sobre  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas,  el  requisito  de  con¬ 
sulta  y  participación  no  se  aplica  sólo  a  la  toma  de  decisiones  en 
el  ámbito  de  los  procesos  locales  o  municipales,  sino  también  a  la 
toma  de  decisiones  en  la  esfera  internacional. 

Los  órganos  de  la  ONU  y  otras  entidades  internacionales  tienen 
cada  vez  más  en  cuenta,  e  incluso  solicitan,  la  participación  de  los 
representantes  de  los  pueblos  indígenas  en  la  toma  de  decisiones 
y  la  elaboración  de  normas  en  las  áreas  de  interés  para  los  pueblos 
indígenas. 


La  inclusión  de  este  derecho  en  la  Declaración  adquiere  una  fuerza 
particular,  al  interactuar  con  el  artículo  4o  del  mismo  instrumento,  que 
reconoce  que  los  pueblos  indígenas,  en  ejercicio  de  su  derecho  a  la 
libre  determinación,  tienen  derecho  a  la  autonomía  o  al  autogobier¬ 
no  en  las  cuestiones  relacionadas  con  sus  asuntos  internos  y  locales. 
Este  enunciado  es  reiterad  en  otros  artículos  de  la  Declaración,  que 
consagran  el  derecho  a  conservar  y  reforzar  sus  propias  instituciones 
políticas,  jurídicas,  económicas,  sociales  y  culturales,  manteniendo, 
a  la  vez,  su  derecho  a  participar  plenamente,  si  lo  desean,  en  la  vida 
política,  económica,  social  y  cultural  del  Estado  (Alt.  5);  a  participar 
en  la  adopción  de  decisiones  en  las  cuestiones  que  afecten  a  sus  dere¬ 
chos  (Art  1 8);  y  a  determinar  y  elaborar  prioridades  y  estrategias  para 
el  ejercicio  de  su  derecho  al  desarrollo  (Art.  23). 

En  este  punto  es  importante  remarcar  que  a  diferencia  del  Conve¬ 
nio  169  de  la  OIT,  que  es  un  documento  jurídicamente  vinculante,  la 
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Declaración  de  Naciones  Unidas  sobre  los  Pueblos  Indígenas  (DNU- 
PI)  no  obliga  a  los  Estados  ya  que  no  es  un  tratado  convención  inter¬ 
nacional;  sin  embargo,  su  importancia  radica  en  el  amplio  consenso 
en  que  fue  adoptada.  En  su  artículo  42  indica  que  los  estados  “(•••), 
promoverán  el  respeto  y  la  plena  aplicación  de  las  disposiciones  de  la 
presente  Declaración  y  velarán  por  la  eficacia  de  la  presente  Declara¬ 
ción”.  Su  fuerza  es  sobre  todo  política  y  radica  en  el  consenso  de  los 
países  que  la  apoyaron,  entre  ellos  México.  Lo  cual  obliga  a  establecer 
medidas  eficaces  para  su  plena  puesta  en  marcha.  Se  puede  decir  que 
la  DNUPI  es  “la  piedra  angular  de  la  protección  internacional  de  los 
derechos  de  estos  pueblos,  en  el  actual  estado  de  desarrollo  del  dere¬ 
cho  internacional.”57  Obliga  a  los  estados  miembros  de  la  ONU  a:58 

•  Actuar  de  buena  fe  para  lograr  su  efectiva  implementación  a  nivel 

interno; 

•  Adoptar  nuevas  leyes  o  modificar  las  ya  existentes,  de  acuerdo 

con  los  lineamientos  establecidos  en  la  Declaración; 

•  Transformar  las  prácticas  contrarias  a  lo  dispuesto  en  la  Decla¬ 

ración; 

•  Implementar  políticas  públicas  y  programas  sociales  encamina¬ 

dos  al  goce  efectivo  de  los  derechos  humanos  individuales  y  co¬ 
lectivos  de  los  pueblos  indígenas. 

En  palabras  del  Relator  Especial  de  Naciones  Unidas  para  los  Pue¬ 
blos  Indígenas  la  aplicación  de  la  Declaración  “debe  ser  considerada 
un  imperativo  político,  moral  y,  además,  jurídico,  sin  reserva  algu¬ 
na.”59 

La  Comisión  y  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos  han 
conocido  en  los  últimos  12  años  una  importante  cantidad  de  casos 
que  involucran  litigios  entre  pueblos  indígenas  y  los  estados  en  cuyos 
territorios  están  asentados.  Si  bien  los  casos  se  refieren  a  una  amplia 
variedad  de  situaciones  relacionadas  con  violaciones  a  los  derechos 
humanos  fundamentales,  varios  de  ellos  han  sido  resueltos  favorable¬ 
mente  a  los  demandantes  indígenas  en  razón  de  que  las  medidas  lega¬ 
les  o  administrativas  objeto  de  reclamación  no  han  sido  debidamente 
consultadas. 


57.  Manual  para  defender  los  derechos  de  los  pueblos  Indígenas,  Washington,  DPLF,  s/f.,  p.  6. 

58.  Idem. 

59.  Informe  provisional  del  Relator  Especial  sobre  la  situación  de  los  derechos  humanos  y  las 
libertades  fundamentales  de  los  indígenas,  A/65/264,  2010. 
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Finalmente,  existe  ya  un  número  significativo  de  sentencias  de  tri¬ 
bunales  superiores  de  justicia  de  países  del  continente,  que  aportan 
elementos  para  la  identificación  de  mecanismos  que  permiten  vislum¬ 
brar  vías  para  la  aplicación  de  la  legislación  tanto  nacional  como  in¬ 
ternacional  en  el  desarrollo  de  los  elementos  esenciales  que  facilitan 
la  implementación  de  este  derecho. 


Estándares  internacionales  sobre  los  derechos  de  los  pueblos  Indígenas 

Indivisibilidad  e 
interdependen¬ 
cia  del  derecho 
a  la  consulta 
con  otros  dere¬ 
chos  humanos 
de  los  pueblos 
indígenas 

Dos  de  los  principios  básicos  del 
enfoque  de  derechos  humanos  son  la 
indivisibilidad  e  interdependencia.  Es¬ 
tos  se  refieren  a  que  no  existe  jerarquía 
entre  los  diferentes  tipos  de  derechos 
(civiles,  políticos,  económicos,  sociales, 
culturales  o  ambientales)  ya  que  todos 
son  igualmente  imprescindibles  para 
una  vida  digna. 

De  acuerdo  con  este  marco,  el  de¬ 
recho  a  la  consulta  y  al  consentimiento 
libre,  previo  e  informado,  se  encuentran 
estrechamente  vinculados  con  la  rea¬ 
lización  de  otros  derechos  humanos 
-tanto  individuales  como  colectivos-  de 
los  pueblos  indígenas;  constituyendo 
una  expresión  concreta  del  derecho  a  la 
libre  determinación  y  no  de  los  medios  a 
través  de  los  cuales  pueden  ejercer  su 
derecho  a  participar  y  a  definir  su  propio 
concepto  de  desarrollo. 

Por  otro  lado,  el  derecho  a  la  con¬ 
sulta  también  funciona  como  un  instru¬ 
mento  de  protección  de  derechos  de  los 
pueblos  indígenas,  pues  abre  la  posibi¬ 
lidad  para  que  mediante  el  diálogo  con 
las  autoridades  y  otros  actores  puedan 
advertir  y  establecer  las  condiciones 
necesarias  para  que  los  proyectos  de 
desarrollo  no  terminen  vulnerando  su 
derecho  a  la  tierra,  territorio,  recursos 
naturales,  medio  ambiente  adecuado, 
entre  otros. 

Oficina  en  Mé¬ 
xico  del  Alto 
Comisionado 
de  las  Naciones 
Unidas  para  los 
Derechos  Hu¬ 
manos. 

El  derecho  a 
la  consulta  de 
los  pueblos 

indígenas:  la 

importancia  de 
su  implantación 
en  el  contexto 
de  los  proyectos 
de  desarrollo 
a  gran  escala, 
2010,  pp.  41-56 
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Marco  jurídico  aplicable  en  México 

A  partir  de  la  reforma  constitucional  en  materia  de  derechos  y  cultura 
indígenas  de  2001,  los  derechos  de  estas  colectividades  son  reconoci¬ 
dos  en  el  artículo  2°  de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos 
Mexicanos.  De  esta  forma  se  confirmó  el  reconocimiento  del  rasgo 
pluricultural  de  la  Nación  mexicana,  el  cual  está  sustentado  original¬ 
mente  en  sus  pueblos  y  comunidades  indígenas.  Otros  elementos  cen¬ 
trales  de  esta  reforma,  son  el  reconocimiento  a  la  libre  determinación 
y  autonomía  de  los  pueblos  y  comunidades  indígenas,  asimismo  el 
establecimiento  de  la  obligación  estatal  de  desarrollar  instituciones  y 
determinar  las  políticas  necesarias  a  fin  de  garantizar  la  vigencia  de 
los  derechos  de  los  pueblos  y  comunidades  indígenas  y  su  desarrollo 
integral.  Entre  las  obligaciones  del  Estado,  que  se  determinaron  en  el 
apartado  B  del  artículo  segundo  constitucional,  con  el  objeto  de  abatir 
las  carencias  y  rezagos  que  afectan  a  los  pueblos  y  las  comunidades 
indígenas,  se  encuentra  el  derecho  de  consultar  a  los  pueblos  indíge¬ 
nas,  como  podrá  verse  a  continuación: 

Articulo  2.-  [...] 

B.  La  Federación,  los  Estados  y  los  Municipios,  para  promover  la 
igualdad  de  oportunidades  de  los  indígenas  y  eliminar  cualquier 
práctica  discriminatoria,  establecerán  las  instituciones  y  deter¬ 
minarán  las  políticas  necesarias  para  garantizar  la  vigencia  de 
los  derechos  de  los  indígenas  y  el  desarrollo  integral  de  sus  pue¬ 
blos  y  comunidades,  las  cuales  deberán  ser  diseñadas  y  operadas 
conjuntamente  con  ellos.  Para  abatir  las  carencias  y  rezagos  que 
afectan  a  los  pueblos  y  comunidades  indígenas,  dichas  autorida¬ 
des  tienen  la  obligación  de: 

[...] 

IX.  Consultar  a  los  pueblos  indígenas  en  la  elaboración  del  Plan  Na¬ 
cional  de  Desarrollo  y  de  los  estatales  y  municipales  y,  en  su  caso, 
incorporar  las  recomendaciones  y  propuestas  que  realicen. 

No  obstante  que  el  derecho  a  la  consulta  en  términos  del  artícu¬ 
lo  2o  constitucional  se  circunscribe  exclusivamente  al  ámbito  de  la 
planeación  estatal,  el  ejercicio  de  este  derecho  no  puede  limitarse  ex¬ 
clusivamente  a  esta  esfera  de  la  administración  pública;  toda  vez  que 
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el  alcance  de  la  obligación  está  determinada  por  lo  establecido  en  el 
artículo  133  de  la  propia  Constitución  mexicana,  que  a  la  letra  señala: 

Artículo  133.  Esta  constitución,  las  leyes  del  Congreso  de  la  Unión 
que  emanen  de  ella  y  todos  los  Tratados  que  estén  de  acuerdo  con  la 
misma,  celebrados  y  que  se  celebren  por  el  Presidente  de  la  Repú¬ 
blica,  con  aprobación  del  Senado,  serán  la  Ley  Suprema  de  toda  la 
Unión.  Los  jueces  de  cada  Estado  se  arreglarán  a  dicha  Constitución, 
leyes  y  tratados,  a  pesar  de  las  disposiciones  en  contrario  que  pueda 
haber  en  las  Constituciones  o  leyes  de  los  Estados. 

De  acuerdo  con  los  anteriores  razonamientos,  el  Estado  tiene  la 
obligación  ineludible  de  respetar  y  observar  lo  establecido  en  los  ins¬ 
trumentos  jurídicos  internacionales,  máxime  con  la  reciente  reforma 
constitucional  en  materia  de  derechos  humanos  de  junio  de  2011,  a 
partir  de  la  cual  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexi¬ 
canos  señala,  en  su  artículo  primero,  lo  siguiente: 

Artículo  Io.  En  los  Estados  Unidos  Mexicanos  todas  las  personas 
gozarán  de  los  derechos  humanos  reconocidos  en  esta  Constitución 
y  en  los  tratados  internacionales  de  los  que  el  Estados  Mexicano  sea 
parte,  así  como  de  las  garantías  para  su  protección,  cuyo  ejercicio 
no  podrá  restringirse  no  suspenderse,  salvo  en  los  casos  y  bajo  las 
condiciones  que  esta  Constitución  establece. 

Las  normas  relativas  a  los  derechos  humanos  se  interpretarán  de 
conformidad  con  esta  Constitución  y  con  los  tratados  internacionales 
de  la  materia  favoreciendo  en  todo  tiempo  a  las  personas  la  protec¬ 
ción  más  amplia. 

Todas  las  autoridades,  en  el  ámbito  de  sus  competencias,  tienen  la 
obligación  de  promover,  respetar,  proteger  y  garantizar  los  derechos 
humanos  de  conformidad  con  los  principios  de  universalidad,  inter¬ 
dependencia,  indivisibilidad  y  progresividad.  En  consecuencia,  el  Es¬ 
tado  deberá  prevenir,  investigar,  sancionar  y  repara  las  violaciones  a 
los  derechos  humanos,  en  los  términos  que  establezca  la  ley. 

[...] 

A  partir  de  la  reforma  constitucional  en  materia  de  derechos  hu¬ 
manos  se  obliga  al  Estado  a  promover,  respetar,  proteger  y  garantizar 
los  derechos  humanos  reconocidos  en  la  Constitución  Política  y  en  los 
Tratados  Internacionales  de  los  que  el  Estado  Mexicano  sea  parte,  así 
como  de  las  garantías  para  su  protección. 


163 


De  esta  forma,  el  primer  párrafo  del  nuevo  texto  del  artículo  Io 
constitucional  “incorpora  dos  aspectos  relevantes  al  sistema  jurídico 
mexicano: 

a)  la  ampliación  expresa  de  la  fuente  normativa  de  los  derechos 
humanos, 

b)  la  creación  de  un  bloque  de  constitucionalidad  en  materia  de 
derechos  humanos.”60 

Ambas  características  están  íntimamente  ligadas,  toda  vez  que 
a  partir  de  la  entrada  en  vigor  del  texto  constitucional  son  dos  las 
fuentes  normativas  en  materia  de  derechos  humanos:  la  Constitución 
Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  y  los  Tratados  de  los  que 
el  Estado  Mexicano  sea  parte;  que  se  traducen  en  una  sola  norma  ex¬ 
pandida  al  haberse  creado  con  ello  un  bloque  de  constitucionalidad  en 
materia  de  derechos  humanos. 

De  acuerdo  con  esta  lógica,  todas  las  autoridades  del  Estado 
Mexicano,  dentro  de  sus  competencias,  tienen  que  seguir  el  criterio 
interpretativo,  establecido  en  el  párrafo  segundo  del  artículo  primero 
constitucional,  “esto  implica  que  los  jueces  deben  acudir  a  esta  técnica 
de  interpretación  en  todo  caso  relacionado  con  normas  de  derechos 
humanos  en  los  asuntos  de  su  competencia;  los  legisladores  tendrán 
que  adecuar  la  normativa  existente  utilizando  este  criterio  y  aplicarlo 
como  parte  de  la  técnica  legislativa  el  emitir  la  norma;  y  todos  los  ór¬ 
ganos  de  la  administración  pública  deberán  ajustar  su  actuación  con¬ 
forme  a  la  nueva  pauta  interpretativa  de  derechos  humanos.”61 

“El  criterio  hermenéutico  incorpora  el  principio  pro  persona.  Esto 
implica  favorecer  en  todo  tiempo  a  las  personas  la  protección  más 
amplia.  [...]  Esta  pauta  interpretativa  debe  complementarse,  necesa¬ 
riamente,  con  lo  previsto  en  el  párrafo  tercero  del  propio  artículo  Io 
constitucional,  de  tal  manera  que  la  interpretación  que  se  realice  debe 
ser  de  conformidad  con  los  principios  de  universalidad,  interdepen¬ 
dencia,  indivisibilidad  y  progresividad.62 


60.  Castilla  Juárez,  Karlos;  “Un  nuevo  panorama  constitucional  para  el  derecho  internacional  de 
los  derechos  humanos  en  México”  Estudios  Constitucionales,  Año  9,  N°  2,  2011,  pp.  123-164. 
Centro  de  Estudios  Constitucionales  de  Chile;  Universidad  de  Talca. 

61.  Ferrer  Mac-Gregor,  Eduardo;  Interpretación  conforme  y  control  difuso  de  convencio- 
nalidad:  El  nuevo  paradigma  para  el  juez  mexicano;  Estudios  constitucionales;  2011,  Vol.  9, 
N.2,  pp.  531-622.  Disponible  en:  http://www.scielo.org.mx/sclelo.php?script=scLarttext&pi- 
d=S1 405-9 1 9320 1 5000 1 00004 

62.  Ibídem. 
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En  México  el  derecho  de  los  pueblos  indígenas  a  ser  consultados 
y  la  obligación  del  Estado  de  hacerlo  se  enmarca  en  las  disposiciones 
del  artículo  2°  de  la  Constitución  Federal  y  en  los  tratados  internacio¬ 
nales  en  materia  de  derechos  humanos  de  los  que  México  sea  parte:  de 
conformidad  con  el  artículo  Io  constitucional.63 

El  artículo  2o  establece  una  nueva  generación  de  derechos:  los  de¬ 
rechos  de  las  comunidades  y  pueblos  indígenas.  El  texto  enuncia,  en 
el  apartado  A,  los  elementos  constitutivos  del  sujeto  al  que  denomina 
comunidades  pertenecientes  a  un  pueblo  indígena  y  enumera  los  de¬ 
rechos  y  competencias  específicos  que  les  corresponden,  para  ejercer 
plenamente  su  autonomía.  Asimismo,  en  el  apartado  B,  establece  las 
obligaciones  de  la  Federación,  los  Estados  y  los  Municipios,  quienes 
‘‘para  promover  la  igualdad  de  oportunidades  de  los  indígenas  y  eli¬ 
minar  cualquier  práctica  discriminatoria  establecerán  las  instituciones 
y  determinarán  las  políticas  necesarias  para  garantizar  la  vigencia  de 
los  derechos  de  los  indígenas  y  el  desarrollo  integral  de  sus  pueblos  y 
comunidades,  las  cuales  deberán  ser  diseñadas  y  operadas  conjunta¬ 
mente  con  ellos”. 


Normas  estatales  relacionadas  con  la  consulta  previa: 

En  la  mayoría  de  los  estados,  está  reconocido  el  derecho  a  la 
consulta,  ya  sea  en  las  constituciones  locales  o  en  las  leyes 
específicas  en  materia  de  derechos  indígenas: 

Baja  California,  Campeche,  Colima,  Chiapas,  Chihuahua, 
Durango,  Guanajuato,  Guerreo,  Hidalgo,  Jalisco.  Estado  de 


63.  A  nivel  internacional  existe  un  amplio  marco  normativo  que  hace  referencia  a  los  derechos 
de  los  pueblos  indígenas:  Declaración  Universal  de  Derechos  Humanos  de  1948;  la  Conven¬ 
ción  para  la  Prevención  y  la  Sanción  del  Delito  de  Genocidio,  de  1948;  el  Pacto  Internacional 
de  Derechos  Económicos,  Sociales  y  Culturales;  el  Pacto  Internacional  de  Derechos  Civiles  y 
Políticos,  que  entró  en  vigoren  marzo  de  1976;  la  Convención  Internacional  sobre  la  Eliminación 
de  todas  las  Formas  de  Discriminación  Racial;  la  Convención  sobre  los  Derechos  de  los  Niños, 
el  Convenio  sobre  la  Diversidad  Biológica  y  el  párrafo  20  de  la  Declaración  y  el  Programa  de 
Acción  de  Viena,  aprobados  en  la  Conferencia  Mundial  de  Derechos  Humanos  en  1 993;  la  Reco¬ 
mendación  General  núm.  23  del  Comité  para  la  Eliminación  de  la  Discriminación  Racial,  relativa 
a  las  poblaciones  indígenas;  la  Declaración  Universal  sobre  la  Diversidad  Cultural,  de  2001;  la 
Convención  sobre  la  Eliminación  de  todas  las  formas  de  Discriminación  contra  la  Mujer;  la  Ob¬ 
servación  general  núm.  20  y  21  del  Comité  de  Derechos  Económicos,  Sociales  y  Culturales;  la 
Observación  general  núm.  25  del  Comité  de  Derechos  Humanos.  Instrumentos  y  jurisprudencias 
regionales  como  las  resoluciones  de  la  Corte  Interamerlcana  y  la  Comisión  Interamericana  de 
Derechos  Humanos. 
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México,  Michoacán,  Morelos  y  Nayarit,  Nuevo  León,  Oaxa- 
ca,  Puebla,  Querétaro,  Quintana  Roo,  San  Luis  Potosí,  Sonora, 
Tabasco,  Tlascala,  Veracmz  y  Yucatán. 

Adicionalmente,  SLP  cuenta  específicamente  con  la  Ley  de 
Consulta  Indígena  para  el  Estado  y  Municipios  de  San  Luis 
Potosí. 


Por  su  parte,  a  través  de  lo  establecido  en  al  artículo  1°  cons¬ 
titucional64  se  deriva  que  los  derechos  de  los  pueblos  y  comunida¬ 
des  indígenas  deben  también  estar  conformados  por  lo  establecido 
en  los  tratados  internacionales  relevantes,  tales  como  el  Convenio 
169  de  la  OIT,  el  Pacto  Internacional  de  Derechos  Económicos, 
Sociales  y  Culturales,  el  Pacto  Internacional  de  Derechos  Civiles 
y  Políticos,  la  Convención  para  la  Eliminación  de  la  Discrimina¬ 
ción  Racial,  la  Convención  Americana  sobre  Derechos  Humanos, 
entre  otros. 

Este  artículo  también  señala  que  las  normas  de  derechos  huma¬ 
nos  deberán  interpretarte  de  conformidad  con  la  propia  Constitución 
y  los  tratados  de  derechos  humanos  favoreciendo  siempre  aquella 
que  otorgue  mayor  protección  a  las  personas.  Para  lograr  esta  mayor 
protección  de  los  derechos  humanos  se  deben  tener  en  consideración 
otros  instrumentos  que  ayudan  a  comprenden  de  mejor  manera  las 
obligaciones  que  los  países  frente  a  estos  derechos.  En  el  caso  de  los 
derechos  de  los  pueblos  indígenas  se  deberán  considerar,  por  ejemplo, 
la  Declaración  de  Naciones  Unidas  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos 
indígenas,  las  Observaciones  emitidas  por  los  Comités  de  Naciones 
Unidas,  la  jurisprudencia  de  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Hu¬ 
manos,  los  informes  de  las  y  los  Relatores  de  Naciones  Unidas  (siendo 
uno  de  los  más  relevantes  el  Relator  Especial  sobre  la  Situación  de  los 


64.  Los  primeros  párrafos  del  artículo  1°  constitucional  establecen:  “Artículo  Io.  En  los  Estados 
Unidos  Mexicanos  todas  las  personas  gozarán  de  los  derechos  humanos  reconocidos  en  esta 
Constitución  y  en  los  tratados  internacionales  de  los  que  el  Estado  Mexicano  sea  parte,  así  como 
de  las  garantías  para  su  protección,  cuyo  ejercicio  no  podrá  restringirse  ni  suspenderse,  salvo  en 
los  casos  y  bajo  las  condiciones  que  esta  Constitución  establece. 

Las  normas  relativas  a  los  derechos  humanos  se  interpretarán  de  conformidad  con  esta  Consti¬ 
tución  y  con  los  tratados  internacionales  de  la  materia  favoreciendo  en  todo  tiempo  a  las  perso¬ 
nas  la  protección  más  amplia.  Todas  las  autoridades,  en  el  ámbito  de  sus  competencias,  tienen 
la  obligación  de  promover,  respetar,  proteger  y  garantizar  los  derechos  humanos  de  conformidad 
con  los  principios  de  universalidad,  interdependencia,  indivisibilidad  y  progresividad.  En  conse¬ 
cuencia,  el  Estado  deberá  prevenir,  investigar,  sancionar  y  reparar  las  violaciones  a  los  derechos 
humanos  en  los  términos  que  establezca  la  ley" 
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Derechos  Humanos  y  las  Libertades  Fundamentales  de  los  Pueblos 
Indígenas),  entre  otros.65 

La  Constitución  también  establece  que  todas  las  autoridades,  en 
el  ámbito  de  sus  competencias,  están  obligadas  a  promover,  respe¬ 
tar,  proteger  y  garantizar  los  derechos  humanos;  esto,  de  conformidad 
con  los  principios  de  universalidad,  interdependencia,  indivisibilidad 
y  progresividad.  Este  aspecto  destaca  la  relevancia  que  tiene  para  las 
y  los  servidores  públicos  el  conocer  y  aplicar  los  estándares  interna¬ 
cionales  en  materia  de  derechos  humanos  en  aras  de  cumplir  adecua¬ 
damente  con  sus  obligaciones.  Otras  legislaciones  del  ámbito  federal, 
aplicables  al  derecho  a  la  consulta  son: 


NORMA  JURÍDICA 

ÚLTIMA  REFORMA  PUBLICADA 

Ley  de  la  Comisión  Nacional  para  el 
Desarrollo  de  los  Pueblos  Indígenas. 

DOF  09-04-2012 

Ley  de  Planeación. 

DOF  09-04-2012 

Ley  General  de  Derechos  Lingüísti¬ 
cos  de  los  Pueblos  indígenas. 

DOF  09-04-2012 

Ley  de  Bioseguridad  de  Organismos 
Genéticamente  Modificados. 

DOF  18-03-2005 

Ley  General  de  Desarrollo  Forestal 
Sustentable 

DOF  07-06-2013 

Ley  del  Instituto  Mexicano  de  la  Ju- 
ventud _ 

DOF  14-05-2013 

Adicionalmente  y  de  manera  progresiva,  los  estados  de  la  federa¬ 
ción  han  realizado  modificaciones  a  sus  constituciones  locales  y  leyes 
locales,  con  el  objeto  de  armonizar  su  legislación  con  la  constitución 
federal  y  los  convenios  y  tratados  internacionales  en  materia  de  reco¬ 
nocimiento  y  protección  de  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas  y 
algunas  entidades  han  incorporado  normas  sobre  consulta  indígena; 


65.  Como  documento  de  consulta  sobre  el  Derecho  internacional  de  los  Derechos  Humanos  se 
recomienda  el  texto;  Oficina  en  México  del  Alto  Comisionado  de  las  Naciones  Unidas  para  los 
Derechos  Humanos,  20  claves  para  comprender  y  conocer  mejor  los  derechos  humanos,  Mé¬ 
xico,  ONU-DH,  2011.  Disponible  en:  http://www.hchr.org. mx/index.php?ltemid=278&cat¡d=17&¡- 
d=168&optlon=com_content&vlew=article 
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al  respecto  es  importante  señalar  que  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
de  la  Nación  determinó  que  los  derechos  indígenas  establecidos  en  la 
CPEUM  “son  derechos  mínimos  que  deben  ser  respetados  para  garan¬ 
tizar  su  efectividad,  pero  que  pueden  ser  ampliados  por  as  legislaturas 
locales  para  imprimir  las  características  propias  que  mejor  expresen 
las  situaciones  y  aspiraciones  de  sus  pueblos  indígenas,  siempre  que 
tal  ampliación  se  realice  sin  vulnerar  el  marco  constitucional  al  que 
dichos  derechos  se  encuentren  sujetos”. 
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